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Comunidades seguras: promesa inevitable de las democracias 

latinoamericanas es una obra que analiza a profundidad los 

problemas de seguridad y violencia que atraviesa la región 

en la actualidad.   Una variedad de especialistas en dichos 

problemas se han reunido para ofrecer una mirada amplia 

del reto que implica garantizar seguridad en Latinoamérica.  

En el presente texto, se expone desde el análisis de decla-

raciones de jóvenes sicarios hasta la evaluación cuantitativa 

de políticas públicas de seguridad para ofrecer una mirada lo 

más integral posible del fenómeno.  La riqueza de esta obra 

radica en la multidisciplinariedad de las aproximaciones al 

objeto de estudio y en la diversidad de contextos, desde los 

cuales se escribe con el objetivo común de ofrecer respuestas 

que permitan a los habitantes de la región vivir más seguros.
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Prólogo
El derecho a la seguridad: Asignatura pendiente  

de las democracias latinoamericanas 

Marcos Pablo Moloeznik

La obra que el lector tiene en sus manos constituye una colección de 
trabajos de investigación y ensayos inéditos producto del esfuerzo 
colectivo de 19 autores, convocados por los editores y coordinado-
res de la obra a través de la Red Temática del Consejo Nacional de 
Ciencia y Tecnología (Conacyt), Políticas Públicas para la Prevención 
de Adicciones y la Seguridad Ciudadana.

Tal como su título pone de relieve, la principal preocupación se 
identifica con una promesa incumplida de la democracia, eje articula-
dor de esta obra. Ante el fracaso de las democracias latinoamericanas 
en materia de seguridad ciudadana, se vuelve pertinente construir 
una mirada multidisciplinar para crear comunidades seguras y libres 
de violencia. Los distintos estudios de investigación que contiene la 
presente obra permiten afirmar que se trata de un libro con importantes 
insumos de política pública.

El flagelo de la violencia endémica

El libro gira alrededor de América Latina como dimensión espacial; a 
la sazón, la región más violenta del mundo, y la de mayor inequidad 
social (Katarzina et al., 2013). La violencia es la característica esen-
cial que la separa de otras regiones del orbe. Tradicionalmente, con 
excepción de Argentina, Chile y Uruguay en el Cono Sur, y de Costa 
Rica y Nicaragua en Centroamérica, la violencia en Latinoamérica es 
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endémica, al superar con creces la tasa de 10 por cada 100 000 habi-
tantes (Banco Mundial [BM], 2016).1

Así, los resultados del más reciente estudio, basado en estadísticas 
confiables de 2017, demuestran que el continente americano concentra 
37.4 por ciento de las víctimas de homicidios de todo el planeta, y que la 
mayoría de estos asesinatos se cometen en América Latina, lo que repre-
senta el ocho por ciento de la población mundial (United Nations 
Office on Drugs and Crime [UNODC, por sus siglas en inglés], 2019).

A este flagelo –que se define como de salud pública– no escapa 
México, que cerró el 2019 con una tasa de homicidios dolosos esti-
mada de 27 por cada 100 000 habitantes (Secretariado Ejecutivo del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, 2019).

Cabe señalar que dicha violencia responde tanto al accionar de 
actores no estatales (crimen organizado, en especial narcotráfico) como 
del propio Estado-nación (responsable de violaciones graves a los dere-
chos humanos), que cuestiona severamente el más sagrado de los derechos 
humanos: el de la vida, ya que mantenerse vivo es la condición para el 
goce del resto de los derechos y la oportunidad más básica que puede 
disfrutar una persona.

El derecho a la seguridad: asignatura pendiente de las democracias  
latinoamericanas 

Otro punto que se aborda en el libro por los editores y coordinadores, 
Rafael Enrique Valenzuela Mendoza y José Andrés Sumano Rodríguez, 
parte de reconocer que la seguridad pública es un problema crítico en 
la agenda de los gobiernos y de la sociedad civil, por lo que no debe 
soslayarse lo siguiente:

1) La seguridad pública es una función privativa del Estado; en 
otras palabras, una función básica del Estado, de carácter irre-
nunciable e indelegable.

1   La Organización Mundial de la Salud (OMS) considera que una tasa de homi-
cidios intencionales de 10 o más por cada 100 000 habitantes es una característica 
de violencia endémica.

ComunidadesSeguras_Interiores IMPRENTA 180121.indd   12ComunidadesSeguras_Interiores IMPRENTA 180121.indd   12 1/18/21   4:03 PM1/18/21   4:03 PM



Prólogo

13

2) Además, se erige en un bien público íntimamente ligado a la cali-
dad de vida y al nivel de bienestar general de la comunidad; por 
lo que la Organización de Estados Americanos (OEA, 2011) hace 
hincapié en «que la delincuencia y la violencia afectan negati-
vamente al desarrollo social, económico y político de nuestras 
sociedades» (s. p.). Esto explica la interrelación entre seguridad 
y desarrollo: «La seguridad es desarrollo y sin desarrollo no 
puede haber seguridad […] la seguridad dimana del desarrollo» 
(McNamara, 1969, pp. 106-161).

3) También la violencia da al traste con el derecho a la seguridad, 
del que todos deben gozar por el solo hecho de ser humanos:

el derecho a la seguridad es un derecho democrático fundamental. 
Las instituciones políticas, las administraciones públicas, la justicia 
y la policía deben garantizarlo, por lo tanto, prevenir o reprimir las 
conductas que amenacen o violen este derecho. Quienes más necesi-
tan de la protección pública del derecho a la seguridad son los secto-
res más débiles o vulnerables de la sociedad (Borja, 2004, pp. 18-58).

Precisamente, para la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH, 2009), el derecho a la seguridad «surge de la obliga-
ción del Estado de garantizar la seguridad de la persona […] integrado 
por el derecho a la vida; el derecho a la integridad física; el derecho a  
la libertad; el derecho a las garantías procesales y el derecho al uso pací-
fico de los bienes» (p. 116).

El fracaso del Estado-nación en América Latina para garantizar 
este derecho a la seguridad contribuye –significativamente– a erosionar 
la legitimidad de los gobiernos democráticos de la región.

Hacia comunidades seguras y libres de violencia 

Recapitulando, ante el fracaso de los resultados de políticas de seguri-
dad, el enfoque de esta obra colectiva es la articulación de un eje cen-
tral, crear comunidades seguras y libres de violencia, con experiencias 
y lecciones aprendidas de casos documentados en Argentina, Chile, 
Paraguay y México.
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Este enfoque obliga a transitar de la seguridad pública a la segu-
ridad ciudadana:

en la construcción de mayores niveles de ciudadanía democrática, 
con la persona humana como objetivo central de las políticas a dife-
rencia de la seguridad del Estado o el de determinado orden político 
[...] y se utiliza en referencia a la seguridad primordial de las personas 
y grupos sociales [...] se refiere a la seguridad de todas las personas y 
grupos, tanto en las zonas urbanas como rurales (CIDH, 2009, p. 116).

La seguridad ciudadana constituye un proceso de estableci-
miento, fortalecimiento y protección del Estado Democrático de 
Derecho, neutralizando las amenazas de violencia en la población y 
permitiendo una coexistencia segura y pacífica.

La seguridad ciudadana es, además, entendida como el com-
ponente de seguridad personal del concepto seguridad humana 
(Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo [PNUD], 2009b), 
es decir, aquél que hace referencia a fenómenos que acentúan los factores 
de riesgo, vulnerabilidad e inseguridad en la sociedad (homicidios, 
violencia física, delitos contra la salud) y su impacto sobre grupos vul-
nerables (ancianos, mujeres, niños) (PNUD, 1994). Ahora bien, siguiendo 
la presentación de este libro (véase página 23), se afirma que:

Para crear comunidades seguras es fundamental promover el ejer-
cicio del poder con sentido más democrático, acompañado de marcos 
de ética e integridad en el servicio público. Bajo este contexto, el 
rol de las policías en un régimen de consolidación y formación de 
las democracias latinoamericanas ha cambiado, y ahora se acepta por 
los políticos, administradores de lo público y los jefes de las policías 
que la razón central de la función policial es a favor de la ciudadanía, 
no en su contra.

La concepción del policía como un protector social, al servicio de la 
persona, se inserta en la denominada variable institucional, considerada

crucial para el desarrollo humano desde múltiples perspectivas. 
Tanto el fomento del desarrollo humano como el ejercicio de las 
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libertades que lo componen, ocurren dentro de un entorno defi-
nido por instituciones, las cuales inducen ciertos comportamientos  
y restringen otros, dan certidumbre a las decisiones de individuos y 
grupos y, en general, inciden en la trayectoria de las sociedades 
(PNUD, 2009a, p. 3).

El marco institucional puede interpretarse como el conjunto de 
normas que los ciudadanos diseñan, acuerdan y respetan para regir 
su operación como sociedad, es decir, la ley y un gobierno capaz de 
aplicarla y sujetarse a la misma. En otras palabras, la contribución del 
Estado de Derecho al desarrollo institucional y, por tanto, al creci-
miento de la nación (Luna, 2004), donde la cultura de la legalidad se 
erige en un imperativo categórico, es entendida como la convicción 
moral de que la ley es la reguladora de la vida colectiva y que se debe, 
por principio, respetar el Estado de Derecho (Pettit, 1999).

De ahí que para la CIDH (2009): «el concepto de seguridad debe 
poner mayor énfasis en el desarrollo de las labores de prevención y 
control de los factores que generan violencia e inseguridad, que en 
tareas meramente represivas o reactivas ante hechos consumados» (p. 3). 
Esto es recogido por los editores, quienes recomiendan apostar por un 
mayor protagonismo de la sociedad civil de la mano de la «inteligencia 
colectiva de la prevención», y bajo la conducción de un liderazgo estatal 
y social que se encuentre a la altura de las legítimas demandas sociales.

En síntesis, subyace –como idea-fuerza de este esfuerzo colectivo– 
romper la tendencia inercial de las políticas de seguridad represivas en 
la región, condenadas al fracaso, y presentar salidas novedosas a partir 
de la necesaria alianza estratégica entre actores estatales y sociales, 
incluyendo a las universidades y a la iniciativa privada.

Guadalajara, Jalisco, México,
27 de enero de 2020,

en el marco del 75 aniversario de la liberación de 
Auschwitz-Birkenau-Monowitz.
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Presentación*

Rafael Enrique Valenzuela Mendoza /  
José Andrés Sumano Rodríguez

En las democracias es fácil formular y justificar la demanda de ser-
vicios públicos desde la ciudadanía, mientras que la respuesta a tales 
demandas desde los gobiernos resulta difícil de concretar. Esta afirma-
ción permite comprender la complejidad de la práctica administrativa 
y política en las democracias, en contraposición con las autocracias, 
donde se asume que las demandas ciudadanas son de difícil formula-
ción y las respuestas de sencilla resolución. Esta idea también advierte 
la importancia de construir democracias con ciudadanos y gobiernos 
que rindan buenas cuentas (Bobbio, 1986).

Los últimos 20 años, la seguridad pública en comunidades donde 
existen procesos democráticos y reglas mínimas de convivencia para la 
vida asociada denota poco avance en comparación con lo que se retrocede.

Es un hecho que las democracias contemporáneas de Latinoamérica 
dibujan nuevos horizontes y escenarios poco alentadores. La escalada 
creciente de violencias y delincuencia sugiere un emplazamiento a los 
actores sociales, económicos y políticos para dejar atrás una mirada 
pasiva de un problema público, que parece lejano para unos, y 
comenzar a formar parte activa de un asunto que realmente es cercano 
para muchos, como es la inseguridad. Se trata de un tema crítico de 

* La publicación es producto del seminario de investigación de la Red Temática del 
Conacyt, Políticas Públicas para la Prevención de Adicciones y Seguridad Ciudadana.
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carácter multicausal y generador de circunstancias que impiden con-
cretar las mínimas condiciones para el desarrollo económico y social 
de las naciones. 

Para solventar, quizá parcialmente, este problema público, se 
requiere agrupar distintas miradas de ciudadanos que ayuden a recono-
cer las fallas en la implementación, tanto de las ideas como de las estra-
tegias de seguridad, a la par de la existencia de ciudadanos vigilantes 
que retomen importantes aprendizajes para crear comunidades seguras.

Por ello, cada uno de los capítulos que conforma este esfuerzo edi-
torial describe los retos para crear estas comunidades, desde una mirada 
metodológica ubicada en los estudios cualitativos, en su mayoría.

El libro se formó con base en la articulación de tres conceptos cen-
trales: políticas públicas, violencias y seguridad pública. Los estudios 
presentados sugieren que si se adoptan nuevos enfoques de políticas 
para la buena gobernanza democrática, que si se reduce la violencia 
con estrategias de largo plazo y que si se prioriza la seguridad en sus 
distintas modalidades será posible materializar comunidades más 
seguras en contextos democráticos.

El objetivo principal de este volumen es contribuir a la compren-
sión del fenómeno de la inseguridad, las violencias cotidianas y las 
fallas de políticas públicas para definir los retos de crear comunidades 
más seguras.

Con base en un conjunto de investigaciones multidisciplinarias 
que indican la importancia de crear una ruta de navegación hacia un 
puerto en el cual exista mayor certidumbre en los resultados desde el 
gobierno, también destacan los valores que cada sociedad privilegia 
para tener una comunidad más segura. La inseguridad y las violencias 
se han ido fortaleciendo, a la vez que aumenta la desafección y el 
desencanto social. En Latinoamérica, el miedo y la indiferencia de 
una ciudadanía que no encuentra protección de un Estado basado en 
la regla de la mayoría puede producir severas crisis de gobernabilidad 
en toda la región.

El conjunto de autores de la presente obra se caracteriza por com-
binar múltiples facetas en su actividad, tanto en organismos interna-
cionales especializados, en gobierno, en las organizaciones de la sociedad 
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civil, en la academia universitaria y a través de la investigación en las 
Ciencias Sociales, las Políticas Públicas y el Derecho; en suma, todos 
los textos que forman esta obra colectiva generan análisis, propuestas y 
acercamientos críticos entorno a un eje central: crear comunidades 
seguras en nuestras democracias.

Los capítulos proponen replantear el debate respecto a cons-
truir soluciones más eficientes y sostenibles en los países de América 
Latina. Las miradas metodológicas del libro, a través de su riqueza, 
buscan transmitir y generar nuevo conocimiento en los debates sobre 
la violencia e inseguridad en la región y conducen al lector hacia 
casos donde las lecciones aprendidas otorgan sentido de urgencia para 
poner este conocimiento multidisciplinario en manos de los tomadores 
de las decisiones públicas en la materia.

En ese sentido, existe particular interés por generar conocimiento 
útil, que sustente viables reformas legislativas o acciones puntuales de las 
autoridades. Especialmente, porque el constante conflicto entre fines y 
medios, que hace difícil conciliar lo deseable y lo posible con lo alcanzado 
y lo normado, es característica central de los regímenes democráticos.

Este libro trata de experiencias compartidas que muestran logros 
plausibles, pero, al mismo tiempo, representan la encrucijada entre 
innovar y mantener el estado actual de las cosas, o bien, entre for-
mular condiciones de oportunidad donde los países latinoamericanos 
generen, desde lo local, mayores capacidades de gestión para imple-
mentar políticas públicas y dejar que los gobiernos resuelvan el pro-
blema en nombre de todos.

Así, con base en un desarrollo conceptual riguroso derivado de 
un ejercicio académico deliberativo, en la Red Temática del Conacyt, 
la presente obra reúne a especialistas en el tema de la prevención, la 
seguridad y las violencias, cuyos resultados de investigación se anali-
zan a lo largo de los 13 capítulos aquí reunidos. En ellos, se dibuja el 
conjunto de alternativas que los ciudadanos disponen para construir 
comunidades más seguras.

La pregunta que dio origen al libro es la siguiente: ¿Por qué las 
democracias no han logrado crear comunidades seguras en América 
Latina? La hipótesis de trabajo que aquí se observa indica que las 
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razones que han impedido la mitigación de la violencia y la inseguri-
dad sistémica en la región se resumen en tres: 1) ausencia de enfoques 
adecuados para tratar el problema de inseguridad, los cuales aterricen 
en un ciclo completo de la política pública en materia de seguridad; 
2) la elevada desigualdad social preexistente a la década de violencia 
histórica, la cual se mantiene vigente y es una de las principales cau-
sas de los hechos de inseguridad pública; 3) programas públicos que 
fallan en su diseño e implementación para la prevención de la delin-
cuencia, cuya narrativa discursiva no se traduce en nuevas realidades, 
más favorables a la seguridad humana, ciudadana y pública.

Lo anterior configura la respuesta inicial a la pregunta de inves-
tigación. Si bien existen avances importantes en el asunto que nos 
atañe, aún resultan insuficientes. Tal es el caso de la apertura ins-
titucional de las policías municipales o los procesos de certificación 
ciudadana y los programas de proximidad policial que han generado 
recomendaciones de mejoras en las corporaciones de policía.

Por otro lado, derivado de la crisis, expansión, consolidación y 
recesión de la democracia, ciclo que generó una nueva redistribución 
del poder político en los últimos 20 años, se generó el efecto de des-
concentrar facultades que antes eran exclusivas del Poder Ejecutivo, 
lo cual implicó el fortalecimiento de la democracia política, aunque 
ello no se tradujo necesariamente en más capacidad institucional del 
Estado para, se insiste, mitigar el problema de la inseguridad pública.

De tal manera, el actual contexto facilita el considerar a la segu-
ridad pública en una crisis permanente, un problema que únicamente 
se ha ido administrando, sin acompañarse de intenciones factibles 
de solución, ya que, en el mejor de los casos, sólo se han impulsado 
propuestas para su contención y mitigación. Así, las capacidades ins-
titucionales para resolver esta crisis continúan estando desdibujadas.

No existe una vía única y probada para mejorar las condiciones de 
seguridad de nuestras comunidades, pero las experiencias de los últi-
mos años nos han enseñado que la intensa relación entre el gobierno 
y la sociedad civil brinda mayor oportunidad de mejorar el diseño de 
un esquema local (bottom-up), donde las redes de actores aumentan la 
probabilidad de éxito.
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De la lectura del libro se podrá concluir que, a mayor consolida-
ción de las instituciones democráticas, habrá mejores condiciones de 
convivencia social, donde la función policial sea ejercida con la menor 
posibilidad de reprimir a la ciudadanía. Esto cobra importancia dado 
que, en los tiempos de un sólido autoritarismo y de gobiernos fuertes, 
el uso de la policía como instrumento de represión a los ciudadanos 
resultaba una constante por tratarse de gobiernos con baja calidad 
democrática, de lo que se concluye que esta asignatura pendiente, 
que es el fortalecimiento de las instituciones democráticas para crear 
comunidades seguras y prevenir la creciente inseguridad pública, pasa 
indiscutiblemente por inhibir el uso de la policía como dicho instrumento.

El temor de continuar con el uso de las fuerzas de seguridad para 
la represión es claro indicador del agotamiento de un régimen, que 
dio lugar a otro, cuya representación política se basó en la búsqueda 
exclusiva de la legitimidad democrática por la vía electoral, margi-
nando la obtenida por los resultados de las políticas de seguridad.

El discurso que las autoridades mantienen en distintos países de 
América Latina permite concebir a la seguridad pública como una 
promesa vigente, que se debilita en muchos casos cuando los políticos 
electos en el cargo someten sus buenas intenciones a las restriccio-
nes que dicta la realidad, donde impera la lógica de grupos, de élites 
ganadoras y de una débil capacidad institucional, que forma el estado 
actual de cosas. En menor medida, se cuenta con la esperanza de 
afianzar un vínculo de incipiente colaboración entre gobierno y ciu-
dadanos mediante la apertura institucional y la rendición de buenas 
cuentas. Sin embargo, la secrecía ha sido la regla en la función policial 
y las políticas de seguridad pública.

Para crear comunidades seguras es fundamental promover el 
ejercicio del poder con sentido más democrático, acompañado de 
marcos de ética e integridad en el servicio público. Bajo este con-
texto, el rol de las policías en un régimen de consolidación y forma-
ción de las democracias latinoamericanas ha cambiado, y ahora se 
acepta por los políticos, administradores de lo público y los jefes de las 
policías que la razón central de la función policial es a favor de la ciu-
dadanía, no en su contra.
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Las policías dejan paulatinamente de concebirse como el clásico ins-
trumento de control, y ahora se observa que juegan un rol protagónico 
ante la ciudadanía, en tanto se han asumido como actores centrales 
de la política de seguridad pública. Más policías y equipamiento es la 
ruta que tradicionalmente siguen países en Latinoamérica, pero los 
resultados sugieren que, por sí sola, ésta es una estrategia fallida.

Es imprescindible repensar las condiciones que están ausentes para 
transformar en estrategia exitosa la fusión de las policías y las políticas de 
seguridad. Solamente si existe un mejoramiento de las condiciones 
de vida de los oficiales de policía a través de incentivos en su trabajo, si 
se cuenta con una sociedad civil que esté presente en las principales 
decisiones que afectan su seguridad, y si se entiende la proximidad 
como inteligencia colectiva para la prevención, estaremos en posibili-
dad de iniciar la ruta hacia comunidades más seguras. 

A lo largo de los 13 capítulos que forman el libro se puede inferir  
que la articulación virtuosa de la triada Democracia, Estado y Ciudadanía 
es condición necesaria bajo la cual generar más certidumbre institucional 
y protección del ejercicio de los derechos, así como mayor integridad en 
el cumplimiento de los estándares policiacos.

El Estado no ha fallado en resolver la crisis de seguridad pública, 
sino que hemos fallado todos al renunciar a nuestra responsabilidad 
colectiva como sociedad y, en consecuencia, hemos fracasado en resolver 
este problema de rango intergeneracional.

No basta con administrar un conflicto de tal magnitud, debemos 
gestionar las estrategias que nos lleven a soluciones factibles, medibles, 
eficientes y, sobre todo, sustentables en el largo plazo. Sin líderes en 
el servicio público ni en la sociedad civil dispuestos a colaborar en el 
diseño y desarrollo de alternativas de solución el panorama es poco alen-
tador. Las políticas no sólo fallan en la implementación, como lo afirma 
un estudio del Banco Interamericano de Desarrollo (BID, 2006), sino 
que también se asumen como algo unidireccional y mecánico, cuando 
se trata de problemas públicos que no admiten simplificaciones.

Ante todo esto, el libro da cuenta de estudios en Argentina, Chile, 
Paraguay y México que describen las reformas y políticas que son 
resultado de una tarea que sigue estando incompleta.
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La obra inicia, en el primer capítulo, con una propuesta teórica 
para comprender, de manera sistemática y articulada, el proceso de 
toma de decisiones en materia de seguridad y prevención del crimen. 
Enseguida, Juan Pablo Pío brinda un panorama de lo que se ha enten-
dido por seguridad en las constituciones latinoamericanas en los últimos 
años. Mientras que Myrna Villegas señala los retos que enfrentan gru-
pos vulnerables en democracias latinoamericanas, destacando la transi-
ción de una concepción de la seguridad pública, como orden estatal con 
enfoque represor, hacia otra visión opuesta, centrada en el ciudadano.

Por su parte, Jorge Balderas reflexiona sobre la violencia sistémica o 
estructural, la precarización laboral y la creciente desigualdad de ingre-
sos en salud y educación, como punto de partida para la formación de 
nuevas formas de desigualdad que impactan en la inseguridad pública. 
Nelson Arteaga aborda los aspectos simbólicos del discurso de los acto-
res predominantes en el esfuerzo por instrumentar un mando mixto 
de seguridad pública en México. Raúl Soto analiza los aciertos y fraca-
sos de dos programas de prevención social de la violencia en México: el 
Programa Nacional de Prevención del Delito (Pronapred) y el Subsidio 
para la Seguridad en los Municipios (Subsemun), ahora Subsidio para 
el Fortalecimiento del Desempeño en Materia de Seguridad Pública 
(Fortaseg). Alejandro Espriú y Ernesto López Portillo describen el pri-
mer proceso para la certificación ciudadana de la policía en México, 
el caso de Ciudad Juárez, Chihuahua, explicando las ventajas de este 
tipo de acciones para el desarrollo de policías y los principales desa-
fíos que enfrentan autoridades y sociedad civil para instrumentar una 
certificación ciudadana con estándares internacionales. Maximiliano 
Sheehan aborda el potencial de que dispone la caja de herramientas del 
gobierno abierto para mejorar las capacidades de las instituciones 
de seguridad en América Latina desde la experiencia de Argentina. 
Nancy Hernández analiza el proceso de diálogo entre sociedad civil 
y autoridades en el contexto de la estrategia Todos Somos Juárez, 
Reconstruyamos la Ciudad, señalando las áreas de oportunidad y 
contribuciones de dicho proceso dialógico a la seguridad pública.

Por otro lado, Sergio Pacheco y Jesús Rodríguez abordan la evo-
lución de la percepción de los ciudadanos respecto a la seguridad 
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pública en Ciudad Juárez y el desempeño de sus policías, compar-
tiendo importantes aprendizajes sobre la relación entre los índices 
delictivos y dicha percepción. Por su parte, Raúl Soto y César Fuentes 
describen los esfuerzos llevados a cabo en Ciudad Juárez para reducir 
la tasa de homicidios y, en particular, analizan la factibilidad de que 
dichos esfuerzos pudieran configurar una estrategia para lograr la 
meta de 12 homicidios por cada 100 000 habitantes.

Además, Antonio Barragán y Juan Poom describen, bajo una 
rigurosa metodología, las motivaciones y los procesos que llevaron 
a los jóvenes a incorporarse a organizaciones criminales. El trabajo 
de los autores permite conocer de cerca las causas y el razonamiento 
detrás de esta decisión. Finalmente, Abraham Paniagua, José Borunda 
e Ignacio Camargo ofrecen resultados de una investigación sobre el 
fenómeno de la violencia en una forma concreta, como es el acoso 
escolar, y su vínculo con el crimen organizado.

De esta manera, el libro construye una visión multidisciplinaria 
acerca de los esfuerzos por contar con mayores niveles de seguridad 
pública y del permanente reto de nuestras democracias: construir 
comunidades más seguras y libres de violencia.

La búsqueda de alternativas de solución que se ha realizado 
durante décadas ha generado un acervo importante sobre el tema, lo 
que indica que la creación de comunidades seguras pasa necesaria-
mente por elevar la dosis de igualdad social, política y económica en 
nuestras sociedades, sin menoscabo de las libertades y los derechos 
obtenidos por generaciones anteriores, lo que invita en la actualidad a 
preservar un futuro con esperanza.

La variedad de experiencias recogidas en este libro refrenda la 
importancia de articular las visiones y contradicciones de los casos 
desarrollados en Argentina, Chile, Paraguay y México en torno al 
reto mayúsculo de nuestras democracias: la creación de comunidades 
seguras y libres de violencia.

Esperamos que el lector encuentre referencias útiles sobre los dife-
rentes temas que se reúnen en este esfuerzo de una comunidad de aca-
démicos comprometidos con la generación y transmisión de conocimiento 
para construir, entre todos, comunidades seguras. El diseño del libro 
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permite identificar un hilo conductor, pero no requiere leerse de prin-
cipio a fin, sino en el orden que le resulte más conveniente al lector, ya 
que los temas tratados guardan importante relación entre sí, pero a la vez 
cuentan con una independencia temática para facilitar su lectura.

Previo a la parte final de esta presentación, queremos agradecer 
el profesionalismo con el cual se condujo el equipo de la Secretaría 
General Académica de El Colegio de la Frontera Norte (El Colef), 
especialmente al doctor Oscar Contreras Montellano, a la maestra 
Estefani Loza Torre, editora académica de El Colef, y a sus equipos 
de trabajo. También agradecemos a la licenciada Karla Lizeth Tapia 
Hernández, asistente del Centro de Investigaciones Jurídicas de la 
Universidad Autónoma de Ciudad Juárez, por el empeño mostrado 
en la revisión de los capítulos, y a los dictaminadores de la obra, por 
sus valiosas recomendaciones que mejoraron en mucho el libro que 
el lector tiene en sus manos. Queremos agradecer de manera especial 
a cada uno de los autores y las autoras de esta obra colectiva por su 
paciencia y compromiso. Toda imprecisión y error identificado en el 
libro es responsabilidad de los editores que lo coordinamos.

Nota aclaratoria

Es preciso aclarar el alcance de las discusiones teóricas y empíri-
cas del libro. Existe una potencial recesión de las democracias en 
Latinoamérica, entendida como el declive de la confianza ciudadana 
en sus instituciones, pero la obra que el lector está por conocer no se 
propuso debatir al respecto.

El Proyecto de Opinión Pública de América Latina (LAPOP, por 
sus siglas en inglés) afirma en la edición 2016-2017, del Barómetro de 
las Américas, que «el apoyo sostenido a la gobernabilidad democrática 
por parte de la ciudadanía depende crucialmente de si los sistemas 
políticos de la región pueden cumplir sus promesas» (Zechmeister et 
al., 2017, pp. 13-14).

Es difícil dejar de lado la historia de la democracia en América 
Latina, caracterizada por sobrevivir a golpes de Estado, dictaduras y  
autoritarismos. El entorno democrático actual pudiera parecer deficitario, 
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insuficiente e insatisfactorio en el desempeño de los gobiernos electos, y  
caracterizado por una desafección de la política, pero debe ref lexionarse 
a la luz del costo pagado décadas atrás: vidas, luchas, movimientos 
sociales y entrega total de distintas generaciones de ciudadanas y ciu-
dadanos que dieron todo por concretar los derechos que actualmente se 
ejercen como algo cotidiano.

Por ello, se propone al lector partir del hecho de que una demo-
cracia no está completa sólo por contar con elecciones periódicas. 
Ahora bien, el libro sugiere que una de las principales promesas de 
nuestras democracias en el siglo XXI es lograr una visión comunitaria 
que reconozca a la democracia como la mejor vía para lograr la con-
vivencia social, bajo instituciones donde la regla de la mayoría defina 
las decisiones públicas.

Implícitamente se reconoce que las democracias no han respon-
dido favorablemente a los ciudadanos ante la idea de que gobiernos 
electos democráticamente serían también mejores, al ser capaces de 
avanzar respecto a la atención de las necesidades de los ciudadanos 
que forman sus naciones. Las democracias debilitadas en ocasiones 
terminan por producir amenazas en contra de su propia estabilidad 
(Dammert, 2010). La seguridad pública, ciudadana o humana en las 
comunidades es una vacuna contra contagios de miedo y parálisis 
social que podrían afectar, incluso, los procesos electorales que son el 
piso mínimo para denominar a un régimen democrático.

Escapa a este libro el estudio de procesos electorales libres de 
amenazas, sin coerción y sin clientelismo político que aprovecha la 
necesidad económica del elector. Tampoco se debate si las democra-
cias latinoamericanas disponen de una variedad de fuentes de infor-
mación, ni si existe libertad de expresión que garantice una calidad 
de la información pública. Todas estas democracias son sumamente 
relevantes y constituyen las instituciones de la poliarquía en los tér-
minos que señala Robert Dahl (1992), es decir, como el conjunto de 
instituciones necesarias para el buen funcionamiento del proceso 
democrático a gran escala.

La calidad de nuestras democracias depende de su legitimidad 
política, en cuanto a los ciudadanos activos en la definición de issues 
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de una agenda pública; de su legitimidad instrumental, que implica 
mejorar el desempeño del gobierno con herramientas precisas de polí-
tica pública; de su legitimidad electoral, donde las promesas de los 
distintos candidatos incluyen el brindar seguridad a sus ciudadanos.

Es plausible manifestar que existe un desencanto con las demo-
cracias durante los últimos años, y pudiera ser causa de una admi-
nistración pública que no alcanza a cumplir de manera sostenible la 
expectativa ciudadana de recibir servicios públicos de mejor calidad, 
que no garantiza la seguridad de las personas y que se mantiene sin 
controles suficientes contra la corrupción. Justo eso motiva a pensar 
y repensar en las promesas de la democracia. Bobbio (1986) señala 
tres obstáculos por los cuales las democracias no han podido cumplir 
sus promesas:

1) Los problemas públicos en democracia son tan complejos que 
no todos están en aptitud de tomar decisiones, y eso conduce 
a la especialización de quienes deben decidir los asuntos de la 
mayoría, a lo cual no puede acceder la mayoría.

2) El aumento de un aparato burocrático de administración pública 
piramidal, donde las decisiones son verticales y construidas por 
unos cuantos en nombre de todos, genera exclusión.

3) Un crecimiento que desborda a la administración pública apa-
rejado a una mayor extensión de los derechos sociales, políticos, 
civiles, económicos y culturales hace que las demandas de la socie-
dad civil sean de una construcción más acelerada que la velocidad 
con la cual se articula una respuesta, lo que indica la capacidad de 
respuesta del gobierno.

Las fallas de nuestras democracias –imperfectas y en recesión– son 
superables, pero están marcadas por la inevitable promesa de resolver 
con sentido de urgencia la inseguridad y la violencia para regenerar 
la confianza ciudadana, un tejido social dañado y que requiere de la 
intervención responsable de todos. Los países latinoamericanos tienen 
un escenario complicado por el hecho de que estos «problemas de 
inseguridad, así como el deterioro de la economía, presentados como 
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defectos de los regímenes democráticos, pueden crear las condiciones 
propicias para que prosperen las alternativas autoritarias» (Castorena 
y Graves, 2019, p. 9).

El libro centra su discusión en la promesa –ahora inevitable– de crear 
comunidades seguras en las democracias contemporáneas de América 
Latina a partir de tres conceptos centrales, que aquí se reiteran: política 
pública, violencia y seguridad pública. Esta promesa pone al escrutinio 
del público el rendimiento y desempeño de policías, ciudadanos, 
organizaciones de la sociedad civil, academia y políticos, así como la 
exigencia de obtener resultados positivos. Lo anterior se convierte en 
un imperativo, si se desea mantener las condiciones mínimas de gober-
nabilidad y estabilidad social en beneficio de las próximas generaciones 
de ciudadanos en los países de la región.
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Decisiones de política pública en seguridad pública  
en contextos de gobernanza democrática

José Andrés Sumano Rodríguez / 
Rafael Enrique Valenzuela Mendoza

Introducción

América Latina enfrenta las tasas de homicidios más altas del mundo 
y una crisis de impunidad que fomenta la espiral de violencia. Lo ante-
rior es sólo una de varias facetas que comprende un problema complejo 
y de alcance multidisciplinario en su atención. Los resultados de las 
políticas de seguridad implementadas en la región hacen pertinente 
plantearse: ¿cómo mejorar la capacidad y eficacia de los gobiernos 
democráticos para garantizar la seguridad pública?

La propia condición democrática del debate y la competencia 
constante entre diversos fines y medios afectan la capacidad de nues-
tros gobiernos para garantizar condiciones de seguridad ciudadana en 
términos aceptables. En especial durante los últimos años, los análisis 
académicos para tratar de responder esta pregunta se han centrado en 
modelos racionales, en el enfoque de políticas basadas en evidencia, 
impulsado éste por organismos internacionales como la Agencia de los 
Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID, por sus siglas en 
inglés). Lo anterior genera contribuciones importantes respecto a garan-
tizar que las políticas públicas cuenten con teorías del cambio sólidas, 
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pero deja de lado el contexto político que rodea a dichas políticas, así 
como las limitantes del modelo racional en el ámbito de lo público.

Por lo anterior, el enfoque incrementalista en el diseño e imple-
mentación de políticas para la seguridad ha quedado rezagado en 
América Latina. El debate entre Policy Sciences y Policy Analysis ha sido 
dominado por esta última corriente, generando un impulso por la bús-
queda de soluciones racionalmente óptimas con base en evidencia.

En los últimos años, los gobiernos han destinado importantes 
cantidades de recursos en diagnósticos y evaluaciones en materia de 
seguridad y violencia, que han terminado olvidados en algún cajón 
de las oficinas burocráticas por diversas razones: cambios sustanciales 
en el entorno (la evidencia tiene caducidad), incapacidades guberna-
mentales para atender sus recomendaciones (planteamientos dema-
siado ambiciosos que son inoperables), movimiento de los intereses 
de los tomadores de decisiones (generalmente derivado de los tiempos 
electorales), entre otras.

La aspiración inalcanzable de implementar políticas técnicamente 
óptimas derivadas de análisis exhaustivos al problema de política 
pública ha generado una brecha significativa entre la academia, la 
sociedad civil y los tomadores de decisiones en materia de políticas 
públicas de seguridad. Así mismo, ha generado una brecha también 
importante entre las instituciones de seguridad y los ciudadanos, 
pues los últimos esperan resultados en el corto plazo que mejoren sus 
condiciones de vida y no están dispuestos a esperar los tiempos que 
implica llevar a cabo diagnósticos y evaluaciones.

Dar respuesta a lo anterior requiere que, desde la academia y la 
sociedad civil, se generen sistemas de aprendizaje que permitan dar 
cuenta de lo que sí funciona y lo que no, de manera más ágil, a la vez 
que faciliten la realización de ajustes sobre la marcha en la implemen-
tación de las políticas. El objetivo de este método de aprendizaje ágil 
sigue siendo poner en el centro de las políticas públicas la creación de 
valor público (Moore, 1997). En otras palabras, el énfasis en las teo-
rías del cambio detrás de las políticas de seguridad debe mantenerse 
como eje fundamental de la toma de decisiones, por encima de la sim-
ple relación financiera costo-beneficio (Moore, 1997). Sin embargo, 
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la creación de valor público no puede estar exenta del análisis del con-
texto político, de la posición de los diferentes actores en el entorno ni 
de las capacidades operacionales de las organizaciones.

En el marco del objetivo del presente libro, este capítulo pretende 
contribuir al debate teórico sobre la toma de decisiones en materia de 
seguridad en contextos democráticos, para aumentar la eficacia de las 
políticas implementadas. Para ello, primero se analiza el enfoque 
racional que ha dominado el análisis académico de las políticas de 
seguridad en América Latina en los últimos años. Posteriormente, se 
describen las aportaciones que el incrementalismo brinda a la discu-
sión teórica sobre las políticas de seguridad en contextos democráti-
cos. Luego se analizan las contribuciones del modelo de elección 
pública para el entendimiento de las políticas de seguridad en contextos 
democráticos. Finalmente, a modo de conclusión, se sugiere construir 
una perspectiva teórica que incorpore elementos de las tres corrientes 
de pensamiento para el análisis y la toma de decisiones, especialmente en 
las políticas de seguridad en América Latina.

El enfoque racional en el análisis y diseño de políticas de seguridad

En los años cincuenta del siglo XX, Harold Lasswell (1951) replanteó 
el estudio del quehacer gubernamental con su famosa obra de ciencias 
de políticas. Con ella introdujo una importante transición de la admi-
nistración pública, del enfoque tradicional hacia las políticas públicas, 
señalando que era necesario incorporar las ventajas del conocimiento 
científico al quehacer del gobierno. También planteó estudiar la toma 
de decisiones en el gobierno a través del knowledge in y el knowledge of;  
en otras palabras, el uso del conocimiento para la toma de decisiones (un 
enfoque normativo) y el estudio de cómo se toman las decisiones 
(enfoque descriptivo).

Para Lasswell (1951), la toma de decisiones en materia de políticas 
públicas debería basarse en análisis sólidos que, con evidencia, sus-
tentaran la teoría del cambio detrás de la política implementada. Era 
un llamado para evitar la improvisación gubernamental y aprovechar 
las ventajas de los avances de la ciencia para mejorar el desempeño del 
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gobierno. El enfoque es ambicioso, pues pretender un análisis exhaus-
tivo de la realidad tiende a derivar en soluciones que implican grandes 
transformaciones. De muchas maneras, el planteamiento de Lasswell  
(1970) puede derivar en frustración al pretender el desarrollo de prác-
ticas demasiado ambiciosas u objetivos inalcanzables. La figura 1 permite 
visualizar los principales aspectos del modelo de Lasswell (1970):

Figura 1. El modelo racional o de raíz

Fuente: Elaboración propia con base en Lasswell (1970).

Una de las principales críticas a Lasswell (1970), en el ámbito 
del knowledge in, es la misma que la realizada al modelo wilsoniano 
(Wilson, 2017) que pretendía separar la política de la administración. 
Ésta va en el sentido de que dicha frontera es inexistente, que plantear 
el aislamiento omite que también la burocracia tiene intereses, como  
lo demuestra el modelo de burocracias maximizadoras de presupuestos 
de Niskanen (1996) y que, en democracia, muchas veces es más impor-
tante balancear intereses (incluso a veces opuestos) que la consecución de  
un objetivo determinado.
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Por su parte, las contribuciones de Herbert Simon (1957) sobre 
los límites de la racionalidad generaron discusiones importantes res-
pecto a qué tan óptima técnicamente debía ser una propuesta de política 
pública y qué tanta evidencia se requería para tomar una decisión. 
Conforme al planteamiento de Simon (1957), no es viable en tiempo 
ni costo que los gobiernos tomen decisiones que sean técnicamente 
puras u óptimas, basadas en exámenes exhaustivos de la realidad. 
Esto es perfectamente aplicable a la seguridad pública y otros rubros. 
En otras palabras, pretender tomar decisiones óptimas técnicamente 
implicaría invertir demasiado tiempo y recursos que no tiene dispo-
nible el gobierno y es, en gran medida, un ideal inalcanzable. Simon 
(1957) plantea el escenario de la racionalidad limitada, en el cual lo 
preferible sería que los gobiernos, una vez que alcanzan una solución 
técnicamente satisfactoria, procedan a la implementación. Así, para 
Simon (1957), el objetivo no es alcanzar decisiones técnicamente ópti-
mas, sino satisfactorias, las cuales permitan al gobierno operar con 
base en evidencia, pero sin ahogarse en diagnósticos con soluciones 
no viables.

Fundamentados en el modelo racional planteado por Lasswell 
(1970), diversos organismos internacionales han promovido y condi-
cionado sus apoyos al cumplimiento de modelos basados en evidencia; 
en particular, han exigido el contar con diagnósticos del problema por 
atender y con evaluaciones de los resultados alcanzados. También los 
Ministerios de Hacienda o Tesorerías han enfatizado la evaluación por 
resultados, en particular el uso de la metodología del marco lógico 
(Acuerdo por el que se emiten los Lineamientos, 2009). Un ejemplo de 
lo anterior sucedió con el Programa Nacional de Prevención Social del 
Delito durante el sexenio de Enrique Peña Nieto (2012-2018), en el 
cual se obligó a los municipios que recibían el subsidio a elaborar un 
diagnóstico cada año, así como a evaluar el impacto de las acciones 
implementadas. El resultado fue una gran cantidad de diagnósticos 
mal elaborados (en gran medida por lo corto de los tiempos para 
realizarlos) que terminaron en un cajón (cuando los funcionarios los 
recibían había pasado el momento de tomar decisiones) y con un alto 
costo para el erario. Las evaluaciones no corrieron mejor suerte, derivado 
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de lo corto de los tiempos de implementación (períodos de ejecución 
mayo/junio-diciembre) y la caducidad de la evidencia recabada.

En resumen, la experiencia con el modelo racional en materia de 
seguridad parece demostrar que el uso de herramientas basadas en la 
corriente utilitarista que se limitan a demostrar logros pasados, como 
los análisis costo-beneficio o las evaluaciones de impacto, no están 
mejorando el desempeño ni capturando el aprendizaje para su incor-
poración a la política (Moore, 2013).

Las contribuciones del incrementalismo al diseño y análisis  
de políticas de seguridad 

En respuesta a las deficiencias que mostró el enfoque racional, en par-
ticular su incapacidad para incorporar los efectos del contexto político 
y la inoperatividad que tiende a generar en las áreas de gobierno, auto-
res como Wildavsky (1987) y Lindblom (1959) plantearon el enfoque 
alternativo del incrementalismo. En su argumentación, ambos autores 
señalan que pretender lograr soluciones técnicamente óptimas es poco 
viable y recomiendan la toma de decisiones en materia de política 
pública centrada en lograr ajustes mutuos de intereses o comparaciones 
sucesivas limitadas. En otras palabras, la toma de decisiones debe partir 
del arte de lo posible. En los términos de Wildavsky (1987), se debe 
avanzar en dianas que se mueven (moving targets), logrando pequeñas 
transformaciones de forma incremental, como se observa en la figura 2.

A diferencia del enfoque racional, el incrementalismo no parte 
del supuesto de que lo que se pretende es encontrar la solución téc-
nicamente óptima para alcanzar un objetivo. En sentido contrario al 
enfoque racional, el incrementalismo incorpora el contexto político y 
reconoce que los actores tienen intereses. También, este método abraza 
la idea de que, en el ámbito de lo público, en muchas ocasiones, es 
más importante balancear objetivos que la consecución de un objetivo 
específico. En otras palabras, se reconoce que, en democracia, el con-
flicto constante entre fines y medios es una condición de existencia 
y una característica deseable. Es un enfoque más cercano a la delibe-
ración que al análisis técnico, como puede observarse en la figura 3.
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Figura 2. Moving Targets

Fuente: Elaboración propia con base en Wildavsky (1987).

Figura 3. Incrementalismo

Fuente: Elaboración propia con base en Lindblom (1959).
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Los aspectos que aborda el enfoque incremental, en particular 
el ajuste mutuo de intereses, no han sido considerados en la política 
de seguridad en América Latina, la cual se ha limitado a tratar de 
desarrollar soluciones transformadoras, basadas en evidencia desde 
una visión centralista, con pocos resultados. En particular, la política 
de seguridad no ha tomado en cuenta el enfoque de la gobernanza, 
excluyendo las dinámicas criminales locales, el análisis del rol de las 
autoridades locales y la incapacidad del gobierno para implementar 
soluciones exitosas por sí solo.

El enfoque incremental, dadas sus características deliberativas y 
su capacidad de ajuste sobre la marcha, es más compatible con la idea 
de la gobernanza que el enfoque racional. Esto es de particular rele-
vancia cuando la cuestión central pasa de la eficacia o eficiencia a la 
suficiencia del gobierno, como lo plantea el enfoque de la gobernanza 
(Aguilar, 2006). En este sentido, es preciso señalar que los casos de 
éxito en México en materia de seguridad (Ciudad Juárez, Monterrey, 
Escobedo y Morelia) han partido de la colaboración entre gobierno, 
sociedad civil y sector privado para atender cuestiones específicas de 
la dinámica criminal local (Salazar, 2016). Pareciera que el acuerdo 
entre los tres sectores para implementar políticas incrementales de 
seguridad ha sido más eficaz que las grandes transformaciones preten-
didas mediante el modelo racional (Pronapred, Gendarmería, Nuevo 
Sistema de Justicia Penal).

Una de las principales críticas al modelo incremental ha sido su con-
servadurismo. Si todos piensan en el ámbito de lo posible, las grandes 
transformaciones nunca serán planteadas. Desde esta óptica, el incre-
mentalismo es útil cuando las decisiones originales fueron las correctas 
y lo que se requiere es hacer ajustes incrementales, pero en casos de 
crisis, puede ser necesario recurrir al enfoque racional para corregir el 
rumbo. En otras palabras, aunque el incrementalismo pareciera ser más 
eficaz para dar respuesta a las problemáticas del día a día, de vez en 
cuando es necesario regresar al enfoque racional para hacer los grandes 
ajustes. La metáfora del árbol es una vía heurística para comprender las 
diferencias de ambos enfoques, como se muestra en la figura 4.
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Figura 4. Enfoque racional y enfoque incremental en un árbol

Fuente: Elaboración propia con base en Lindblom (1979).

El enfoque incremental, al igual que el enfoque racional, pone 
en el centro las teorías del cambio. En otras palabras, el objetivo de 
ambos enfoques es la creación de valor público; su diferencia radica en 
el proceso mediante el cual se decide qué acciones implementar. En 
este sentido, la flexibilidad del modelo incremental presenta mayores 
oportunidades para el aprendizaje sistemático que el enfoque racio-
nal. Si el objetivo es aprender sobre lo que sí funciona y lo que no, 
para entender las causas se requiere retroalimentación constante, que 
vaya más allá de limitarse a la etapa final del proceso de producción 
(productos y resultados).

Para ello, es necesario revisar todo el proceso mediante el cual el 
gobierno genera valor público. Para lograr lo anterior es indispensable 
un modelo mixto, como ha sugerido Etzioni (1967), que combine la 
flexibilidad del modelo incremental con el potencial transformador 
del modelo racional.

La elección pública en la toma de decisiones en materia de seguridad

Probablemente la mayor omisión del modelo racional es negar los 
intereses de los actores. En su afán normativo, este enfoque olvida 
que los tomadores de decisiones son personas con intereses y agenda 
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propia. Dicha omisión afecta negativamente la capacidad descriptiva 
del modelo, que genera grandes cantidades de datos e información 
para el análisis de política pública, pero tiene serias limitaciones en su 
implementación. En cierta forma, la propuesta de Buchanan y Tullock 
(1999) respecto a la elección pública llena esos vacíos.

El planteamiento de Buchanan y Tullock (1999) sostiene que los 
actores son racionales, que están en la búsqueda de su interés, es decir, 
buscan maximizar su utilidad individual. Así, la elección pública parte 
del individualismo metodológico. Dicha corriente de pensamiento 
recoge el teorema de imposibilidad de Arrow (2012), en el cual se demues-
tra que no es posible agregar preferencias individuales. Ante la incapa-
cidad para determinar lo que más conviene a la colectividad, la utilidad 
individual se abre paso en la mente del tomador de decisiones.

Buchanan y Tullock (1999) sostienen que es muy difícil identifi-
car evidencia para afirmar que las personas, una vez que asumen un 
puesto público, en automático dejan de comportarse como maximi-
zadores de utilidad individual y buscan maximizar el beneficio de la 
colectividad. En este sentido, desde el individualismo metodológico 
de Buchanan y Tullock (1999), así como de Downs (1957), las per-
sonas que asumen cargos públicos se comportan de la misma manera 
en que lo hacen en el mercado, buscando maximizar su utilidad y 
viendo por sus intereses. Las organizaciones burocráticas actúan de la 
misma forma. Como principal ejemplo, está la idea de las burocracias 
maximizadoras de presupuestos de Niskanen (1996).

El enfoque racional puede generar soluciones basadas en eviden-
cia que permitan crear valor público, pero no hay garantía de que 
éstas sean implementadas por políticos y burócratas que persiguen sus 
intereses y buscan maximizar su utilidad individual. En otras pala-
bras, el enfoque racional genera análisis sólidos técnicamente, pero 
que no toman en cuenta el comportamiento de los individuos que 
toman las decisiones. La incorporación del análisis de la conducta de 
los tomadores de decisiones es la principal aportación de la elección 
pública al estudio de la política pública.

La perspectiva de la elección pública se acerca más al incrementa-
lismo de Lindblom (1959) y Wildavsky (1987) que al enfoque racional 
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de Lasswell (1951). Desde la elección pública, la toma de decisiones 
es el balance alcanzado entre los intereses que persiguen los diferentes 
actores. En este sentido, la influencia y posición de las organizacio-
nes y actores en el entorno se vuelve particularmente relevante. Las 
soluciones son el resultado de procesos de negociación complejos y no 
del análisis sobre la mejor alternativa técnica para un problema. Esto 
es posible debido a la ignorancia racional de los votantes planteada 
por Downs (1957). Para los votantes no es racional dedicar recursos 
a informarse bien sobre la toma de decisiones del gobierno, dando 
espacio a la negociación desde la maximización de la utilidad indivi-
dual de los actores preponderantes. La figura 5 permite visualizar los 
principales componentes del enfoque de elección pública.

Figura 5. Elección pública

Fuente: Elaboración propia con base en Buchanan y Tullock (1999).
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Conforme a la elección pública, la decisión del entonces presidente 
Felipe Calderón (2006-2012) de desplegar al ejército para combatir al 
crimen organizado puede explicarse más por su interés de legitimar su 
gobierno que por un análisis de la mejor solución técnica al problema 
de inseguridad. La elección del entonces primer mandatario Enrique 
Peña Nieto (2012-2018) de crear un programa nacional de prevención 
social de la violencia y una gendarmería se explica más por el interés 
de diferenciarse de su antecesor y obtener rédito político que porque 
fuera la solución técnicamente más sólida. La determinación de los 
empresarios de Nuevo León y Chihuahua de destinar recursos eco-
nómicos al tema de seguridad se entiende más por su interés en man-
tener sus negocios y el miedo a ser víctimas que por la búsqueda del 
bien común. Y la resolución del presidente López Obrador acerca de 
los retos de seguridad que presentan las caravanas migrantes se com-
prende más por su interés en mostrar una cara de no represión, que 
satisfaga a su base política, y por las presiones del gobierno de Estados 
Unidos, que por un diagnóstico integral que la señale como la mejor 
opción para garantizar una migración segura, ordenada y regulada. El 
bien común termina en una posición secundaria y la decisión de pro-
ducirlo está sujeta a su compatibilidad con los intereses individuales 
de los actores preponderantes.

Por supuesto, es preciso tomar nota de trabajos académicos más 
recientes que han demostrado que los actores, además de intereses, 
tienen lazos afectivos y cultura, como lo anota Elinor Ostrom (2015) 
en su libro Governing the Commons. Ostrom puso en el centro del 
debate las limitantes de los modelos basados en intereses e incenti-
vos, lo cual no implica que no tengan un rol central en la toma de 
decisiones, sino que simplemente indica la existencia de límites en 
su influencia. También, el planteamiento teórico de Quim Brugué 
(2018) respecto a la administración pública deliberativa señala que 
el proceso de diálogo al que está sujeta la toma de decisiones es más 
complejo que un simple ajuste de intereses, pasando por los proce-
sos comunicativos y hasta por la propia incapacidad para conocer a 
detalle la alternativa que mejor sirva a los intereses individuales ante 
la complejidad de los problemas públicos. Sin embargo, la preponde-
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rancia de la búsqueda de la maximización del interés individual, aun 
ante asuntos complejos y contextos inciertos, hace necesario retomar 
referencias teóricas clásicas como la elección pública. 

Atender las causas o curar síntomas: integrando el debate

En el centro del debate entre enfoque racional, incrementalismo o la 
elección pública se encuentra la cuestión sobre si es necesario enten-
der las causas para atender un problema o si es posible ir atendiendo 
síntomas en lo que mejora la compresión de las causas. En materia 
de seguridad es ya un lugar común entre los tomadores de decisión 
escuchar la frase «es necesario atender las causas de la violencia», «hay 
que ir a la raíz del problema». En general, dichas afirmaciones hacen 
referencia a la intención de implementar programas de prevención de 
la violencia y la delincuencia dirigidos a atender las causas sociales 
de la violencia, como el desempleo, la deserción escolar, el embarazo 
adolescente, las adicciones, entre otras. Dicha visión para atender la 
violencia parte del enfoque ecológico y del epidemiológico, retomados 
de las Ciencias de la Salud, en los cuales se señala que la violencia es 
un fenómeno multicausal derivado de aspectos que rebasan al indivi-
duo y producto de factores de riesgo y de protección.

Sin embargo, es preciso señalar que en las Ciencias de la Salud, 
ante la complejidad que implica entender las causas de algunas enfer-
medades, no en pocas ocasiones se decide atender los síntomas, lo 
que permite mejorar las condiciones de los enfermos en lo que para-
lelamente se van entendiendo mejor las causas del padecimiento. 
Comprender los factores que detonan una enfermedad requiere de 
una gran cantidad de recursos económicos y suele tomar tiempo. 
Hacer esperar a un paciente a que se tenga toda la información para 
brindarle la atención médica que pueda aliviar sus síntomas, amplia-
ría el sufrimiento del paciente y no parece necesario.

El caso de los problemas de carácter social, como la violencia, 
no es diferente. Entender las causas de la violencia y la delincuen-
cia implica destinar una gran cantidad de recursos económicos y de 
tiempo, pues dichos problemas son complejos y dinámicos. Condenar 
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a las comunidades a sufrir los efectos de la violencia y la delincuencia 
hasta no tener un entendimiento completo del fenómeno pareciera no 
ser necesario. Así mismo, atender las causas de la violencia y delin-
cuencia pudiera implicar procesos que tardarían años en dar resulta-
dos. En este sentido, implementar acciones que permitan atender los 
síntomas de la violencia y la delincuencia y reducir el daño social, en el 
corto plazo, es mejor propósito.

Dado lo anterior, surge la pregunta: ¿es necesario comprender las 
causas de un problema para atenderlo? La experiencia, particular-
mente desde las Ciencias de la Salud, pareciera responder que sí, pero 
parcialmente. En otras palabras, se debe perseguir el entendimiento 
de las causas de un problema para lograr una mejor atención al 
mismo, pero paralelamente se deben aliviar los síntomas en el corto 
plazo. Las respuestas que atienden las causas de la violencia y la 
delincuencia no cancelan ni hacen menos meritorias las medidas en 
el corto plazo que permiten mejorar las condiciones de vida en lo que 
se cura la enfermedad.

Aunado a lo anterior, a la hora de integrar el debate, es preciso 
señalar que tanto el enfoque racional, como el incrementalismo y la 
elección pública tienden a enfatizar en las cuestiones utilitarias y sus 
herramientas (estudios costo-beneficio, evaluaciones de impacto) en 
detrimento de los aspectos deontológicos. En el esfuerzo por gene-
rar el mayor beneficio para la mayor cantidad de personas se pierde 
de vista la cuestión de los derechos. Los individuos, además de tener 
intereses, tienen derechos, por lo cual debe buscarse un balance entre 
los aspectos utilitarios y los deontológicos.

En ese balance, a los individuos les interesa maximizar su utili-
dad, pero también que se respeten sus derechos (aquellos aspectos 
relacionados con la justicia). A modo de ejemplo, interesa que las policías 
reduzcan la incidencia delictiva, pero también que, al hacerlo, traten 
con respecto y cordialidad a los ciudadanos. A su vez, el objetivo de 
regular y ordenar la migración debe ir acompañado del respeto a los 
derechos humanos de los migrantes. Es nuevamente la cuestión del balance 
entre objetivos que a veces pueden ser incluso contradictorios.
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Lo anterior lleva a señalar que toda decisión de política pública 
implica ganadores y perdedores. En efecto, las decisiones guberna-
mentales, dado su carácter distributivo o regulatorio, generan benefi-
cios para algunos y perjuicios para otros. Sin embargo, dicho proceso 
puede llevarse a cabo respetando los derechos de los individuos, con 
apego a los principios de justicia, ésa es la cuestión deontológica. No 
se trata solamente de garantizar el mayor beneficio para la mayor can-
tidad de personas, sino de que las decisiones que tomen los actores 
(considerando maximizar su utilidad individual o con base en un 
análisis técnico respecto a la solución más eficaz) incorporen criterios 
de igualdad y justicia.

Un modelo mixto para la complejidad del siglo XXI

La realidad es compleja, como lo es su entendimiento. Dicha compleji-
dad se ha incrementado con la aceleración de los cambios sociales que 
vienen experimentando nuestras sociedades desde mediados del siglo 
XX y durante el siglo XXI. Tratar de entender dicha realidad y generar 
soluciones que sean eficaces requiere de abordajes multidisciplinarios 
y de la participación de múltiples actores sociales. Como lo plantea la 
gobernanza, el Estado como eje rector de la vida social ya no es sufi-
ciente (Aguilar, 2006). Tampoco parece ser suficiente el abordaje de 
los problemas sociales meramente desde una disciplina en particular.

El caso de la violencia y la delincuencia no es la excepción. Su 
origen multicausal y las diversas implicaciones para la vida en socie-
dad hacen necesaria la incorporación de herramientas provenientes de 
áreas de conocimiento ajenas a las que tradicionalmente han abordado 
dichos problemas, como el Derecho y la Criminología. Las respuestas 
que proveen las Ciencias de la Salud o la Economía –como por ejemplo, 
el uso del enfoque epidemiológico para atender las causas sociales de 
la violencia o el auge de la economía del crimen– hacen necesario 
complementar la incorporación de conocimiento de las diversas disci-
plinas al entendimiento de estos problemas complejos para dar lugar 
a una mejor comprensión descriptiva del proceso de toma decisiones e 
implementación de las políticas.
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Ampliar el entendimiento de la toma de decisiones en materia de 
seguridad y violencia para poder contar con políticas basadas en un grado 
satisfactorio de evidencia, sin afectar su operatividad e implementación, 
requiere del potencial normativo del modelo racional y la capacidad 
descriptiva de los enfoques incremental y de elección pública. Es 
necesario impulsar el que haya más evidencia detrás de la toma de 
decisiones en materia de política pública –el conocido knowledge in 
de Lasswell (1951)–, ya que de otra forma podríamos estar enfocando 
los esfuerzos en la dirección equivocada. Pero también es indispensable 
dar respuesta en el corto plazo a los síntomas de problemas complejos 
–el andarse por las ramas de Lindblom (1959)–, así como no caer en la 
ingenuidad de omitir que los tomadores de decisiones tienen intere-
ses y buscan maximizar su utilidad individual, como lo han señalado 
Buchanan y Tullock (1999), así como Downs (1957). En este sentido, 
la transición a un enfoque que permita aprovechar el potencial de 
cada uno de estos modelos sería de gran utilidad para la compresión 
de los procesos actuales durante la toma de decisiones, lo que mejoraría 
los resultados de los gobiernos frente a problemas complejos como la 
violencia y la delincuencia.

Modelo de alineación de intereses

La propuesta de este texto es transitar a un modelo de alineación de 
intereses que permita fomentar la toma de decisiones basada en eviden-
cia, a la vez que reconozca los intereses personales de los actores. En 
concordancia con el neoinstitucionalismo y su supuesto respecto a que 
las instituciones importan y tienen la capacidad de influenciar el com-
portamiento (Peters, 2011), es posible conciliar la búsqueda de decisiones 
eficaces en la creación de valor público con la intención de maximizar 
la utilidad individual de los actores a través de incentivos.

Si se reconoce que los actores se comportan de la misma manera 
en el mercado que en el gobierno, lo anterior implica que la búsqueda 
del bien común no es algo que se da de forma natural, sino que debe 
construirse de forma artificial a través de mecanismos institucionales 
(incentivos). Aunado a lo anterior, se debe resolver el problema de 
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la ignorancia racional: lograr que los actores y votantes perciban un 
mayor beneficio en el conocimiento y la evidencia, a efecto de que 
consideren que vale la pena producir conocimiento en el cual susten-
tar la operación del gobierno.

Lo anterior debe darse en el marco de la competencia democrática, 
lo cual comprende elecciones y períodos cortos de gobierno. En pocas 
palabras, no se pretende sustituir el carácter deliberativo de la democra-
cia que permite dirimir el conflicto constante entre fines y medios, sino 
lograr que dicho debate esté respaldado por mejor información y que los 
participantes en el mismo perciban que el bien común es coincidente 
con la maximización de su utilidad individual. Conseguir esto implica 
un entramado institucional que establezca incentivos en la lógica de 
que buscar el bien común sea el mejor mecanismo para maximizar la 
utilidad individual, a la par de generar una visión clara respecto a que, 
entre mayor conocimiento sustente una decisión, mayor será su eficacia.

La pregunta que pretende resolver este enfoque de alineación de 
intereses es: ¿cómo lograr que la búsqueda del bien común, a través 
de decisiones basadas en evidencia, sea la mejor forma de maximizar 
la utilidad de los tomadores de decisiones? En otras palabras, el enfo-
que pretende generar una estructura normativa, mediante la cual 
aquellos tomadores de decisión que impulsen soluciones eficaces, 
basadas en evidencia, sean quienes tengan más posibilidades de ser 
electos/reelectos y los más altos índices de aprobación. Por supuesto, el 
enfoque compite con la visión populista de corto plazo que –mediante 
dadivas y discursos sin sustento que apelan a las emociones– ha logrado 
llevar al poder a presidentes como Donald Trump en Estados Unidos, 
Jair Bolsonaro en Brasil o Andrés Manuel López Obrador en México. 
Lo anterior no pretende implicar la eliminación de la competencia 
electoral, pero sí cambiar la estructura de incentivos. Si lo que se quiere 
es incentivar gobiernos más eficaces con base en evidencia y delibera-
ción, se necesita cambiar las reglas del juego para que los políticos que 
mejor cumplan con dicho perfil sean los que tengan más probabilidades 
de ganar las elecciones.

El enfoque de alineación de intereses que se propone parte de los 
siguientes supuestos:
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1) En la medida en que haya una mayor coincidencia entre el inte-
rés individual del tomador de decisiones y el bien común, los 
gobiernos serán más propensos a implementar medidas e"caces 
para crear valor público.

2) Los tomadores de decisiones en el gobierno no buscan maximi-
zar el bien común de forma natural, predomina la búsqueda del 
interés individual, por lo cual es necesario construir mecanismos 
institucionales que, mediante incentivos, alineen el interés indi-
vidual del tomador de decisión con la búsqueda del bien común.

3) Las democracias generan gobiernos legítimos, pero no nece-
sariamente e"caces, por lo que es necesario establecer meca-
nismos adicionales para asegurar la e"cacia en el desempeño 
gubernamental.

4) La utilidad del enfoque racional o el enfoque incremental para 
generar valor público depende de la compatibilidad del pro-
grama o política a implementar con la maximización de la utilidad 
de los actores preponderantes.

5) En la medida en que las actividades de combate al rent-seeking1 
sean más efectivas, también será mayor el valor público producido 
por los gobiernos, sea desde el enfoque racional o el incremental.

6) La variable preponderante para explicar la cantidad de valor 
público creado por los gobiernos es la e"cacia de las estrategias 
de combate al rent-seeking.

Conforme a los supuestos planteados para el modelo de alinea-
ción de intereses, la creación de valor público es una variable depen-
diente en gran medida de la eficacia del combate al rent-seeking. No 
se cuestiona que el modelo racional es el óptimo cuando se busca 
replantear el abordaje de un problema desde la raíz. Tampoco se cues-
tiona la utilidad del enfoque incremental para la operación continua 
del gobierno.

1   Rent-seeking es un concepto desarrollado por Anne Krueger (1974), tomando 
como referencia el trabajo de Gordon Tullock (1967), y se refiere a la extracción 
de rentas sin aportar valor, buscar obtener beneficio económico mediante la mani-
pulación del entorno social o político sin generar nuevas fuentes de riqueza.
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Sin embargo, dichos enfoques pueden ser utilizados para generar 
soluciones que maximicen la utilidad individual o la creación de valor 
público dependiendo del grado en que se combata el rent-seeking y en 
que se alineen los intereses individuales de los tomadores de decisión 
con la búsqueda del bien común.

Un ejemplo reciente de lo anterior es el caso del abordaje de la 
crisis de las caravanas migrantes en ambos lados de la frontera. El pre-
sidente de Estados Unidos, Donald Trump, ha anunciado aranceles a 
todos los productos mexicanos mientras no se reduzca la migración 
ilegal que cruza México hacia dicho país (Animal Político, 2019). Por 
su parte, Andrés Manuel López Obrador respondió con una carta que 
enfatiza los derechos de los migrantes y la necesidad de abordar un 
problema como la migración desde lo social y no lo punitivo (Milenio 
Digital, 2019). Ambos están tratando de maximizar su utilidad indi-
vidual ante un contexto de crisis.

Donald Trump, al parecer, ha hecho el cálculo político respecto 
a que dicha postura es la que puede generarle más votos en las elec-
ciones del 2020 en dicho país. El presidente de México, quien ha 
señalado de forma constante una postura de no represión por parte 
de las instituciones de seguridad, asume que su respuesta le asegura 
mantener el apoyo de su base política, generalmente de izquierda y 
pro migrante. Ambos están actuando de manera racional para sus 
intereses, pero el resultado es en detrimento del bienestar de la pobla-
ción de ambas naciones.

Un ejemplo opuesto en materia de seguridad es la respuesta a la 
crisis de inseguridad en la Zona Metropolitana de Monterrey del año 
2011. Los niveles de violencia y delincuencia en dicha ciudad encon-
traron su máxima expresión con el incendio del Casino Royal por 
parte de miembros del crimen organizado (Vega, 2011). Ante el cre-
ciente daño social causado por la violencia y la delincuencia en la ciu-
dad, la iniciativa privada percibió que la maximización de su utilidad 
pasaba por intervenir directamente, incluyendo la inversión de recur-
sos económicos, en mejorar las condiciones de seguridad. Lo anterior 
permitió dinamizar a la sociedad civil que ya estaba interesada en el 
tema de seguridad, la cual empezó a mejorar sus prácticas a efecto de 
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poder acceder a más recursos. El gobierno, por su parte, reconoció 
que la maximización de su interés pasaba por mejorar las condiciones 
de seguridad, pues los votantes estaban enojados –el principal tema  
en la agenda era la seguridad y la crisis de violencia ponía en riesgo la 
viabilidad misma del gobierno–. Así, este último tuvo que reconocer 
su insuficiencia para dar respuesta a la crisis de inseguridad y colaboró 
con la sociedad civil y el sector privado en la creación de proyectos 
como Fuerza Civil, Polígono Edison y Distrito Tec. En este caso, la 
emergencia generó una compatibilidad entre el interés individual de 
los actores preponderantes y el bien común, lo que derivó en políticas 
eficaces que lograron reducir significativamente los niveles de violen-
cia y delincuencia en la Zona Metropolitana de Monterrey.

Reflexión final

En resumen, la complejidad de los problemas públicos en la actuali-
dad requiere abordajes multidisciplinarios para entender la toma de 
decisiones del gobierno. El potencial normativo del enfoque racional 
y el potencial descriptivo de los enfoques incremental y de elección 
pública ya no son suficientes por sí solos. En este sentido, es necesario 
avanzar a un modelo de análisis que permita capturar las ventajas de 
la evidencia en la toma de decisiones en el gobierno y que, a la vez, 
sea compatible con la operación diaria de los gobiernos y reconozca el 
papel central del interés individual en el proceso de decisión. La pro-
puesta de un modelo de alineación de intereses está enfocada en dar 
respuesta a esa necesidad. En futuras investigaciones se podrá evaluar 
la utilidad de un enfoque de este tipo.
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El discurso de la seguridad como argumento político: 
Aproximaciones conceptuales en el marco  

de las constituciones latinoamericanas

Juan Pablo Pío Guarneri

Introducción

De un análisis de las diversas realidades de la región, se desprende la 
consolidación de un discurso sobre seguridad como argumento polí-
tico. Particularmente, en el desarrollo de múltiples ciclos electorales, 
uno de los ejes de las campañas ha sido la (in)seguridad ciudadana. 
Estudios de opinión revelan que, con la misma o mayor intensidad que 
el desempleo o la crisis financiera, este fenómeno encabeza la lista de 
temas que preocupan a la ciudadanía.

No obstante, en el debate, las medidas propuestas por los actores polí-
ticos relevantes y adoptadas por casi todos los gobiernos no se correspon-
den con sus objetivos. Tampoco se ajustan a las dimensiones reales del 
fenómeno, ni superan el estadio de decisiones simbólicas. Desde nuestra 
perspectiva, no es posible afirmar que todas las políticas se enmarcan 
en las normas internacionales o constituciones latinoamericanas.

Se han ido generalizando las nociones de peligrosidad y pululan 
las medidas y normas de derecho penal simbólico, siempre de carácter 
represivo y policial. De forma directa o indirecta, los principios de 
legalidad, inocencia e indubio pro reo han sido puestos en tela de jui-
cio. La dinámica precautoria ha penetrado en las redes sociales y la 
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concepción de antisistema le atribuye nueva vigencia al esquema ellos 
contra nosotros. 

Mientras tanto, parecen evitarse miradas más profundas que 
indaguen en las causas estructurales. A ello se le agrega el rol que han 
asumido (ir)responsablemente la mayoría de los medios de comuni-
cación, la (poca) conciencia y voluntad del sistema político y el miedo 
como forma de dominación.

¿Qué tipo de libertad defendemos cuando abogamos por más 
seguridad? Construir una posible respuesta hace preciso instalar 
un debate en torno a una profunda tensión interna entre libertad y 
seguridad, y reflexionar sobre el modo de actuar conforme al Estado 
Social y Democrático de Derecho. Este capítulo no pretende ofrecer 
una interpretación novedosa acerca de los debates y pensamientos 
en torno de la seguridad pública, la libertad y la democracia, ya que 
su objetivo es analizar y sistematizar, desde una perspectiva jurídica 
y política, determinados pensamientos que aparecen a través de un 
recorrido por diversos autores selectos que configuran el contenido de 
conceptos clave del constitucionalismo del siglo XXI. Es importante 
mencionar que el presente texto construye su hilo conductor a partir 
de la tesis de maestría titulada El silencio positivo de la administración 
pública en el Uruguay (Aramendía y Pío, 2013).1

Nociones conceptuales de la seguridad

Delimitar el concepto de seguridad es un correcto punto de partida. 
Seguridad ciudadana es un estado en el cual un colectivo o individuo 
perteneciente a una comunidad política se percibe y actúa consecuen-
temente, libre de miedo frente a los riesgos extraordinarios producidos. 
Todo ello en el marco de escenarios criminales y con certidumbre frente 
a las reglas institucionales formales y no formales que cobijan universal 
y diferencialmente a todos los ciudadanos bajo el principio de equidad. 

1 Los autores de la investigación desarrollada en la tesis son Mercedes Aramendía 
Falco y Juan Pablo Pío Guarneri. Este último es también autor del presente 
capítulo.
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El llamado a proveer dicha certidumbre en contextos complejos, libe-
rales y democráticos corresponde al Estado, a través de la intervención 
directa en prevención, control y judicialización, por un lado; y de la 
regulación rigurosa de aliados estratégicos que surgen del nivel privado 
o ciudadano, por otro. Así, seguridad se vincula con certidumbre.

Seguridad en el discurso político

La seguridad no es la única condición de desarrollo de una colectividad. 
El desarrollo social es una de las principales garantías del incremento 
en los niveles de seguridad ciudadana, en el sentido más amplio.

Líderes y organizaciones políticas han evitado la discusión de las 
causas de la criminalidad. No se involucra a los demás actores sociales 
no excluidos y se da la señal política de estar haciendo algo sin proveer 
soluciones estructurales por no ser afines a sus auténticos intereses. 
La premisa de dotar de mayor seguridad mediante la represión poli-
cial/militar, como principal medida en desmedro de las libertades 
ciudadanas, dista mucho de garantizar el crecimiento como comuni-
dad. Es el desarrollo social el que incide positivamente en las causas 
del fenómeno.

Es posible afirmar que existen ciertos grados de consenso en tanto 
la consolidación de un discurso político que, desde un plano pura-
mente emocional, utiliza el temor como forma de dominación. El 
principio de inocencia se ha invertido: todos somos sospechosos hasta 
que no se demuestre lo contrario. Impregnan las lógicas de precau-
ción, de inmunización (García Ruiz, 2013).

Detrás del temor de las personas existe un miedo relacionado con 
los cambios estructurales de la sociedad. El miedo, como forma de 
dominación social, justifica por otra parte las prácticas de control y 
éstas generan condiciones en las que se hacen perennes.

Atribuyen responsabilidad al joven pobre, desocupado y adicto 
que es ubicado en el lugar del enemigo. Éstos son los nuevos elegi-
dos que pueden ser expuestos a la violencia sin riesgos de venganza, 
víctimas del nuevo ritual sacrificial necesario para devolver la paz 
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a la sociedad (Peppe y Villagrán, 2013). En un Estado de Derecho 
consolidado, la represión debe focalizarse sobre el delito y no en la 
persona delincuente.

Seguridad y su relación con los medios de comunicación masiva

En nuestros países, varios medios han aplicado exitosamente la pre-
misa de J. Goebbels –a quien se le atribuye la máxima según la cual 
una mentira dicha mil veces se transforma en verdad–. Con la esquizo-
frénica repetición de los casos de extrema violencia que han tenido 
lugar a partir de ciertos hechos trágicos, se genera una tendencia gene-
ralizada ficticia.

Hacer valer como argumento político las emociones de ciuda-
danos que se han visto violentados en sus derechos es sencillamente 
inmoral. Los medios de comunicación son constructores de verdades 
simbólicas. El verbo construye realidades ficticias. Sin embargo, vale 
advertir que, en documento inédito, Kessler y Focás (2014) conclu-
yen que la transición de la noticia de inseguridad en los principales 
medios de la región latinoamericana presenta nuevas características en 
su construcción: generalización, fragmentación, victimización, sensa-
cionalismo, focalización en el delincuente joven, varón y vulnerable. 
Finalmente, se instala el tema de la inseguridad en todas nuestras 
sociedades, más y menos seguras, pues nuestro denominador común, 
con independencia de los datos objetivos, es el temor al delito.

De todos modos, resulta simplista e intelectualmente deshonesto 
atribuir a los medios las causas de la inseguridad. Toda construcción 
mediática tiene elementos de realidad (Kessler y Focás, 2014).

Se formula una arbitraria distinción. Por un lado, se excluyen delitos 
de cuello blanco, ambientales o de corrupción política. Por otro, se 
incluyen homicidios, violaciones y atentados contra la propiedad pri-
vada. Efectivamente, la construcción del autor de los delitos mediáti-
cos no es el gobernante, empresario o financista, sino el delincuente 
en situación más vulnerable. Esto tiene como consecuencia síntesis, 
demandas y medidas de carácter simplista (Salinas y Hoecker, 2002).
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Seguridad y derechos humanos

En primer término, cabe hacer notar que un presupuesto fundamen-
tal, en una noción de derechos humanos, radica en concebir al sujeto 
de derecho no como una duplicidad sujeto-Estado. La persona como 
entidad compleja e individual, como sujeto de derechos, parte de un 
todo más amplio, comprometido con la historia futura de sus suce-
sores. Y la comunidad tiene el objetivo de asegurar la existencia de 
todos los integrantes, tutelando su pasado y garantizando su futuro. 
En el proyecto de comunidad tienen lugar también las realizaciones 
personales (Uriarte, 2013).

Nótese que la ausencia de equidad afecta irremediablemente 
el goce de derechos que entendemos fundamentales. Y, concreta-
mente, en relación con la seguridad ciudadana, el Pacto de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales establece «que no [se] puede rea-
lizar el ideal de ser humano libre, liberado del temor y de la miseria, 
a menos que se creen condiciones que permitan a cada persona gozar 
de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto de sus dere-
chos civiles y políticos» (Oficina del Alto Comisionado de Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos, 1966, s. p.).

En idéntico sentido, el Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (2000), en su observación núm. 14, ha dicta-
minado que:

si la limitación de recursos imposibilita el pleno cumplimiento 
de un Estado de las obligaciones que ha contraído en virtud del 
Pacto, dicho Estado tendrá que justificar no obstante que se ha 
hecho todo lo posible por utilizar todos los recursos de que dis-
pone para satisfacer, como cuestión de prioridad, las obligaciones 
señaladas (p. 14).

Y, en la Opinión Consultiva (OC) núm. 6/86, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) expresó: «en la pro-
tección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la 
restricción al ejercicio del poder estatal» (1986, s. p). Es decir, no es 
admisible la existencia de derechos fundamentales sin un Estado 
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Social y Democrático de Derecho. Éstos son de carácter universal, 
indivisibles, interdependientes, progresivos, irreversibles, inalienables, 
imprescriptibles, irreversibles, absolutos.

En cuanto al vínculo del sujeto con los servicios públicos, entran 
en juego las nociones de consumidor, usuario y cliente, que remiten a 
quien adquiere lo que desea o necesita por un precio, que abona y, 
según él, que puede exigir determinada calidad. Un ciudadano-usuario 
tiene derecho a determinados servicios públicos, como puede ser con-
siderada la seguridad ciudadana en sentido amplio, sin importar la 
posibilidad de pago. El acceso a determinados servicios o bienes es un 
derecho ciudadano. A la noción de «clientela» se superpone la republi-
cana de «ciudadanía» (Thwaites et al., 1995).

La igualdad, en sentido amplio, pero también en relación con los 
servicios públicos, debe constituir nuestro horizonte en el diseño de 
las políticas públicas que ofician de instrumento.

Seguridad en el marco de un Estado Social y Democrático de Derecho

En el Estado, la función que caracteriza a la administración pública es 
esencialmente la gestión del bien común de forma concreta, práctica, 
inmediata, permanente (Muratorio, 1998). El profesor A. Real (1957) 
hace suya la definición de Carré de Malberg (2001) –citada ut supra– 
que lo concibe como

aquel que en sus relaciones con sus súbditos y para garantía de los 
derechos de éstos, se somete él mismo a un régimen de derecho, 
y está sujeto en su acción a reglas que, primero, determinan los 
derechos que se reservan los ciudadanos (habitantes en general) y 
segundo, fijan las vías y medios por los cuales las autoridades públi-
cas pueden lograr los fines del Estado (Carré de Malberg citado en 
Real, 1957, p. 589).

El mismo profesor Real (1957) aclara que el fin del Estado de 
Derecho es «para la garantía de su estatuto individual» (p. 589) (de los 
súbditos u obligados por el orden jurídico). Y agrega que «el régimen 
del Estado de Derecho es concebido en interés de los ciudadanos y 
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tiene por fin especial preservarlos y defenderlos contra la arbitrarie-
dad de las autoridades estatales» (p. 589).

De acuerdo con el citado autor, el Estado de Derecho supone, en 
esencia, la tutela efectiva de los derechos humanos con clara recepción 
constitucional del personalismo democrático republicano,2 plasmado 
en el artículo 72, en concordancia con el artículo 82 de la Carta 
(Real, 1957).3

El concepto personalista de los fines del Estado no debe ser confun-
dido con la noción de individualismo –Estado «liberal-burgués»– que 
reduce la finalidad de éste a la mera tutela de las libertades individuales 
sin tender a atenuar –o bien, a desterrar definitivamente– las desigual-
dades injustas en lo económico y social (Real, 1957).

Un concepto amplio del personalismo supone procurar la eleva-
ción de las condiciones de vida de la mayor cantidad de personas en 
función de una nueva concepción de los derechos del hombre, que 
atribuye a la comunidad la prestación de servicios positivos a los habi-
tantes. El Estado ya no cumple con una tutela meramente negativa 
de los derechos, previniendo o reprimiendo a los invasores de esferas 
ajenas de la libertad o derechos de los demás.

El Estado debe aplicar y ser creador del orden jurídico y provee-
dor –con independencia de la modalidad adoptada– de prestaciones 
que tiendan a lograr la satisfacción de los derechos más básicos de todo 
habitante del territorio, sin abdicar de la libertad, ni renegar de la 
técnica jurídica del Estado de Derecho, que se perfecciona paralelamente 

2    De acuerdo con la Constitución de la República Oriental del Uruguay Sección 
II –De los Derechos, Deberes y Garantías–, que en su artículo 72 indica: «La enu-
meración de derechos, deberes y garantías hecha por la Constitución, no excluye 
los otros que son inherentes a la personalidad humana o se derivan de la forma 
republicana de gobierno».

3    De acuerdo con la Constitución de la República Oriental del Uruguay Sección 
III –De la Ciudadanía y el Sufragio–, que en su artículo 82: «La Nación adopta 
para su Gobierno, la forma democrática-republicana.

Su soberanía será ejercida directamente por el Cuerpo Electoral en los casos 
de elección, iniciativa, referéndum, e indirectamente por los Poderes represen-
tativos que establece esta Constitución; todo conforme a las reglas expresadas 
en la misma».
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con el progreso de la justicia social en los países democráticos 
(Fortshoff, 1956).

Desde el punto de vista histórico, el Reechtsstaat –como noción 
de Estado de Derecho– fue elaborado primariamente por autores 
alemanes del siglo XIX. No obstante, los conceptos y principios que 
se cristalizaron en la fórmula germánica se le deben, en particular, 
a la evolución liberal del Derecho Público inglés, inspirador de la 
Doctrina de la Separación de Poderes y la tutela de los derechos indi-
viduales que fueron plasmadas en las constituciones revolucionarias 
americanas y francesas del siglo XIX.

El citado profesor Carré de Malberg señala que fue en Francia –y 
por la Asamblea Nacional de 1789– que han sido producidas las ideas 
maestras y, en parte, las instituciones sobre las que reposa el Estado de 
Derecho. Y asevera que, en cierta medida, justamente por la especial 
interpretación de la franca Separación de Poderes, conforme la apari-
ción tardía del control jurisdiccional de la administración, se motivó 
–hasta esa oportunidad– la calificación del sistema de justicia retenida 
(Real, 1957).

En este sentido, el profesor alemán Mayer (1949) expresó:

Nada más erróneo que las tentativas hechas para reivindicar como 
una peculiaridad alemana la idea del «Rechtsstaat» del Estado bajo 
el régimen del derecho. Esta idea nos es común en todos sus ele-
mentos esenciales, con las naciones hermanas que han pasado por 
los mismos sucesivos desenvolvimientos, especialmente, la nación 
francesa, a la cual, a pesar de todo, el destino nos ha vinculado por 
la comunidad de espíritu (p. 132).

En idéntica línea, fue el autor germánico Von Mohl (1832) quien 
introdujo el término Rechtsstaat a la literatura jurídica en su obra 
Ciencia de la Policía según sus principios del Estado de Derecho. En ésta, 
trata diversos tipos históricos de Estado y, en particular, tres etapas 
concretas caracterizadas por tres modos de administración pública. A 
saber: Patrimonialstaat: gobierno absoluto que administra el patrimo-
nio del Estado como propio del soberano; Polizeistaat: gobierno abso-
luto con fines de bien público, pero normas totalmente arbitrarias y 
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reglamentarias; Rechtsstaat: rigor de ley con finalidad de justicia y 
bien público.

El profesor alemán Georg Jellinek (2002) afirma que la idea de 
la autoobligación del Estado es condición de la evolución de la cul-
tura, por la seguridad que crea. Esto implica el rechazo a las tesis 
absolutistas, según las cuales el derecho obligaba a los súbditos, pero 
no al soberano. Jiménez de Aréchaga sostenía que era políticamente 
peligroso y notoriamente inconveniente librar al arbitrio de la propia 
voluntad del Estado la remoción de las limitaciones que éste mismo 
había establecido.

Carré de Malberg distinguió concretamente –lo cual se mantiene 
vigente en la actualidad– los Estados de Policía –autoritarios– y de 
Derecho –democráticos–. Dice:

El Estado de Policía es aquel en el cual la autoridad administrativa 
puede, de una manera discrecional y con una libertad de decisión 
más o menos completa, aplicar a los ciudadanos todas las medidas 
cuya iniciativa juzgue útil tomar por sí misma, en vista de hacer 
frente a las circunstancias y lograr en cada momento los fines que 
ella propone: este régimen de policía está fundado sobre la idea de 
que el fin basta a justificar los medios. Al Estado de Policía se opone 
el Estado de Derecho, el «Rechtsstaat» de los alemanes. Por Estado 
de Derecho hay que entender el Estado que, en sus relaciones con 
sus súbditos y para garantía de su estatuto individual, se somete 
él mismo a un régimen de derecho y esto en tanto él encadena su 
acción sobre ellos por reglas, de las cuales unas determinan los dere-
chos reservados a los ciudadanos y otras fijan de antemano las vías 
y medios que podrán ser empleados en vista de realizar los fines 
estáticos: dos clases de reglas que tienen por efecto común limitar el 
poder del Estado, subordinándolo al orden jurídico que consagran 
(Carré de Malberg citado en Real, 1957, p. 598).

Así mismo, Carré de Malberg también sostenía que, si bien es 
manifiesto que las limitaciones engendradas por el derecho positivo 
en vigor son las únicas que tienen verdaderamente un carácter jurí-
dico, la seguridad debe venir del valor moral de los gobernantes y del 
pueblo mismo.
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Sin embargo, compartimos la tesis del profesor francés Marcel 
Waline (2007), quien sostenía que los valores ideales que sirven de 
pauta para enjuiciar la justicia del derecho positivo, si son extraños a 
las normas, son tema de estimativa o axiología, pero no constituyen un 
sistema objetivo de limitaciones propiamente jurídicas. En la medida 
en que esos valores se acojan por las normas –Constitución rígida– 
pasan a integrar el derecho positivo, pero frente al Constituyente 
no hay más garantías jurídicas de permanencia que la formal, deri-
vada de la necesidad de respetar el procedimiento de reforma de la 
Constitución (Waline, 2007).

En consecuencia, la persona es el fin de la democracia; su vía 
histórica es la racionalización del Estado y del Poder (Mirkine-
Guetzévitch, 1936). Una seguridad más democrática es aquella en la 
que el Estado, si bien es el principal actor responsable, no lo sea de 
tipo monopólico. El servicio público en condiciones de igualdad para 
todos los integrantes de la colectividad implicará a ciudadanos que 
participen activamente en la construcción de las políticas públicas.

Seguridad en el marco del desarrollo humano

Desde las concepciones de seguridad nacional y orden interno se ha 
pretendido establecer una cierta equivalencia entre las nociones de 
seguridad y desarrollo.

Pero ¿qué seguridad y para quién? ¿Es la seguridad una garantía para 
el desarrollo o es el desarrollo social un presupuesto necesario para dotar 
a una sociedad de mejores condiciones de seguridad? ¿Qué desarrollo?

América Latina es un caso paradigmático de inequitativa dis-
tribución de recursos. Continente heterogéneo en el que, si bien los 
países tienen realidades muy distintas, los cambios se producen en 
un diálogo cada vez más democrático, en el marco de Constituciones 
legítimas y con un abordaje de soluciones propias a nuestros particu-
lares problemas colectivos.

La integración y cooperación internacional y regional juegan un 
rol fundamental en materia de seguridad ciudadana. En efecto, del 
estudio de las más recientes investigaciones en América Latina se 
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deduce una principal conclusión: la (in)seguridad tiene dimensiones 
regionales con denominadores comunes.

En este sentido, se ha expresado que la existencia de muchos países 
deriva del fallido intento de formar una nación, por lo que es momento de 
generar una agenda de problemas mundiales que deben ser tratados como 
tales. La cooperación internacional tiene un lugar central en el estudio de 
las causas del fenómeno que tanto preocupa a los ciudadanos latinoame-
ricanos, como también en la producción académica, en el intercambio de 
experiencias y en la teorización de las medidas preventivas, correctivas y 
represivas. Es tiempo de avanzar en la convergencia de la diversidad, con 
pragmatismo, pero con firme voluntad de integración regional.

Políticas de seguridad humana y desarrollo e integración son con-
ceptos intrínsecamente relacionados. Se transita hacia una integra-
ción que desborda toda visión economicista y los términos bélicos de 
guerra o lucha, hacia un desarrollo inclusivo con superación de las 
desigualdades y mejoramiento de la calidad de nuestras democracias. 

El concepto de Estado de Derecho no puede ser escindido de la 
democracia social. El nudo para el crecimiento no radica en la caren-
cia de recursos, sino en su inequitativa distribución. Un cambio en 
las relaciones de poder en el marco de sistemas democráticos acarrea, 
indudablemente, transformaciones en los criterios de distribución de 
riqueza, priorización de políticas públicas y segmentación de prin-
cipales destinatarios. Porque, en puridad, el desarrollo, además de 
su concepción técnica, hunde sus raíces en una discusión profunda-
mente política. Golbery do Couto ha señalado que la retórica de gran 
parte de los principios, declaraciones y recomendaciones en seguridad 
pública es una auténtica réplica de los manuales de geopolítica seten-
tistas que teorizaban sobre la Doctrina de la Seguridad Nacional. Esa 
misma tesis que enfrenta al aparato policial/militar con el conjunto 
del Estado cuando los controles, competencia del Poder Judicial y la 
sociedad, no son efectivos (García Ruiz, 2013).

En la dominación de las sociedades mediante la utilización del 
miedo y la construcción del discurso político antes señalado –que 
funda el elenco de medidas adoptadas por los adoradores monoteístas 
de la represión– el desarrollo se pone en duda.
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La seguridad ciudadana supera ampliamente la discusión de un 
catálogo de medidas de gobierno: se enmarca en un debate ideológico. 
Al igual que en otras Ciencias Sociales, como la Economía, cabría 
cuestionarse por qué se siguen ensayando fórmulas cuyos resultados, 
con evidencia científica, han demostrado ser ineficaces y hasta con-
tradictorias con los objetivos planteados, y se cuestiona enseguida: 
«¿qué obcecación lleva a los políticos a obstinarse en no reconocer la 
obsolescencia de una ley, su desfase con condiciones hasta entonces 
inéditas, sus efectos humillantes respecto de tal o cual grupo o indivi-
duo, su violencia perpetrada en nombre de un Estado desencarnado?» 
(Paquot, 2005, s. p.).

¿Existe un concepto neutral y desideologizado de desarrollo o 
seguridad? De ningún modo. Es posible abordar las inequidades 
desde una perspectiva menos colectiva y más individualista, sin duda, 
pero no es lo deseable. Algunos autores han señalado un progresivo 
pasaje de la concepción de problemas sociales hacia una noción de 
asuntos individuales. Este cambio de concepción tiene necesaria-
mente, como consecuencia, una transferencia de responsabilidad de 
los servicios públicos al campo de la política criminal (Sales, 2014). 

En otros términos, así como es posible restringir una visión de 
desarrollo al terreno estrictamente economicista, las políticas públicas 
pueden estar orientadas al rédito electoral, sin atender la fragmenta-
ción social. En efecto, durante décadas, gobiernos e instituciones han 
eludido responsabilidades políticas. El Estado, desde este enfoque, 
se vincula con los segmentos más vulnerables de la sociedad a través 
de la política criminal y el sistema penal, abandonando las políticas 
sociales. Culpabilizar a los ciudadanos excluidos, individualmente, 
es castigarlos dos veces y desatender los problemas estructurales.

A nuestro modo de ver, el camino debe ser el inverso. Una vía 
alternativa ha tenido serias dificultades en la construcción de un relato 
contrario al populismo punitivo que se funda dogmáticamente en la 
verdad construida del incremento de niveles de inseguridad. Esto no 
significa negar la fase represiva de toda política de seguridad pública, 
a la que no puede reducirse. Tampoco implica la estigmatización de 
todo ciudadano que demanda legítimamente más seguridad, pues, al 
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tiempo de cometerse un delito, un victimario no deja de ser tal por 
considerarse producto de las fallas estructurales de un sistema que es 
intrínsecamente injusto.

El desarrollo, al igual que la seguridad, requiere diversas condicio-
nes, todas necesarias, pero que individualmente no son suficientes. La 
seguridad, en la concepción que asumimos, es un presupuesto impres-
cindible para el desarrollo en nuestro continente. Y, considerando la 
noción de Estado Social y Democrático de Derecho, de acuerdo con 
las constituciones de nuestros países, no toda política pública en materia 
de seguridad se inserta de igual manera en este marco.

El desarrollo humano constituye un objetivo en sí mismo que, sobre 
las causas, incide favorablemente en los índices de seguridad humana y 
se basa en principios de libertad, igualdad y justicia social. Nuestra visión 
de este desarrollo significa un proceso de ampliación de las opciones y 
capacidades de las personas que se materializa en mejor calidad de vida 
para todos los habitantes. En este entendido, el trabajo y la educación 
son los ámbitos de socialización y dignificación por excelencia, mientras 
que una mejor distribución de recursos favorece la cohesión social.

En ese sentido, el fortalecimiento institucional es requerido para 
la transformación social y la consolidación de bienes públicos –como la 
seguridad– que den lugar a la igualdad de oportunidades, permi-
tiendo una convivencia integradora, democrática e intransigente con 
todo tipo de violencia. La seguridad ciudadana constituye un compo-
nente clave que se construye entre todos los actores, incluyendo redes 
sociales fuertes y organizaciones sociales intermedias robustas. Es a 
través de las organizaciones que se pueden convertir las decisiones 
macro en alternativas micro, al tiempo que se pueden identificar pro-
blemas micro para transformarlos en alternativas macro.

El concepto de seguridad humana está asociado con el desarrollo 
humano y, en tal sentido, este último es un proceso de ampliación de la 
gama de opciones de que dispone la gente; la seguridad humana significa 
que las personas pueden ejercer esas opciones en forma segura y libre. 

La Organización de las Naciones Unidas (ONU), en 1945, en el artículo 
55 de su carta fundacional, alude a los siguientes aspectos vinculados 
con la noción de seguridad:
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con el propósito de crear las condiciones de estabilidad y bienestar 
necesarias para las relaciones pacíficas y amistosas entre las nacio-
nes, basadas en el respeto al principio de igualdad de derechos y 
al de la libre determinación de los pueblos, la Organización pro-
moverá: a) niveles de vida más elevados, trabajo permanente para 
todos, y condiciones de progreso y desarrollo económico y social; 
[…] c) el respeto universal a los derechos humanos y a las libertades 
fundamentales de todos (s. p.).

Con esto, lo que queremos reafirmar es que enmarcar las políticas 
de seguridad ciudadana en el concepto de desarrollo antes expresado 
no representa una novedad para nuestras sociedades. Por el contra-
rio, significa redireccionar nuestras políticas públicas para el estricto 
cumplimiento de los compromisos internaciones ya asumidos y los 
imperativos constitucionales. Consecuentemente, el bien público que 
constituye la seguridad ciudadana no forma parte del comercio y, por 
tanto, no debe ser excluyente. Su accesibilidad no puede implicar una 
lógica competitiva.

Si bien es cierto que no existen fórmulas perfectas para contra-
rrestar la inseguridad, las soluciones no pueden pensarse en función 
de instituciones concretas ni de forma unilateral, burocrática. Mucho 
menos en términos de judicialización de conflictos sociales mediante 
un derecho penal simbólico.

Los principios de mínima intervención, libertad, legalidad e inte-
gralidad asumen plena vigencia. La (in)seguridad ciudadana es también 
(in)seguridad social. Ergo, todo diseño, planificación, implementación 
de política pública en seguridad ciudadana debe enmarcarse –necesa-
riamente– en este concepto de desarrollo. Toda decisión en otro sentido 
sería contraria al Estado Social y Democrático de Derecho, constituiría 
una violación a normas internacionales y constitucionales de derecho 
interno, e implicaría obrar conforme a las lógicas de control necesarias 
para la expansión del capital, bajo la apariencia de satisfacer una legítima 
demanda ciudadana.
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Seguridad en el constitucionalismo latinoamericano

A nuestro modo de ver, en el marco del concepto de Estado Social y 
Democrático de Derecho y de desarrollo, se deben diseñar, planificar, 
ejecutar y evaluar las políticas públicas en seguridad ciudadana. No 
existen dos caminos posibles.

Asumir la construcción de un paradigma alternativo no es sólo una 
decisión de mérito o conveniencia política, dado que así lo mandan 
las Constituciones y los instrumentos internacionales. La seguridad, 
en sentido amplio, es recogida en el derecho positivo constitucional. 
A modo de ejemplo, se tratan en los siguientes artículos: Argentina 
(art. 42), Belice (art. 3), Bolivia (arts. 9.2 y 23.I), Brasil (art. 144), 
Chile (art. 1 inc. 5.°), Costa Rica (art. 140 núm. 16), Cuba (art. 16), 
Ecuador (art. 3 núm. 8), El Salvador (art. 159 inc. 2.°), Guatemala 
(art. 3), Honduras (art. 61), México (arts. 10, 16 y 21), Nicaragua 
(art. 24), Paraguay (art. 9), Perú (art. 24), Puerto Rico (art. 2 sec. 13), 
República Dominicana (art. 40), Uruguay (art. 7), Venezuela (arts. 55, 
322 y 326), entre otras.

De las normas citadas, se deducen diversas conceptualizaciones 
de seguridad, abordadas desde la óptica del orden interno o desde 
un enfoque de derechos humanos, es decir, de la ciudadanía, y no 
solamente pública. En particular, el artículo 144 de la Constitución 
de Brasil regula la seguridad pública como una función del Estado 
para garantizar el orden interno, al igual que los casos chileno, costa-
rricense, portorriqueño, salvadoreño y mexicano.

En cambio, la Carta Magna boliviana declara el derecho a ser prote-
gido en el goce de la seguridad personal que, al igual que la dignidad, debe  
hacerse equitativamente. En igual sentido, Argentina, Nicaragua, 
Uruguay, Honduras (individual en lugar de personal), Venezuela (ciu-
dadana), Paraguay, Perú, República Dominicana (personal), Ecuador 
(integral), Guatemala (de la persona).

Por otra parte, si se consideran las fechas de cada una de las 
Constituciones, se da cuenta de que las más recientes tienden a 
incorporar en su articulado nociones de seguridad más cercanas a lo 
que hemos denominado seguridad ciudadana o seguridad humana, 
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conceptos que son distantes del orden interno persecutor de delitos y 
de la defensa nacional.

El término constitucional de seguridad ha dejado de tratarse de la 
preservación del orden, o incluso de la protección de los actores polí-
ticos que lo representan. La seguridad ciudadana pone el énfasis en la 
satisfacción de los derechos de las personas. Es una garantía de goce, 
un medio, y su ejercicio implica lograr, como fin, mejorar la calidad 
de vida de los ciudadanos. Requiere de un Estado que intervenga, que 
remueva obstáculos, que planifique con sentido democrático y que ejecute 
integralmente sus objetivos de política pública.

De esta manera, la seguridad dejó de tratarse de un asunto estric-
tamente de Estado, ya que ahora le corresponde a toda la sociedad, el 
problema es nuestro.

De la normativa mostrada se deduce que el constitucionalismo 
concibe la asistencia social de los más vulnerables como una respon-
sabilidad política, institucional y financiada con recursos estatales, en 
términos de justicia.

En otro orden, adviértase la brecha existente entre las normas jurí-
dicas y su implementación en la práctica. Una voluntad política real 
trasciende el plano normativo y se traduce en capital humano y recursos 
económicos, cuya distribución debe atenderse. La experiencia ha mos-
trado que el aparato represivo, que es sólo uno de los componentes de las 
políticas de seguridad, es en el que más invierten casi todos los países.

En este sentido, participamos de la tesis que aboga por el aban-
dono de la creencia de que la satisfacción de derechos sociales depende 
estrictamente de la coyuntura económica.

Y, en clave constitucional, también consideramos que deben ser 
analizados los sistemas de prevención que implementa el Estado, pero 
no en solitario, ya que la seguridad se trata de un servicio público y no  
de un bien mercantil. La administración tiene el monopolio de la 
justicia y de la fuerza, pero no de la seguridad ciudadana.

Así las cosas, hacemos nuestra la idea de las ventanas rotas, refi-
riéndonos a la ausencia de oportunidades, a la corrupción en todos 
los niveles y a la insatisfacción de derechos fundamentales que aten-
tan contra la dignidad de los habitantes de nuestros países. Ventanas 
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rotas, muchas ventanas rotas, cuyo costo de reparación parece que 
nadie está dispuesto a pagar. Debemos encuadrar el problema de la 
(in)seguridad en sus justos términos, pues implica las nociones de 
desarrollo social, inclusión, equidad, garantías, trabajo interinstitu-
cional, democracia, ciudadanía en toda su amplitud, y siempre debe 
desarrollarse sobre el eje de la tutela efectiva de los derechos humanos.

Reflexión final

La inseguridad se traduce en subdesarrollo, mientras que el desa-
rrollo es igualdad, libertad y humanidad. El rol de los medios de 
comunicación es esencial para determinar el tipo de seguridad que se 
desea construir. Es fundamental pasar de la seguridad pública, basada 
en un enfoque represor, a otro enfoque más ciudadano.

Por otro lado, la corriente teórica de la seguridad humana hace 
necesario ajustar la definición de seguridad a partir de los derechos 
humanos. Tener libertad frente al miedo y frente a la necesidad facili-
tará focalizar el esfuerzo estatal en atacar las causas de la inseguridad 
–como son la pobreza alimentaria y la falta de acceso a una educación 
de calidad– y, sobre todo, en generar programas y políticas de bienestar 
social para los ciudadanos en condiciones de desigualdad. Es momento 
de evitar, de manera contundente, criminalizar a los más pobres y dejar de 
revictimizar a las víctimas del delito.
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Violencia y seguridad democrática en Chile:  
Las paradojas del antiterrorismo

Myrna Villegas Díaz

Introducción

El presente capítulo ilustra al lector acerca de algunos de los principa-
les problemas que afectan a Chile en materia de criminalidad y sistema 
penal, construyendo la mirada desde un estudio de casos particulares 
que impactan la comprensión de la política criminal y el derecho inter-
nacional de los derechos humanos que se aplica en Chile.1

En el marco de la investigación en la cual se inserta este tra-
bajo se ha empleado una metodología cualitativa basada en fuentes 
documentales y bibliográficas, limitados por la técnica del estudio 
de casos, ya que se ha examinado la legislación penal chilena sobre 
terrorismo –y sus relacionados– a la luz de la doctrina y la legislación 
internacional y comparada.

El capítulo muestra resultados de una investigación aplicada, 
dado que se ha analizado cómo los tribunales de justicia chilenos han 

1   Agradezco a la Defensoría Penal Pública, al Ministerio Público y al Centro 
de Investigación y Defensa Sur por la colaboración prestada para la obtención de 
datos. Agradezco también a Javiera Mardones y Gabriela Jáuregui, ayudantes del 
Centro de Derechos Humanos de la Universidad de Chile, por su contribución 
en la edición final de este trabajo.
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utilizado las normas de la ley 18.314, considerando los distintos con-
textos político-sociales, económicos y político-criminales específicos, 
en los cuales se han producido los hechos que han sido juzgados de 
conformidad con esta normativa de excepción. Es aquí donde se iden-
tifican manifestaciones de criminalización de la protesta social.

Así mismo, la investigación no renuncia al uso de la teoría jurí-
dica penal para dar vida al alcance descriptivo, y en parte explorato-
rio, del presente estudio. Se hace referencia al alcance descriptivo en 
cuanto ha sido una caracterización de la búsqueda de estructuración 
del reconocimiento (o no reconocimiento) de los derechos de los pue-
blos indígenas en la legislación nacional, especialmente cuando se les 
ha juzgado en el marco del conflicto por la recuperación de tierras. Al 
mismo tiempo que se refiere al alcance exploratorio, ya que el tema 
específico que se plantea que no ha sido desarrollado en forma sufi-
ciente en el área penal en Chile, especialmente con posterioridad a la 
gran reforma a la ley 18.314, que en breve cumplirá una década, pues 
se realizó en 2010.

Desde 1990 la región latinoamericana ha experimentado un cre-
cimiento importante en los ámbitos económico, cultural y social. Sin 
embargo, a diferencia de lo que se podría esperar, ese crecimiento 
estructural es inversamente proporcional a las tasas de criminalidad y 
percepción de la violencia. En el caso de Chile, a pesar de tener índices 
bajos de criminalidad violenta, se cuenta con una de las tasas más 
altas de encarcelamiento de la región. En el año 2011, la tasa peni-
tenciaria era de 311 presos por 100 000 habitantes (Carranza, 2012), 
disminuyendo en el 2016 a 242 presos, cifra superada sólo por Brasil 
(307) y Perú (251).

Estas contradicciones se explican en gran parte por los altos nive-
les de desigualdad existentes en nuestra nación –al igual que en el 
resto de los países de la región– y por la estrechez de los conceptos de 
violencia, delito y seguridad que se manejan a la hora de determinar 
los niveles de criminalidad, su percepción y control.

Los economistas chilenos Ramón López, Eugenio Figueroa y 
Pablo Gutiérrez (2013) han señalado a Chile como uno de los paí-
ses más desiguales del mundo, sosteniendo que el problema real de 
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la distribución del ingreso se encuentra en la centralización de éste 
a manos de los sectores más altos, pues se concentra en el uno por 
ciento más rico y especialmente en el 0.1 por ciento y 0.01 por ciento 
más pudiente. Dicha investigación demostró que:

El 1 por ciento más rico de Chile recibe 2,6 veces más ingresos 
como proporción del ingreso total del país que lo que en promedio 
recibe el 1 por ciento más rico en los 7 países para los cuales existen 
datos que incluyen ganancias de capital para el periodo conside-
rado. Más aún, mientras que el 0,1 por ciento más rico en Chile 
se lleva cuatro veces más que el promedio de la muestra de países, 
el 0,01 por ciento más rico se atribuye casi 6 veces (5,8) la propor-
ción de la que se apropia, los que pertenecen al 0,01 por ciento más 
ricos en los otros 6 países de la muestra (Estados Unidos, Canadá, 
Alemania, Japón, España, Suecia)2 (López et al., 2013, p. 28).

Esta desigualdad se ve acompañada por un sistema educacional y 
de salud privada con un marcado criterio de mercado. La Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) sitúa a Chile 
como el segundo país con la educación más costosa del mundo, en 
donde una carrera universitaria alcanza un promedio de 3 400 dólares 
anuales (OCDE y Banco Mundial [BM], 2009), cifra que equivale a 22 
por ciento del ingreso per cápita del país. Un estudio elaborado para la 
Fiscalía Nacional Económica, realizado por la Pontificia Universidad 
Católica de Valparaíso, reveló que Chile tiene un sistema de salud 
privada que se encuentra también entre las más onerosas del mundo, 
superado sólo por Suiza y Grecia, e igual al de México (Tobar, 2012).

A ello se suman las bajas pensiones, producto de un sistema previ-
sional que se implementó durante la dictadura militar y que privatizó 
los fondos, creando las administradoras de fondos de pensiones. La 
carestía de las necesidades básicas (luz, agua, alimentación), en gran 
parte de los casos, determina que no alcancen a ser cubiertas con el 
monto de las jubilaciones, lo que generó un movimiento ciudadano 
en el 2016 que proponía la estatización.

2   La muestra total se compone de los siguientes países: Chile, Estados Unidos, 
Sudáfrica, Reino Unido, Singapur, Canadá, Irlanda, Italia, Japón, Australia, Francia, 
España, Nueva Zelanda, Noruega, Finlandia, Suecia, Mauricio, Dinamarca.
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En materia educativa, y con el fin de paliar esta situación, el 1 de 
marzo de 2016 se promulgó la ley 20.845, que implementa en forma 
progresiva un sistema de enseñanza gratuita en todos los estableci-
mientos educacionales subvencionados o que reciben aportes del 
Estado en forma permanente. No obstante, aún queda pendiente una 
reforma educacional, cuyo proyecto emanado del actual gobierno ha sido 
objeto de diversas críticas provenientes de sectores ligados a la educa-
ción. Entre éstas, destacan los reparos de los y las rectoras de las uni-
versidades estatales, siendo un caso emblemático el de la doctora 
Roxana Pey, primera mujer rectora de Chile, destituida en 2016 por 
manifestar su descontento con la mencionada reforma.3

Las heridas que causó a la sociedad chilena la dictadura militar 
aún continúan abiertas, debido a la lentitud de los procesos por viola-
ciones a derechos humanos, así como a las pocas condenas y bajas 
sanciones que cada responsable de ellas ha recibido por órganos juris-
diccionales. Como ejemplo, el asesinato de Víctor Jara (1973) continúa 
con proceso abierto, mientras que, en el crimen acometido en contra 
de Orlando Letelier, la condena dada a uno de los jerarcas militares 
implicados fue inferior a la que se otorga a cualquier delincuente 
común por el delito de robo con intimidación (Villegas, 2015b).

Seguridad, violencia institucional y protesta social

En los últimos 20 años, Chile ha experimentado una securitización 
creciente, entendiéndose por tal, en el campo político-criminal,

3    El Ministerio de Educación solicitó la renuncia a la doctora Roxana Pey, rec-
tora de la naciente Universidad de Aysén (XII región), debido a que su discurso no 
se alineaba con las políticas gubernamentales en materia de educación, aduciendo 
que ese cargo era de exclusiva confianza de la presidenta mientras la universidad 
no entrara en funcionamiento. La doctora Pey consideró que las razones por las 
cuales se le solicitó la renuncia atentaban contra la autonomía universitaria, por 
lo que decidió no renunciar. El gobierno la destituyó mediante un decreto uni-
versitario. Esta decisión rememoró una vieja práctica empleada por la dictadura. 
El último caso de un rector de universidad estatal destituido por decreto ocurrió 
durante 1987, en pleno régimen militar.

ComunidadesSeguras_Interiores IMPRENTA 180121.indd   76ComunidadesSeguras_Interiores IMPRENTA 180121.indd   76 1/18/21   4:03 PM1/18/21   4:03 PM



77

Violencia y seguridad democrática en Chile: Las paradojas del antiterrorismo

al proceso discursivo por el cual un cierto objeto de referencia es 
declarado en peligro y necesitado de protección mediante el sistema 
penal o parapenal (es decir, no formalmente penal pero puesto en 
funcionamiento como anexo al sistema penal), y se persuade a la 
sociedad de ello (Böhm et al., 2016, p. 182).

Este proceso se refleja en el discurso explícito, o implícito, que se 
observa en las discusiones parlamentarias de los legisladores, en las 
iniciativas y proyectos de ley emanados del Ejecutivo, en los fallos de 
los jueces y en las actuaciones del Ministerio Público (por ejemplo, al 
perseguir o no determinados actos y al decidir hasta dónde hacerlo).

Lo anterior a pesar de que los índices de victimización son inver-
samente proporcionales a los de la percepción de inseguridad. Según 
cifras que se registran en la XII Encuesta Nacional Urbana de Seguridad 
Ciudadana, el porcentaje de victimización entre mayo de 2015 y mayo 
de 2016 alcanzó 24.6 por ciento,4 mientras que la percepción ciudadana de 
aumento de la delincuencia obtuvo 86.8 por ciento, siendo la televisión, 
en este caso, la principal fuente que permitió formar dicha opinión en la 
población encuestada.

Si bien, en relación con el año anterior, efectivamente se registra 
un aumento de la delincuencia –pues en el año 2014 el porcentaje 
de victimización alcanzó 23.5 por ciento–, la percepción de insegu-
ridad aumentó excesivamente en relación con ese punto porcentual, 
dado que en 2015 alcanzaba sólo 79.9 por ciento. Es decir, mientras 
la delincuencia creció en 1.1 por ciento, la percepción de inseguridad 
incrementó en 6.9 por ciento.

La alta demanda de percepción de inseguridad ha dado paso a la 
implementación de varias herramientas punitivas, de entre las cuales 
destaca la Agenda Corta Antidelincuencia, introducida sucesivamente 
por las leyes núm. 20.253, de 2013, y núm. 20.391, de 2016. Este ins-
trumento refuerza aún más las facultades investigativas del Ministerio 
Público, así como las atribuciones preventivas policiales, y establece 
restricciones a la libertad de los imputados. Particularmente polémica 

4   Dentro de este 24.6 %, sólo 30.9 % fue revictimizado, es decir, se cometió 
delito en su contra más de una vez.
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resultó la aprobación del control preventivo de identidad, figura que 
ya existía en el código procesal penal. El Ejecutivo argumenta que esta 
figura «facilita la aplicación efectiva de las penas establecidas para los 
delitos de robo, hurto y receptación, y mejora la persecución penal en 
dichos delitos –entrega mayores herramientas para un mejor combate 
contra el delito, con lo cual el gobierno se hace cargo de las preocupa-
ciones de la ciudadanía» (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 
2018, s. p.).

También el discurso de la securitización poco a poco ha trans-
formado el fenómeno de la criminalidad, especialmente aquella que 
refleja disidencia al sistema imperante, en un cruel y despiadado «ene-
migo» al cual debe combatirse a toda costa (Böhm et al., 2016).

Un ejemplo de ello es la constante persecución y calificación 
como delitos de terrorismo a ilícitos cometidos en el marco de la pro-
testa indígena por conflicto de tierras (Villegas, 2013), así como a 
la persecución como delitos comunes de otros hechos que presentan 
características incluso más graves que aquellos a los cuales el órgano 
persecutor considera terroristas.5 En esto tienen un papel fundamental 
los medios de comunicación a través de sus mensajes generadores de 
violencia (Villegas, 2013).

Las desigualdades existentes en Chile, tanto en lo económico y 
social como en la aplicación selectiva del sistema penal a las clases 
más desposeídas, ha provocado en los últimos años un clima creciente 
de efervescencia, protagonizado por nuevos actores sociales ligados 
a distintas demandas (Villegas, 2015b). Por ejemplo, el movimiento 
estudiantil en defensa de una educación gratuita y de calidad, que a 
partir de 2011 ganó nuevos adeptos transformándose en Movimiento 
Social por la Educación, las demandas por la devolución de tierras 
indígenas y del agua que dieron origen a diversos grupos de apoyo a 
las mismas, e incluso un partido político (Wall Mapu Wen).

Todos estos actores han realizado protestas sociales masivas, en 
las que se observa una radicalización creciente de la violencia. Un 

5    Como, por ejemplo, los ataques armados, homicidios e incendios que llevan a 
cabo pandillas en sectores populosos de Santiago de Chile.

ComunidadesSeguras_Interiores IMPRENTA 180121.indd   78ComunidadesSeguras_Interiores IMPRENTA 180121.indd   78 1/18/21   4:03 PM1/18/21   4:03 PM



79

Violencia y seguridad democrática en Chile: Las paradojas del antiterrorismo

ejemplo de ello son los «encapuchados», que surgen al interior del 
movimiento estudiantil. Se trata de jóvenes radicales que se oponen 
en forma violenta al sistema, generando desórdenes y destrozos en la 
vía pública y en propiedades particulares.

También la protesta indígena ha ido aumentando en una espiral 
irracional de violencia, como lo vaticinó el relator de Naciones Unidas 
para derechos humanos y terrorismo (Organización de las Naciones 
Unidas [ONU], 2014). Esto a pesar de la condena que la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) impuso al Estado de 
Chile en 2014 por haber aplicado la ley de conductas terroristas a 
dos autoridades indígenas ancestrales, y pese a las sucesivas recomen-
daciones de distintos relatores para pueblos indígenas y de derechos 
humanos (ONU, 2014).

La respuesta a este clima de protesta social ha sido la utilización, 
por parte del poder, de una política sinóptica y panóptica en el clásico 
binomio de tinte autoritario: amigo-enemigo. Sinóptica en el sentido 
de reclutar a los elementos más permeables de dichos movimientos 
(los amigos), y panóptica en el de punir o agravar la responsabilidad 
de los que cometen actos de violencia (los enemigos). Esta punición va 
desde propuestas de reformas legales tendientes a penalizar más gra-
vemente dichos actos, hasta la aplicación de la ley de conductas terro-
ristas para cierto grupo de infractores, no escatimando en el empleo 
de prácticas reñidas con el Estado de Derecho, como el uso de agentes 
provocadores, pertenecientes a las policías o relacionados con ellas, 
durante las manifestaciones sociales.

Paralelo al crecimiento de las movilizaciones en demanda de dere-
chos, se incrementó también la violencia institucional de los cuerpos 
policiales. La política criminal de «orden en las calles» se ha posicio-
nado en el escenario chileno, aplicando la fuerza policial todo su 
rigor, con independencia de quienes puedan verse afectados. Sucesivas 
denuncias en contra de la violencia policial se encuentran documenta-
das tanto en los informes anuales del Instituto Nacional de Derechos 
Humanos (INDH, 2011b, 2012b) como en otros informes temáticos (INDH, 
2011a, 2012a). 
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Por ejemplo, homicidios de personas mapuche producto de balas 
de fuerzas policiales, torturas dentro de furgones de la policía, afecta-
ciones a la integridad física resultadas del armamento usado por las 
fuerzas del orden (pérdidas de ojo por balines de pintura durante 
protestas), abuso de facultades policiales que termina con la muerte, 
violencia innecesaria y apremios ilegítimos en contra de manifestantes.

Un estudio realizado por el INDH (2014) señala específicamente:

En relación con el delito de «violencias innecesarias» en la zona 
comprendida entre la Región de Coquimbo y la de Los Lagos, para 
el período 1990-2012, arrojó cifras preocupantes y un incremento 
de estas denuncias. En el período analizado por INDH se presenta-
ron un total de 20.742 denuncias en las regiones señaladas, con un 
alza significativa a partir del año 2004 (s. p.).

Esta violencia se produce no sólo durante las manifestaciones, 
sino también al momento de las detenciones, al interior de los cuarteles 
policiales y de las cárceles.

En los últimos dos años, y en el contexto de la protesta social, 
destacan los casos de tortura en contra del estudiante César Reyes 
y del lonko6 Víctor Queipul.7 Se distingue también la reacción poli-
cial militarizada en contra de los indígenas, así como el empleo de 
técnicas destinadas a disminuir la moral del adversario, como ocurre 
especialmente con las detenciones de niñas y mujeres en el contexto 
de protestas policiales. Hay casos de estudiantes que declaraban haber 
sido desnudados en público por las policías al momento de la deten-
ción, en plena calle. Se conoce también la denuncia de una mujer gol-
peada en la vía pública por otra mujer (policía), causándole un aborto, 
así como mujeres estudiantes que denuncian haber sido víctimas de 
abuso sexual en los recintos policiales.

En este escenario, el cumplimiento de las obligaciones interna-
cionales, contraídas por el Estado de Chile a través de la Convención 

6    Autoridad ancestral indígena. Jefe del Lof (grupo de familias).
7    Víctor Queipul fue secuestrado por un grupo armado durante un allana-

miento, torturado, amenazado de muerte y abandonado en un cerro.
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Americana de Derechos Humanos y la Convención de Belem do Pará, 
se ve claramente debilitado.

Seguridad, violencia, terrorismo y contraterrorismo

En las últimas décadas, Latinoamérica ha recibido los impactos legis-
lativos de la regulación del terrorismo en América del Norte y Europa, 
debiendo transformar sus leyes, a fin de adecuarlas a los instrumentos 
jurídicos internacionales que van surgiendo cada vez que se registra 
un atentado de grandes proporciones. Es el caso de Guatemala y 
Chile, que debieron actualizar sus marcos normativos, así como el 
de Argentina y Brasil, que debieron crearlos al no tener regulaciones 
penales específicas.

Particularmente preocupante es la creación y adecuación de nor-
mas internas sobre lavado de dinero y blanqueo de capitales para 
armonizarlas a las contenidas en instrumentos internacionales, lo que 
conduce a asimilar esta forma de criminalidad con el financiamiento 
al terrorismo.8 De esta forma, el estatuto especial del terrorismo, 
altamente restrictivo de garantías, se extiende innecesaria y peligrosa-
mente en nuestra región, y relativiza los derechos humanos para cierto 
grupo de infractores.

Varias interrogantes se plantean. La primera es si la región, en esta 
cruzada mundial contra el terrorismo, podría desmarcarse de los países 
del norte y de Europa y mirar sus propias realidades. Derivado de 
ello, examinar si tenemos alguna necesidad especial de transformar 
nuestras legislaciones antiterroristas, y cuáles son los riesgos que ello 
plantea para los derechos humanos y las democracias.

Se estima que América Latina debe adecuar sus legislaciones a 
sus propias necesidades (Villegas, 2016a). En Chile, sólo se cuenta la 
experiencia del terrorismo de Estado. Si por terrorismo entendemos 
una estrategia llevada a cabo por una organización con una estructura  

8    Como sucede en la legislación hondureña con los artículos 3 y 4 del decreto 
núm. 241-2010, del 11 de diciembre de 2010, y con la legislación guatemalteca a 
través el decreto núm. 58-2005, del 26 de septiembre de 2005.

ComunidadesSeguras_Interiores IMPRENTA 180121.indd   81ComunidadesSeguras_Interiores IMPRENTA 180121.indd   81 1/18/21   4:03 PM1/18/21   4:03 PM



82

Myrna Villegas Díaz

suficiente (Cancio, 2010; Mañalich, 2015) que le permita atacar dere-
chos humanos fundamentales para destruir los cimientos de una demo-
cracia material (Villegas, 2016a), claramente quien responde a esta 
denominación es la Dirección de Inteligencia Nacional (Dina), que fue 
la policía secreta o policía política de la dictadura militar chilena.

Es difícil sostener que, a los inicios de la transición democrática, 
pudiésemos estar ante ataques terroristas por parte de los grupos insur-
gentes (Villegas, 2002). El que ayer era héroe nacional por luchar contra 
una dictadura no pudo convertirse al día siguiente en terrorista por el 
solo hecho de haber asumido un gobierno civil, considerando que tuvo 
que pactar con el ejército para poder transitar hacia una democracia.

Las denominadas leyes de amarre9 han permitido la subsistencia de 
la Constitución de 1980, cuya esencia sigue intacta, especialmente en 
materia de terrorismo y en todo el andamiaje jurídico fundamentado 
en la privatización (Atria, 2013), lo cual ha originado, a su vez, un 
movimiento ciudadano constituyente que cobra cada vez más fuerza.

Con posterioridad a la transición democrática, y a partir del 
2000, los destinatarios de la ley de conductas terroristas han sido pri-
meramente indígenas pertenecientes al pueblo mapuche en el marco 
del conflicto territorial y luego anarquistas (Villegas, 2013).

De acuerdo con los datos entregados por la Defensoría Penal 
Pública, de 2000 a 2015, aparecieron 428 personas imputadas por 
delitos de terrorismo o asociados a delitos de terrorismo, siendo 82 
los condenados de un total de 441 causa-imputado terminadas, y 35 
absueltos, de estos últimos, 18 indígenas y 17 no indígenas (Defensoría 
Penal Pública, 2016).10

En este punto, cabe precisar, ya que la información recabada en 
nuestra investigación –que se basa en datos proporcionados por el 

9    Se llama leyes de amarre a un conjunto de disposiciones que han permitido la 
mantención del andamiaje jurídico creado por Pinochet. Entre estas normas se 
encuentran las disposiciones para reforma de la Constitución, que establece un 
quórum especial de los diputados y senadores en ejercicio más alto que el habitual.

10    La información corresponde al registro del Rol Único Tributario (RUT) por 
persona atendida, pero no está validada con el Registro Civil, por lo que no nece-
sariamente ref leja un número exacto de personas.
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Ministerio Público y ha sido contrastada con la revisión de jurispru-
dencia– arroja 22 causas por delitos de terrorismo del 2000 al 2016, 
algunas de ellas con varios imputados.

La cantidad de personas condenadas por delitos de terrorismo en 
nuestros registros no alcanza la cifra de 82 que indica la Defensoría 
Penal Pública al 2016, sino que es mucho menor. Esto podría expli-
carse por el hecho de que esta institución no hace una desagregación 
en la sentencia definitiva condenatoria en relación con cuál es el 
delito concreto por el que se condenó al acusado (terrorista o común).

Anarquistas y terrorismo

En el caso de los grupos antisistémicos, en general los delitos que 
se les imputan son los de colocación de artefactos explosivos y aso-
ciación ilícita terrorista. En cuanto al primero, ha habido una ten-
dencia del órgano persecutor a formalizar por delitos de terrorismo 
a quienes han cometido esa acción si es que están relacionados con 
grupos anarquistas.

Lo llamativo del caso es que la explosión de un cajero automático, 
por ejemplo, es una conducta penal idéntica a la que despliegan ban-
das de delincuentes comunes para apoderarse del dinero, pero a éstos 
nunca se les aplicó la ley de conductas terroristas. El tema se comple-
jiza si se toma en cuenta que la colocación de artefactos explosivos e 
incendiarios era –hasta 2015– un tipo penal autónomo en la ley sobre 
conductas terroristas (núm. 18.314), ya que no existía en la legislación 
penal común un tipo paralelo.

Así es que la discusión sobre la calificación jurídica en el caso de 
los anarquistas oscilaba entre si la conducta era terrorista o era cons-
titutiva del tipo penal de porte ilegal de armas (artefacto explosivo) 
o sólo daños. En el ejemplo mencionado sobre una persona que hace 
estallar el cajero para robar su contenido, la decisión sobre la califica-
ción del delito giraba en torno a si se trataba de un robo con fuerza –y 
la explosión quedaba consumida dentro del delito de robo (en aplica-
ción del principio de subsunción)–, o si se aplicaba un concurso real 
entre robo con fuerza y daños (Villegas, 2016b).
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Este problema de ausencia del delito común base para el delito 
terrorista de colocación de artefacto explosivo fue corregido mediante 
la ley 20.813, del 6 de febrero de 2015, que, al reformar la ley de 
control de armas (núm. 17.798), creó un tipo penal específico de colo-
cación de artefactos explosivos (arts. 14 D y 17 B).

Dado que, hasta antes de esa reforma, se aplicaba la ley de con-
ductas terroristas en la formalización de cargos en contra de los anar-
quistas, las investigaciones se seguían bajo el procedimiento restrictivo 
de garantías que contemplaba dicha ley, es decir, limitaciones al derecho 
a defensa (testigos con reserva de identidad), reforzamiento de la prisión 
preventiva por disposición constitucional, secreto de la investigación 
por un plazo superior al común, posibilidades de intervención telefónica, 
entre otras medidas.

Indígenas y terrorismo

En el caso de los indígenas, la insatisfacción de las demandas terri-
toriales ha generado un ciclo de protestas frente al cual el Estado ha 
respondido en forma distinta que como lo ha hecho en otros ciclos de 
protesta social, pues ha actuado en forma mucho más severa, durante 
períodos de alta tensión, en los cuales aplica la legislación más gravosa 
que existe: la ley de conductas terroristas. Sin embargo, luego de aflo-
jarse la tensión de esos períodos, termina aplicando el derecho penal 
común o haciendo coexistir ambos, sin un criterio distinto al político.

Haciendo un poco de historia, de 1998 a 2000 los actos ilícitos 
llevados a cabo en el contexto del conflicto territorial fueron impu-
tados a delitos contra la seguridad del Estado. Entre 2002 y 2006 se 
calificaron conforme a la ley de conductas terroristas, con una leve 
morigeración durante algunos meses, en la que se aplicó la ley penal 
común, pero con penas endurecidas para los delitos más recurrentes 
en la zona, como los abigeatos (robo de animales).

Entre 2006 y 2008 no se aplicaba la ley de conductas terroristas 
para casos nuevos, pero en octubre de 2008 retornó a su aplicación hasta 
2012 (Villegas, 2013), año en el cual bajó nuevamente la tensión, tras el 
fallo de la Comisión Interamericana de los Derechos Humanos (CIDH) 
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en el caso Norín Catrimán (Caso Norín Catrimán y otros vs Chile, 2014), 
y se volvió a aplicar con generosidad y flexibilidad la ley penal común.

En enero de 2013, a raíz de un incendio ocurrido en un 
fundo (finca particular) en el coloquialmente conocido como caso 
Luchsinger Mackay, nuevamente la investigación se rigió por el pro-
cedimiento de la ley de conductas terroristas, acusándose al único 
detenido en ese momento, un machi (autoridad ancestral indígena),11 
por el delito de incendio terrorista con resultado de muerte, cuya pena 
mínima es la de presidio perpetuo.

La sentencia determinó respecto de ese hecho en particular 
(incendio al fundo Luchsinger Mackay) que debía calificarse como 
delito común de incendio con resultado de muerte, cuya pena oscila 
entre los 15 años y un día de privación de libertad y presidio perpetuo. 
El machi fue condenado a la pena de 18 años de privación de libertad 
sobre la base de prueba indiciaria (Villegas, 2015a).

Entre 2014 y 2015 pareciera que no hubo nuevas formalizaciones 
por delitos de tipo terrorista a indígenas (sí a anarquistas), pero ya en 
2016, la ley de conductas terroristas cobró mayor vigencia para ser 
invocada en el mismo caso Luchsinger Mackay.12 A fines de marzo 
de 2016, se detuvo y formalizó a 11 comuneros mapuche, insistiendo 
el órgano persecutor en la calificación terrorista del delito, aunque no 
sin polémica, ya que existen dudas acerca de las pruebas que tendrían 
para fundamentar una sospecha de participación de los detenidos y, 
por ende, la prisión preventiva. 

Uno de los hechos que resalta en este caso es la presentación de una 
querella por apremios ilegítimos, de parte del testigo clave de la presunta 
participación de estas personas, quien aduce haber sido presionado por 

11    El machi ejerce funciones médicas y espirituales al interior de una comunidad, 
similar a un chamán.

12    Casos de bombas en la estación de metro Los Domínicos y Escuela militar, 
hechos acaecidos el 13 de julio y el 23 de septiembre de 2014, respectivamente. 
En el primer caso no hubo heridos. El segundo, causó gran impacto, pues ocasionó 
14 heridos, siendo la lesión más grave la amputación parcial del dedo de una 
mano de una persona. La investigación aún está vigente en el 15 Juzgado de 
Garantía de Santiago, RUC 1400674179-8, y registra tres presos preventivos: dos 
hombres y una mujer.
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las policías y no ratificó su declaración ante el tribunal. La investi-
gación por el delito de apremios ilegítimos se encontraba en curso y 
sin resolución. 

Otro hecho que sobresale es la presentación de un recurso de 
amparo (habeas corpus), ante la Corte de Apelaciones de Temuco, por 
parte de dos de los abogados defensores, por presunta intervención 
ilegal en sus comunicaciones, dado que el Ministerio Público entregó 
al tribunal, dentro de los antecedentes, conversaciones grabadas entre 
los defendidos y sus abogados.

Este recurso de amparo fue desestimado por la Corte de 
Apelaciones de Temuco y confirmado por la Corte Suprema, indi-
cando que las intervenciones telefónicas estaban autorizadas judicial-
mente en un procedimiento respecto de los teléfonos de los imputados 
investigados, pero no directamente sobre los teléfonos de los abogados 
defensores (Rol de la causa en la Corte de Apelaciones de Temuco: Rol 
de amparo, 2016).

El fiscal del Ministerio Público de Temuco que tiene a su cargo 
este caso fue acusado por otro fiscal (de origen mapuche) de ejercer 
presiones indebidas sobre él para punir más severamente al mapuche 
relacionado con algunas de las organizaciones que participan en las 
recuperaciones territoriales (24Horas.cl., 2016; Hernández, 2016).13 
Todo esto en el marco en que se supone que el Estado de Chile 
debiera procurar cumplir con el principio de no discriminación, espe-
cialmente tras la ratificación del Convenio 169 de la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT) sobre pueblos indígenas y tribales.

Las fallas de la legislación sobre el terrorismo

El problema que genera la ley de conductas terroristas, además de la 
gravedad de las penas, es la aplicación de un procedimiento restrictivo  

13    Este mismo fiscal fue uno de los funcionarios en contra de los cuales los abo-
gados defensores interpusieron el recurso de amparo, y aparece mencionado en 
la querella por apremios ilegítimos que se encuentra con investigación en curso. 
También participó en el juicio contra imputados mapuches que llevaron a la con-
dena del Estado de Chile ante la CIDH (Caso Norín Catrimán vs. Chile).
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de garantías, de las cuales algunas restricciones están en la misma 
Constitución de 1980, como es el caso del reforzamiento de la pri-
sión preventiva (art. 19 núm. 7 letra e, de la Constitución Política), 
lo que acarrea que los formalizados e investigados por esta ley deban 
esperar la sentencia privados de libertad. Con ello, la prisión preven-
tiva se transforma en pena anticipada, atentando contra la garantía de 
presunción de inocencia (art. 8, Convención Americana de Derechos 
Humanos), lo cual es particularmente grave cuando hay absoluciones. 
Paradigmático es el denominado caso Tur Bus, donde varios comuneros 
estuvieron más de un año privados de libertad entre 2009 y 2011, a 
pesar de haber solicitado insistentemente el fin de la medida cautelar. 
Todos ellos fueron absueltos en la sentencia definitiva.

Hay, además, una contradicción con el artículo 10.2 del 
Convenio 169 de la OIT, en cuanto señala a los Estados el deber de 
preferir sanciones distintas del encarcelamiento respecto de los indí-
genas cuando se los ha juzgado. Si lo establece para las sanciones, 
con mayor razón debería observarse respecto de medidas cautelares 
privativas de libertad.

En este mismo caso, Tur Bus, y en otro relacionado, como lo es el 
Peaje Quino, hubo una persona condenada por delitos de terrorismo, 
pero que fue juzgada en forma separada, frente a otros tribunales y 
en procedimientos abreviados por los delitos de homicidio frustrado 
terrorista, asociación ilícita terrorista, amenazas terroristas y apode-
ramiento terrorista de medios de transporte público (Caso Tur bus, 
2012; Caso Peaje Quino, 2010). Se trata de un comunero que partici-
paba como testigo con reserva de identidad en diversos juicios y que 
finalmente fue acusado como imputado.

El acusado se acogió al beneficio de atenuación de la pena, pre-
vista en el artículo 4 (arrepentimiento eficaz) de la ley 18.314 sobre 
conductas terroristas, lo que permitió una rebaja considerable de la  
sanción y le permitió en ambos casos obtener pena sustitutiva (remisión  
condicional de la pena en uno y libertad vigilada en el otro). 
Absurdamente esta persona se encuentra actualmente condenada, 
entre otros, por el delito de asociación ilícita terrorista, en circunstancias  
en que el resto de los presuntos integrantes de la asociación, a los cuales 
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él delató, fueron absueltos por el Tribunal Oral en lo Penal. Es decir, 
se registra en el sistema penal un condenado por una asociación ilí-
cita terrorista que, según se desprende del análisis conjunto de los dos 
fallos, habría conformado él solo.

El uso de los testigos con reserva de identidad en estos juicios ha 
sido un grave problema. Cabe señalar que el legislador democrático 
fue el que creó esta figura en la ley de conductas terroristas, en el 
marco de la implementación de la reforma procesal penal, mediante la 
primera ley adecuatoria de la misma.14

Es preciso destacar que la reforma procesal penal comenzó a 
implementarse en la Araucanía, así como en la región de Coquimbo, 
y uno de los primeros casos en ser juzgado conforme a ella fue el men-
cionado caso Norín Catrimán, en que las dos autoridades ancestrales 
mapuche (lonkos) fueron acusadas de cometer el delito de incendio 
terrorista en el fundo de un prestigioso abogado y, tras dos juicios, 
condenados por el delito de amenazas terroristas, lo que motivó la 
comentada condena para Chile de parte de la CIDH.

En este punto cabe destacar, no sólo las recomendaciones que han 
efectuado los distintos relatores de Naciones Unidas acerca del con-
flicto y la inconveniencia del uso de la ley de conductas terroristas en 
estos casos, sino también lo señalado específicamente por la CIDH res-
pecto de la aplicación de la ley de conductas terroristas a mapuches, 
que se constató en el Caso Norín Catrimán y otros vs. Chile.

El Estado de Chile vulneró la Convención Americana de Derechos 
Humanos, a saber:

1) El principio de legalidad y el derecho a la presunción de inocen-
cia (arts. 9 y 8.2);

2) el principio de igualdad y no discriminación y el derecho a la 
igual protección de la ley (art. 24);

3) el derecho de la defensa de interrogar testigos (art. 8.2. f);
4) el derecho a recurrir del fallo ante juez o tribunal superior (art. 

8.2. h);

14    El artículo 49 de la ley 19.806, del 31 de mayo de 2002, establece normas 
adecuatorias del sistema legal chileno a la reforma procesal penal.
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5) el derecho a la libertad personal (arts. 7.1, 7.3 y 7.5);
6) el derecho a la libertad de pensamiento y de expresión (art. 

13.1 d);
7) los derechos políticos (art. 23.1), y
8) el derecho a la protección a la familia (art. 17.1) (Caso Norín 

Catrimán y otros vs Chile, 2014).

Particular atención merece el principio de no discriminación, en 
cuanto la Corte hace un reconocimiento expreso del origen étnico 
declarando que «el origen étnico es un criterio prohibido de discrimi-
nación, que se encuentra comprendido dentro de la expresión “cual-
quier otra condición social” del artículo 1.1 de la Convención» (Caso 
Norín Catrimán y otros vs Chile, 2014, p. 70). En dicha sentencia, la 
CIDH entiende por discriminación: «toda distinción, exclusión, res-
tricción o preferencia basada en los motivos prohibidos que tenga por 
objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce 
o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y 
libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, 
cultural o en cualquier otra esfera» (Caso Norín Catrimán y otros vs 
Chile, 2014, p. 70).

Por ello prohíbe «una desigualdad proveniente de la ley interna o 
de su aplicación» (Caso Norín Catrimán y otros vs Chile, 2014, p. 69), 
aseverando que «una diferencia de trato es discriminatoria cuando la 
misma no tiene una justificación objetiva y razonable, es decir, cuando 
no persigue un fin legítimo y no existe una relación razonable de pro-
porcionalidad entre los medios utilizados y el fin perseguido» (Caso 
Norín Catrimán y otros vs Chile, 2014, p. 70). Esto se constata también 
cuando se observa que la criminalización está dirigida contra autoridades 
ancestrales y dirigentes (Villegas, 2013), pertenecientes a ciertos grupos 
de familias y sus integrantes.

A pesar de esta sentencia, el Estado, a través de su órgano perse-
cutor, ha continuado aplicando la ley de conductas terroristas, y lo 
paradójico es que, de acuerdo con los datos que arroja nuestra investi-
gación, aproximadamente desde el año 2004, salvo el ya relatado caso 
del testigo coimputado, no se registran condenados por terrorismo en 
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la Araucanía. Es decir, se invoca la ley, se pone en marcha la investiga-
ción por delitos terroristas, para luego terminar absolviendo o conde-
nando al acusado por delitos comunes.

Puede concluirse entonces que hay un uso indebido de la ley de 
conductas terroristas, ya que pareciera emplearse para realizar una 
investigación más laxa en materia de afectación de garantías, como 
el derecho a defensa y la libertad, sin que exista un mecanismo legal 
que permita frenar este uso. Sobre todo, si consideramos que, en el 
sistema procesal penal chileno, la calificación del hecho en la forma-
lización de cargos al imputado –y por ende determinante de cuál es el 
procedimiento por seguir para la investigación– es facultad privativa 
del Ministerio Público, lo que impide que el juez de garantía pueda 
oponerse o cuestionar esa calificación.

Si bien la calificación del delito se resuelve finalmente en la sen-
tencia definitiva, el problema es que la investigación se lleva a cabo 
usando las herramientas restrictivas de garantías contempladas en la 
ley de conductas terroristas. Y si, finalmente, el tribunal resuelve que 
no se trataba de un acto de terrorismo, la lógica indicaría que nunca 
debió usarse el procedimiento de la ley de conductas terroristas, sino 
el procedimiento penal común.

Por ello, la ausencia de control judicial a la facultad del Ministerio 
Público, al momento de la formalización de cargos al imputado en 
cuanto a la calificación de la conducta, es un punto que el resto de 
los países latinoamericanos debería considerar, toda vez que es sabido 
que se reconoce a la reforma procesal penal chilena como un ejemplo 
a seguir.

La política antiterrorista en la Araucanía se manifiesta también en 
la militarización de la zona, situación que es pública y notoria y que 
incluye frecuentes procedimientos policiales de registro a comunida-
des, así como la instalación de una base cuasi militar (Pidima) en la 
zona de Malleco, la compra de vehículos blindados, la presencia de 
efectivos policiales vestidos para la guerra, la vigilancia permanente y 
el desarrollo de operaciones de inteligencia tendientes a desarticular a 
las organizaciones más radicales, lo que ha incluido no sólo a dichas 
organizaciones y a sus dirigentes, sino también a sus defensas.
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Tal es el caso de la intervención telefónica, en 2002, a un abo-
gado defensor y perito de la Defensoría Pública, por orden judicial 
(Villegas et al., 2010),15 y el caso previamente relatado sobre el uso de 
conversaciones telefónicas entre imputados y sus abogados defensores 
como antecedentes en la investigación, todo lo cual termina en una 
formalización e, incluso, en la condena de los defensores por delitos 
de bagatela,16 así como en seguimientos, vigilancias y, en ocasiones, 
hasta en apremios ilegítimos no sólo a dirigentes, sino también a sus 
defensas y a quienes se relacionan con ellos.

Todo esto, paradójicamente, es ignorado por el ciudadano medio, 
que se informa por los canales de televisión, ya que existe una especie 
de cerco informativo que filtra la información que se entrega hacia el 
norte del río Bío Bío y, por ende, a la Región Metropolitana. El ciu-
dadano medio está más preocupado por la delincuencia común que 
por lo que sucede en el sur o lo que hagan o dejen de hacer los grupos 
anarquistas o indígenas, con lo cual el camino hacia la vulneración de 
los derechos humanos se torna más expedito.

Conclusión

En plena democracia estamos en presencia de una visión de la seguri-
dad cargada de un fuerte autoritarismo, que termina criminalizando 
al ciudadano y afectando su derecho a ser protegido por las instituciones, 
evitando así garantizar la paz, la protección ciudadana y la armonía 
social. En el caso de Chile, junto con intentar aplacar la delincuencia 
común mediante el uso de herramientas punitivas restrictivas de 
garantías, se emplea la herramienta penal más grave (ley de conductas 
terroristas) para con determinado grupo de infractores, cuyo común 

15    A solicitud del Ministerio Público se intervinieron los teléfonos del abogado 
defensor de un comunero, así como del perito funcionario público de la Defensoría 
Penal Pública. Éstos presentaron una cautela ante el Juzgado de Garantía de 
Temuco. El tribunal decretó el cese inmediato de la intervención.

16    Delitos de bagatela son aquellas conductas humanas delictivas que, por su 
poca insignificancia, no constituyen una seria afectación al interés público y social, 
cuando el bien jurídico que se protege es de poca monta o menor relevancia.
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denominador es ser disidentes del sistema político y económico. 
Particularmente incómodo al sistema democrático resulta que el 
Estado chileno, en lugar de resolver el problema que él mismo creó 
con el despojo territorial al pueblo mapuche, ahora criminalice y 
estigmatice a sus integrantes, otorgándoles la calidad de terroristas.

La ley de conductas terroristas se ha convertido en un instru-
mento poderoso en manos del Estado, pues permite el empleo de un 
procedimiento restrictivo de garantías, especialmente del derecho a 
defensa y del derecho del imputado a ser procesado en libertad mien-
tras no se pruebe su culpabilidad. Mediante esta ley se autoriza una 
serie de intervenciones procesales antes de que se produzca la prueba 
de la culpabilidad, la cual sirve para probar –a decir de Donini 
(2010)– autores ignotos a través de autores notorios.

Los indígenas criminalizados por la ley de conductas terroristas 
son, por regla general, los mismos en unos u otros procesos, o perte-
necientes a las mismas familias. Paradójicamente, tras la investigación 
que sigue haciendo uso del procedimiento de dicha ley, los tribunales 
suelen llegar a la conclusión de que el acto o bien no es terrorista, sino 
un delito común, o finalmente dictan sentencia absolutoria.

El antiterrorismo que se sigue empleando en la Araucanía, con-
tra las recomendaciones efectuadas por organismos internacionales, 
como la Relatoría de derechos humanos y terrorismo de Naciones 
Unidas y la propia CIDH en el fallo Norín Catrimán, muestra no sólo 
el incumplimiento de dichas recomendaciones, sino una actitud con-
tumaz y desafiante por parte del Estado chileno frente a la comuni-
dad internacional.

No sería de extrañar que, en algunos años más, seamos testigos de nue-
vas condenas a Chile por vulnerar la Convención Americana de Derechos 
Humanos y otros tratados internacionales en perjuicio de indígenas.

El costo en materia de derechos humanos que está acarreando la 
política de orden y seguridad, muy especialmente en la Araucanía, es 
demasiado alto, pues lejos de aplacar las disidencias, las exacerba, no 
resultando extraño que la violencia vaya radicalizándose. Así las cosas, 
el Estado de Chile, en lugar de neutralizarla, enciende la hoguera.
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Precarización, desigualdad, violencia sistémica  
y su vinculación con la criminalidad y la delincuencia

Jorge Balderas Domínguez

Introducción

El capítulo tiene como objetivo analizar un tipo de violencia, no tan 
visible, que generalmente sirve de trasfondo a los hechos violentos 
de alto impacto o violencia social. Se trata de la violencia sistémica o 
estructural, la cual ha estado presente desde décadas atrás y atraviesa 
los ámbitos internacionales, nacionales, regionales y locales. Conjugar 
la violencia sistémica con otras dos tendencias actuales de la globa-
lización, como son la precarización del mundo laboral y los efectos 
de la desigualdad, a nivel de la experiencia del mundo laboral de la 
industria maquiladora en Ciudad Juárez, ayudará a reflexionar sobre 
algunos factores que vinculan la experiencia de pobreza, precariedad y 
exclusión de amplios sectores de población con formas de delincuencia 
y violencia social.

Las coordenadas teóricas parten inicialmente de la reflexión de 
Slavoj Žižek (2009) sobre violencia sistémica, que a su vez retoma 
análisis teóricos previos, como el de Johan Galtung sobre violencia 
estructural, simbólica y cultural. En cuanto a la precariedad, el apoyo 
principal es la corriente teórica de Robert Castel (2001) y Luis 
Reygadas (2008). Por su parte, de suma relevancia resultó la reciente 
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aportación y reflexión teórica de Göran Therborn (2016) sobre la des-
igualdad. A su vez, este autor retoma análisis previos por parte de 
John Rawls y Amartya Sen, entre otros. El alcance exploratorio del 
capítulo permite fijar las coordenadas de análisis teórico y también 
delimitar la reflexión con base en algunos estudios empíricos. Este 
mismo alcance de la investigación marca las limitaciones que se tie-
nen para trazar una vinculación de carácter cuantitativo entre delin-
cuencia y precariedad laboral y otras variables más que se abordan 
aquí. El método cualitativo permite construir con solidez una pri-
mera etapa de la investigación que dará lugar, en otro momento y 
espacio que no abarca el presente capítulo, a la entrega de resultados 
con base en técnicas cuantitativas.

Finalmente, es importante mencionar en esta introducción que 
las miradas teóricas y metodológicas se construyen con base en la tesis 
doctoral del autor titulada Discursos y narrativas sobre violencia, miedo 
e inseguridad en México. El caso de Ciudad Juárez (Balderas, 2012).

Violencia sistémica

De acuerdo con Slavoj Žižek (2009), se debería aprender a tomar dis-
tancia del señuelo fascinante de la violencia «subjetiva», directamente 
visible, practicada por un agente que podemos identificar al instante. 
Este autor considera que «tenemos muy presente que las constantes 
señales de violencia son actos de crimen y terror, disturbios civiles, 
conflictos internacionales» (Žižek, 2009, p. 10). Para él, la violencia 
subjetiva es la parte más visible de un triunvirato que incluye también 
dos tipos objetivos de violencia: la violencia simbólica, encarnada en 
el lenguaje y sus formas, y la violencia sistémica, que son «las conse-
cuencias a menudo catastróficas del funcionamiento homogéneo de 
nuestros sistemas económico y político» (Žižek, 2009, p. 10). Bajo 
esta perspectiva, Slavoj Žižek (2009) considera a esta última como 
una forma sutil que adopta la violencia objetiva, es decir, aquella que 
no atrae la atención de las páginas de los diarios, pues incluso los 
analistas en ocasiones la dejan de lado. Es un tipo de violencia que 
«no vende tanto», porque los efectos no están tan a la vista como en la 
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subjetiva, no hay derramamiento de sangre, al menos no en el sentido 
literal o visual.

El autor menciona un ejemplo de una impresión de viaje que parece 
describir el caso de México y, particularmente, el de Ciudad Juárez:

es un vacío que puede experimentarse cuando se visita un país 
donde reina el desorden, donde el deterioro ecológico y la miseria 
a que se ve expuesta su población están presentes en cada detalle. 
Sin embargo, los informes económicos sobre dicho país pueden 
decir lo contrario, su economía puede ser, y de hecho lo es en 
muchas ocasiones, «financieramente sana»: la realidad no es lo 
que importa, lo que importa es la situación del capital (Žižek, 
2009, p. 24).

La economía de México está ubicada alrededor del número 15 en 
el mundo, por ello la nación se contempla dentro del Grupo de los 20 
(países más ricos del planeta).1 A pesar de ello, en Latinoamérica, 
México fue el país mayormente afectado por la crisis económica de 
2008, y el que la enfrentó de la peor forma. Actualmente, tiene dos gran-
des asignaturas pendientes para el cumplimiento de los Objetivos de 
Desarrollo del Milenio fijados por la Organización de las Naciones 
Unidas (ONU) en el 2000: la pobreza y la lacerante desigualdad que 
prevalecen en el país. México es un fiel representante de la región más 
desigual del mundo, como es América Latina (Miranda, 2011).

Mientras que los Estados de Bienestar europeos luchan contra la 
pobreza mediante políticas estratégicas para atender a la población 
residualmente excluida del sistema, en México adquiere centralidad 
dentro de las instituciones del bienestar.

Esto no es una cuestión de cantidad de población en «pobreza», 
sino que constituye una decisión política por parte del Estado, y es de 
fundamental importancia, ya que la lucha contra la pobreza extrema 
en México se realiza en un contexto de baja intensidad y de baja calidad 
de las instituciones públicas del bienestar. Su situación estructural 

1   De acuerdo con la publicidad oficial del gobierno federal encabezado por el 
entonces presidente Enrique Peña Nieto en 2016.
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pone en duda, de entrada, su viabilidad y capacidad de cambio social 
(Caldeira, 2007; Massé, 2009).

Los dilemas de la desigualdad

La desigualdad es una violación de la dignidad humana porque 
niega la posibilidad de que todos los seres humanos desarrollen sus 
capacidades. La desigualdad toma muchas formas y surte muchos 
efectos: Muerte prematura, mala salud, humillación, sujeción, dis-
criminación, exclusión del conocimiento o de la vida social predo-
minante, pobreza, impotencia, estrés, inseguridad, angustia, falta 
de orgullo propio y de confianza en uno mismo, sustracción de 
oportunidades y de chances vitales (Therborn, 2016, p. 9).

América Latina no es la región con mayor pobreza del mundo, 
es la región con más desigualdad de ingresos. Esto es una cuestión 
notoria y existente desde tiempos remotos. 

En el siglo XIX, el explorador alemán Alexander Von Humboldt ya 
había observado tal circunstancia «con asombro y disgusto, particularmente 
en la Nueva España, que en la actualidad se conoce como México» 
(Therborn, 2016, p. 179). Existen países como Sudáfrica en los que 
existen abismos de desigualdad, pero no hay ninguna región en la cual 
esto se presente con proporciones continentales. La desigualdad no es 
sólo una cuestión de billetera: «es un ordenamiento sociocultural que 
(para la mayoría de nosotros) reduce nuestras capacidades de funcionar 
como seres humanos, nuestra salud, nuestro amor propio, nuestro sentido 
de la identidad, así como nuestros recursos para actuar y participar en este 
mundo» (Therborn, 2016, p. 9).

Por otra parte, los informes que se presentan periódicamente en 
el llamado Índice de Desarrollo Humano (IDH), del Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), constituyen una herra-
mienta clave para comprender el problema de la desigualdad a nivel 
global, nacional e incluso entre las regiones que componen un país. El 
IDH «resume los logros en salud, educación e ingreso de las personas y  
ofrece un panorama multidimensional del desarrollo» (PNUD, 2015, p. 5). 
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Respecto a lo que presenta el PNUD, no da lugar a dudas la condi-
ción de América Latina: «Aquí, la pérdida de calidad de vida del ente 
humano por razones de desigualdad es mayor que en cualquier parte 
del mundo, mientras que la desigualdad con respecto a la esperanza 
de vida y la educación se encuentra por debajo del promedio mundial» 
(Therborn, 2016, p. 180).

Es importante señalar que el enfoque que tiene el PNUD enfatiza 
que las personas y sus capacidades son el criterio más importante para 
evaluar el desarrollo de un país. Desde esta perspectiva, el desarro-
llo se concibe como el proceso de expansión de las libertades de los 
individuos, entre las cuales, tres son esenciales: disfrutar de una vida 
prolongada y saludable, adquirir conocimientos y lograr un nivel de 
vida digno (PNUD, 2015).

Sin embargo, los índices de desigualdad que presenta un país no 
son homogéneos; el factor étnico, el género y el nivel educativo son 
claves para remarcar otros desniveles internos. En el caso de México, 
los grupos indígenas ocupan generalmente los escalafones más bajos 
en salud, educación e ingresos. Así mismo, en este país se replica 
la tendencia que se presenta a nivel internacional hacia una nueva 
homogamia2 de clase y una creciente brecha de clase en la crianza de 
los hijos (Therborn, 2016).

Por otra parte, existe también una tendencia a que los matrimonios 
se celebren entre hombres y mujeres con el mismo nivel educativo. 
«Los hombres universitarios se casan con mujeres universitarias, las 
mujeres con educación secundaria completa o incompleta se casan con 
hombres en la misma condición» (Schwartz y Mare, 2005; Therborn, 
2016, pp. 163-164). Esto aunado a que actualmente la clase obrera 
industrial se halla en declive y el movimiento obrero ha retrocedido 
en casi todas partes.

Göran Therborn (2016) señala que: «en lo que solíamos llamar 
“Tercer Mundo” están los pobres urbanos vendedores ambulantes y 
otros trabajadores precarios o informales, los empleados de clase media 
y los campesinos con poca o ninguna tierra» (p. 176). En ese sentido, 

2    Homogamia significa casamiento entre semejantes.
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los grupos señalados por el autor pueden ser identificados claramente 
en el contexto urbano de Ciudad Juárez. Para los fines de este capítulo, 
se reflexiona particularmente sobre la condición laboral del obrero de 
la industria maquiladora, en cuanto a la creciente precarización y des-
igualdad en un contexto de violencia sistémica o estructural.

Importa particularmente ahondar acerca de cómo se desarrolla la 
vida de masas de trabajadores bajo criterios de desigualdad. Para ello, 
se cierra este apartado conjugando varios efectos de quienes viven en 
esa condición, pues, si bien corresponden a otros contextos, pueden 
adaptarse a la ref lexión local:

1) La expectativa en estos grupos es particularmente cruel y breve, 
ya que la desigualdad mata. La esperanza de vida de hombres 
estadounidenses blancos sin título universitario se redujo en tres 
años, mientras que a las mujeres blancas con bajo nivel educa-
tivo se les acortaba en más de cinco. Si se conjuga grupo étnico 
y nivel educativo, la vida de algunos afroamericanos respecto a 
los blancos se reduce en doce años. Otro ejemplo es el efecto del 
retorno al capitalismo de Rusia, que implicó una drástica des-
igualdad y un empobrecimiento masivo. Se produjo un súbito 
salto con el incremento de 49 por ciento en la tasa de mortalidad 
(%erborn, 2016).

2) Existe una tendencia creciente hacia la polarización de las ciu-
dades, por el crecimiento vertiginoso de barrios privados que en 
ocasiones llegan a formar ciudades enteras, con ejemplos en Sao 
Paulo y Buenos Aires. La idea es que los privilegiados se aíslen, 
dejando fuera a los plebeyos. Las ciudades devienen en concen-
traciones de la desigualdad. La descon"anza es otro efecto de esta 
tendencia: mientras que en Escandinavia dos tercios de la pobla-
ción creen que «la mayoría de la gente es con"able», en Brasil sólo 
tres por ciento suscribe esta creencia. La descon"anza y el miedo 
representan un costo social, lo que implica gastar más recursos en 
medidas de seguridad pública y privada (%erborn, 2016).

3) La división social también implica violencia social. Las zonas del 
mundo en donde se cometen más asesinatos son las regiones más 
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desiguales. En Sudáfrica se presentó una tasa de 32 homicidios 
por cada 100 000 habitantes; México, con 23; Brasil, con 21; 
Nigeria, con 12; Rusia, con 10; Estados Unidos tuvo 4.8; China, 
1 y Japón, 0.4 (%erborn, 2016).

Precarización y exclusión

De acuerdo con el comentario del líder tibetano Dalai Lama a su 
llegada a Monterrey, donde pudo observar enormes diferencias entre 
sectores pobres y ricos: «La raíz de la violencia se encuentra en la des-
igualdad social y económica […] [Esa desigualdad] provoca, en quien 
carece de medios, una frustración. La frustración se convierte en enojo 
y el enojo se transforma en odio. Y ese odio es lo que genera violencia» 
(CNN México, 2011, s. p.).

La inseguridad y la violencia en algunos países de América Latina, 
México entre ellos, se relaciona con la crisis social como elemento 
explicativo. De acuerdo con el sociólogo argentino Gabriel Kessler 
(2009), este es un rasgo distintivo de la región en comparación con 
otros lugares, como los Estados Unidos o Europa. La afirmación de 
la crisis social considera que el delito se incrementa en paralelo con la 
pobreza, la desigualdad y el desempleo; se llega a un consenso por el 
cual el delito es considerado como una consecuencia de la degrada-
ción de la situación social.

Esta asociación está presente también en algunos relatos mediá-
ticos y en el campo académico, principalmente en el de las Ciencias 
Sociales. «Hubo numerosos estudios sobre el tema que probaron la 
correlación entre incremento de la desigualdad y del delito, y otros 
que hicieron lo propio en cuanto al vínculo entre las tasas de desem-
pleo y delito», anota Kessler (2009, p. 77). Este autor latinoameri-
cano señala que, con excepción de la derecha más extrema, ninguna 
corriente ideológica puede soslayar la cuestión social al referirse al 
delito. Considera a ésta como la aseveración más frecuente en la zona, 
la más cercana a un discurso «promedio», aunque en ella están pre-
sentes matices, pues no es uniforme u homogénea. A ella se adhieren 
personas de distintas clases, hombres y mujeres con grados diversos 
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de interés por la política, que van de la izquierda a la centroderecha 
(Kessler, 2009).

Gabriel Kessler (2009), al hablar de los relatos sobre la inseguri-
dad que aportan los propios actores, señala que estos pueden ser vistos 
como «construcciones discursivas que postulan algún grado de cohe-
rencia entre descripciones, explicaciones y orientación para la acción» 
(p. 105). Señala que todas ellas existen más allá de la situación de 
entrevista, es decir, no son sólo el producto de la interpelación de un 
investigador que insta a una persona a explicarse y argumentar acerca 
de un tema sobre el que cotidianamente no lo hace, ya que,

en estos discursos, hay una serie de patrones comunes que permiten 
establecer una tipología mediante el agrupamiento de aquellos que 
se asemejan entre sí y se diferencian de los demás en más de una de 
las dimensiones estimadas como centrales: grado de preocupación, 
causas del problema, tipo de solución propuesta y orientaciones 
para la acción (Kessler, 2009, p. 105).

En estos casos, el discurso sobre la crisis social debe ser visto con 
cierto grado de coherencia, de modo que no sólo consiste en una ima-
gen en la conciencia, sino que de él se sirve al decidir tomar determi-
nada acción o pensar en una solución. Por otra parte, también «la crisis 
social incide en la multiplicación de las situaciones de vulnerabilidad 
y de desigualdad social que, en mayor o menor grado, influyen en la  
manera en que el Estado asume su nuevo rol en la gestión del desarrollo 
social» (Vite, 2009, p. 44). Y es que, en el contexto de las nuevas 
formas del capitalismo, también al trabajador se le puede considerar 
como una nueva mercancía. Sus habilidades y capacidades recibirán 
el mismo trato, semejante a cualquier mercancía que ha cumplido su 
ciclo: el desecho y, por tanto, su sustitución mediante la compra 
en el mercado (Bauman, 2005). De esta forma, ya sea derivada del 
mercado o por acción u omisión del Estado, la inseguridad social se 
puede convertir en un factor de violencia ante la baja posibilidad de 
salvarse de los imponderables (Vite, 2009). De acuerdo con Miguel 
Ángel Vite (2009): «la desigualdad social generada a lo largo del siglo 
XX, bajo la globalización económica neoliberal, se ha caracterizado 
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por una disparidad en el reparto de la renta y la riqueza, afectando a 
las condiciones de vida de los ciudadanos» (p. 47).

En ese sentido, al reflexionar acerca de la desigualdad en el plano 
local y global, podemos retomar las palabras de Robert Castel (2010), 
quien señala que al momento del asentamiento de la industria maqui-
ladora en Ciudad Juárez (década de 1960), se estaba viviendo a nivel 
mundial una transformación, pasando de la sociedad industrial a la 
sociedad salarial. Este proceso, en el contexto regional local, se ins-
taura de forma automática, no de manera paulatina, como en los paí-
ses de Europa central. De acuerdo con Castel (2001): «la sociedad 
salarial no es en absoluto una sociedad de igualdad […] Existe una gran 
disparidad de ingresos y también de patrimonios en el acceso a dife-
rentes bienes sociales como la educación, la cultura, etcétera» (p. 17). 
El mismo autor señala que tampoco es una sociedad calmada, sin 
conflictos, sino por el contrario, «una sociedad en donde la conflicti-
vidad social se redistribuye en función de diferencias que existen en el 
seno del salariado, en lugar de cristalizarse en dos bloques antagónicos» 
(Castel, 2001, p. 17).

La sociedad salarial funciona sobre la base de la competencia y 
la distinción, criterio bien desarrollado por Bourdieu: «Cada grupo  
se posiciona a la vez en relación con el estrato inferior para distanciarse, y  
en relación con el estrato superior, cuyas ventajas se propone apropiar» 
(Castel, 2001, p. 18). Podríamos decir que, durante esta etapa, también 
de crecimiento, el modo de gestión de las desigualdades es la nego-
ciación conflictiva. Cada categoría reivindica y piensa que no tiene lo 
suficiente, pero quiere pensar también que mañana o pasado mañana 
podría obtener más. Para entender la dinámica de las desigualdades en 
la sociedad salarial, hay que notar que, en este período de crecimiento, las 
desigualdades existen y aún subsisten, es decir, las desigualdades entre 
categorías conservan su orden.

Lo anterior se puede entender en la siguiente metáfora: «es un poco 
como cuando uno está en una escalera mecánica: todos suben, pero la 
distancia entre los escalones permanece igual» (Castel, 2010, p. 18). Y 
no sólo eso, sino que podemos verlo de manera más clara en la década 
de 1990: «un cierto número de ricos se volvió más rico y un cierto 
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número de pobres se volvió más pobre» (Castel, 2001, p. 19). Es algo 
que sucedió en todos lados, no solamente en Francia, lugar donde 
principalmente Castel produce su reflexión.

De hecho, la desigualdad aumentó en todo el orbe a causa de la 
globalización neoliberal. «Incluso los mismos organismos internacio-
nales, los cuales impulsaron políticas sociales de corte neoliberal en 
los países en desarrollo hoy en día, aceptan la existencia de mayores 
desigualdades en el mundo global» (Massé, 2009, p. 8). El caso de 
México no se presenta de manera aislada. 

México, cuyos habitantes ingresan un promedio por habitante de 
9 mil 967 dólares en 2006, logró apenas una modesta tasa de cre-
cimiento de 2.4 por ciento anual durante la última decena de años. 
Por lo que, aun creciendo al doble del ritmo actual, tardaría unos 
50 años en alcanzar el nivel de ingreso actual de los países desarro-
llados (Massé, 2009, p. 8).

Por otra parte, algo que ocurre a la par de su desarrollo en el 
contexto local es el surgimiento de un nuevo tipo de desigualdad, 
que es la desigualdad ante la precariedad. Esta transformación se pro-
duce a partir de la desregulación de las nociones de trabajo, indicada 
en el modelo tradicional (centroeuropeo), que estaba sustentada en  
relaciones laborales estables y condiciones salariales sólidas. Como en 
el contexto del modelo maquilador, ni las relaciones laborales ni las 
condiciones salariales se acercaron nunca en solidez al esquema tradi-
cional. Por el contrario, el esquema de los obreros calificados, algunos 
de los cuales conservan toda su vida un trabajo estable, es práctica-
mente desconocido aquí, siendo más común el tipo de obrero que 
se encuentra numerosas veces en el desempleo y alterna períodos de 
actividad y de inactividad. En este nuevo contexto, aparecieron dos 
nuevos riesgos: el de la precariedad y el del desempleo (Castel, 2001).

En el contexto maquilador, lo anterior afecta sobre todo en la pér-
dida gradual del poder adquisitivo del salario real. A su vez, el riesgo 
del desempleo está asociado al fin del período de rotación de personal 
en la etapa del pleno empleo, dando paso a una crisis de desempleo de 
la cual no es sencillo recuperarse.
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Otra cuestión presente en la sociedad salarial, tal como se impuso 
en la industria maquiladora (Ciudad Juárez es potencial ejemplo de 
ello), es que el modelo de la movilidad social estaba limitado al sector 
de los obreros calificados y al de los profesionales (Balderas, 2002). El 
sector de los obreros no calificados estaba condicionado a una impo-
sibilidad de movilidad social determinada por el régimen de salario 
mínimo. Además, con las sucesivas crisis, se produce una pauperiza-
ción del empleo que se traduce en un empobrecimiento constante de 
este sector. En ese sentido, «un proceso de precarización, que atraviesa 
el conjunto de las situaciones de trabajo, y golpea, aunque de forma 
desigual, las diferentes categorías socio-profesionales […] El desem-
pleo golpea mucho más a los obreros no calificados, luego a los obreros 
calificados, luego a los profesionales, etcétera» (Castel, 2010, p. 20).

Así, en el sector maquilador, lo que era el valor del salario real a 
finales de la década de 1960 y principios de la de 1970 se ha desplo-
mado. Si en esos años se ganaba 120 pesos de salario mínimo, ahora 
son equivalentes a 40 pesos en el 2020, lo que significa que, en la 
actualidad, tendrían que trabajar de tres a cuatro personas para ganar 
lo que antes era un solo salario. Igualmente, ahora se tendría que 
laborar un período de 55 a 57 horas, que equivaldrían a la jornada de 
40 horas semanales. En ese sentido: 

el resultado de los procesos de globalización, en términos sociales 
y de bienestar, ha significado el aumento de las desigualdades en 
todas sus expresiones, así como la profundización de las formas de 
violencia asociadas a estas desigualdades. Desde la agudización 
de las formas de explotación de la clase obrera […] hasta la exclu-
sión de enormes contingentes sociales de indígenas y de población 
suburbana (Massé, 2009, p. 9).

Pobreza y anomia

No hay duda de que la pobreza y la crisis generan incentivos para 
el desarrollo de una economía ilegal, pero no podemos derivar de 
ellas, una relación de causa y efecto. Lo anterior es consistente con 
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paradigmas delincuenciales que muestran que la pobreza crónica 
es un motivo menor de la delincuencia que los descensos abruptos 
en ingresos, el fracaso en las expectativas de aumento de ingresos, o la 
percepción de la imposibilidad de competir en el mercado laboral con 
otros individuos de credenciales y capacidades aparentemente similares. 
(Thoumi, 2004, p. 15).

Estos aspectos parecen coincidir más con lo que ocurrió en Ciudad 
Juárez en relación con los períodos de crisis económica, particularmente 
de 2008, y del aumento de la violencia social de 2008 a 2012. Si bien 
Ciudad Juárez nutre su población económica con migrantes de distintas 
regiones nacionales, algunos de los cuales vivían en condiciones de 
pobreza crónica, al instalarse en la región encontraron una ciudad 
con pleno empleo y con cierto grado de pujanza económica. Además 
del empleo seguro garantizado por la industria maquiladora, aunque 
con salarios bajos, una alternativa para los recién llegados era insta-
larse en los sectores grises de la economía, en el amplio sector infor-
mal que, por su misma condición, en ocasiones colinda en sus límites 
con la ilegalidad.

En ese sentido, después de la década de 1990 y, de manera más 
generalizada, a partir de 2008, el sector informal se ha convertido 
en una alternativa para las grandes masas de desempleados del sec-
tor industrial. Igualmente, para aquellos que buscan incrementar sus 
ingresos por encima de lo que consideran como salarios «miserables» 
o «de hambre» que ofrece la maquila, o simplemente para aquellos a 
quienes no les gusta tener un patrón. Todos ellos, se autoemplean o 
se integran a las actividades de grupos de personas que los anteceden 
en el gremio: ya sea poniendo puestos de «segundas» (principalmente 
ropa usada o de segunda mano), vendiendo artículos y mercancías 
nuevas y usadas de distintos tipos en sus hogares, convirtiéndose en 
vendedores ambulantes o en sus casas, dedicándose a la venta de autos 
usados, entre otras múltiples actividades.

En los citados períodos de crisis económica y de violencia social 
(2008-2012), en Ciudad Juárez comenzaron a proliferar recolectores  
de escombro, aluminio, cobre, madera, cartón, papel y todo material  
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que pudiera ser vendido en centros de reciclaje. Incluso siguen 
viviendo familias enteras en terrenos donde se recibe escombro, tra-
bajando arduamente con cincel y marro, por varias horas y durante 
días, para recolectar el hierro que se utiliza en los pilares de concreto 
de las construcciones con el fin de venderlo. De la misma manera, 
puede verse gente de los sectores excluidos y marginados desmante-
lando casas abandonadas, quitando desde puertas y ventanas, hasta el 
tendido eléctrico, la madera y cualquier material que pueda revenderse 
o que sirva como combustible en invierno.

Por cierto, en este último aspecto, se ha retornado al uso de la 
leña, ya sea como combustible para calentarse en el invierno o bien 
para cocinar, debido en parte a la carestía y al incremento en el pre-
cio de los combustibles. Al respecto, parece haber una contradicción 
por parte del gobierno mexicano: intenta que los combustibles, como 
el gas y la gasolina, tengan en el país precios competitivos, es decir, 
que se ajusten al mercado internacional; pero, por otra parte, con-
sidera que los salarios deben quedarse fijos (aunque realmente con 
una depreciación gradual y constante del salario real) y ajustarse a las 
condiciones propias del país, mientras pretende ofertarse al inversor 
extranjero con esa estabilización salarial como el principal atractivo 
nacional para la inversión.

En estas condiciones de descenso abrupto de ingresos, como señala 
Thoumi (2004), se hace propicio el momento para la aparición de 
fenómenos de anomia, la cual crece notablemente en períodos de rápido 
cambio social. Basados en Durkheim, es común la opinión entre 
sociólogos que reconocen un grado «normal» de anomia en dichas 
etapas, como fue el caso de la revolución industrial, en la que hubo 
grandes movimientos de población.

La conjunción de ambas crisis (económica y de violencia social de 
2008 a 2012) provocó un desplazamiento de grandes masas de pobla-
ción, ya sea por el retorno a sus lugares de origen –hablando de los 
migrantes– o bien por la intención de salir del país en su búsqueda de 
condiciones de mayor tranquilidad y seguridad, escapando de la vio-
lencia social desbordada. «En estos periodos el ritmo de desarrollo de 
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nuevas estructuras sociales y culturales supera la capacidad de elabo-
ración de nuevas formas adecuadas a ellas, mientras que las normas 
preexistentes pierden eficacia» (Gallino, 1995, p. 36).

El otro factor relacionado con lo anterior concierne a la economía. 
Bien sea en los períodos de prosperidad económica o en los de grave 
estrechez, ambos se consideran favorables al aumento de la anomia. 
Los primeros porque en ellos se tiende a considerar que toda conducta 
es posible o lícita, más allá de las normas existentes (son las «crisis 
felices» de las que hablaba Durkheim); los segundos porque es notable 
que toda norma se desvanece ante las necesidades de supervivencia. 
Prueba de ello es lo que sucede en el caso de los acontecimientos 
catastróficos, bélicos o naturales, que afectan a una vasta población 
(Gallino, 1995).

En este último rubro, parece que se ubicó la situación de Ciudad 
Juárez en relación con la crisis económica y la de seguridad que se 
conjuntaron, acompañadas, además, por el éxodo masivo de buena 
parte de sus pobladores en el período más agudo de la ola de violencia 
social experimentada por la ciudad (2008-2012).

Por otra parte, analizando la lógica del capitalismo contemporáneo 
y, dentro de ella, a las nuevas formas de criminalidad, destacan ciertos 
autores que reconocen el tema de la desigualdad, particularmente en 
las figuras novedosas que se presentan a nivel global. Por ejemplo, Luis 
Reygadas (2008) considera que, al hablar de nuevas desigualdades, 
sobre todo en Europa, se piensa de inmediato en el problema del des-
empleo, pues, para muchos, esta era de la información se ha convertido 
en una era de la exclusión. Lo argumenta de la siguiente forma:

En esa región del mundo quedar fuera del empleo formal es par-
ticularmente doloroso, porque un trabajo de este tipo garantiza, 
en la mayoría de los casos, un salario que alcanza para vivir y un 
status digno, es decir, posibilita la inclusión en la comunidad eco-
nómica y social. En cambio, no tener empleo o perder el empleo 
no sólo es un golpe a la economía, también deteriora la autoes-
tima y en muchas ocasiones debilita o rompe los vínculos sociales 
o familiares, produciéndose desafiliación o descalificación social 
(Reygadas, 2008, p. 207).
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En este contexto, una alternativa a la exclusión son las ocupa-
ciones informales –como son los miles de casos de Ciudad Juárez, y 
de México en general–, que pueden ser también la respuesta frente a 
las pocas oportunidades de empleo o al desempleo abierto. Desde el 
punto de vista de la desigualdad y la exclusión, de acuerdo con Luis 
Reygadas (2008), «la mayoría de estos casos expresan una poderosa 
capacidad de agencia y resiliencia, millones de esfuerzos cotidianos 
para sobrevivir y tratar de encontrar un lugar digno en sociedades que 
no ofrecen suficientes puestos de trabajo formales, legitimados y bien 
remunerados» (p. 216).

Esta estrategia significa un intento por lograr la inclusión, por 
anular las desigualdades derivadas del desempleo. Sin la existencia del 
sector informal, el desempleo, el hambre, la desigualdad y la crimi-
nalidad serían mucho mayores. Sin embargo, como señala Reygadas 
(2008), tampoco hay que idealizar al sector informal, en él: «predo-
minan las adversidades, los riesgos y las malas condiciones de trabajo, 
ofrece nulas o muy pocas prestaciones a quienes trabajan en él, la 
ilegalidad y el subregistro facilitan el abuso y la corrupción. Y lo más 
grave es que no es suficiente para afrontar la pobreza» (p. 216).

Visto desde fuera, «el sector privado de los pobres» (el reino de 
la exclusión social y la pobreza) está creciendo a un ritmo sorpren-
dente, y está poniendo a prueba a los gobiernos nacionales (Kruijt y 
Koonings, 1999).

Para Luis Reygadas (2008), la delincuencia es también un recurso 
frente a la exclusión. No todas las actividades informales son crimina-
les, muchas de ellas tienen orígenes totalmente diferentes y son realiza-
das por personas que no están excluidas. Pero en sectores con muy 
pocas oportunidades de empleo digno y bien pagado, algunos optan 
por incorporarse a actividades delictivas que les permitan ganar dinero 
rápido y, en ocasiones, les brinden prestigio y reconocimiento. Entre 
algunas de estas actividades está la venta de productos ilegales, el robo 
y el comercio de drogas (Cardoso et al., 2003; Reygadas, 2008).

Pero de acuerdo con Reygadas (2008), esta alternativa es un recurso 
contradictorio y, casi siempre, contraproducente: el acceso rápido a 
riquezas de origen ilegal viene acompañado, la mayoría de las veces, 
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«de la multiplicación de riesgos y de una espiral de violencia, que en 
muchos casos desemboca en riñas, en la cárcel o en la muerte» (p. 217). 

Finalmente, Reygadas (2008) destaca en su análisis que los agentes 
no viven la desigualdad de manera pasiva, sino que intentan revertirla 
de diferentes formas: «la criminalidad puede ser una de esas formas, 
independientemente de que sus resultados sean contradictorios y con-
traproducentes. Constituyen una forma de expropiación que no está 
legitimada a los ojos de la mayoría de la sociedad, pero quienes partici-
pan en ella construyen diferentes justificaciones y legitimaciones para 
respaldarla» (p. 218).

Conclusión

México arrastra, sobre todo a partir de los gobiernos de corte neolibe-
ral, con una condicionante estructural y una violencia sistémica que 
han agravado las desigualdades históricas y han ensanchado los niveles 
de pobreza de manera ascendente. En ese rubro, el crecimiento econó-
mico se ubica a la saga y como un instrumento de violencia en la región 
latinoamericana. Particularmente a nivel de inversión social, México 
se encuentra rezagado, ya que, junto a Perú y Colombia, se ubica como 
uno de los países con menos gastos sociales de lo que se podría esperar 
respecto a su producto interno bruto (PIB).

A su vez, «la desigualdad de ingreso en México parece más baja 
ahora que en 1950 y 1963 (del 50-55 en ese entonces al 45 actual-
mente)» (Therborn, 2016, p. 196). Por otra parte, a nivel regional, 
Ciudad Juárez ha resultado ser una víctima de dos problemáticas 
coyunturales que se conjuntan: tanto de la crisis de violencia social 
que se vivió en el período de 2008 a 2012 –y que hoy día en el rubro 
de asesinatos repunta gradualmente–, como de lo que parece ser el 
estancamiento del «modelo maquilador». Hay que remarcar que 
para el caso de Chihuahua, el índice de desarrollo humano (IDH) del 
año 2015 se encuentra por debajo de la media nacional, en el lugar 
número 20, siendo la Ciudad de México, Nuevo León y Sonora las 
entidades que encabezan la lista. En el caso de Chihuahua, su nivel es 
comparable al de Perú (PNUD, 2015). 
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A su vez, la tasa de crecimiento del IDH para Chihuahua, de 2008 a 
2012, correspondió al penúltimo lugar nacional, y en cuanto a la tasa de 
crecimiento del índice de salud (IS) ocupó el último lugar con -0.7 por 
ciento y -1.93 por ciento. La diferencia que guardan entre entidades a nivel 
nacional en algunos casos es abismal, como en los siguientes ejemplos:

las entidades que tardarían más de un siglo en tener un nivel de 
(IDH) similar a la Ciudad de México son Baja California Sur y 
Sinaloa en el año 2136, y Nayarit en el 2152. Chihuahua, con una 
tasa de crecimiento anual de 0.15 por ciento y en la posición relativa 
19 en 2012, tardará 200 años en igualar el nivel de bienestar la 
Ciudad de México (PNUD, 2015).

Como puede verse en estos ejemplos, los retos que México enfrenta 
para alcanzar un desarrollo igualitario son enormes y muy heterogéneos.

De esta manera, las distintas formas de exclusión social, el 
aumento de la precariedad laboral y la profundización de la desigualdad 
delinean un panorama propicio para el vínculo de pobreza y delin-
cuencia, así como un aumento de la anomia, alicientes, a su vez, del 
desarrollo de esferas de paralegalidad y del florecimiento de la industria 
de la protección de lo informal y lo no legal.

Dentro de este contexto, se explica en parte el ascenso notorio de 
los índices de criminalidad a nivel nacional, regional y local. Una de las 
líneas de trabajo que se presentan para el futuro, será revisar cómo se 
delinea el estancamiento y la falta de oportunidades entre los obreros 
en condición de vulnerabilidad y las personas con bajo nivel educativo, 
la mala salud y la muerte prematura en oposición al horizonte vital 
de las élites económicas y políticas que dominan el país, para las cuales 
éste va extendiéndose.
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La disputa simbólica en torno al mando único  
de la seguridad pública en México

Nelson Arteaga Botello

Introducción

Durante los sexenios de los entonces presidentes de México: Felipe 
Calderón (2006-2012) y Enrique Peña (2012-2018) se desató una dis-
cusión en torno a la pertinencia de establecer el mando único policial 
en México, con sus posibles efectos tanto positivos como negativos. 
Los argumentos se caracterizaron por el uso de prejuicios que, combi-
nados con conocimientos desarrollados desde la experiencia policial y 
los trabajos académicos al respecto, generaron una serie de discursos 
en los que es difícil establecer un criterio definido y claro de las impli-
caciones del mando único.

Este texto no es una contribución más al debate sobre esta pro-
puesta –es difícil aportar mucho más de lo que ya se ha dicho–, sino 
un análisis de la discusión desde un punto de vista distinto: considerar 
qué nos dice el debate sobre el mando único, como sistema simbólico, 
acerca de la forma en que se significa el poder político en México. 
Un poder construido a partir de narrativas que pretenden expresar 
los principios que guían a la autoridad gubernamental en materia de 
seguridad pública –donde se dramatizan tensiones, expectativas y 
miedos– y que al mismo tiempo refieren a aquellos factores –reales o 

ComunidadesSeguras_Interiores IMPRENTA 180121.indd   117ComunidadesSeguras_Interiores IMPRENTA 180121.indd   117 1/18/21   4:03 PM1/18/21   4:03 PM



118

Nelson Arteaga Botello

imaginarios– que se supone representan una amenaza a la autoridad 
y a sus capacidades para frenar la inseguridad. Uno de los elementos 
relevantes de estas narrativas son las posibles soluciones a dichas ame-
nazas y la manera en la que el poder las enfrenta (Arteaga, 2004; 
Arteaga y Arzuaga, 2015). Así, las narrativas sobre el mando único 
son mecanismos cognitivos y conativos que encuadran y justifican los 
espacios de intervención de la autoridad.

De esta manera, el debate alrededor de la propuesta de estable-
cer el mando único policial en México podría entenderse como una 
narrativa donde se categorizan actores, relaciones, situaciones e insti-
tuciones en función de la supuesta capacidad que tienen para desesta-
bilizar o garantizar la seguridad pública. El capítulo sigue una técnica 
de investigación narrativa, reconocida en la familia de los métodos 
cualitativos, que aún está en pleno desarrollo. Sobre la particular téc-
nica de investigación, se reconoce que 

el territorio de la investigación narrativa no cuenta con fronteras 
rígidamente definidas, ya que más bien se caracteriza por la inter-
sección disciplinaria, sus proponentes la consideran epistemológica-
mente como una manera diferente de conocer el mundo. Es decir, a 
diferencia del quehacer tradicional de las ciencias sociales, el narrar 
o contar historias no es sólo un elemento más en todo el proceso 
de investigación, sino que, para esta vertiente, se constituye en «un 
método de investigación» (Blanco, 2011, p. 138).

Analizar algunos de los debates desde esta perspectiva pone de 
relieve la forma en cómo el gobierno se representa a sí mismo de forma 
simbólica ante sus propios empleados y ante los ciudadanos (Mitchell, 
2015), pero también permite observar cómo se construye simbólica-
mente al Estado (Gupta, 2015). Por tanto, el presente capítulo analiza 
los discursos que se han construido desde el punto de vista de líderes 
que inciden en la opinión pública con respecto a la última propuesta 
de construcción del mando único en el país, en la cual se discuten 
argumentos a favor y en contra que apuntan a los motivos de ciertos 
actores, a la disfuncionalidad institucional y a las deficientes relacio-
nes que derivarían o no de la puesta en operación del mando único.
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Motivos, relaciones e instituciones refieren a las tres esferas de sen-
tido, a partir de las cuales se construyen los sistemas de clasificación 
de lo social (Alexander, 2006). En la esfera de los motivos se tipifica si 
las inspiraciones que están detrás de los actores derivan de procesos 
libres y autónomos o son el resultado de fuerzas que los controlan y 
manipulan. En la esfera de las relaciones, por otro lado, se categoriza 
el tipo de vínculos que construyen dichos actores: si son abiertos, críti-
cos y francos; o cerrados, discrecionales y estratégicos. En la esfera de 
las instituciones se registra, finalmente, el espacio donde los actores 
están inscritos: si se regulan por reglas y normas, si son incluyentes e 
impersonales o, por el contrario, si predomina su uso discrecional, las 
lógicas de exclusión y las relaciones personales.

Lo que se busca en este capítulo es, por tanto, ubicar estos siste-
mas de clasificación social en el discurso sobre el mando único, como 
apelaciones de sentido orientadas a dar cuenta de los déficits de acción 
de la autoridad en los tres ámbitos de gobierno, y las acciones que 
deben seguirse para revertirlos.

Es así que el debate sobre el mando único proyecta cómo las dis-
tintas voces de líderes de corrientes de opinión, publicadas en medios 
de comunicación, trataron de caracterizar o tipificar la autenticidad 
o verosimilitud de quien impulsó la puesta en operación de dicho 
mando. Refleja, en última instancia, un campo de batalla simbólico: 
una confrontación entre sentimientos y emociones encontrados que se 
expresan a través de narrativas de categorización y tipificación sobre 
un tema en disputa dentro de la opinión publicada.

Después de la presente introducción, el capítulo se divide en 
cuatro partes. Abre con una breve historia sobre los antecedentes 
del mando único, desde la propuesta de coordinación institucional 
impulsada originalmente en los gobiernos de los entonces presiden-
tes Ernesto Zedillo (1994-2000) y Vicente Fox (2000-2006), hasta 
su cristalización como tal durante los gobiernos de Felipe Calderón 
Hinojosa (2006-2012) y de Enrique Peña Nieto (2012-2018). La 
segunda parte del capítulo expone que la manera en la que se articula 
la actuación de la policía justifica el avanzar hacia el mando único. 
En la tercera parte, con el objetivo de resaltar las lógicas discursivas 
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del debate, se dan a conocer los argumentos a favor y en contra del 
mando único, a través del análisis del contenido de las publicacio-
nes realizadas por líderes de opinión en medios nacionales, las cuales 
inciden en la formación de la opinión pública acerca del tema.1 En la 
cuarta parte, se analiza el campo de disputa acerca del mando único: 
no es el territorio, la lucha contra la corrupción o los carteles lo que 
prevalece de fondo, sino una redistribución del poder político a través 
del control de la policía en los municipios y las entidades federativas. 
Finalmente, se desarrolla la conclusión.

La coordinación policial: breve historia de una idea

Hacia finales del siglo XX, secuestros, robos, violencia, narcotráfico, 
asesinatos de líderes políticos, entre otros factores, obligaron al 
gobierno federal a presentar a la ciudadanía una serie de acciones con-
cretas que culminaron con la publicación de la ley general que esta-
blece las bases de coordinación del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública, en la cual se señaló que la coordinación entre distintas orga-
nizaciones policiales era necesaria para frenar el incremento de violen-
cia y para establecer las condiciones de un proyecto a largo plazo en 
materia de seguridad pública. De acuerdo con dicha ley, de 1995: «la 
Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios se coor-
dinarán […] para establecer un sistema nacional de seguridad pública» 
(art. 9), ya que se pretendía expandir «las bases de coordinación entre 
[…] [ellos] en materia de seguridad pública» (Ley general que esta-
blece las bases de coordinación del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública, 1995, art. 1).

1    Se siguió a diversos autores de columnas en medios de comunicación, como 
René Delgado, Sergio Sarmiento, Gabriela Cuevas, Guillermo Valdez, entre otros, 
quienes forman en conjunto distintas corrientes de pensamiento que inciden en la 
opinión pública y son sinónimo de opinión pública. Se revisaron las notas perio-
dísticas de cinco medios impresos durante los tres primeros meses del año 2016 
–Reforma, El Universal, Excélsior, La Jornada y Milenio–, cuando se presentó el tema 
del mando único como una opción ante el asesinato de la alcaldesa de Temixco, 
Morelos, a manos de supuestos miembros del crimen organizado.
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El mismo día que se presentó la ley, el entonces presidente de la 
república, Ernesto Zedillo, señaló que, en la medida en que se res-
tableciera dicha coordinación, se podría resarcir el descuido que el 
gobierno federal había tenido hacia el equipamiento y capacitación 
de las distintas policías del país en los tres ámbitos de gobierno. Las 
propuestas y acciones que se pusieron en marcha a partir del decreto 
de ley y el Consejo se vieron cuestionadas casi tres años después 
por una nueva crisis de inseguridad, por lo que el 26 de agosto de 
1998 se puso en marcha la Cruzada Nacional Contra el Crimen y la 
Delincuencia (CNCCD), la cual incluía el diseño de un Plan Nacional 
de Seguridad Pública (PNSP). Una de las declaraciones centrales del 
presidente Ernesto Zedillo, el día de la presentación de la cruzada, fue 
el reconocimiento del fracaso de las medidas tomadas para abatir la 
violencia. Textualmente señaló: «Fallamos, pero no fracasaremos con-
tra el crimen» (Vargas y Gil Olmos, 1998, s. p.). La CNCCD hizo refe-
rencia a la necesidad de garantizar la coordinación de las instancias 
gubernamentales, de generar vínculos de trabajo con la ciudadanía y 
de reforzar las instituciones de seguridad pública.

El diagnóstico que se presentó el día en que se anunció la CNCCD 
señaló el escaso número de agentes del Ministerio Público, de policías 
y jueces dedicados a la procuración y administración de la justicia; la 
deficiente capacitación del equipo que imparte y administra la justi-
cia; los bajos salarios y las insuficientes prestaciones que han provo-
cado corrupción y colusión con la delincuencia; el atraso tecnológico 
en materia de informática, sistemas de inteligencia anticrimen, comu-
nicación y tácticas operativas y de investigación; los escasos recursos 
financieros; el marco jurídico desactualizado, tanto en la aplicación 
de penas más severas como en la facilitación de la procuración y 
administración de justicia; la insuficiente coordinación de los cuerpos 
de seguridad; y, por último, la escasa participación de la ciudadanía 
para enfrentar el delito.

En los primeros años del gobierno de Vicente Fox, se planteó 
que el problema de la inseguridad estaba en la falta de equilibrio de 
funciones y atribuciones de los ámbitos de la acción gubernamental  
(Benítez, 2008). Al respecto se señalaba: «En regímenes anteriores el 
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diseño y la instrumentación de las políticas públicas del gobierno 
federal carecían de una perspectiva integral, lo cual reflejaba una 
insuficiente coordinación y falta de congruencia interinstitucio-
nal» (Plan Nacional de Desarrollo [PND] 2001-2006, 2001, p. 128). 
Desde la perspectiva incluida en el PND 2001-2006, esto se debía a 
que el gobierno anterior se preocupaba más por mantener el poder 
(Sánchez, 2011). Incluso, la seguridad era entendida más como una 
estrategia para garantizar la continuidad del Partido Revolucionario 
Institucional (PRI) en el gobierno que a una política para proteger la 
vida y los bienes de los ciudadanos (Benítez, 2009). El gobierno de Fox 
apuntó entonces a destacar que uno de los factores que permitía el 
crecimiento de los delitos y las organizaciones criminales se encontraba 
en la deficiente coordinación entre las instancias gubernamentales, 
que derivaba en cierta incapacidad institucional para profesionalizar a 
los cuerpos policiacos (Aguiar, 2006).

El gobierno de Felipe Calderón envió, en el 2010, una propuesta 
de reforma constitucional al Poder Legislativo con el fin de crear el 
mando único policial (Astorga, 2015), el cual preveía 32 jefes poli-
ciacos subordinados a los gobernadores de cada entidad federativa 
(Ramos y González, 2010). El argumento del Poder Ejecutivo para 
respaldar esta iniciativa era que la debilidad institucional de los 
municipios fragilizaba su capacidad para enfrentar el crimen común 
y organizado; más aún, las policías municipales eran más proclives a 
corromperse debido a sus bajos salarios y a su falta de profesionali-
zación (Patiño, 2016). Sin embargo, su propuesta no generó consen-
sos, ya que el PRI y el Partido de la Revolución Democrática (PRD) se 
opusieron a la propuesta, argumentando que la simple construcción 
del mando no haría posible frenar los procesos de corrupción y se vio-
larían las capacidades gubernamentales de los municipios (Cárdenas, 
2019). En este sentido, la propuesta de Calderón se desvaneció de la 
agenda pública (Hernández, 2015).

Cuando Enrique Peña arribó al poder, su primer compromiso fue el 
de atender el problema de la seguridad pública. Por ejemplo, en su dis-
curso de toma de protesta como presidente de la República, señaló que 
la única forma para que México viviera en paz era a través del combate 
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al delito, pero no sólo haciendo uso de la fuerza. Esto implicaba, desde 
su mirada, la necesidad de que el Estado emprendiera una política para 
reconstituir el tejido social mediante el combate a las adicciones, el res-
cate de espacios públicos y la promoción de proyectos productivos.

Consideró apoyar también la ley de víctimas, tal y como fue  
aprobada en meses anteriores por el Senado. De igual forma, prometió  
que su gobierno iba a trabajar para impulsar la creación de una 
Gendarmería, así como una reforma constitucional que permitiera 
contar tanto con un código penal único, como con uno de procedimientos 
penales de aplicación nacional. 

Se destaca que la Gendarmería se constituyó, en el gobierno del 
presidente Peña, como una división de la recientemente extinta poli-
cía federal. No logró consolidarse como una fuerza que coordinara las 
tareas en la materia. La policía federal desapareció en 2019 para abrir 
paso a la Guardia Nacional, como un esfuerzo por el resolver el grave 
problema de inseguridad pública. La creación de este cuerpo de 
seguridad parte de la premisa de reconocer la disputa de territorios, 
por lo que es preciso reconocer que «la Guardia Nacional no apuesta por 
el fortalecimiento institucional ni mucho menos por el control o con-
trapeso que genere una clara rendición de cuentas» (Hernández y 
Romero, 2019, p. 102).

La articulación de la seguridad pública: una justificación

El PND 2012-2018 decía que la inseguridad respondía a ciertos desfa-
ses legislativos importantes –particularmente a la carencia de regula-
ción de las fuerzas armadas en materia de seguridad y a un deficiente 
sistema de justicia penal– (Niño y Botero, 2015). Dichos desfases han 
contribuido de manera significativa en el deterioro de la impartición 
«pronta, expedita e imparcial» de la justicia. El diagnóstico incluyó 
otros temas que han sido suscritos en sexenios anteriores, como 
corrupción, faltas al debido proceso, opacidad, saturación y dilación 
en la acción de las autoridades.

Para solucionar estos problemas, el PND 2012-2018 recurrió a pro-
puestas que han aparecido otras veces, y que al día de hoy se podría 
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decir que forman el marco de la tradición narrativa sobre el tema de la 
seguridad pública: fomentar la participación ciudadana –a través del 
diálogo concertado y basado en consensos–, e impulsar la profesiona-
lización, coordinación y colaboración entre instancias gubernamen-
tales, lo cual debe soportarse en adecuados servicios de inteligencia y 
tecnologías de vigilancia.

Los acontecimientos en Iguala, Guerrero, en 2014 –que genera-
ron una crisis de legitimidad al gobierno federal en materia de seguri-
dad pública–, obligaron, aunque tardíamente y después de una 
enorme presión social, a presentar una propuesta en materia de segu-
ridad pública (Alonso y Alonso, 2015). En lo que el entonces presi-
dente Peña denominó el Decálogo de la Seguridad Pública, se resaltó 
la necesidad de implementar mandos únicos estatales –en la lógica de la 
propuesta que años atrás había impulsado Calderón en su mandato–, 
con el fin de frenar la impericia y debilidad institucional de las poli-
cías municipales. La iniciativa fue enviada al Legislativo y entró en un 
proceso de discusión y olvido hasta que, a finales de 2015, fue de 
nuevo objeto de discusión debido al impacto que generó en la opinión 
pública el asesinato de la alcaldesa del municipio de Temixco, en 
Morelos (Arteaga, 2009; Tonantzin, 2016). Su muerte a manos de 
grupos del crimen organizado, y en el momento en que se debatía 
sobre los acuerdos para garantizar la continuidad del mando único en 
dicho estado, generó una discusión amplia que colocó de nuevo el 
tema en la agenda política nacional.

Como en otras ocasiones, la propuesta del mando único apareció 
después de un evento importante en términos de seguridad pública y 
originó una disputa particular sobre su significado, tanto para el ejer-
cicio del principio municipalista, como por las implicaciones de con-
trol político que podrían suscitarse en cada entidad federativa. Para 
algunos líderes de opinión, la polémica que se ha generado en torno 
al mando único refleja la polarización que existe en el país cuando se 
tocan ciertos temas clave, y es precisamente la intensidad de esa polé-
mica la que genera un cierto temor a continuar con el debate.

En este sentido, algunos creen que es una discusión imposible en 
la medida en que esconde detrás de sí una serie de intereses partidistas 
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(Buendía, 2016b); otros más piensan que en realidad los partidos polí-
ticos no saben el modelo de policía que el país requiere y que, por 
tanto, lo único necesario es llegar a consensos (Buendía, 2016a). 
Como ya se mencionó líneas arriba, este capítulo trata de mostrar 
que, además de ser un problema de consensos, de definición del tipo 
de policía que se requiere, la discusión del mando único en seguridad 
pública apela a una serie de códigos que dicen algo sobre la disputa 
simbólica por el poder en México.

El campo de disputa

Mientras que la disputa por el desarrollo de una estrategia basada en 
la Guardia Nacional se basa en el control de territorios, aquella desa-
tada por la implementación del mando único es simbólica y está con-
tenida en las arenas del control del poder político. Lo que suscriben 
los defensores del mando único en seguridad pública implica algo 
más que sumar las policías locales; incluye también la creación de una 
nueva policía gestionada a partir de «mandos únicos» –centralizados 
operativamente hablando–, con un margen de autonomía en ciertos 
municipios y con capacidad real de garantizar la seguridad ciuda-
dana. Esto siempre debe hacerse articulando los mandos estatales con 
la policía federal (Fernández, 2016b). El objetivo de una propuesta de 
este tipo, según sus defensores, es evitar la fragmentación de mandos, 
dejar atrás la diversidad de protocolos, garantizar la capacitación de la 
policía y la cobertura de amplios territorios. Con ello se pretende 
reducir la desconfianza de la población en los cuerpos de seguridad y 
evitar la infiltración del crimen organizado en las filas de las policías 
municipales (Sánchez, 2016; Zamora, 2016).

Sin duda, este último argumento es el que más se repite entre los 
defensores del mando único: que el eslabón más débil de la cadena 
institucional del país, no sólo en materia de seguridad pública, se 
encuentra en el municipio (Revueltas, 2016a). Como prueba de esto, 
se recurre, a guisa de ejemplo, al asesinato de la alcaldesa de Temixco. 
Esta es una referencia para quienes defienden el mando único, porque  
para ellos muestra cómo al crimen organizado le va bien que no exista 
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un mando único, ya que le facilita el control de los territorios muni-
cipales y le permite corromper o matar a las autoridades locales 
(Cárdenas, 2016). Indican, por ejemplo: «a los criminales organizados 
les disgusta el Mando Único en Morelos» (Zuckermann, 2016, s. p.).

De hecho, en Morelos, según afirman los defensores del mando 
único, estaba funcionando esa coordinación hasta que, con el cam-
bio de poderes, el crimen organizado presionó para evitar que se 
ratificara el convenio de coordinación por parte de las autoridades 
locales (Zuckermann, 2016). De esta manera, algunos defensores de 
la propuesta señalan dramáticamente que «si no se llega a legislar 
en la materia tendremos que enterrar más presidentes municipales» 
(Fernández, 2016a, s. p.) o, por otro lado, la sociedad tendrá que 
acostumbrarse a que sus policías corruptas, junto con sus alcaldes, 
institucionalicen relaciones con el crimen organizado, como señalan 
algunos que sucede en la ciudad de Acapulco (Ojeda, 2016). Así, la 
centralización de esfuerzos se pondera como un mecanismo claro y 
definido para acabar con el control del crimen organizado sobre las 
fuerzas de seguridad en los municipios más débiles, y para reforzar 
el trabajo de coordinación que se viene haciendo en aquellos lugares 
donde las policías funcionan de manera adecuada (Fernández, 2016a; 
Ojeda, 2016; Zuckermann, 2016). 

Para los que apoyan esta propuesta, el mando único es la vía para 
terminar con la inseguridad en un contexto donde las policías locales 
son incapaces de enfrentar al crimen o de resistir a la seducción de su 
poder económico. En el pasado, cuando estos escenarios de violencia 
no existían, las policías municipales podían hacer su trabajo de forma 
adecuada. Hoy eso ya no es posible. La única forma de evitar este 
nuevo contexto es a través del control, el orden y la coordinación de 
las policías a través de un mando centralizado (Martí, 2016). Con ello 
no sólo se evita la erosión de las instituciones municipales, sino que se 
garantiza la seguridad de todo el país (Barbosa, 2016a).

No obstante, advierten sus defensores, el proyecto requiere meca-
nismos muy definidos y claros de implementación con el fin de evitar 
la reproducción de prácticas corruptas y la coalición de las policías 
estatales con el crimen organizado (Becerra, 2016).
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El mando único es una solución en tanto garantice que quedarán 
fuera los elementos corruptos y que las policías estatales no acabarán gene-
rando mecanismos de coerción política y corrupción proclives por su 
dependencia a las instancias de gobierno estatales (Revueltas, 2016b). 
De hecho, hay quien afirma que esta propuesta no es más que la con-
tinuación del proyecto impulsado en su momento por Ernesto 
Zedillo, a finales del siglo pasado, que a los gobiernos de la transición 
no les interesó. Se entiende, por tanto, que el regreso del PRI a Los 
Pinos permite colocar de nueva cuenta este proyecto en la agenda 
política, garantizando así la coordinación de esfuerzos y el diseño 
de una política de Estado en materia de seguridad pública. Como señala 
uno de los mayores defensores y operadores del mando único –el 
encargado de la policía estatal de Morelos–: «las policías municipales 
no son mejores, son débiles e incapaces, no profesionales, no pueden 
depurarse, se requiere un mando único estatal porque he tenido éxito 
con ello» (Capella, 2016, s. p.).

Los discursos que se oponen a la creación del mando único señalan 
como falsa la afirmación de que las policías municipales son inhe-
rentemente corruptas a diferencia de las policías estatales o federales. 
Sólo algunos mandos únicos, apunta este argumento, funcionan de 
manera adecuada en los 16 estados, en donde opera esta modalidad 
de policía (Zamora, 2016). De esta manera, la mala reputación de 
las policías, sostienen los detractores del mando único, es transversal 
a los tres ámbitos de gobierno y no se puede suscribir sólo al orden 
municipal (Jaime, 2016).

Para ejemplificar esto, la mayoría de los líderes de opinión publi-
cada en medios de comunicación llaman la atención sobre lo que está 
pasando en los estados de Veracruz y Guerrero. Particularmente en 
este último, se enfatiza que el mando único ya operaba cuando los 
estudiantes de la normal de Ayotzinapa, Guerrero, fueron secuestrados 
y desaparecidos en Iguala (Buendía, 2016a; Buendía, 2016b).

A decir de los opositores al mando único, lo que hay detrás de la 
propuesta es la intención de algunos gobernadores por establecer un 
mecanismo de presión y poder hacia las instancias locales (Elizondo, 
2016). Esto es palpable, según algunos, en el caso del conflicto entre 
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el gobernador de Morelos y algunas alcaldías de esa entidad. Sin 
embargo, el mando único significa abrir el camino al gobierno federal 
para hacerse del control político y presupuestal de los municipios del 
gobierno en turno, todo ello con vista a garantizar al PRI una base 
política para las elecciones en cada entidad federativa (Bartlett, 2016; 
Bátiz, 2016). Desde esta posición, hay intereses escondidos detrás de 
la propuesta de mando único que apuntaron a generar un cambio en la 
distribución del poder, básicamente en detrimento del poder local y 
en beneficio de las instancias estatales y federales. En este orden de 
ideas, algunos columnistas han sugerido que el mando único debe 
entenderse en la lógica de la exigencia de Estados Unidos por garan-
tizar su seguridad nacional, allende su territorio. Las 32 corporacio-
nes de policías, controladas por el gobierno federal o los gobiernos 
estatales, favorecen las capacidades de intervención del país del norte, 
mermando los controles de la soberanía de México en materia de segu-
ridad pública (Bartlett, 2016).

Sin embargo, algunos detractores de la propuesta han sido menos 
radicales. Consideran que la propuesta del entonces presidente fue 
una respuesta inmediata, por lo tanto, de carácter mediático y poco 
razonada, para afrontar de alguna manera la crisis de seguridad frente 
a los hechos de Iguala, donde desaparecieron los 43 normalistas de 
Ayotzinapa (Herrera-Lasso, 2016).

En ese sentido, la propuesta presidencial es poco seria, aunque el 
gobierno federal insista en que reformando la ley cambiará la realidad 
(Vargas, 2016). Así mismo, los críticos del mando único consideran que 
es mejor establecer una política de fondo que permita evitar los procesos 
de abuso de la autoridad y la corrupción –en las policías municipales, 
estatales y federales– (Chávez, 2016).

Desde este punto de vista, el problema no es la centralización 
de los mandos locales, sino la falta de castigos para aquellos policías 
que caen en la corrupción, ya que hay experiencias donde existe una 
enorme cantidad de organismos policiales y su coordinación es efi-
ciente (Beltrán Del Río, 2016). Es necesario, además, dignificar sus 
condiciones de vida y establecer mecanismos permanentes de profe-
sionalización (Morera, 2016; Salinas, 2016). Las críticas en este tenor 
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apuntan a enfatizar que el problema de las policías radica más en la 
forma en cómo están gobernadas y organizadas, y no tanto en el tipo 
de mando que puedan tener (Barbosa, 2016b). Además, si no se tiene 
una visión integral –con una reforma del sistema judicial y penitencia-
rio–, el mando único traerá consigo más corrupción y autoritarismo.

Con todo, las visiones críticas al mando único plantean que ésta 
puede ser una opción en casos de crisis claras de inseguridad o cuando 
lo ameriten las condiciones sociales y administrativas de los municipios. 
Algunos analistas sugieren que la implementación del mando único 
debe depender, por ejemplo, del tamaño de las poblaciones de los muni-
cipios. No obstante, en condiciones normales, habría que establecer un 
principio de subsidiariedad: donde la policía municipal funcione bien, 
que no intervenga una instancia superior para su control. 

Esto debería ser así porque no todo lo municipal es malo ni lo estatal 
bueno, es necesario analizar cada contexto a detalle (Valdés, 2016). Si 
se establece el mando único sin ningún tipo de criterio de discrimina-
ción, lo que podría suceder es que la supuesta corrupción de las policías 
municipales sería sustituida por una «corrupción única» (Bravo, 2016). 
En otras palabras, sugieren los críticos del mando único, puede pre-
sentarse un trasvase de la corrupción de los mandos municipales a los 
estatales, como ya ocurre en ciertas entidades federativas –teniendo el 
crimen organizado un espacio estatal entero para negociar–.

Pedir el mando único no implica que se esté a la altura de soli-
citarlo y manejarlo (Cuevas, 2016). Por tanto, resulta paradójico que 
se pida a veces su implementación cuando no hay gobierno en las 
instancias estatales.

Del eslabón débil a la cadena de mando

La disputa por el mando único en México se expresa a partir de la 
tipificación o caracterización que se hace desde los medios de comu-
nicación, a través de líderes de opinión que inciden en la opinión 
pública, acerca del gobierno federal, estatal y municipal, con respecto 
a los motivos, relaciones e instituciones que respaldan o cuestionan la 
puesta en marcha del mando único. 
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Quienes apoyan la operación del mando único suponen que las 
autoridades municipales son, en el mejor de los casos, débiles e inca-
paces y, en el peor de los casos, indolentes y corruptas. Parten del 
supuesto de que son controladas por instancias extrainstitucionales. 
En otras palabras, que son actores heterónomos y, por tanto, carecen 
de los elementos constitutivos mínimos para ser imaginados como 
actores válidos y auténticos para enfrentar la inseguridad. En este 
sentido, las relaciones que establecen con otras entidades guberna-
mentales, particularmente del orden estatal y federal, se hacen desde 
la opacidad, el engaño, la discrecionalidad, y a partir de estrategias 
impulsadas por su particular interés y el de ciertos grupos, todo ello 
en oposición a los intereses públicos. Esto significa que las institucio-
nes policiales, que se construyen desde el ámbito municipal, se carac-
terizan por el uso discrecional del poder, las lógicas de exclusión y las 
relaciones personales.

A partir de este argumento, los defensores del mando único dibujan 
y caracterizan a las autoridades estatales y federales como actores imper-
meables a la corrupción, como profesionales de su área, capaces de 
poder desarrollar mecanismos coordinados y modélicos de actuación 
policial. El mando único proporciona, en este sentido, procesos racio-
nales de actuación que no están sujetos a fuerzas externas localizadas 
en espacios regionales o locales. Al parecer no hay nada por encima de 
estas autoridades que llegue a impactar su buen desempeño. Eso les 
permite desplegar relaciones abiertas, críticas y francas con sus pares, 
con otras autoridades y con la ciudadanía. Establecen claramente 
actuaciones auténticas que les permiten moverse a través de reglas y 
normas incluyentes e impersonales. En conclusión, aquellos que ape-
lan a la necesidad de construir un mando único sugieren que es nece-
sario contraponer al débil eslabón institucional una férrea y coordinada 
cadena de mando estatal.

Por otro lado, los que se oponen al mando, suponen que tanto 
las autoridades federales como estatales cuentan con motivos egoístas 
ligados a su necesidad de controlar, no sólo las instituciones policiales, 
sino las instituciones políticas de los municipios del país. Desde esta 
perspectiva, el mando único se ve más como un dispositivo de extracción  
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del poder desde las instancias supramunicipales. Por lo mismo, los 
detractores del mando único consideran que las relaciones que quie-
ren establecerse desde el ámbito federal y estatal están marcadas por 
su opacidad y discrecionalidad; y opinan que la institución propuesta 
será regulada por normas y reglas excluyentes, personalizadas en las 
figuras de los gobernadores, en una primera instancia, así como en 
la Secretaría de Gobernación (Segob) en un segundo momento. La 
perciben como un mecanismo institucional excluyente, en el que las rela-
ciones e intereses personales de las autoridades estatales y federales 
serán preponderantes sobre el interés público de los municipios.

Esto es lo que lleva a dicho sector de opinión a subrayar la necesi-
dad de establecer, en primer lugar, cuáles policías municipales se 
encuentran funcionando bien antes de querer implementar un mando 
único. Indican que, cuando se detecte que hay deficiencias en el ámbito 
del gobierno municipal, entonces será necesario intervenir –pero 
construyendo al mismo tiempo mecanismos que a futuro lleven a la 
puesta en marcha de una policía municipal eficiente y honesta–.

En este sentido, se considera que las instituciones policiales no 
necesariamente tienen motivos oscuros o impulsados por fuerzas liga-
das al crimen organizado. Piden categorizar caso por caso el tipo de 
vínculos que construyen los actores con otras instituciones encarga-
das de la seguridad pública y con la ciudadanía, así como identificar 
el espacio institucional donde los policías se encuentran inscritos. De 
alguna forma, su defensa de la policía municipal parte de entender las 
dinámicas locales antes de realizar una homologación bajo criterios 
establecidos desde el gobierno de las entidades y el poder federal.

Cada una de estas posiciones enfrentadas funciona a partir de un 
discurso o narrativa binaria en la que se establecen los referentes sim-
bólicos relativos a la pureza o impureza de las lógicas de gobierno a 
nivel federal y estatal. Cada uno presenta, además, referentes empíri-
cos para defender su posición. Los que están a favor del mando único 
señalan que los casos de Temixco y Acapulco son un buen ejemplo  
que justifica la necesidad de un mando único, mientras que aquellos que  
están en contra hacen referencia a las entidades de Guerrero y Veracruz.  
Por lo mismo, no sería adecuado concluir que dicho debate ref leja la falta 
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de un proyecto definido de policía o las ideologías en pugna entre 
distintos partidos políticos. Más allá de esto, lo que este debate pone 
en juego no es sólo los conocimientos técnicos o una serie de lógicas 
estratégicas de poder –así como la disputa entre el poder local y el 
federal–, sino cómo se define la relevancia del poder local o federal 
en materia de seguridad pública en función de dos discursos: uno 
que opone la supuesta ineficiencia del poder local a la eficiencia del 
gobierno estatal y federal; otro que opone las intenciones de control 
del poder político frente a la capacidad municipal para desarrollar 
adecuadas políticas de seguridad pública.

Esto significa que la propuesta del mando único se encuentra 
atravesada, no por una lógica que se opone a la centralización, sino 
por la ponderación, a través de un discurso binario que califica unas 
veces como pura a la acción federal/estatal e impura a la de orden 
local, y otras veces como impura a la acción federal/estatal y pura a la 
de orden local. Esta caracterización depende en gran parte de quién 
ocupa en ese momento el campo de enunciación desde donde emana 
la propuesta. La polarización del debate sobre el mando único se des-
pliega en función de las distintas caracterizaciones sobre la autentici-
dad o verosimilitud de quien impulsa la puesta en operación de dicho 
mando desde la Presidencia de la República. Es un campo de batalla 
simbólico en el que se confrontan sentimientos y emociones sobre la 
interpretación del sentido del mando único.

Conclusión

Mediante la selección de materiales publicados en medios de comuni-
cación nacionales y su análisis a través de la técnica de la narrativa de 
la propuesta del mando único, durante el sexenio de Peña y los antece-
dentes encontrados en el sexenio de Calderón, es posible afirmar que 
las corporaciones municipales requieren ser fortalecidas en sus capaci-
dades, pero uno de los obstáculos que hay para ello se ubica en la disputa 
simbólica acerca de quién detenta el mando único de la policía muni-
cipal y los términos bajo los cuales se ejerce ese poder policial.
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La aportación que el capítulo hace a la presente obra se ubica justo 
en reconocer los factores políticos como elementos que se manifiestan 
más allá de los problemas técnicos de coordinación que aparecerán 
asociados a esta reforma para crear el mando único policial en México. 
Mientras que la disputa que existe en torno a la creación de la Guardia 
Nacional tiene su fundamento en la recuperación de territorios frente a 
cárteles mexicanos, el debate sobre la creación de un mando único de 
policía municipal tiene carácter eminentemente político.

Los posibles efectos observados, tanto positivos como negativos, 
en la discusión pública sobre el mando único en seguridad pueden 
ser vistos entonces como un juego de espejos que refleja una resig-
nificación del poder en México. Por lo mismo, este capítulo invita a 
conocer la manera en que la opinión publicada en medios de comuni-
cación nacionales da sentido y tipifica las acciones gubernamentales 
frente a ciertos contextos de inseguridad o crisis social.

De este conjunto de ideas, se concluye que el debate sobre el 
mando único es una figuración que dibuja los contornos simbólicos, 
bajo los cuales se definen ciertas disputas políticas, no territoriales, en 
el México contemporáneo.
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La implementación de dos programas federales  
del gobierno de México para la prevención social  

de la violencia y la delincuencia

Raúl Soto Zamora

Introducción

Desde la Revolución que transformó al país en las primeras dos déca-
das del siglo XX, no se había vivido en México una emergencia social 
con la pérdida de tantas vidas de forma violenta como sucedió de 2006 
a 2016. Aproximadamente, 180 000 vidas se han perdido de manera 
violenta (Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública, 2020) y esto ha dejado estragos de suma complejidad. Aunque 
el homicidio sea el indicador por excelencia para medir y comparar la 
seguridad en ciudades y naciones, existen otros fenómenos de violencia 
y delincuencia que impactan a la población en su seguridad personal y 
patrimonial. Esta situación vulnera el desarrollo humano y el desarrollo 
económico de regiones completas.

El secuestro, la extorsión, la desaparición forzada y, por supuesto, 
la violencia ejercida por el Estado mismo, entre otros, son fenómenos 
de alto impacto que, con una súbita rapidez, llevan a generar una 
percepción de inseguridad y una alta victimización en los ciudadanos.

A partir de 2007, y aun hasta 2019, la situación de violencia y 
delincuencia en México ha marcado una tendencia en aumento –un 
aumento sin precedentes−, por lo que la inseguridad se ha constituido 
como uno de los principales temas de preocupación de los mexicanos.
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Ante esta situación, el Estado promovió una serie de reformas en 
el Sistema Nacional de Seguridad Pública desde 2008 y, a partir de 
2012, con la expedición de la ley general para la prevención social 
de la violencia y la delincuencia, se impulsó una serie de iniciativas 
que abonan hacia un cambio paulatino en el que la prevención sea la 
columna vertebral de la seguridad. Entre estas iniciativas, destacan 
las siguientes:

1) La creación de la Subsecretaría de Prevención y Participación 
Ciudadana de la Secretaría de Gobernación (Segob);

2) La emisión de las bases del Programa Nacional para la Prevención 
Social de la Violencia y la Delincuencia (PNPSVD);

3) La expedición de la Ley General de Prevención Social de la 
Violencia y la Delincuencia;

4) La creación de la Comisión Intersecretarial para la Prevención 
Social de la Violencia y la Delincuencia; y

5) La aprobación del Programa Nacional para la Prevención Social 
de la Violencia y la Delincuencia.

Las políticas públicas de prevención social de la violencia y la 
delincuencia se han desarrollado de forma progresiva a partir del cre-
ciente interés y de la preocupación generados por el aumento de la 
violencia durante la última década. El impacto en cuanto a costos 
económicos, políticos y sociales (Jaitman, 2015), así como el pro-
fundo deterioro del tejido social, ocasionaron que se estudiaran todas 
las posibilidades de incidencia para mitigar sus múltiples causas. Al 
mismo tiempo, se generó una ascendente participación de organiza-
ciones de la sociedad civil, que han promovido una mayor colabora-
ción en materia de seguridad, así como en el diseño e implementación 
de las políticas públicas.

Para comprender mejor los esfuerzos del gobierno federal en la 
última década, por prevenir la violencia y la delincuencia, este capítulo 
toma como referencia el Subsidio para la Seguridad en los Municipios 
(Subsemun), renombrado Programa de Fortalecimiento para la Seguridad 
(Fortaseg), el Programa Nacional de Prevención de la Violencia y la 
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Delincuencia (Pronapred) y la Comisión Intersecretarial para la 
Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia.

Subsemun, ahora Fortaseg

La declaración de confrontación con el crimen organizado hecha por 
el gobierno de Felipe Calderón a finales de 2006 (Morales, 2011) y el 
nulo avance en esa tarea, obligó al gobierno federal a buscar alternati-
vas distintas al combate frontal y represivo contra la delincuencia. Fue 
así, aunque de manera incipiente, como se comenzó a incorporar un 
componente social en programas como el Subsemun.

La idea inicial era que 10 por ciento del presupuesto del Subsemun 
se destinara a la prevención social de la violencia y la delincuencia en 
los municipios que se beneficiaron del mismo, lo que eventualmente 
subió a 20 por ciento (Fondevila y Arango, 2015). Ya en 2016 este 
porcentaje quedó sujeto a la voluntad de los municipios.

El Centro Nacional de Prevención del Delito con Participación 
Ciudadana, dependiente del Secretariado Ejecutivo del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública, entendiendo la necesidad de abatir 
rezagos en los municipios para generar diagnósticos y planes muni-
cipales sobre violencia y delincuencia, se vinculó con especialistas en 
la materia. Los productos generados, en el mejor de los casos, termi-
naron por ser insumos de consulta académica o gubernamental. Lo 
anterior porque no se alcanzó a cerrar el ciclo de una política pública. 
Comentarios al respecto de la ejecución del Subsemun para 2013 y 
2014 se describen a profundidad en el reporte Evaluación específica 
al desempeño del programa U002: Subsidio a los municipios y, en su 
caso, a los estados cuando tengan a su cargo la función o la ejerzan 
coordinadamente con los municipios, así como al Distrito Federal para 
la seguridad pública en sus demarcaciones territoriales, realizado por 
Fondevila y Arango (2015, p. 7), quienes pudieron tener acceso a gran 
cantidad de información, aunque no se pudo encontrar evidencia del 
impacto de las acciones.

En el caso de los proyectos de catálogo abierto de programas y 
productos para que los municipios eligieran y operaran, se dio una 
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dinámica aún más dispersa y diferenciada. En primer lugar, la con-
tratación de empresas, consultorías, profesionales y, en el mejor de 
los casos, organizaciones de la sociedad civil, no generó capacidades 
internas en los gobiernos municipales para entender y operar una 
política pública de prevención.

En segundo lugar, al ser emanados de una estrategia vertical top-
down (Subirats et al., 2013), los programas carecieron de una apropia-
ción por parte de las autoridades municipales, y fueron vistos como 
una posibilidad de bajar recursos, en algunos casos, y en los mejores, 
de operar los proyectos tal como lo marcan las fichas técnicas.

En términos generales, por la complejidad y sensibilidad que 
implica implementar la prevención social de la violencia, el impacto 
generado por esas inversiones ha sido poco o nulo, dado que no existe 
integralidad, constancia en el tiempo, ni evaluación de su impacto. 
En este orden de ideas, según Fondevila y Arango (2015):

Al igual que en 2013, el Centro Nacional de Prevención del 
Delito y Participación Ciudadana no cuenta con las herramien-
tas legales ni operativas suficientes para conocer acerca de su 
funcionamiento en términos de impacto, desempeño o utilidad 
para el municipio. No obstante, según el personal entrevistado, 
con frecuencia estos programas son contratados a terceros para 
su elaboración porque muchos de los municipios beneficiarios no 
cuentan con la capacitación técnica ni operativa para diseñarlos 
por su cuenta (pp. 46-56).

Pronapred

La primera gran intervención de la que se tiene registro, que cumple 
con algunos elementos básicos para ser considerada integral de seguri-
dad ciudadana, es la estrategia Todos Somos Juárez, Reconstruyamos 
la Ciudad, lanzada en 2010 por el gobierno federal, con la participa-
ción de seis secretarías de Estado, del gobierno estatal y municipal, y la 
sociedad civil organizada.
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Con más de 3 000 millones de pesos en su inicio, más de 160 
acciones prometidas, mesas de trabajo ciudadanas y con un buen 
nivel de participación y transparencia en su planeación, se podría 
considerar integral, ya que contaba con el mayor interés de las auto-
ridades, la experiencia de los equipos de trabajo federal, la participa-
ción de los tres niveles de gobierno y de la sociedad civil, así como 
con presupuesto.

Sin embargo, existen elementos insalvables en los que demostró 
serias debilidades, como el hecho de que fue creada en menos de 20 
días (Soto, 2016), que en su origen fue totalmente vertical desde la 
federación hacia la comunidad,1 y que no sólo no contempló la pers-
pectiva de derechos humanos, sino que previo a su arranque eliminó 
la mesa ciudadana creada para dar seguimiento a las violaciones de los 
derechos humanos (L. E. Mears, comunicación personal, 1 de sep-
tiembre de 2016). Además, tuvo una ausencia total de la perspectiva 
de género en una ciudad emblemática para la defensa y promoción de 
los derechos de las mujeres en el mundo (A. Social, comunicación 
personal, 2 de septiembre de 2016).

Hoy en día no existe evidencia de que la estrategia Todos Somos 
Juárez, Reconstruyamos la Ciudad fuera lo que motivó el descenso 
en la incidencia delictiva en la ciudad. Sin duda, vino a cubrir algu-
nos rezagos de infraestructura y de servicios, pero nadie se ha aventu-
rado a comprobar dicha hipótesis, ya que solamente se cuenta con 
discursos políticos sin evidencia de por medio, al no existir una eva-
luación científica del impacto. Al respecto, sólo existen ejercicios aca-
démicos que realizan aproximaciones, como el hecho por Vargas 
(2014) para el componente de salud y el de Bueno (2014) para el 
componente de juventud.

Tomando como referencia esta estrategia, el gobierno de Enrique 
Peña Nieto creó, al inicio de su sexenio, la Subsecretaría de Prevención 
y Participación Ciudadana en la Segob, con el fin de crear y operar el 

1   Las 160 acciones del programa Todos Somos Juárez, Reconstruyamos la Ciudad 
fueron responsabilidad federal y no estuvieron bajo la responsabilidad local, pese a 
que se contó con la colaboración y cooperación de los gobiernos estatales y locales, 
quienes en algunas ocasiones fueron beneficiarios de dichas acciones.
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Pronapred. Éste puede ser considerado innovador en la materia, dado 
que logró consolidar el trabajo que años antes inició en el Congreso 
de la Unión, con la ley general de prevención social de la violencia y la 
delincuencia. Si bien pueden criticarse sus indicadores, dado que no 
corresponden las acciones que promueve el programa con los resulta-
dos que busca, cabe mencionar que, al momento de su publicación, 
fue bien recibido.

De esta manera, los problemas del Pronapred iniciaron al 
momento de su implementación, y para esto es importante destacar 
ciertos elementos operativos, como las funciones de la Comisión 
Intersecretarial; la concertación de la federación, los estados y los muni-
cipios para los recursos; las administraciones financieras a los estados 
y su tiempo de operación.

De la Comisión Intersecretarial

La función principal de la Comisión Intersecretarial es hacer las

recomendaciones pertinentes para que las políticas, programas y 
acciones de las dependencias que la integran, relacionadas con la 
prevención social de la violencia y la delincuencia, se orienten de 
manera coordinada, prioritariamente, a: I. La construcción de una 
ciudadanía responsable; II. La promoción de una cultura social 
de legalidad y tolerancia; III. La corresponsabilidad social; IV. El 
mejoramiento del entorno social y el acceso a servicios básicos; 
V. La activación y apropiación sociales de los espacios públicos; VI. 
La generación de oportunidades de desarrollo; VII. El apoyo eco-
nómico para la creación de empresas sociales; VIII. La atención 
prioritaria de grupos vulnerables, y IX. La orientación y forma-
ción educativa para combatir las causas psicosociales del delito 
(Acuerdo por el que se crea con carácter permanente la Comisión 
Intersecretarial para la Prevención Social de la Violencia y la 
Delincuencia, 2013, art. 4).

El ámbito de competencia de la Comisión Intersecretarial es muy 
amplio y necesariamente se tiene que focalizar en territorios concretos. 
Sin embargo, públicamente se percibió que no se atendió a todas las 
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ciudades de manera homogénea, y que no existió un protocolo o guía 
para ello. Es decir, en un primer momento quedaron sujetos los apo-
yos a los compromisos del presidente de la República con las zonas 
prioritarias según su interés, como Michoacán o Guerrero (sin lugar 
a duda, de apoyo necesario). En un segundo momento, y fuera de los 
grandes acuerdos de intervención antes mencionados, dependieron de 
la disposición de los servidores públicos que asisten a las reuniones y 
que están en voluntad de apoyar o no determinado esfuerzo, así como 
de las habilidades del titular de la Comisión Intersecretarial para 
mover esas voluntades a otros territorios fuera de los que representan 
una emergencia social. Es decir, en la práctica importó la capacidad 
de gestión y la sensibilidad del servidor público responsable de atender 
o focalizar el recurso a determinado polígono o zona de atención.

En este sentido, el Pronapred contó con un subsidio anual, que 
para el período 2013-2016 sumó más de 10 000 millones de pesos 
(Ayala y López, 2016), el cual se canalizó a los estados y munici-
pios, beneficiando en 2013 a 57 demarcaciones, a 73 en 2014 y a 81 
en 2015. Dichas demarcaciones pueden verse favorecidas, o no, por 
lo acordado en la Comisión Intersecretarial, sin que quede claro un 
mecanismo de inclusión o exclusión.2

Por lo tanto, en el titular de dicho mecanismo recae la responsabi-
lidad de hacer posibles los apoyos y las alianzas con las dependencias 
federales, con sus respectivas delegaciones en los estados y con los 
estados y municipios.

De la concertación

En lo relativo a la forma de acceder a los recursos, hay una diferencia 
significativa entre el Subsemun (después el Fortaseg) y el Pronapred. 
El primero claramente es un recurso municipal, con miras a su for-
talecimiento, el cual pasa a través del estado, pero es operado por la 

2    Lo cual se deduce de la no existencia de una guía o protocolo para la Comisión 
Intersecretarial en el que se establezca la ruta a seguir para ser beneficiarios, tal 
como sí lo tiene el Pronapred, por ejemplo.
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autoridad municipal. El segundo es un recurso pensado para que sea 
ejecutado con base en la concertación de intereses entre la federación, 
el estado y el municipio, pero operado por el estado, en beneficio de 
los municipios.

En otras palabras, el Fortaseg es un recurso para el municipio y el 
Pronapred para el estado. Puede ser que en el segundo programa no 
se dé una concertación real, pero el estado tiene la suficiente fuerza 
sobre los municipios para operar, aun cuando estos no estén del todo 
de acuerdo. En esta medida, los anexos técnicos responden priorita-
riamente a intereses del estado.

En los estados existe la Comisión Interinstitucional –réplica de la 
Comisión Intersecretarial–, la cual se creó para generar una sinergia 
entre los actores involucrados, principalmente los alcaldes y el gabi-
nete estatal. El mecanismo es meramente protocolario, como requisito 
para la concertación y el acceso a los recursos.

La teoría de la seguridad ciudadana (Vanderschueren, 1996) men-
ciona que la prevención es inminentemente local y que la mayor auto-
ridad debe tener voluntad para que ésta se dé y, sobre todo, para que 
otros actores, como las iglesias, los empresarios, las universidades y las 
organizaciones de la sociedad civil, se sumen y potencialicen el tra-
bajo. Ante lo anterior, ¿cómo podría un alcalde que no es del mismo 
partido político que el del gobierno del estado ejercer fuerza para que 
se le permita proponer y operar una visión personal diferente a la ins-
titucional en cuanto a la prevención en su ciudad, si parte de esa selec-
ción de ideas, programas y proyectos finalmente es contratada con 
terceros por el gobierno del estado? ¿Cómo puede un alcalde exigir 
determinado cumplimiento de metas y productos a los proveedores 
que no contrató? Y, en este mismo sentido, ¿cómo se pretende fortale-
cer al gobierno municipal para realizar una auténtica prevención 
social de la violencia en su comunidad?

Del recurso y el tiempo

Un tercer elemento indispensable para entender el Pronapred, y en 
cierta medida el Fortaseg, es lo económico. Cada año, la Subsecretaría 
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de Prevención y Participación Ciudadana de la Segob realizó esfuerzos  
para que el dinero que debía administrar pudiera fluir al inicio de cada 
período presupuestal. Sin embargo, en la práctica, el fracaso del 
Pronapred fue, en parte, porque nunca pudo empezar operaciones 
durante los primeros cinco meses del año. Por lo cual, contaba única-
mente con siete meses del calendario, en los mejores casos, para licitar 
o adjudicar contratos, planear, operar, cerrar y reportar impactos, y 
en ocasiones el tiempo se le redujo a sólo tres meses. Lo anterior cobra 
importancia, pues es bien sabido que las intervenciones que pueden 
ayudar a contener y disminuir los factores de riesgo son procesos de 
mediano y largo plazo (Vanderschueren, 1996).

¿Por qué el elemento tiempo es importante? Como ejemplo, por-
que un joven no deja de consumir drogas en siete meses, no se reha-
bilita ni decide emprender una vida libre de drogas en este tiempo, ni 
mucho menos se prepara en ese período para trabajar.

Lograr mediaciones en pandillas y grupos de barrio conlleva 
procesos que implican la generación de confianza con sus pares, la 
cual no se consigue en semanas, sino en meses de trabajo comunita-
rio (González y Alemán, 2016). Transformar patrones de conducta, 
machistas y misóginas, por ejemplo, son procesos reeducativos de 
largo plazo para que los hombres generen otras alternativas de vivir la 
masculinidad y de relacionarse con las mujeres. Las charlas, sensibili-
zaciones, talleres y ferias de servicios son acciones importantes, pero 
no se puede esperar que las personas puedan cambiar su realidad a 
través de ellas.

Por otro lado, el Pronapred atinadamente incorporó un elemento 
de prevención terciaria con jóvenes en reclusión. En este sentido, de 
nuevo viene la pregunta: ¿qué se puede hacer más allá de brindar ser-
vicios de atención con los jóvenes que están en prisión por secuestro, 
extorsión u homicidio? ¿Podrá incidirse en sus vidas en cinco o siete 
meses al grado de conformar una opción distinta a la que su contexto 
les ofreció anteriormente?
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Conclusión

Programas como el Fortaseg y el Pronapred deberían fusionarse en un 
solo programa o residir en la misma unidad administrativa (Subsecretaría 
o Centro) para poder avanzar en la integralidad de la política pública 
de prevención de la violencia y la delincuencia en todos sus niveles, hasta 
la intervención en campo.

Existe una debilidad estructural en los municipios para operar de 
forma transparente los recursos que ejercen, pero también para elaborar 
proyectos que puedan generar impacto con evidencia probada. Por lo 
tanto, se hace indispensable la profesionalización.

En este sentido, retomando el espíritu de los presupuestos base 
cero, una estrategia que podría parecer inusual proponer sería que los 
alcaldes que estén interesados en acceder al recurso del Pronapred,3 y 
de los futuros programas que lo sustituyan, se formen en un seminario 
o clínica intensiva en los temas vinculados a la seguridad ciudadana. 
Una inmersión total al mundo de la prevención, presencial, indelega-
ble, con ciento por ciento de asistencia y sin aparatos celulares u otro 
tipo de distractores. Aunque la formación no implica un cambio en la 
forma de pensar de los alcaldes, de la experiencia recabada en la revi-
sión de estos programas se pudo concluir que quienes estuvieron real-
mente interesados en acceder al recurso estuvieron dispuestos a cubrir 
requisitos básicos como éste. Si fueran los alcaldes quienes tuvieran 
que mostrar avances, pública y sistemáticamente, ante el gobierno 
federal, se verían forzados a entender la prevención, a incorporar en 
su lenguaje la terminología propia del tema y, finalmente, a estar al 
pendiente de las intervenciones de las que sean responsables. 

Los gobiernos estatales, en general, están más profesionalizados 
que los municipales para ejecutar la política pública de prevención. 
Sin embargo, han sido incapaces de estructurar una política pública 
local que permita direccionar los esfuerzos que realizan. En este sentido, 

3    Con los recortes económicos actuales y el reciente cambio de administración 
en el gobierno federal, los recursos del subsidio al Pronapred han sido suspendidos 
indefinidamente, mientras que los recursos para prevención del Fortaseg se han 
mantenido sin grandes variaciones.
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nada garantiza que un programa de gran impacto, que se desarrollará 
durante un año, tenga la posibilidad de continuar en un siguiente 
período. Basta con que el titular o el operador del mismo considere 
que no es bueno el programa para terminarlo.

Por otro lado, un tema que no se aborda en este capítulo, pero es 
indispensable recuperar para futuros trabajos, es la razón de la ausencia 
de los sectores educativo y de salud en el Pronapred. Durante la estrate-
gia Todos Somos Juárez, Reconstruyamos la Ciudad, tanto la Secretaría 
de Salud como la de Educación Pública tuvieron un rol preponderante; 
sin embargo, en los programas analizados en este capítulo no apare-
cieron como actores involucrados.

Del mismo modo en que debería rescatarse el rubro educativo y de 
salud, se debería contemplar también la posibilidad de transversalizar 
la prevención de la violencia, tal como se ha hecho con la perspectiva de 
género o de derechos humanos, mediante los programas nacionales 
dedicados a ambos temas. Reducir los factores de riesgo para la violencia 
debería ser de interés de todas las dependencias en los tres ámbitos de 
gobierno, en especial ya que cuentan con estructuras y programas que 
incorporan la perspectiva de género. Si esta perspectiva tiene como 
principales promotores a los colectivos feministas encargados de su 
promoción, implementación y vigilancia, ¿a cuáles colectivos u organi-
zaciones se puede dirigir la ciudadanía para la prevención social?
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Introducción

Durante las últimas dos décadas, se ha recogido de manera regular la 
opinión de los mexicanos sobre la policía a través de encuestas, y el 
resultado ha sido siempre el mismo: la gran mayoría de los entrevistados 
confía poco o nada en ella. Es un contrasentido, si se supone que, en un 
Estado Democrático de Derecho, la policía sólo puede cumplir adecua-
damente sus funciones si merece el apoyo y la confianza del público.

En términos muy simples, se puede decir que la policía puede servir 
y proteger al ciudadano adecuadamente sólo si éste cree en ella. Se 
tiene registro de documentos que desde hace dos siglos han colocado 
la confianza y el apoyo social en el centro del quehacer policial (princi-
pios de Robert Peel) (Nagle, 2014). Esto no ha cambiado: entre los más 
recientes documentos que incluyen recomendaciones para construir el 
mejor quehacer policial, la confianza social es el primer ingrediente: 
«La confianza entre las instituciones policiales y las personas a las que 
sirven y protegen es esencial en una democracia. Es la clave para la esta-
bilidad en las comunidades, la integridad del Sistema de Justicia Penal, 
la seguridad y el adecuado funcionamiento de la policía» (President’s 
Task Force on 21st Century Policing, 2015, p. 5).
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Es probable que ni un solo presidente de México, gobernador o 
alcalde haya omitido prometer instituciones policiales profesionales 
y confiables. Y, sin duda, es posible encontrar enormes esfuerzos e 
inversiones para cumplir esa oferta. La verdad, sin embargo, es una: 
en dos siglos de historia independiente es casi imposible encontrar en 
el país caso documentado alguno de confianza social mayoritaria 
hacia la policía arraigada al paso del tiempo.

Por el contrario, los estudios empíricos más amplios, cual es el 
caso de la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción de la 
Seguridad (ENVIPE), del Instituto Nacional de Estadística y Geografía 
(Inegi), presentan, luego de cinco aplicaciones anuales, un promedio 
nacional de confianza «poca o muy poca» en la policía equivalente a 
70 por ciento (Inegi, 2016).

El Instituto para la Seguridad y la Democracia (Insyde), un cen-
tro de pensamiento (Think Tank) creado en 2003 para promover el 
derecho humano a la seguridad y proveer a la sociedad y a las ins-
tituciones públicas de las más actualizadas soluciones en materia de 
reforma policial, seguridad ciudadana y justicia penal, ha diseñado a 
lo largo de su historia múltiples instrumentos para analizar y evaluar la 
relación entre las normas y las prácticas de la policía.

En el ámbito superior normativo, encontramos que dos reformas 
a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, una de 
1994 y otra de 2008, incluyeron los siguientes principios de actuación 
policial: legalidad, eficiencia, profesionalismo, honradez, objetividad 
y respeto a los derechos humanos. No obstante, según los múltiples 
diagnósticos a profundidad elaborados por este instituto, las prácticas 
cotidianas del quehacer policial en México se encuentran muy lejos de 
representar a dichos principios.1

El marco teórico y metodológico que el Insyde ha diseñado 
para ayudar a la policía a mejorar se soporta en el siguiente sencillo 

1    Pese a ello, reconocemos que la diversidad de condiciones de maduración 
entre las instituciones policiales a lo largo del país es enorme y, por ejemplo, 
mientras que en algunas policías ya se experimenta con esquemas de trabajo de 
proximidad y tecnologías avanzadas, en otras ni siquiera se ha llegado a plantear 
esta posibilidad.
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concepto de rendición de cuentas: las buenas y malas conductas, así  
como las buenas y malas prácticas, siempre deben tener consecuencias 
y, en todo caso, sin excepción alguna, debe haber aprendizaje ins-
titucional. El caso que se presenta enseguida contribuye al debate 
académico en temas de seguridad y rendición de cuentas, en particu-
lar, para implementar estrategias en países donde la democracia y el 
desarrollo necesariamente convergen en buenas prácticas ciudadanas 
y administrativas de los gobiernos locales. Dado que la Certificación 
Policial Ciudadana (Certipol) tiene estándares internacionales, con-
viene a otros países, sus gobiernos y organizaciones, conocer a fondo 
la primera experiencia en Ciudad Juárez, ya que es replicable en otros 
lugares de la región. El reto de la academia es trasmitir el conoci-
miento de estudios de caso que por sus características es aplicable 
y replicable, para contribuir así a la creación de comunidades más 
seguras en Latinoamérica.

La rendición de cuentas como ausencia constante

La ausencia de mecanismos de rendición de cuentas en la policía ha 
sido caracterizada por el Insyde como «puente roto» entre las normas 
y las prácticas. Es decir, la distancia entre lo que dicen las normas y lo 
que hace la policía cotidianamente. El Insyde lo explica precisamente 
por la debilidad crónica de los mecanismos que deben asegurar las 
consecuencias y el aprendizaje.

Dicho en términos más simples, cuando la policía hace las cosas 
bien, y cuando las hace mal, la propia institución no garantiza el 
reconocimiento o la corrección, según sea el caso, y la experiencia no 
es acumulada ni sistematizada para el autoaprendizaje. Tal escenario 
institucional, a su vez, también hace prácticamente imposible que la 
interacción entre la policía y los ciudadanos produzca conocimiento, 
aprendizaje y mejora.

No existe fórmula única o receta infalible para lograr que la policía 
merezca la confianza y el apoyo social a través del adecuado servicio y 
protección a los ciudadanos. El Insyde forma parte del circuito inter-
nacional especializado en el tema, y sabe bien que en todo el mundo 
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se enfrentan enormes dificultades para lograr ese fin. Por lo mismo, 
promueve la necesaria reconciliación entre la policía y la sociedad en 
México, en el entendido de que, sea cual sea la vía para tratar de con-
seguirla, debe incluir la colaboración sostenida entre ambas partes.

Dicho de otra manera, la mejora policial orientada por los prin-
cipios constitucionales arriba citados es simplemente imposible si el 
trabajo de la policía no está sujeto al escrutinio ciudadano. De hecho, 
en el más fiel de los conceptos de la denominada reforma policial 
democrática, el medio de contraste que permite al final saber si se tiene 
éxito o no es la evaluación ciudadana.

¿Qué es la Certipol?

En el 2007, el Insyde comenzó el diseño de la Certificación Policial 
Ciudadana o Certipol como un modelo de mejora policial que camina 
de la mano con la ciudadanía, y que tiene el potencial de reconstruir 
tanto la institución como la relación entre esa autoridad y la comuni-
dad a la que debe servir. La certificación está inspirada en múltiples 
experiencias nacionales e internacionales que fijan estándares de medi-
ción del desempeño, cuyo cumplimiento es regularmente evaluado 
desde adentro y desde afuera de la propia institución policial.

La Certipol es una iniciativa técnica, autónoma, sin interés par-
tidista, profesional y con enorme potencial para apoyar en la tarea de 
reconciliación entre la policía y las comunidades a las que sirve. En 
particular, su fortaleza reside en el potencial que tiene para mejorar las 
prácticas policiales y en verificar, de manera pública y transparente, 
que la policía hace esfuerzos explícitos para llevar a cabo su trabajo de 
manera profesional. Dicho de otra manera, el proceso no se limita a la 
recolección y análisis de la información, sino que incide directamente 
en la transformación y modernización de los procesos y resultados de 
la institución, buscando mejorar así su gestión y funcionamiento.

Los rubros o apartados que se contemplan en la certificación son:

1) Reclutamiento y selección.
2) Organización y desarrollo profesional.
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3) Responsabilidad policial.
4) Actuación profesional.
5) Infraestructura y equipo.
6) Prevención del delito.
7) Vialidad y tránsito.
8) Investigación del delito.

El total de estándares considerados en la metodología se clasifican 
como «obligatorios», cuando son aplicables a todas las instituciones 
policiales, y «variables», cuando su aplicación depende de las compe-
tencias legales definidas para la institución en particular.

La metodología involucra tres etapas principales:

1) Revisión inicial, a través de la cual se identi"ca la situación de la 
institución respecto al cumplimiento de los estándares que  
le aplican, de acuerdo con las funciones y facultades previstas en la 
normatividad local.

2) Revisiones periódicas, acordadas con la institución, a partir de 
las cuales el equipo técnico brinda acompañamiento y revisa los 
avances respecto a cada uno de los estándares.

3) Evaluación ciudadana, donde un grupo de especialistas y repre-
sentantes locales de distintos sectores sociales (previamente convo-
cado y seleccionado) analiza la situación de la institución policial 
respecto a los estándares de la metodología y ejecuta todos los 
medios de comprobación, incluyendo entrevistas a policías, ins-
pecciones físicas, revisiones documentales y evaluación (exámenes) 
de conocimientos a una muestra estadísticamente representativa 
del estado de fuerza. Es la evaluación ciudadana la que determina 
si la institución policial se hace acreedora, o no, al certi"cado.

La referencia técnica precisa sobre la iniciativa se puede encontrar 
en el portal electrónico del Insyde. Lo que se destaca en este capítulo es 
el sentido más profundo de este modelo: la mejora policial es condu-
cida y a la vez constatada no por la policía mirándose a sí misma, sino 
por la policía y los ciudadanos juntos.
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Sin duda, el Comité Ciudadano de Evaluación fortalece el rol 
ciudadano en la promoción de la mejora policial. Bajo la convicción 
de que el valor de la metodología estriba precisamente en el grado de 
confianza sobre la imparcialidad y competencia de quien evalúa este 
grupo de estándares, el acompañamiento técnico de Insyde promueve la 
participación de este grupo plural y competente de ciudadanos que 
determinan, lejos de cualquier interés particular o partidista, el nivel 
de cumplimiento institucional respecto de los estándares.

El esquema tiene múltiples implicaciones virtuosas, la más impor-
tante de todas es que construye una expectativa razonable de mejora 
estructural donde, según la experiencia histórica reciente de este país, 
la sociedad no la ha tenido. La Certipol hace responsables a la autoridad 
y a la sociedad al mismo tiempo para generar un resultado verificado 
por ambas partes en total transparencia; con ello, se fractura la opacidad 
que ha permitido a la policía refugiarse en su propia crisis, alejada de 
cualquier posible relación constructiva con los ciudadanos.

La premisa «Por ningún motivo regresaremos a los escenarios del pasado»

El Insyde construyó la metodología de la Certipol para aportar en 
cualquier esfuerzo encaminado a la reconciliación entre la policía 
y la sociedad en México. Como se sabe, el Estado Mexicano viene 
realizando sus propios esfuerzos de certificación policial, ninguno de 
los cuales se ha consolidado a la fecha. Desde el origen mismo de su 
concepción, este trabajo del Insyde ha sido pensado como una palanca 
que ayude a crear un ambiente de competencia para la mejora de la 
policía, estimulado por mecanismos diversos, privados y públicos de 
evaluación y certificación del servicio policial.

Previo a la primera experiencia de la aplicación de la Certipol, se 
tuvieron dos aplicaciones concretas: Querétaro y Ciudad Juárez. En 
el primer caso, a pesar de un esfuerzo importante, la verificación del 
cumplimiento de los estándares encontró algunos de ellos no satis-
factorios y, justo en ese momento, concluyó el trienio de gobierno. 
El nuevo gobierno de la ciudad de Querétaro decidió no continuar 
con el proceso.
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Fue en Ciudad Juárez donde se logró por primera vez verificar 
el cumplimiento total de los estándares, sentando así un precedente 
histórico para México y para América Latina. Esto fue posible gra-
cias a la suma de múltiples voluntades y compromisos, así como a la 
apertura institucional. Entre los actores clave detrás del éxito debe-
mos mencionar al Fideicomiso para la Competitividad y Seguridad 
Ciudadana (Ficosec), a la Secretaría de Seguridad Pública Municipal 
y al ya mencionado Comité Ciudadano de Evaluación, integrado por 
especialistas nacionales y representantes de distintos sectores socia-
les locales: académico, empresarial y civil. Para el Insyde, el éxito de 
este proceso sólo fue posible como resultado de una triada virtuosa 
conformada por los siguientes elementos: liderazgo político, que puso 
a la institución en posición de apertura y autocrítica, posibilitando 
así la mejora de fondo; liderazgo técnico, que brindó las herramientas 
y la metodología para instrumentar dicha mejora; y liderazgo social, 
que colocó a representantes independientes al frente de un proceso de 
apoyo, monitoreo, transparencia y rendición de cuentas.

La intervención del Insyde en Ciudad Juárez inició en 2014, 
después de la etapa más compleja de la ciudad, una vez que diversos 
procesos de depuración, modernización en equipamiento y mayores 
controles habían impulsado ya un mejor rendimiento en cada uno de 
los ámbitos del actuar institucional.

A finales de la primera década del siglo XXI, Ciudad Juárez se dio 
a conocer alrededor del mundo como referente de violencia y descom-
posición social, fenómenos que afectaron no sólo a las personas que 
habitaban en la ciudad, sino también a sus instituciones (sociales y de 
gobierno). Para 2010, Juárez había alcanzado su nivel pico en la tasa 
de homicidios: 265 por cada 100 000 habitantes (International Crisis 
Group, 2015). Se había convertido ya en la ciudad más peligrosa del 
planeta. Otros delitos de alto impacto que lastimaban a la localidad 
eran el secuestro, la extorsión o «cobro de piso» y el robo de vehículos 
por asalto a mano armada, conocido como car-jacking.

En esa época, el reconocimiento de que la institución policial munici-
pal vivía la corrupción más penetrante de su historia llevó a un profundo 
proceso de depuración. Se calcula que en esos años el estado de fuerza 
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de la policía municipal pasó de aproximadamente 2 200 policías a 1 600, 
experimentando una reducción de cerca de 27 por ciento de sus agentes. 

Dicho proceso ocurrió de manera paralela a la intervención de los 
militares y la policía federal, primero al estado y después a la ciudad. 
En un principio el ejército y, posteriormente, la policía federal asu-
mieron el mando de la policía municipal.

Sin embargo, la fuerte movilización desarrollada por varias orga-
nizaciones civiles, nacionales e internacionales, cuestionando la parti-
cipación del ejército en labores de seguridad pública, en operativos y 
retenes que, entre otras cosas, implicaron la pérdida de vidas inocentes, 
tuvieron un eco y, a mediados de 2010, se tomó la decisión de iniciar 
un retiro gradual del ejército y, posteriormente, de la policía federal.

Hacia 2011, tras la salida de las fuerzas federales de Ciudad Juárez, 
la policía municipal entró en una fase de recuperación y apropiación de 
una mayor responsabilidad en la reacción y el enfrentamiento directo 
con el crimen organizado. Las principales medidas se distinguieron 
por una mayor facultad de los agentes para usar y cargar sus armas, e 
incluso para conservarlas fuera de sus horarios de servicio.

También se inició una estrategia del reforzamiento de la identidad 
y la cohesión institucional, lo que implicó el fortalecimiento de los 
nuevos liderazgos localizados en los mandos policiales y una mejor 
comunicación de las vías principales (director de seguridad-mandos 
superiores-medios-agentes). Otro proceso asociado a la política opera-
tiva de reacción fue el impulso de acciones de enfrentamiento.

En virtud de ello, en pocos años, la policía municipal de Ciudad 
Juárez pasó de ser un cuerpo desdibujado a uno robustecido en la 
actuación operativa de la reacción y el enfrentamiento, determinante 
para la contención y, posteriormente, la reconstrucción de la seguri-
dad en el municipio.

El proceso de reconstrucción en Juárez no puede explicarse sin 
el análisis de la enorme inversión social desde el gobierno federal, a 
través del programa Todos Somos Juárez, Reconstruyamos la Ciudad, 
así como del surgimiento de nuevos mecanismos de coordinación 
y participación social, particularmente, la Mesa de Seguridad y el 
Ficosec (Cano y Rojido, 2016).
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El modelo de la Mesa de Seguridad logró un nivel tan amplio de 
empoderamiento e incidencia ciudadana en la toma de decisiones de la 
política pública que ha sido replicado en 17 municipios de nueve enti-
dades federativas del país. El esquema financiero del Ficosec también 
se reprodujo en Tamaulipas (Programa para la Convivencia Ciudadana 
[PCC], 2015).

En su primer acercamiento para efectuar el proceso de la Certipol 
en 2014, con los distintos actores locales de Ciudad Juárez, el Insyde 
encontró un entramado institucional propicio para un proyecto de 
fortalecimiento estructural y el arropamiento social de la policía. El 
desafío consistía en ese momento, como hasta ahora, en la construc-
ción de condiciones de sostenibilidad para una verdadera seguridad 
ciudadana. Como se había planteado ya en el mismo Plan Municipal 
de Desarrollo: «Por ningún motivo regresaremos a los escenarios del 
pasado» (Gobierno Municipal de Ciudad Juárez, 2013, p. 43).

Dieciocho meses, números y resultados

El trabajo de la Certipol en Ciudad Juárez comenzó formalmente en 
agosto del 2014, con la esquematización de la dinámica de trabajo 
entre todos los actores involucrados y el establecimiento de los 52 
estándares a cumplir. El mes de noviembre de ese año, el Cabildo del 
municipio autorizó que la Secretaría de Seguridad Pública se sometiera 
a dicho proceso y, tan sólo 18 meses más tarde, después de un proceso 
continuo de acompañamiento técnico y tres revisiones periódicas por 
parte del Insyde, un Comité Ciudadano llevó a cabo una evaluación 
integral, a partir de la cual dictaminó, de forma imparcial y autónoma, 
que la institución policial había acreditado todos los estándares y era 
merecedora del certificado en cuestión, con vigencia de dos años.

El proceso de certificación requirió de la participación de un equipo 
técnico de seis especialistas del Insyde; tres personas del Ficosec dedi-
cadas a tiempo completo, dentro de las instalaciones de la policía; un 
coordinador institucional del proceso y 42 enlaces al interior de la 
Secretaría, así como de 47 instructores encargados de la socialización 
de la información (establecimiento de nuevos procesos o actualización 
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de los anteriores) entre los 2 226 agentes que componían ese año el 
estado de fuerza de la policía municipal.

Además de evidencia documental, la verificación del cumplimiento 
de estándares requirió la revisión de instalaciones y equipamiento, la 
realización de entrevistas a más de una veintena de autoridades y man-
dos de la policía, así como la examinación escrita de conocimientos a 
242 agentes elegidos al azar. Así mismo, requirió el involucramiento 
directo del Cabildo, mismo que discutió y aprobó cambios en el regla-
mento interno, la estructura en roles y responsabilidades, así como la 
creación de nuevas unidades de la policía.

Para orientar este proceso, la policía contó con una guía (manual) 
que le permitió medir de manera objetiva los avances instituciona-
les, muchos de ellos a través de la materialización de proyectos que 
ya se habían imaginado, pero que la certificación ayudó a concretar. 
Muchas otras iniciativas nacieron a partir de la propia certificación 
y permearon al interior de todo el cuerpo policiaco, generando así 
una nueva forma de trabajo y una cultura institucional y organizacio-
nal. Como ejemplos de lo anterior se encuentran los siguientes logros 
específicos por rubro:

Rubro de reclutamiento y selección

1) La construcción de un diagnóstico que permitió identi"car nece-
sidades operativas reales para la determinación de la demanda 
de servicios policiacos. Lo anterior en sustitución de criterios 
generales (como las disposiciones legales y la recomendación 
internacional de cantidad de policías por número de habitantes) 
normalmente utilizados para determinar el total de plazas a 
abrir en un proceso de reclutamiento policial. Dicho diagnós-
tico incorporó la capacidad instalada actual y los recursos presu-
puestales disponibles para la formación de los agentes.

Rubro de organización y desarrollo policial

2) La consolidación de un cuerpo con políticas y procedimientos 
formalmente establecidos, por escrito, a cargo de la promoción 
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y el ascenso de los policías, estableciendo así criterios y linea-
mientos integrales (como antigüedad, trayectoria, capacitación, 
nivel académico y experiencia-evaluación del desempeño), así 
como recursos de revisión y procedimientos para interponer-
los. Lo anterior trajo como resultado que, para la convocatoria 
2016, se triplicara el número de interesados, considerando la 
erradicación de criterios discrecionales de los mandos, como 
sucedía anteriormente.

3) La creación de una Unidad Mixta de Defensa Legal y Atención 
Psicológica para policías y sus familias, encargada de, como su 
nombre lo indica, brindar orientación y defensa legal profesional 
por asuntos penales derivados del quehacer policial, así como 
atención psicológica para los agentes y sus familias.

4) La formalización de un proceso de evaluación del desempeño 
que considera la valoración de metas predeterminadas para los 
policías, vinculadas a resultados institucionales de interés público. 
El proceso, a ser aplicado al menos una vez al año, establece los 
aspectos especí"cos a evaluar y los indicadores para su medi-
ción; el método de evaluación y el procedimiento para aplicarlo; 
la entrega, presentación y publicación de resultados a los policías, y 
los recursos para su revisión.

Rubro de responsabilidad policial 

5) La actualización de procedimientos de la Unidad de Asuntos 
Internos para hacer más e"cientes y transparentes la recep-
ción, el seguimiento, el control y la rendición de cuentas de sus 
investigaciones.

6) La implementación de un proceso para el control del uso de la 
fuerza, mismo que comienza con la obligación, como política ins-
titucional, de que los policías reporten todos los incidentes de este 
tipo en un sistema que registra y canaliza la información, para 
que posteriormente pueda ser utilizada para su análisis y que esto 
conlleve una mejor toma de decisiones en materia de capacitación, 
diseño de políticas y procedimientos, y temas disciplinarios.
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Rubro de actuación profesional

7) La estandarización de lineamientos de todos los procedimientos 
de operación policial a partir del desarrollo, la formalización y la 
difusión del manual básico del policía, mismo que fue aprobado 
por el Cabildo en febrero 2016 y repartido individualmente a 
todos los agentes para su consulta, apropiación y uso durante la 
capacitación. Como parte del proceso de socialización institu-
cional, se convocó a 47 policías para crear el grupo de instructores 
y replicadores de conocimiento.

8) La aplicación de una encuesta de clima ético que permitiría 
conocer la percepción de este ámbito al interior de la institu-
ción y, en su caso, poner a disposición de sus integrantes cursos, 
talleres y asesorías claras para asistirlos en el desempeño ético de 
sus funciones.

Rubro de infraestructura y equipo

9) La veri"cación de utilidad y vigencia de chalecos antibalas; patru-
llas debidamente identi"cadas; armas guarecidas y controladas 
apropiadamente; archivos y expedientes personales resguardados 
y con políticas de manejo y con"dencialidad, así como áreas de 
detención administrativa en condiciones dignas.

10) La creación de un sistema informático que permite la captura, 
el registro y el análisis de eventos de actuación policial para crear 
una base de información cuantitativa, no discrecional, para la 
evaluación del desempeño.

Rubro de prevención

11) El diseño de diagnósticos con enfoque de proximidad social 
para el desarrollo o ajuste de programas preventivos, a partir del 
establecimiento de objetivos y metas con procesos de evaluación 
de resultados y participación ciudadana.

12) La formación avanzada de los policías integrantes de la Unidad 
Especializada en Violencia Doméstica, principal delito en la 
comunidad local, mediante lineamientos técnicos.
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Conclusión

El Insyde lleva 17 años trabajando por el derecho humano a la seguridad 
y la promoción de la reforma democrática de las instituciones poli-
ciales. Para ello, ha desarrollado e implementado, en los lugares 
donde ha sido posible, nuevas herramientas e instrumentos que per-
mitan a las policías modernizarse, (auto)regularse y convertirse en 
referencias de transparencia y rendición de cuentas. Pocos procesos 
han sido tan complejos y a la vez tan satisfactorios como la certifica-
ción de la policía de Ciudad Juárez. La Certipol ha demostrado que 
los procesos de cambio profundo en la policía son posibles cuando la 
voluntad política, el conocimiento técnico y la participación social se 
alinean en beneficio de un interés común: la seguridad ciudadana 
más allá del discurso.

Para el Insyde, la Certipol significa un paso en la misma direc-
ción que otros países identificaron, hace mucho tiempo, como la ruta 
correcta hacia la mejora de la función y del quehacer policial: la tran-
sición de un modelo centrado en el rendimiento individual hacia uno 
que evalúa y perfecciona el desempeño institucional.

En otras palabras, un modelo que entiende que las conductas 
individuales son el resultado de los vacíos, incentivos y/o contraincen-
tivos que se construyen desde la dinámica y cultura organizacional 
y que, por ende, de muy poco sirve la fiscalización y contención de 
las conductas personales si, de manera paralela, no se implementan 
también procesos de detección, control, corrección y aprendizaje a 
nivel institucional.

Desde luego que ni la certificación promovida por el Insyde ni 
cualquier otra norma o plan de reforma tienen el potencial de asegu-
rar que las instituciones policiales dejan atrás todos sus problemas. La 
Certipol confirma que la policía cuenta con las herramientas adecua-
das para mejorar y controlar su desempeño, pero no puede garantizar 
por sí misma que todas ellas se utilizan como el estándar lo ordena. 
Puesto de otra manera, la Certipol crea el marco de referencia ade-
cuado, inspirado en las mejores prácticas internacionales, pero no asegura 
su uso correcto. En tal sentido, su compromiso consiste en velar por 
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que la institución cuente y cumpla con los procesos adecuados para 
responsabilizarse y hacerse cargo de sancionar, reparar y prevenir 
cualquier daño que resulte de hechos o conductas individuales ina-
propiadas (Insyde, 2016). Por eso, el Insyde promueve, junto con 
algunos de los actores mencionados, nuevas iniciativas para confir-
mar un proceso permanente de evaluación externa sobre la policía, 
de manera que se impida la reversión de las mejoras provocadas por 
la Certipol.

Son varios municipios y estados los que están valorando sumarse 
a la metodología de esta certificación. Además, el Insyde ha estado 
recibiendo mensajes de actores públicos y privados diversos que solici-
tan información sobre la iniciativa y ofrecen apoyo a la misma. Siendo 
así, existe la esperanza fundada de que la Certipol se consolidará entre 
las más destacadas prácticas para la mejora policial y la reconciliación 
de la policía y la sociedad.

México no puede dejar pasar más tiempo sin que sus instituciones 
policiales sean puestas a consideración de la más útil y necesaria de 
todas las pruebas: el escrutinio público. El caso descrito sobre la certi-
ficación es un ejemplo de apertura institucional a los ciudadanos. 
Este ejercicio se repitió satisfactoriamente en 2019, por lo que, con la 
recertificación, Ciudad Juárez continúa a la vanguardia. No sobra 
decir que actualmente gobierna una planilla de origen independiente 
de los partidos políticos en el municipio, mientras que la primera cer-
tificación al ayuntamiento se realizó cuando ocupaba la administra-
ción municipal un partido político. La legitimidad y la eficiencia de 
la policía depende, antes que nada, de su capacidad para cumplir su 
promesa de rendir cuentas a la sociedad que ha prometido servir y 
proteger bajo contextos democráticos. En Ciudad Juárez se ha demos-
trado que sí es posible superar los cambios que conlleva el ciclo electoral 
en lo local. Ahora será clave continuar observando la ciudadanización 
de los gobiernos locales.
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Apertura institucional de la Procuración Penitenciaria  
de Argentina que contribuye a crear comunidades  

más seguras

Maximiliano Andrés Sheehan

Introducción 

La transparencia y el control público se han vinculado tradicionalmente 
a una forma de garantizar el buen funcionamiento de los órganos de 
justicia, apoyándose principalmente en un mejor acceso a la justicia y a 
la información generada para beneficio del público en general.

Si bien ambos conceptos son novedosos, existen algunos pendien-
tes al respecto en relación con la apertura institucional, ya que las 
instituciones intentan aplicar los tres principios de gobierno abierto: 
transparencia, participación ciudadana y colaboración, pero termi-
nan trabajando principalmente sólo en el ámbito de la transparencia, 
dejando de lado las acciones relacionadas con los conceptos de colabo-
ración y participación, así como el uso de las nuevas tecnologías.

Por ello, el presente capítulo se propone, desde una perspectiva de 
la apertura institucional, aportar una revisión a la situación oscura y 
grave de los espacios de encierro de centros penitenciarios, conocidos 
más por los maltratos, los traslados intempestivos, la aplicación de 
sanciones arbitrarias altamente lesivas, el difícil acceso a la educación, 
los regímenes de aislamiento permanente, la desatención y la falta de 
información que viven los reclusos y en particular los colectivos sobre 
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vulnerados –jóvenes, extranjeros, mujeres, personas con discapacidad, 
entre otros–.

Existe un gran desafío al abordar estas problemáticas desde la 
perspectiva de gobierno abierto. Por ello, nos valemos, entre otros 
elementos, de compartir la experiencia que se generó con un plan de 
acción encaminado especialmente a utilizar de manera intensiva las 
nuevas tecnologías, atravesadas por los principios de la mencionada 
perspectiva: transparencia, participación y colaboración.

Transformados en instrumentos, estos principios representan, 
para las personas privadas de su libertad, la oportunidad de tener un 
mejor acceso a derechos como la educación, la justicia, la salud, el 
mantenimiento de los vínculos familiares, el trabajo y los bienes cul-
turales, de los cuales los reclusos son formalmente titulares, aunque 
en la práctica no puedan acceder a ellos debido a la propia estructura 
y dinámica carcelaria, así como a la mediación represiva de las fuerzas 
de seguridad encargadas de su custodia y/o al carácter cerrado de las 
agencias públicas y, principalmente, de la justicia a cargo de la ejecu-
ción de la pena.

En este capítulo se analizan las características de la ley de eje-
cución penal argentina, tomando como referentes los antecedentes 
prácticos de gobierno abierto en el mundo. Así mismo, se aborda 
la problemática de cómo la justicia define las acciones en el trata-
miento de los privados de libertad. Al ser positivas, éstas tendrían una 
repercusión directa en su situación y, sobre todo, en su reinserción, 
logrando con ello −como primer resultado− una baja en la reincidencia 
delictiva, lo que contribuiría indirectamente con la construcción de 
comunidades más seguras.

En una primera parte de este análisis, se puede deducir, de manera 
preliminar y a grandes trazos, que las normas de los tres países que 
comparamos regulan y comparten casi todos los temas que contiene 
la ley de ejecución penal. Lo mismo se puede decir de las obligaciones 
y derechos de las personas privadas de libertad, ya sea en su carácter 
de «procesados» y/o «condenados». En una situación bastante similar, 
aunque con diferencias quizá más marcadas –debido a los diversos 
sistemas político-administrativos de cada país–, se podría aseverar lo 
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mismo respecto de la administración penitenciaria, los procedimientos 
y sistemas que se aplican en los distintos establecimientos.

Lo anterior no significa que cada uno de los sistemas normativos 
legisla y regula de manera similar los derechos y las obligaciones de 
las personas privadas de libertad. Se observan casos en que la norma 
de un país los trata con mayor profundidad e intensidad, mientras 
que la norma de otro país los describe brevemente, o simplemente los 
enumera o enuncia.

Se puede traer a modo de ejemplo el tratamiento específico que 
le da a la «educación» –en cuanto a extensión, variedad de la oferta 
educativa, obligatoriedad, documentación y certificados, etc.– la ley 
argentina 24.660: ley de ejecución de la pena privativa de la libertad, 
en su capítulo VIII-Educación (del art. 133 al 142), en comparación 
con el tratamiento más acotado que le dan los artículos 32 y 59 del 
párrafo 8.º: «Del derecho a la educación», del decreto 518 chileno 
que aprueba el «reglamento de establecimientos penitenciarios». O la 
profundidad con que la ley argentina regula al «trabajo» en el capí-
tulo VII-Trabajo (del art. 106 al 132), donde, entre otras cosas, se 
ocupa de la remuneración, así como de los accidentes de trabajo y las 
enfermedades profesionales, en contraste con la citada norma chilena, 
cuyo párrafo 9.º: «De la capacitación y el trabajo penitenciario» fue 
derogado por decreto 943 (JUSTICIA art. 94 a) D.O. 14.05.2011 
(arts. 60 al 71 y 94).

Se debe mencionar que lo manifestado en el párrafo anterior no 
significa que se vierta una opinión sobre la funcionalidad y eficacia de 
las referidas regulaciones, pues se reconoce que, para llegar a una con-
clusión específica al respecto, habría que analizar toda la legislación 
complementaria de estas normas, a la par de los datos concretos que 
arroje la realidad penitenciaria.

Por último, es importante señalar que, en la perspectiva compa-
rada que se sostiene en este texto, se contemplan las diferentes técnicas 
legislativas que utilizan los países en estudio para abordar una misma 
problemática, lo que dificulta la tarea de comparación.
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Nota metodológica

Varios puntos deben destacarse. El primero de ellos es que el uso de 
la técnica alternativa basada en la narrativa en este estudio permitió 
comprender la importancia de formular una agenda y elaborar una 
narrativa a favor de los presos o ciudadanos privados de libertad 
(García-Huidobro, 2016). Otro más es el reconocimiento de los retos 
que se tuvieron para rendir cuentas desde la Procuración Penitenciaria 
de la Nación (PPN) de la Argentina y lograr hacer visibles las problemá-
ticas de los presos para que éstos pudieran tener mejores condiciones y 
acceso a sus derechos. Es por ello, que se observa el rol de la PPN (como 
si fuera un estudio de caso) en la realización de dos compromisos en 
concreto del plan de acción de gobierno abierto. Al respecto, se uti-
liza, en parte, el análisis de contenido del tercer plan de acción de la 
Argentina 2017-2019.

El capítulo se propone describir ese proceso, no así las problemáti-
cas observadas. De esta manera, lo que se pierde en profundidad del 
análisis de los problemas, se gana con el rescate de la experiencia del pro-
ceso de creación de los compromisos que pusieron a la vista de todos los 
derechos de los ciudadanos privados de su libertad.

¿Qué es la agenda de gobierno abierto?

La agenda de gobierno abierto es un listado de temas y problemas que 
merecen atención del gobierno y la apertura institucional de la infor-
mación en manos del gobierno de la Argentina. Este tipo de agenda se 
ha ido moviendo desde aspectos de carácter tecnológico, y en algunos 
casos procedimental (leyes de acceso a información pública y protec-
ción de datos personales, y declaraciones de patrimonio e intereses, 
por ejemplo), hasta la idea de garantizar el pleno ejercicio de derechos 
como elemento constitutivo de un sistema democrático. Gobierno 
abierto se define de múltiples maneras, se cita la siguiente:

se define gobierno abierto como un conjunto de instituciones 
democráticas basadas en un pluralismo razonable y la inclusión 
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ciudadana, que se organizan en el marco de un Estado de derecho 
que reconoce la apertura como un valor político e inherente a un 
espacio público relacional, que utiliza los instrumentos tecnológicos 
como medio en la consecución de otros valores, como son la justicia, 
la comunicación, la eficiencia y la colaboración. Tales institucio-
nes que fomentan esos valores son la transparencia, acceso a la 
información pública, rendición de cuentas y la participación cívica 
(Valenzuela, 2013, p. 140).

Por su parte, la Carta iberoamericana de gobierno abierto, del 
Centro Latinoamericano de Administración (CLAD), lo define en los 
siguientes términos:

se entenderá el gobierno abierto como el conjunto de mecanismos y 
estrategias que contribuye a la gobernanza pública y al buen gobierno, 
basado en los pilares de la transparencia, participación ciudadana, 
rendición de cuentas, colaboración e innovación, centrando e inclu-
yendo a la ciudadanía en el proceso de toma de decisiones, así 
como en la formulación e implementación de políticas públicas, 
para fortalecer la democracia, la legitimidad de la acción pública y 
el bienestar colectivo (XVII Conferencia Iberoamericana de Ministras 
y Ministros de Administración Pública y Reforma del Estado, 
2016, p. 5).

Desde esta mirada, el gobierno abierto surge como un nuevo para-
digma y modelo de relación entre los gobernantes, las administracio-
nes y la sociedad, que resulta ser más transparente, multidireccional, 
colaborativo y orientado a la participación de los ciudadanos, tanto en 
el seguimiento como en la toma de decisiones públicas, a partir de 
cuya plataforma o espacio de acción es posible catalizar, articular y 
crear valor público desde y más allá de las fronteras de las burocracias 
estatales (Ramírez-Alujas, 2011).

Desde esta perspectiva, y en el ámbito del Poder Judicial, ello 
reviste una oportunidad y un desafío enorme, que no sólo pasa por 
superar el statu quo en el campo de la tradicional forma de hacer  
las cosas en los temas de gestión del sistema judicial –que incluye la 
Corte Suprema, los tribunales, las fiscalías, las defensorías, el sistema 
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penitenciario, entre otros–; sino que también pasa por el cambio de 
contexto institucional de cada país, que recupera la noción de los 
valores que sustentan el trabajo en el día a día. Al mismo tiempo, 
esta provisión de servicios públicos guarda relación con cada rea-
lidad nacional y con la posibilidad de garantizar el ejercicio y goce 
de derechos, deberes y obligaciones consagrados, en general, en la 
Constitución de cada país.

En la segunda década del siglo XXI, se ha posicionado un intere-
sante debate sobre cómo lograr configurar una noción de gobierno 
abierto adaptada a nuestra realidad latinoamericana. De ella se des-
prende la noción de Estado abierto, término acuñado por Ozlak 
(2013), que supone

Adecuar el marco conceptual y normativo relativo a gobierno 
abierto en los tres poderes y órdenes de gobierno, adecuando los prin-
cipios de transparencia, participación y colaboración con las particu-
laridades del tejido institucional y jurídico iberoamericano, y al 
contexto de los países de la región. Dada la coyuntura dinámica y 
en permanente cambio, gracias a la institucionalidad regional y al 
avance compartido de diversos instrumentos normativos en la región, 
el caso de la progresiva y creciente aprobación y entrada en vigen-
cia de leyes de transparencia y acceso a información pública de 
países del cono sur, hace necesario la construcción de una mirada 
compartida y común, que sirva de contrapunto regional para las 
iniciativas o estrategias que se llevan a cabo en otras partes del mundo. 
Por otra parte, reiterar y reforzar el argumento de que las políticas, 
planes, estrategias e iniciativas de gobierno abierto no pueden (ni 
deben) reducirse al espacio de promover el uso de herramientas 
digitales y plataformas tecnológicas, a considerarle como una exten-
sión natural o estado de evolución mayor sobre gobierno electrónico 
o, finalmente, a datos abiertos y creación de portales Web. La tecno-
logía es un medio que habilita las políticas de gobierno abierto, no son 
un fin (XVII Conferencia Iberoamericana de Ministras y Ministros de 
Administración Pública y Reforma del Estado, 2016, s. p.).

Al respecto, cobra sentido articular los incipientes esfuerzos que 
existen en la región para promover los principios del gobierno abierto 
en el Poder Judicial y más allá de éste.
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Es así como empiezan a aparecer diversas iniciativas relacionadas 
con este camino, dentro de las cuales destacan algunas de la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación en Argentina, como el portal de 
gobierno abierto que, como parte de una política de Estado, apunta 
a alentar la participación ciudadana en la administración de justicia. 
Así, a través del Internet, se promueve la transparencia de los actos  
de gobierno y se intensifica el trabajo que realiza la Corte en materia de 
difusión y acceso a la información. Lo anterior ha implicado, al menos, 
cuatro aspectos relevantes para operacionalizar la noción de gobierno 
abierto en el ámbito de la justicia: a) información pública y al alcance 
de las personas; b) transparencia en los actos de gobierno; c) acceso a 
la justicia como valor fundamental para mejorar los servicios judiciales 
y relacionados, y d) la participación ciudadana (PPN, 2014).

Compromisos del tercer plan de acción de gobierno abierto  
de la Argentina

Dentro del proceso de elaboración del tercer plan de acción de gobierno 
abierto en la Argentina 2017-2019, se concretaron dos compromisos en 
la esfera de la responsabilidad directa de la PPN:

Compromiso 16: Publicación de recomendaciones de auditoría en 
cárceles argentinas. De acuerdo con el plan de acción de gobierno 
abierto, el objetivo es: «Promover la rendición de cuentas de la 
Procuración Penitenciaria de la Nación (PPN) y el involucramiento de 
la sociedad civil en el seguimiento de las recomendaciones que realiza 
el organismo sobre la vulneración de derechos de las personas privadas 
de libertad» (Alianza para el Gobierno Abierto, 2017, p. 106).

Compromiso 32: Laboratorio de innovación para organismos 
garantes de derechos y de control externo. De acuerdo con el plan 
de acción de gobierno abierto, el objetivo es: «Generar sinergia 
entre la Defensoría del Pueblo de la Nación (DPN) y la Procuración 
Penitenciaria de la Nación (PPN) y con la sociedad civil para mejorar 
el impacto y la legitimidad del trabajo de los organismos de control» 
(Alianza para el Gobierno Abierto, 2017, p. 158).
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El rol de la Procuración Penitenciaria de la Nación en el plan de acción

La PPN tiene como objetivo fundamental proteger los derechos huma-
nos de las personas privadas de libertad en jurisdicción federal, tanto 
en cárceles como en comisarías, alcaldías y cualquier tipo de locales en 
donde se encuentren personas privadas de libertad.

Si se sigue el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (PIDESC), las personas privadas de la libertad no 
se hallan excluidas del acceso a los derechos. Consecuentemente, el 
derecho a toda persona a la educación (art. 13.1), al trabajo y al goce 
de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias (arts. 6 y 7), así 
como el derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud física 
y mental (art. 12), a la seguridad social (art. 9), a la protección de la 
familia (art. 10) y a la alimentación (art. 11) deben ser garantizados 
también a las personas en situación de encarcelamiento. Sin embargo, 
en otros países de la región latinoamericana, las personas privadas de 
su libertad tienen restringidos algunos o todos sus derechos.

Con el fin de proteger estos derechos, la PPN ha impulsado una 
serie de proyectos, entre los que destaca el establecimiento de un pro-
tocolo de actuación para la investigación de los casos de tortura y 
malos tratos que llegan a su conocimiento, el cual detalla el proce-
dimiento para la investigación y documentación de casos de tortura, 
tratos crueles o degradantes, entre otros, que sean determinados con 
base en los principios y criterios del Protocolo de Estambul.

Otro de los proyectos de la PPN gira en torno a los fallecimientos 
en cárceles federales, problemática que ha sido reconocida por dicho 
organismo como una de sus líneas de intervención prioritarias. De 
esta forma, mediante sucesivas resoluciones, la PPN ha asegurado su 
actuación ante las muertes ocurridas bajo la custodia del Servicio 
Penitenciario Federal.

Así mismo, la PPN ha desarrollado proyectos relativos a colectivos 
vulnerables, al aislamiento, a las acciones colectivas y a los casos tes-
tigos, entre otros ejes temáticos, que son descritos en un informe que 
año con año este organismo presenta ante el Congreso de la Nación 
Argentina. Es a partir de la revisión de las acciones del proyecto de 
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gobierno abierto de la PPN y de las normatividades que se construye el 
caso del presente estudio.

El diagnóstico de la situación

Las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, que sigue la PPN, 
establecen que la prisión debe tener por finalidad y justificación prote-
ger a la sociedad contra el crimen. En ellas se aclara que sólo se alcanzará 
este fin «si se aprovecha el período de privación de libertad para lograr, 
en lo posible, que el delincuente una vez liberado no solamente quiera 
respetar la ley y proveer a sus necesidades, sino también que sea capaz de 
hacerlo» (Organización de las Naciones Unidas [ONU], 1955, regla 58).

A su vez, en dichas reglas se indica que el régimen penitenciario 
debe emplear «todos los medios curativos, educativos, morales, espiri-
tuales y de otra naturaleza, y todas las formas de asistencia de que 
puede disponer» (ONU, 1955, regla 59), resultando fundamental 
«reducir las diferencias que puedan existir entre la vida en prisión y la 
vida libre» (ONU, 1955, regla 60). De esta manera, el tratamiento no 
debe acrecentar «la exclusión de los reclusos de la sociedad, sino, por 
el contrario, [recalcar] el hecho de que continúan formando parte de 
ella» (ONU, 1955, regla 61).

En la misma línea, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos (PIDCP) (ONU, 1966) establece que el «régimen penitenciario  
consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial será la reforma y la  
readaptación social de los penados» (art. 10.3), mientras que la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH, 2008) dispone que las 
penas «tendrán como finalidad esencial la reforma, la readaptación 
social y la rehabilitación personal de los condenados» (s. p.).

Esos objetivos, reproducidos y ampliados por el derecho interno 
de los países de América Latina, suponen que el individuo actualmente 
condenado debe ser visto esencialmente como un «futuro liberado». 
En decir, como un sujeto que habrá de regresar a la sociedad en cuya 
defensa fue encarcelado, ya sea como un riesgo o como un benefactor, 
dependiendo –en importante medida– del «tratamiento» que el Estado 
le haya ofrecido durante su permanencia en la cárcel.
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Sin embargo, persiste el problema de la exclusión social, econó-
mica y cultural que sufren los ciudadanos en condición de cárcel y la 
imposibilidad de su reinserción al recuperar la libertad, lo que coloca 
a esta línea en un especial foco de atención, sobre todo ante la grave 
situación alimenticia y sanitaria que atraviesa estos espacios de encie-
rro, los maltratos a los familiares en el marco de las visitas, los trasla-
dos intempestivos e infundados, la aplicación de sanciones arbitrarias 
altamente lesivas, los regímenes de aislamiento permanente y la desa-
tención de los colectivos sobre vulnerados.

En el marco de los logros alcanzados en materia de derechos 
humanos existen todavía considerables motivos de preocupación en lo 
referente a este colectivo de personas privadas de su libertad, por ser 
uno de los núcleos sociales más sensibles. Dicho problema no ha sido 
abordado desde una perspectiva que implique el uso de las nuevas 
tecnologías como un camino alternativo a posibles soluciones.

Plan de acción de gobierno abierto en Argentina

El plan de acción de gobierno abierto de la República de la Argentina se 
construyó mediante un proceso participativo de la ciudadanía y, actual-
mente, es una vía para garantizar a los privados de su libertad el ejercicio 
de los derechos antes anotados. Por el lado de los compromisos en 
transparencia y acceso a la información pública, la Argentina se com-
prometió desde 2013 (y lo refrendó en 2017) a la creación de un portal 
de datos públicos, a la elaboración de un manual de buenas prácticas de 
gobierno abierto, al lanzamiento de un nuevo portal de trámites, a la 
realización de un mapa del Estado y a la presentación de un compendio 
de leyes tendientes a democratizar, entre otras cosas, la justicia.

A su vez, con respecto a la participación ciudadana, se compro-
metió a la federalización de los grupos de trabajo de la agenda digital, 
al impulso de un evento nacional de gobierno abierto, a la realización 
de un hackatón de datos públicos y al fomento de los mecanismos de 
participación previstos en el decreto 1172/03, entre otros puntos.

Con base en lo descrito anteriormente, es posible reconocer la 
utilización de las tecnologías de la información y la comunicación 
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(TIC), con un enfoque de gobierno abierto, como vehículo para que 
las personas privadas de su libertad accedan a sus derechos, muchas 
veces vulnerados. 

La gestión pública de las prisiones y la administración del tra-
tamiento penitenciario en nuestra región oscilan entre dos modelos 
polares. Por un lado, la continuidad del militarismo heredado de la 
etapa autoritaria, presente en muchas fuerzas de seguridad, en las 
cuales la democratización penetró en escasa medida, lo que lleva a 
reproducir los lugares de encierro con un enfoque de guerra interna 
y, por tanto, a violaciones sistemáticas de los derechos humanos, que 
sólo generan en los reclusos exclusión y resentimiento. Por el otro, el 
Estado –impotente o cómplice– entrega el gobierno de las prisiones 
a los propios internos, para que estos las gestionen como verdaderas 
escuelas de la delincuencia, como bases de apoyo y conducción de 
toda clase de empresas criminales.

Entre ambos extremos, encontramos todo tipo de configuracio-
nes intermedias que representan distintos modos de equilibrio entre 
estructuras estatales impotentes, fallidas y corruptas; y un vertica-
lismo anacrónico e impracticable de cara a una sociedad que exige 
–incluso en el interior de las cárceles– funcionarios públicos respon-
sables y apegados a la ley.

Contexto estratégico de la Procuración Penitenciaria de la Nación

El primer paso necesario en la consolidación de los principios del 
gobierno abierto anteriormente descritos es la identificación de los 
actores clave en el proceso de la toma de decisiones en el ámbito de la eje-
cución de la pena, con el agregado de todo el colectivo pasible de estas 
decisiones: organizaciones no gubernamentales (ONG), defensorías, 
familiares de detenidos, Patronato de Liberados, Poder Judicial, PPN, en 
suma, distintas organizaciones que activen la participación en el tema.

Un segundo paso fundamental en relación con estos principios será la 
voluntad política, desde el más alto nivel gubernamental, para imponer 
las nuevas reglas de juego, que transparenten la relación gobierno-ciuda-
danía, apoyándose provisoriamente en las nuevas tecnologías que faciliten 

ComunidadesSeguras_Interiores IMPRENTA 180121.indd   177ComunidadesSeguras_Interiores IMPRENTA 180121.indd   177 1/18/21   4:03 PM1/18/21   4:03 PM



178

Maximiliano Andrés Sheehan

esa interacción. Al respecto, Oscar Ozlak (2013) afirma que «los fun-
cionarios políticos y los administradores permanentes deben mos-
trarse dispuestos a funcionar sobre estas nuevas reglas, en un grado de 
determinación que rompa con estructuras y mecanismos decisorios 
ancestrales que por distintas razones estarían poco dispuestos a modificar» 
(p. 4). En esa línea se generó una estrategia de trabajo.

El último paso por considerar, y tal vez el más difícil, es la necesidad 
de avanzar en una visión franca y sincera del agotamiento del sistema 
carcelario actual, que incluya la construcción de un plan de acción de 
gobierno abierto para rescatar las cárceles.

Estos tres pasos resumen la serie de acciones estratégicas para un 
plan de gobierno abierto:

1) Diseñar y desarrollar procesos de apertura de información. Sólo 
enfocándose, por un lado, en la gestión misma del Servicio 
Penitenciario y, por el otro, en el real acceso a la información por 
parte de los ciudadanos privados de libertad, será posible que 
las ONG, los organismos de control, el sector privado y demás 
actores relacionados con el tema, a través del uso de las nuevas 
tecnologías, recolecten información actualizada de la realidad 
carcelaria, facilitando así la detección de los casos en que se vul-
neren los derechos.

2) Establecer los canales necesarios para garantizar la participación 
de los ciudadanos privados de la libertad, de las ONG, de los orga-
nismos de control, del sector privado y demás actores. Para ello, 
es necesario generar las condiciones de accesibilidad para todos 
ellos. De lograrse, el detenido podrá continuar tras los muros su vida 
social, económica y cultural.

3) Elaborar un compendio de normas y mecanismos de intervención 
de acuerdo con los tiempos que corren, donde se priorice la 
rendición pública ante la sociedad. Esto será posible a través de 
un proceso horizontal y colaborativo en donde se integren todos 
los actores pertinentes con el "n de garantizar el involucramiento 
de la sociedad en el proceso de toma de decisiones de los funcio-
narios públicos.
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¿Cómo resolver el problema? Descripción y análisis de la estrategia

Para resolver el problema de la exclusión social, económica y cultural 
que sufren los ciudadanos privados de libertad, así como la imposibi-
lidad de su reinserción al recuperarla, el gobierno abierto ha empleado 
una serie de herramientas que se enmarcan dentro de una estrategia 
que permite señalar la posibilidad de innovar con sentido social. Esto 
también puede observarse en proyectos similares en el marco de los 
derechos fundamentales de las personas privadas de libertad, princi-
palmente a través de búsquedas en medios electrónicos, de la visita a 
portales exclusivos que transparentan la presente temática o del aná-
lisis de los distintos planes de acción en la Alianza para el Gobierno 
Abierto; o bien, mediante el envío de consultas (desde el PPN) a los 
funcionarios de gobierno abierto en Chile y Uruguay, o a represen-
tantes del Banco Mundial (BM) y otros organismos que investigan o 
promueven experiencias en situaciones de encierro –no hemos podido 
corroborar que existan antecedentes en toda Latinoamérica sobre la 
problemática abordada–.

Herramientas y recursos de gobierno abierto

Introducir nuevas tecnologías en el tema que aquí se trata −y que 
constituye una problemática de larga data− representa una propuesta 
innovadora −con un enfoque no utilizado hasta el momento− que nos 
acerca a una solución efectiva.

Entre el abanico de posibilidades que nos permite el uso de las 
nuevas tecnologías, hemos evaluado diferentes alternativas y optado 
por las más clásicas por ser, como se ha dicho antes, la primera vez 
que se utilizan en el ámbito que nos ocupa.

En primer lugar, evaluamos la posibilidad de diseñar y desarrollar 
un portal web 2.0 de carácter informativo y de acceso libre, para que 
tanto los ciudadanos privados de libertad como la ciudadanía en 
general, el propio Servicio Penitenciario, las ONG, los organismos de 
control, el sector privado y demás actores pertinentes puedan disponer, 
en tiempo real, del conjunto de datos y, en general, de la información 
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liberada y referida al funcionamiento del sistema carcelario. Este 
canal no solamente haría valer el derecho a la información de todos, 
sino que permitiría elaborar estrategias y desarrollar acciones a partir 
de diagnósticos certeros y realidades mesuradas y conocidas, mejo-
rando notablemente la obtención de resultados de acuerdo con las 
realidades y los objetivos propuestos.

Dentro de esta propuesta se incluye un espacio dirigido a quienes 
se encuentran privados de libertad, donde no sólo tendrán acceso a la 
información, sino que también contarán con la posibilidad de auto-
gestionar distintos servicios y derechos propios de la vida en prisión.

Todo lo contemplado en el sitio web deberá estar desarrollado de 
manera tal que cada evento sea exportable a una base de datos para 
poder cumplir con los principios universales que exige la doctrina de 
datos abierto (open data). El portal sería diseñado considerando que la 
visibilización de los distintos fenómenos en situación de encierro aleja 
la posibilidad de impunidad en el manejo de los establecimientos peni-
tenciarios, uno de los principales factores de agravamiento en las con-
diciones y la transgresión de los derechos de los colectivos vulnerables.

Para este desarrollo, en una primera etapa sugerimos realizar foros 
abiertos y focus groups donde participen todos los actores relacionados al 
tema, a fin de garantizar que el producto final contendrá sus puntos 
de vista, considerando las opiniones de los grupos vulnerables, que 
hasta ahora difícilmente han sido escuchados al respecto. El portal 
también debe permitir que el ciudadano privado de libertad ejerza su  
derecho a la comunicación, mejorando así su contacto familiar y social. 
Los distintos recursos que facilitan la concreción de este objetivo serán 
descritos más adelante.

Por otra parte, consideramos la necesidad de un presupuesto par-
ticipativo como herramienta que permita el involucramiento de los 
privados de la libertad en la gestión del establecimiento penitenciario 
y, al mismo tiempo, brinde la posibilidad de una canalización real de 
las dificultades diarias y una concientización de la distribución de los 
esfuerzos en la gestión cotidiana.

Finalmente, cabe destacar que el portal permitirá que los ciudadanos 
privados de libertad participen en actividades culturales y programas 
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educativos, así como también accedan a videos y a actividades labora-
les a través del teletrabajo.

De esta manera, no solamente se estaría brindando a los ciuda-
danos privados de libertad un medio para acceder a sus derechos 
vigentes, sino que también se estaría generando un dispositivo de 
reinserción, a partir del aprendizaje de las herramientas tecnológicas. 
Es decir, no estamos refiriéndonos sólo a la posibilidad de acceso de 
los individuos, sino a una comprensión integradora, reparando así 
una falencia anterior en la que la sociedad y el Estado mantuvieron al 
colectivo vulnerable.

Estrategia operativa

Para la puesta en marcha de la estrategia se realizó una concientización 
sobre los derechos de las personas privadas de la libertad, en primer 
lugar dirigida a los propios individuos privados de su libertad, a sus 
familiares y al personal del Servicio Penitenciario, pero también a la 
ciudadanía en general. Esto dado que se trata de una apuesta por un 
modo distinto de gestionar y acceder a las oportunidades de resociali-
zación, el cual pone el énfasis en la responsabilidad de los condenados, 
a quienes compete su aprovechamiento y desarrollo.

Es muy importante destacar la necesidad de aprovechar el período 
de privación de libertad para que el ciudadano −que ha cometido 
un delito y tiene que cumplir una pena− pueda acceder a distintos 
mecanismos donde se logre visualizar a sí mismo como un «futuro 
liberado», y donde se genere una posibilidad real de reinserción al 
momento de su retorno a la sociedad como ciudadano libre.

Recalcamos nuevamente la importancia, a la hora de la imple-
mentación de esta estrategia, de que los distintos actores estén invo-
lucrados en forma participativa. Es imprescindible para lograr un 
impacto positivo en la vida intramuros que el Servicio Penitenciario, 
la ciudadanía, los órganos de control, el sector privado y demás actores 
participen activamente en este proceso.
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Recursos necesarios y suficientes

Para la implementación de esta propuesta, se garantiza al privado de 
libertad el acceso a una computadora con conectividad y demás herra-
mientas que le permitan ampliar y ejercer en plenitud sus derechos.

Como se describió anteriormente, establecimos dos ejes principales 
de desarrollo. Por un lado, sacar del ostracismo a la gestión misma del 
Servicio Penitenciario y, por el otro, generar nuevos canales que se 
presenten como una alternativa válida para la reintegración del privado 
de libertad y el acceso a sus derechos vigentes.

En relación con ello, es que expondremos ciertos ejemplos de lo 
que puede aportar la propuesta sostenida en este capítulo, los cuales 
salieron a la luz en el proceso de diseño y consulta.

Por un lado, la promoción de la apertura de los procesos licitatorios, 
de los mecanismos de intervención dentro de los establecimientos peni-
tenciarios, de los procesos decisorios, de los mecanismos de visita y de 
la concesión de las cantinas dentro de los establecimientos, así como la 
publicación de los precios de las cantinas intramuros, etcétera.

Con respecto a la alimentación, la publicación de los valores calóri-
cos de los menús que les son suministrados a los ciudadanos privados 
de libertad, así como también el menú diario que será distribuido en  
los distintos establecimientos, lo que permitiría, por un lado, conocer 
la dieta suministrada y, por el otro, poder controlar su entrega. Así 
mismo, informar los menús especiales de acuerdo con las enfer-
medades crónicas o preexistentes que imposibilitan a los ciudadanos 
ingerir ciertos alimentos.

Por otro lado, en referencia al derecho a la comunicación, es 
importante dar el salto cualitativo. Hoy en día a los privados de liber-
tad se les da la opción de enviar y/o recibir notas por correo, pero con 
la propuesta actual estamos frente a la oportunidad de que puedan 
enviar correos electrónicos que les permitan mantener los vínculos 
familiares, la relación con sus defensores y una mejor comunicación 
con el mundo exterior. Al respecto, cabe enfatizar la importancia de ir 
avanzando en la implementación de estas herramientas, no sólo con-
solidando el uso del correo electrónico, sino también desarrollando o 
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ingresando nuevas herramientas que amplíen este derecho, como es el 
caso de Skype, Facebook, Twitter, blogs, etcétera, que en el mundo 
actual son un motor cultural y un complemento social.

De esta manera, se lograrían reducir las barreras en el ejercicio de 
los vínculos familiares y legales de las personas privadas de libertad, 
ya sea con sus defensores, asesores o letrados, o bien con organismos 
intervinientes o agencias judiciales; profundizando así su resiliencia. 
Esto cobra mayor importancia si se considera la práctica de trasladar a 
los privados de libertad lejos de su lugar de residencia.

Con respecto a la salud, la estrategia permitiría que las historias 
clínicas estén a disposición de los privados de libertad, facilitando de 
esta manera la implementación de tratamientos y la realización de con-
sultas extramuros por personal civil, así como el envío de información 
fidedigna a diversas instituciones, la disminución de los tiempos al 
recibir asistencia sanitaria específica ante una situación determinada y 
la ampliación del derecho a conocer las alternativas terapéuticas exis-
tentes para optar por la más conveniente.

Además, permitiría que los familiares cuenten con información 
que les dé, por un lado, la posibilidad de acompañar al ciudadano 
en situación de cárcel antes, durante y luego de su tratamiento y, por 
otro, la de acceder al derecho de tomar decisiones relacionadas con 
su atención médica. Del mismo modo, resultaría ventajosa la publi-
cación de los turnos médicos intramuros, así como de la certificación 
que constate que los futuros liberados fueron atendidos. Siguiendo en 
esta línea, también debería promoverse la publicación de la lista de 
medicamentos con la fecha de vencimiento y el stock en las farmacias 
de los establecimientos penitenciarios.

En el mismo sentido, respecto al derecho a la educación, se afirma 
que tiene la potencialidad de ser ampliado drásticamente a través de 
la puesta en marcha de la propuesta aquí explicada. Si bien hoy los 
privados de libertad cuentan con la posibilidad de acceder a los nive-
les primarios, secundarios y universitarios, debe reconocerse que no se 
garantiza el principio de igualdad de condiciones para todos. Por lo 
mismo, cobra importancia el desarrollo de esta estrategia, a través de 
la cual se igualarían las condiciones y, al mismo tiempo, se ampliaría 
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para los ciudadanos privados de libertad la oferta y diversidad de capa-
citación, así como el acceso a cursos terciarios, entre otras opciones.

Por último, se ampliaría también el horizonte laboral de los privados 
de libertad, pues les daría la posibilidad de realizar búsquedas laborales 
y les permitiría que realicen tareas más requeridas por el mercado 
actual y con mejor proyección, como puede ser beta tester, data entry, 
digitalización de documentos, entre otras.

En caso de resultar eficaz, esta política puede llevar a reducir los 
enormes costos de intermediación que actualmente exige el acceso de 
los detenidos a los derechos de los que son formalmente titulares. Por otro 
lado, esta propuesta también facilitaría una continuidad en el ejercicio 
de los derechos vigentes, ya que estos últimos muchas veces se ven vul-
nerados al momento de los traslados, la llegada de nuevas autoridades, 
los cambios de pabellón u otras prácticas usuales propias del Servicio 
Penitenciario. Al tiempo, esta estrategia podría llevar a la construcción 
de innumerables puentes entre los reclusos y la sociedad. Esto último 
exigirá el desarrollo de herramientas y políticas concordantes por parte de 
diversas agencias públicas, particularmente de los diversos operadores del 
sistema de justicia, y permitirá un creciente compromiso de la sociedad 
con el acceso de los detenidos a oportunidades de resocialización en el 
campo laboral, cultural y educativo, entre otros.

Así, la realización de los principios incluidos en el paradigma de 
gobierno abierto depende de nuestra capacidad para promover 

nuevos espacios para la innovación institucional, el desarrollo de 
mecanismos ligados a la cocreación en la provisión de servicios  
públicos y al trabajo colaborativo, y la puesta en marcha de nuevos  
entramados organizativos y sistemas de gestión orientados a  
fomentar la apertura y una nueva forma de gobernar en el contexto 
de la sociedad red. En este escenario, el papel de Internet, las 
tecnologías y la cultura digital han sido claves (Ramírez-Alujas y 
Dassen, 2014, p. 15).

Bajo esas premisas, consideramos que el diseño y la implementación 
de una política como la propuesta debe llevarse adelante incluyendo 
a los distintos actores involucrados en la problemática carcelaria y 
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mediante un plan de gobierno abierto para monitorear que las pro-
puestas aquí detalladas sean factibles.

Al mismo tiempo, consideramos crucial el aprovechamiento de 
las experiencias y capacidades existentes en materia de acceso a las 
nuevas tecnologías, especialmente en el campo de la educación, así 
como la búsqueda de asociaciones virtuosas con la sociedad civil y la 
promoción de sinergias positivas entre diversos ámbitos del Estado. 
Por ello, el enfoque de gobierno abierto es central para innovar en la 
gestión y administración de los centros carcelarios.

Con el fin de lograr una propuesta de gobierno abierto que cum-
pla el objetivo de que los presos gocen de sus derechos resulta clave 
modificar «estructuras de poder tradicionales, para abrir canales 
relacionales con la ciudadanía, modificar su forma de organización 
para proveer información pública y crear incentivos para el acceso del 
ciudadano a la arena decisional» (Valenzuela, 2014, p. 166).

Para culminar, sería conveniente diseñar indicadores que permitan 
realizar un seguimiento y una evaluación de la implementación de la 
estrategia, entre los cuales se debería incluir el Informe Nacional y 
Provincial del Sistema Nacional de Estadísticas sobre Ejecución de 
la Pena (SNEEP), los datos generados desde la utilización del portal, la eje-
cución presupuestaria del sector y demás datos vinculantes con la temá-
tica, que faciliten la producción de indicadores. Por ejemplo, el nivel de 
reincidencia, de educación, de trabajo, y la evolución del gasto, los cuales 
ref lejen objetivamente el impacto de la política aplicada.

Conclusión

La clave para emprender la incorporación de los compromisos en los 
planes de acción de gobierno 2015-2016 y 2017-2019 está vinculada 
con la voluntad política desde el más alto nivel gubernamental. 
Lograr que los presos sean visibilizados requirió de la imposición de 
nuevas reglas de juego en la relación gobierno-ciudadanía, apoyados 
provisoriamente en las nuevas tecnologías que facilitan esa interacción. 
Esto permitió que los funcionarios políticos y los administradores 
permanentes generaran innovaciones, como la modernización del 
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Estado y la transformación de los modelos tradicionales de gestión 
pública y de la relación entre ciudadanía y Estado como una estrategia 
nacional de gobierno abierto (Aquilino y Arena, 2018).

Un rol fundamental en este asunto lo tuvieron las organizaciones 
de la sociedad civil que trabajan los temas de justicia y seguridad 
pública, ya que sin ellos no hubiera sido posible abordar la creación 
de comunidades más seguras en las prisiones. El gobierno abierto 
cuenta con la determinación de sustituir mecanismos decisorios 
ancestrales que, por distintas razones, se estuvo en poca disposición 
de modificar, imposibilitando con ello la transformación de políticas 
públicas que superaran los ciclos políticos en nuestra región, ciclos que 
han conducido al fracaso.

Por ello, se tiene que lograr el compromiso y el involucramiento 
de la sociedad civil, de los ciudadanos, de las distintas fuerzas polí-
ticas y de todos aquellos actores que son relevantes para el efectivo 
impacto de las políticas públicas. Del mismo modo, debe conseguirse 
que las políticas públicas también superen las individualidades perso-
nales o de períodos de gobierno.

Otra cuestión relevante para tener en cuenta es la necesidad de las 
administraciones públicas en su adaptación al dinamismo actual de 
la apertura institucional, acompañando los tiempos impuestos por las 
nuevas tecnologías, y las nuevas exigencias que éstas le permiten a la 
sociedad civil.

En la misma línea, debe reconocerse que las administraciones 
públicas requieren otro perfil de funcionarios, los cuales tengan la 
capacidad de superar el miedo al fracaso y logren entrar en el círculo 
virtuoso de des-aprender las malas prácticas que se desarrollan en las 
cárceles, para así poder adquirir nuevos aprendizajes que generen la 
habilidad y la conciencia de que un gobierno abierto se construye a 
partir de la búsqueda de la alternativa más eficiente que el Estado 
pueda ofrecer.

Por último, es importante destacar que, al momento de traba-
jar, deben dejarse de lado las emociones vinculadas al conflicto que 
generan los estereotipos sobre el gobierno y la sociedad civil, sobre 
el diálogo entre buenos y malos. Esto no es así. Es la búsqueda de 
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mejores condiciones de los presos como sujetos de derechos lo que 
motiva a superar egoísmos propios de políticos y otros actores ins-
titucionales, económicos y sociales. Sumado a esto, la aceptación de 
que la alternativa sea pasible de cualquier modificación superadora, 
provenga ésta de donde provenga, permitirá lograr el compromiso de 
todos los actores pertinentes.

De esta manera, el gobierno abierto en prisiones será percibido 
solamente por su persecución del bienestar social, del fortalecimiento 
de las instituciones públicas y del objetivo de lograr todos los días un 
Estado más eficiente, abierto y transparente para toda la comunidad. 
Sin perder de vista que también estará sujeto al escrutinio de lo público.
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El diálogo, punto de partida para atender la violencia:  
Un estudio local en la frontera norte de México

Nancy Hernández Martínez

Introducción

La seguridad pública en tiempos de violencia hace necesario visibilizar 
las respuestas sociales frente a este fenómeno en México y, particularmente, 
en algunas ciudades. Desde una perspectiva de la sociología política 
y con base en un caso específico, el capítulo tiene como propósito 
evidenciar una de las experiencias de la sociedad civil organizada de 
Ciudad Juárez. Me refiero al diálogo establecido con el Ejecutivo 
Federal, el cual fue impulsado desde la sociedad civil y solicitado a los 
diversos órdenes de gobierno como punto de partida para la atención 
a la violencia. El caso que se estudia es el diálogo público que tuvo 
lugar en 2010-2012, como consecuencia del incremento de la violencia 
durante el sexenio de Felipe Calderón Hinojosa, que se exacerbó en 
Ciudad Juárez a partir de 2008. 

El capítulo da cuenta de las condiciones y de la razón que llevó a 
plantear el diálogo y señala cuáles fueron sus características y cómo 
se desarrolló, más allá de lo difundido por el gobierno federal en su 
narrativa oficial, donde quedó soslayado este logro de la sociedad civil 
organizada. Para llevar a cabo la investigación, se contó con los testi-
monios de siete integrantes de la sociedad civil organizada de Ciudad 
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Juárez, que estuvieron involucrados en esta experiencia.1 Ello hizo 
posible reconstruir lo ocurrido en este proceso de diálogo.

Diálogo público, actores y violencia

El análisis de las respuestas de la sociedad civil ante la violencia se 
puede abordar desde diversas aristas, como son la participación ciuda-
dana, los movimientos sociales o la elaboración de políticas públicas. 
Sin embargo, los últimos años se ha evidenciado un aspecto del que se 
habla de manera cotidiana e indiferenciada, y que ha sido poco estu-
diado: el diálogo entre sociedad y gobierno. Éste va más allá de un 
encuentro entre las partes, ya que se trata de un proceso sociopolítico 
que muestra el tratamiento y las respuestas que el gobierno da a estas 
problemáticas, la relación misma entre sociedad civil organizada y 
gobierno, la heterogeneidad de ambos actores sociales, las capacidades 
y el nivel de organización de la sociedad civil como impulsora del diá-
logo, entre otros elementos.

Así, es oportuno señalar que el diálogo es una de las demandas 
cada vez más comunes de la sociedad civil hacia los gobiernos para la 
atención de diversas problemáticas, entre ellas, la violencia. De esta 
manera, resulta relevante identificar desde dónde nace la demanda del 
diálogo, en qué condiciones y contexto surge éste, quiénes participan 
en él, cómo se desarrolla y cuáles son sus resultados.

En este orden de ideas, es necesario apuntar que en las Ciencias 
Sociales existen dos ideas predominantes sobre el diálogo: aquella que 
ve en éste el medio para llegar a acuerdos y que se desarrolla de manera 
horizontal, armónica y equitativa; y por otra parte, la idea que pone de 
manifiesto que el diálogo se desarrolla en torno a relaciones asimétricas, 
donde se pueden observar las relaciones de poder entre sus participantes 
y, por consiguiente, donde también surge el conflicto que representa la 
posibilidad de llegar a acuerdos (Ángel y Obregón, 2011). Desde esta 
segunda perspectiva parte el análisis del presente capítulo.

1    Por razones de confidencialidad, los nombres de las personas entrevistadas 
han sido omitidos.
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De esta manera, hay que señalar que la demanda del diálogo, por 
parte de la sociedad civil, ha consistido en un proceso sociopolítico en 
su conjunto que va más allá del acto comunicacional; ya que tiene que 
ver con la organización social, las formas de relación con el gobierno, 
las causas y los medios para llegar a dicho diálogo, y los fines de éste. 
Por ello, se habla de diálogo público. Acosta (2012) define este último 
como un proceso en el que cualquier miembro de una comunidad inte-
resado en incidir en discusiones, en torno a lo común, puede hacerlo.

Se trata, entonces, de un proceso que hace posible la relación de 
diferentes grupos en un espacio social determinado con respecto a 
asuntos de interés común. De acuerdo con Acosta (2012), algunos de 
los atributos de este diálogo son su capacidad de reconfigurar lo social 
con un mayor grado de reflexividad colectiva, la disposición de los 
participantes para recibir retroalimentación, la construcción colectiva 
de discurso, la escucha de argumentos ajenos y la manifestación de los 
propios, así como la reflexión empática sobre el asunto que se trata.

A lo anterior habría que agregar que las causas que motivan el diá-
logo público y el contexto en el que se desarrolla son elementos funda-
mentales para comprenderlo; pues ayudan a explicar sus objetivos, el rol 
de los participantes en el proceso, las peticiones realizadas, las expec-
tativas, su temporalidad, y la necesidad o no de respuestas inmediatas.

También hay que señalar que se desarrolla el conflicto al ser los 
actores de este diálogo, por un lado, la sociedad civil organizada y, 
por otro, el gobierno, es decir, grupos heterogéneos en su interior, 
en los cuales confluyen distintos proyectos. Así, la heterogeneidad de 
ambos actores es clave en el estudio de este proceso y no deben per-
derse de vista, pues, como señala Olvera (2003), «que un grupo, red o 
sector de organizaciones civiles reclame una supuesta representación 
de la sociedad civil es un error político que puede tener serias conse-
cuencias» (p. 32). Enfatizar este aspecto es central para entender los roles 
que ha jugado cada uno en este encuentro.

En Ciudad Juárez hallé algunas experiencias previas de diálogo, 
surgidas a raíz de la violencia. Una de las más visibles fue la suscitada 
en el período 2004-2006 para atender el fenómeno de los feminici-
dios en la ciudad, que dejó capacidades instaladas en la sociedad civil 
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organizada. Éste es un antecedente relevante para el proceso que aquí 
se analiza en relación con el gobierno federal en 2010, a causa de la 
violencia que enfrentaba la ciudad.

Como señala Charles Tilly (2007), la violencia colectiva «inflige 
daños físicos inmediatos a personas y/u objetos […] y su carácter está 
significativamente afectado por vínculos, estructuras y procesos socia-
les» (p. 3). La violencia provoca afectaciones a nivel individual y social, así 
como fragmentación al impactar negativamente la dinámica social del 
lugar donde se manifiesta. Por ejemplo, la convivencia es distinta, se 
modifica, y afecta el uso de los espacios públicos; incluso, en diversos 
casos, inhibe la participación de la sociedad civil, mientras que, en 
otros, es el incentivo para las movilizaciones sociales en búsqueda de 
alternativas ante la problemática, como es el caso de Ciudad Juárez.

Aunado a lo anterior, debe considerarse la actuación del gobierno 
ante la problemática presentada. Al respecto, Tilly (2007) señala que la 
relación entre la violencia y el gobierno es incómoda, pues el aumento 
de este fenómeno se asocia a la existencia de gobiernos débiles. Lo 
anterior da cuenta del tratamiento que el gobierno da a dicha violen-
cia, lo que tiene efectos en la percepción de la sociedad civil y puede 
derivar en confianza o desconfianza hacia las instituciones públicas.

Si la violencia pone en evidencia a los gobiernos débiles, entonces 
el reconocimiento de ésta –o su interpretación− por parte del gobierno 
puede ser un obstáculo para la aceptación del diálogo y su desarrollo. 
Es, además, un factor para explicar la postura que los actores guber-
namentales toman durante el mismo. Entonces, ante posturas y per-
cepciones diversas del problema de la violencia, se pueden generar 
tensiones entre gobierno y sociedad civil

De esta manera, la actuación o el tratamiento que el gobierno da a 
las situaciones de violencia es clave para explicar por qué los procesos 
de diálogo han sido impulsados desde la sociedad civil, que, como 
afectada, demanda un espacio de encuentro. Así, Ciudad Juárez es 
un caso emblemático de las ciudades que más han sufrido violencia, 
pero también destaca porque en ella se han generado movilizaciones 
importantes desde la sociedad civil que han prosperado, a diferencia 
de lo que ha ocurrido en otros sitios que han atravesado por lo mismo, 
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como es el caso de Nuevo Laredo, Monterrey y Tijuana (Dudley y 
Rodríguez, 2014).

El contexto de violencia en Ciudad Juárez

Aun cuando 2019 fue el año más violento para México, y representa 
un repunte de la violencia en Ciudad Juárez, la violencia que enfrentó 
esta ciudad fronteriza en el período 2008-2012 marcó para ella un 
antes y un después. La consecuencia de ese clima de violencia se rela-
ciona con diversos factores sociales, económicos, políticos y culturales 
en los que, por supuesto, también se incluye la presencia y la actividad 
del narcotráfico y del crimen organizado en general.

Como señalan Cruz y Cervera (2013), la violencia social no debe 
verse como un acto episódico, ya que se trata de un proceso continuo. 
A ello hay que sumar la corrupción de la policía, del sistema judicial 
y de diversos funcionarios públicos estatales y municipales, lo que ha 
llevado a la impunidad de diferentes delitos cometidos en la ciudad. Al 
respecto, la Encuesta de Percepción Ciudadana sobre Inseguridad en 
Ciudad Juárez 2011 (Centro de Investigaciones Sociales, 2011), rea-
lizada por la Universidad Autónoma de Ciudad Juárez (UACJ), señala 
que la corrupción de las autoridades era considerada como la primera 
causa de la inseguridad, seguida por el narcotráfico y el desempleo.

Más allá de las características específicas de la ciudad y de la vio-
lencia sistémica que la ha caracterizado, otro factor que contribuyó a 
su agravamiento fue la lucha contra el crimen organizado empren-
dida por Felipe Calderón Hinojosa, la cual fue anunciada como una 
de sus prioridades desde el inicio de su sexenio (2006-2012). Así, de 
manera general, la violencia se incrementó en México como conse-
cuencia de esta lucha y, de manera particular, en Ciudad Juárez. Por 
mencionar un ejemplo, se estima que en el período 2006-2010 en 
México se registraron 23 000 muertes vinculadas al narcotráfico (Meyer 
et al., 2010).

En la gráfica 1 se puede observar que las entidades federativas 
donde más se concentraron los homicidios fueron Chihuahua, 
Sinaloa, Baja California, Durango y Guerrero. De estos estados, 
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los municipios más afectados fueron Ciudad Juárez, Chihuahua, 
Culiacán, Tijuana, Gómez Palacio y Acapulco (Shirk et al., 2014).

Grá!ca 1. Porcentaje de muertes por homicidio respecto al total  
de muertes violentas en el período 2006-2012

Fuente: Elaboración propia con base en el Inegi (2016).

De esta manera, en el período 2008-2012, Ciudad Juárez vivió 
una ola de violencia derivada de los enfrentamientos entre los cárteles 
de Juárez y de Sinaloa por el control del tráfico de la droga y el com-
bate contra el narcotráfico, emprendido desde el gobierno federal; así 
como por la crisis económica que afectó severamente a la ciudad. Su 
año más violento fue 2010, en el que se registró la mayor cantidad de 
muertes por homicidio.
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Aunque uno de los indicadores para cuantificar la violencia es a 
través de los homicidios registrados, a ello habría que sumarle otros 
delitos que se cometían en la ciudad, como los secuestros, las desapari-
ciones, las extorsiones, el cobro por el derecho de piso, el robo de autos, 
entre otros. De acuerdo con cifras proporcionadas por la Presidencia 
de la República, durante el período 2007-2011 hubo en Ciudad Juárez 
7 643 homicidios relacionados con la delincuencia organizada (Prat, 
2013). Otras fuentes hablan de más de 10 000 homicidios en el mismo 
período (Barraza y Almada, 2012; Salazar y Rivero, 2014); sin embargo, 
no hay cifras exactas.

El Centro de Investigación de Crimen Organizado (InSight Crime) 
retoma diferentes fuentes y estima 11 142 homicidios cometidos en 
Ciudad Juárez en el período 2007-2012 (véase cuadro 1). Al respecto, 
también es importante mencionar que la mayoría de los homicidios 
fueron de personas –en su mayoría hombres− de entre 15 y 39 años 
de edad. Por otra parte, como se presente en la gráfica 2, el principal 
móvil de los homicidios en 2008-2009 fue la delincuencia organizada, 
seguido por el narcomenudeo y, en tercer lugar, las pandillas.

Cuadro 1. Homicidios en Ciudad Juárez en el período 2007-2012

Año Total
(InSight Crime)

Total 
(Inegi)

2007 320 181

2008 1 623 1 561

2009 2 754 2 299

2010 3 622 3 710

2011 2 086 2 246

2012 737 806

Total 11 142 10 803

Fuente: Elaboración propia con base en el Inegi (2016) y Pachico (2013).
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Grá!ca 2. Móvil de los homicidios en Ciudad Juárez en el período 
2008-2009

Fuente: Cruz y Cervera (2013).

Como parte de la lucha contra el crimen organizado, el Ejecutivo 
Federal puso en marcha el Operativo Conjunto Chihuahua el 27 
de marzo de 2008, estrategia implementada por los tres órdenes de 
gobierno como respuesta a la violencia en la ciudad. Este operativo 
implicó la entrada de fuerzas militares y federales a Ciudad Juárez 
para combatir al narcotráfico, lo que significó el despliegue de mili-
tares y el desarrollo de operativos antidroga que incluían el estable-
cimiento de retenes para la detección de drogas y armas, así como la 
realización de cateos, el desmantelamiento de centros de distribución 
de drogas y la erradicación de cultivos ilícitos (Meyer et al., 2010).
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Como parte de este operativo, los militares asumieron el control 
de las funciones policiales en el estado y su presencia fue en aumento. 
Según lo reportado por la Secretaría de Gobernación (Segob), al 
comienzo se hizo un despliegue territorial de 2 026 efectivos del ejér-
cito mexicano y 425 elementos de las fuerzas federales de apoyo de la 
Policía Federal Preventiva (PFP) (Segob, 2009). Tres meses después se 
anunció el envío de 1 400 soldados más y, una vez cumplido un año, 
se envió a otros 5 332 soldados (Meyer et al., 2010).

Con el ejército en la ciudad, comenzaron a presentarse innume-
rables violaciones a los derechos humanos, como: casos de tortura, 
detenciones arbitrarias, cateos sin orden judicial, abusos sexuales, desa-
pariciones forzadas y ejecuciones arbitrarias. De esta manera, el estado 
ocupó el primer lugar en quejas recibidas en la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos (CNDH) por violaciones cometidas por militares 
en tan sólo los primeros seis meses de 2008 (Meyer et al., 2010).

Así, esta violencia no sólo se trató de homicidios entre los grupos 
criminales, sino de civiles, situación que afectó de manera generali-
zada a los habitantes de la ciudad.

Las respuestas sociales: el diálogo como punto de partida

Ante el contexto de violencia e impunidad, diversos sectores de la 
sociedad civil organizada de Ciudad Juárez comenzaron desde 2008 
a expresar sus inconformidades por la implementación del operativo. 
Cabe destacar que esta situación originó la participación de distintos y 
muy variados sectores de la sociedad, algunos de los cuales intervenían 
por primera vez en asuntos de índole público, lo que refleja la gravedad 
de la violencia que se vivía (Díaz, s. f.). Estos grupos demandaban la 
presencia del Ejecutivo Federal en la ciudad, la necesidad de cambiar 
la estrategia de seguridad, la creación de políticas sociales integrales 
que atendieran los factores que provocan la violencia, la atención de las 
víctimas y que se escuchara e integrara la participación de la sociedad 
en todo el proceso.

Cada uno de estos sectores utilizó distintas estrategias para exigir 
al gobierno federal su presencia en la ciudad y llevaron a cabo diferentes  
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acciones, como: plantones, marchas, campañas de comunicación, 
comunicados y desplegados. No obstante, fue en 2010 que el gobierno 
federal hizo presencia en la ciudad, después de que, el 31 de enero de 
ese año, 17 jóvenes fueran asesinados en Villas de Salvárcar. Aunque 
no se trataba del primer caso de asesinato, éste tuvo resonancia nacio-
nal e internacional por las declaraciones hechas por el presidente 
Felipe Calderón, en las que señalaba que se trataba de un conflicto 
entre pandillas, lo cual era falso. Como resultado del reclamo social y 
de la presión ejercida desde la sociedad civil organizada, el 4 de febrero 
Calderón anunció la creación de un nuevo plan de intervención para 
Ciudad Juárez, y el 11 de febrero se reunió con distintos integrantes de 
la sociedad civil. Sobre la primera visita del entonces presidente, una 
de las participantes de la sociedad civil menciona:

La primera visita de Calderón a Juárez fue pensada como un acto 
protocolario más, pero se salió de control desde el momento en que 
Luz María Dávila [madre de dos de los jóvenes asesinados] con-
frontó a Calderón. En aquella reunión Calderón terminó dando la 
palabra a los asistentes, a la sociedad civil que desmentían o refuta-
ban lo que los funcionarios de distintas dependencias presentaban 
(anónimo, comunicación personal, junio de 2015).

Dicha reunión fue descrita en los medios de comunicación como 
un encuentro con un formato inédito, que duró cuatro horas, en el 
que asistieron aproximadamente 500 residentes de Juárez y el cual se 
caracterizó por las intervenciones espontáneas y directas dirigidas a 
Felipe Calderón, así como por los cuestionamientos a los funcionarios 
públicos sobre las acciones que implementarían en la ciudad.

Para la sociedad civil había una incomprensión por parte de los 
funcionarios públicos sobre la situación y magnitud de la violencia 
por la que atravesaba la ciudad; ya que las acciones presentadas por las 
secretarías de Estado, como parte de la intervención que se realizaría 
en Ciudad Juárez, no correspondían a la realidad, lo que generaba 
molestia entre los diferentes sectores ahí presentes y reforzaba la nece-
sidad de que la sociedad civil fuera incluida en la definición del nuevo 
plan de intervención.
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Si bien, como resultado de la primera visita de Calderón, se 
acordó trabajar en mesas temáticas con la sociedad civil para retomar 
sus propuestas, es necesario señalar que muchas otras organizaciones 
quedaron fuera.

De esta manera, el 17 de febrero, el Ejecutivo Federal presentó la 
estrategia Todos Somos Juárez, Reconstruyamos la Ciudad, la cual 
fue definida por el gobierno como «un programa de acción integral 
del Gobierno Federal con la participación del Gobierno del Estado de 
Chihuahua, el Gobierno Municipal de Ciudad Juárez y la sociedad 
juarense» (Presidencia de la República, 2010, s. p.) para atender la 
situación de violencia e inseguridad.

El programa presentado incluía 160 acciones agrupadas en las 
siguientes áreas de política pública: seguridad, economía, empleo, 
salud, educación, cultura y deporte, y desarrollo social. De acuerdo 
con lo informado por la Presidencia de la República respecto a la par-
ticipación de la ciudadanía, se dice lo siguiente:

Los ciudadanos primero participaron en febrero de 2010 en mesas 
de trabajo con funcionarios de los tres órdenes de gobierno para pre-
sentar propuestas de cómo mejorar la situación en Ciudad Juárez. 
De esas mesas de trabajo surgieron los 160 compromisos incluidos 
en Todos Somos Juárez. Estos ciudadanos después se constituyeron en 
consejos ciudadanos que son responsables de retroalimentar y dar 
seguimiento continuo a la implementación de los compromisos 
(Presidencia de la República, 2010, s. p.).

El discurso oficial sobre el proceso iniciado con la sociedad civil 
hacía alusión a la colaboración y comunicación establecida con ésta 
como iniciativa de la Presidencia de la República. Como se mencionó 
anteriormente, el diálogo fue una petición y resultado de los esfuerzos 
de la sociedad civil, para la cual, el sentido de establecer un diálogo 
con el Ejecutivo implicaba un proceso de conocimiento, comprensión 
mutua y aprendizaje necesario para atender el problema de la violencia 
de manera adecuada y apegada a la realidad de Ciudad Juárez.

Por parte de la Presidencia inicialmente no se habló de diálogo. 
Cuando se anunció el plan de intervención para Ciudad Juárez, 

ComunidadesSeguras_Interiores IMPRENTA 180121.indd   199ComunidadesSeguras_Interiores IMPRENTA 180121.indd   199 1/18/21   4:03 PM1/18/21   4:03 PM



200

Nancy Hernández Martínez

se hablaba de «consensuar» (El Diario, 2010) con la sociedad civil 
organizada los recursos que serían destinados a Ciudad Juárez –así 
lo expresó el entonces secretario de Gobernación, Fernando Gómez 
Mont–. La idea de diálogo y de una colaboración activa con la sociedad 
civil surgió posteriormente, y se fue incorporando en el discurso del 
Ejecutivo Federal.

El establecimiento del diálogo: características y percepciones

El diálogo se desarrolló a través de seis mesas, también llamados 
Consejos, con las siguientes temáticas: educación, seguridad, econo-
mía, desarrollo social, salud y empleo. Respecto a éstas, es impor-
tante señalar que la exclusión de los derechos humanos por parte del 
Ejecutivo originó conflictos con la sociedad civil –y dentro de ella–.

Para diversas organizaciones, esta decisión era muestra de que el 
diálogo sería bajo las condiciones establecidas por el Ejecutivo Federal 
y bajo sus imposiciones, motivo por el cual varias se retiraron de este 
ejercicio. Las reuniones de las seis mesas instauradas fueron mensuales 
y coordinadas por algún funcionario público. De esta manera, fue 
el gobierno el que convocó y determinó la agenda de trabajo (Segob, 
2015).2 Por su parte, sólo durante los primeros meses, Felipe Calderón 
asistió a reuniones donde se informaban los avances del trabajo reali-
zado y los acuerdos tomados.

Quienes participaron en este proceso coinciden en que el formato 
establecido por el Ejecutivo Federal fragmentó la participación de la 

2    Es necesario señalar que, de las seis mesas, la relacionada con seguridad fun-
cionó desde el inicio de manera muy distinta a las otras, pues en ella no coordinaba 
el Ejecutivo Federal, sino los integrantes de la sociedad civil. Su característica prin-
cipal es que se integró por empresarios, académicos y representantes del Comité 
Médico Ciudadano. Algunas de las personas entrevistadas que fueron o son parte 
de esta mesa señalan que sí se logró una buena colaboración entre gobierno (con 
los diferentes órdenes) y los ciudadanos, a tal grado que aún existe la coordinación 
y se ha tomado como ejemplo de la participación ciudadana de Ciudad Juárez. No 
obstante, la experiencia de los participantes de las otras mesas fue distinta. De esta 
manera, se demuestra la heterogeneidad y las distintas relaciones establecidas con 
el Ejecutivo en este proceso de diálogo, lo cual se ha documentado poco.
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sociedad civil involucrada e impidió la comunicación (Gobierno fede-
ral, 2012),3 pues no se enteraban de lo que se planteaba en las otras 
mesas. A su vez, los tiempos y la forma de trabajar de cada mesa impe-
dían abordar adecuadamente los respectivos problemas y propuestas. 
Sobre esto, cito:

José Luis Flores, integrante de la organización civil Infancia en 
Movimiento y del Consejo Ciudadano por el Desarrollo Social de 
Ciudad Juárez, en representación de varias organizaciones locales, 
increpó al secretario de Desarrollo Social por la desorganización 
y la metodología empleada en las mesas de trabajo. Refutó que la 
mesa de política social se dividió en cuatro submesas [...] «Esta no 
es una manera adecuada de operar una intervención social inte-
gral, se necesita articular una sola intervención dirigida a la pobla-
ción en mayor riesgo en situación más crítica y no a la simple suma 
de esfuerzos dispersos de las secretarías y subsecretarías», expuso 
(Minjárez, 2010, s. p.).

Este aspecto fue reiterado por los participantes de la sociedad civil 
entrevistados, quienes agregaron que fue el Ejecutivo Federal quien 
decidió la distribución de las personas en cada mesa, es decir, no se 
les consultó en qué temática querían colaborar. Señalaron que, si bien 
la dinámica establecida era la misma para todas las mesas, el desarrollo  
del diálogo en cada una fue muy desigual, ya que dependía de quiénes 
las conformaban y de su capacidad de diálogo, así como de su toleran-
cia, su crítica y sus propuestas. Aunado a lo anterior, destacaron el 
control excesivo por parte del gobierno federal sobre los participantes 
y señalaron que no había un ejercicio de escucha, lo que generó una 
percepción de que la parte gubernamental sólo quería legitimar deci-
siones que ya había tomado. En ese sentido, el tema de la desconfianza 
fue uno de los elementos que más dificultó el diálogo. Un partici-
pante de la sociedad civil señala: «al principio sí percibíamos una gran 
desconfianza por parte de la autoridad [...] al principio ellos como que 

3    El tema de la comunicación no sólo afectó a las organizaciones participantes, 
sino que incluso fue un problema para las mismas dependencias participantes. Lo 
anterior conllevó también la duplicidad de funciones y acciones.
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nos veían muy cautelosos, nos veían así como que con recelo. Llegó a 
haber reuniones en donde hubo discusiones muy álgidas. Discusiones 
muy muy fuertes» (anónimo, comunicación personal, junio de 2015).

En algunos casos la desconfianza existente pudo superarse a 
través del diálogo mismo. Entre los elementos positivos que contri-
buyeron a ello están la empatía generada con algunos funcionarios, 
la sensibilización de éstos ante la situación de Ciudad Juárez, el 
compromiso mostrado y un mayor involucramiento. Esos elementos 
conllevaron un mejor entendimiento de las necesidades y de las pro-
puestas de las organizaciones, así como la generación de confianza 
entre los interlocutores.

Por parte de algunos funcionarios públicos que participaron también 
se reconoce que este proceso estuvo caracterizado por el conflicto; en 
primer lugar porque, de acuerdo con testimonios de funcionarias, no 
era común acercarse a la sociedad civil, por lo que no sabían cómo 
dirigirse a ésta. Una de ellas destaca lo siguiente:

En un inicio, la verdad fue muy difícil, porque a los que nos tocaba 
manejar las mesas, pues era un ataque, una confrontación todo el 
tiempo con los ciudadanos durante meses […] y creo que a partir 
de que también se creó una confianza al tener siempre a los mismos 
funcionarios en las mismas mesas, pues se empezó a generar una 
empatía en cuanto a que el funcionario empezó a ser una persona 
con un nombre y que siempre estaba ahí todas las semanas (anó-
nimo, comunicación personal, junio de 2015).

Así mismo, otra funcionaria agrega:

Los funcionarios en principio llegamos con temor, porque la gente 
se acercó y reclamó y te encaró y exigía esa situación de justicia, o 
sea, y que te lo estén diciendo a la cara y sentirte impotente para 
poderle dar la solución rápida, inmediata a una situación es terrible 
[…] Cuando la ciudadanía se dio cuenta que el gobierno estaba en 
la disposición de escuchar, que estaba considerando sus propuestas 
y que las estaba haciendo práctica, la dinámica se dio, y se dio (anó-
nimo, comunicación personal, junio de 2015).
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Esta situación señala la tensión generada entre los interlocutores 
por la situación misma de la violencia y porque la sociedad civil espe-
raba ver resultados inmediatos que fueran el reflejo de lo que ahí se 
planteaba. En este sentido, para la sociedad civil, el gobierno federal 
no estaba preparado para dialogar.

La información disponible muestra que durante los dos años de 
implementación de Todos Somos Juárez, Reconstruyamos la Ciudad 
existió insatisfacción de la sociedad civil organizada. Así, por ejemplo, 
en la presentación de avances de los primeros 100 días de la implemen-
tación de la estrategia hubo descontento por parte de la sociedad civil 
como resultado de la poca integración y escucha de sus propuestas, 
así como por el diálogo sostenido en las distintas mesas. Sobre este 
momento, en una nota periodística se señala lo siguiente:

En la presentación de avances a 100 días de la implementación de 
Todos Somos Juárez, ya no estuvo presente ni FCH ni el gobernador 
del estado. También cambió la dinámica de la reunión, a la cual 
asistió muy poca gente y otros se fueron retirando durante la pre-
sentación. Esa vez no se cedió la palabra a los asistentes (Gallegos, 
2010, p. 4). 

Como parte de las apreciaciones originadas en torno al diálogo 
establecido, predomina la idea entre los participantes de la sociedad 
civil de que el proceso se dio de manera reactiva y de que, por tanto, el 
gobierno federal llegó obligado y con poca disposición para colaborar 
y escuchar.

De esta manera, resaltan dos percepciones sobre esta experiencia: 
la primera de ellas es que fue una simulación y, la segunda, que se 
trató de una estrategia del gobierno federal para legitimar sus accio-
nes. No obstante, es necesario señalar que algunos de los participantes 
de la sociedad civil que consideraron que no hubo diálogo, al mismo 
tiempo reconocieron que con algunos funcionarios públicos sí fue 
posible generarlo. Al respecto, una participante menciona:

Creo que habría que hacer un balance más sereno de lo que pasó 
en Todos Somos Juárez, Reconstruyamos la Ciudad, porque yo 
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creo que fue muy desigual en las diferentes mesas. Y ahí tiene que 
ver con los interlocutores a nivel de las secretarías, pero también 
en quiénes participaron en qué mesas y qué tanta alianza se hizo, 
qué tan buenos interlocutores hubo y, en ese sentido, yo creo que sí 
hubo diferencias muy significativas (anónimo, comunicación per-
sonal, junio de 2015).

Por otra parte, la percepción de la sociedad civil es que la forma 
en cómo se planteó este diálogo fragmentó su participación y generó 
rupturas dentro de la misma sociedad civil y dentro del gobierno fede-
ral. De similar modo, se considera que este diálogo surgió de manera 
reactiva, ante lo ocurrido en Villas de Salvárcar, y no como un propó-
sito del Ejecutivo por atender las peticiones que desde dos años antes 
había realizado la sociedad civil. En este sentido, el testimonio de una 
funcionaria pública de la Secretaría de Salud que participó en este 
proceso señala lo siguiente:

El detonador claro que llevó a la estrategia de Juárez fue la fiesta 
de Villas de Salvárcar, en donde matan a muchos jóvenes […]; hay 
que reconocerlo, eso se dio por una crisis, si no, yo no sé si se 
hubiera dado. O sea, realmente hubo una crisis muy fuerte en la 
que, pues, al gobierno no le quedó otra cosa que ir y aprender algo 
ahí porque estaban las cosas horribles (anónimo, comunicación per-
sonal, junio de 2015).

El testimonio anterior es importante porque denota que ese diá-
logo era poco considerado en la administración de Felipe Calderón 
y sólo se llegó a conceder cuando ocurrió un hecho con resonancia 
internacional, que señaló una vez más la violencia que estaba viviendo 
la ciudad. Por tal razón, para algunos sectores fue intolerable acep-
tar las condiciones del diálogo establecidas en 2010 por el Ejecutivo 
Federal. En este sentido, una participante de la sociedad civil señala:

No era un diálogo como el que nosotras queríamos, como el que 
habíamos empujado, como lo que demandaba la historia de este 
contexto de la ciudad. No podíamos hacer eso. Era como renunciar 
a muchas cosas que habíamos vivido, una lucha social por una vida 
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libre de violencia para todo el mundo en la ciudad (anónimo, comu-
nicación personal, junio de 2015).

Por otro lado, es importante señalar cómo los participantes de la 
sociedad civil organizada se percibían en este proceso. En este sentido, 
señalan que su trabajo fue ser portavoces de propuestas para mejorar 
la intervención del Ejecutivo en la ciudad, proponer, ayudarles a pre-
cisar acciones y también vigilar. Incluso, algunas de las propuestas de 
las organizaciones que decidieron retirarse del diálogo fueron retoma-
das por las que permanecieron. Sobre esta situación, una participante 
señala: «Nos sentimos realmente representantes de otros, entonces, 
por ejemplo, convocábamos gente para recoger propuestas. Nosotros 
nos asumimos como que no éramos los propietarios del espacio, sino 
que éramos una voz que queríamos dar voz a otras voces» (anónimo, 
comunicación personal, junio de 2015).

Otro testimonio también señala, por un lado, cómo se conciben a 
sí mismos y, por otro, el rol que como sociedad civil organizada tienen 
respecto al gobierno, al que llaman autoridad. En sus palabras:

Nosotras hemos dicho que nuestra obligación como activistas es 
poner a trabajar a la esfera de las autoridades, de los tres niveles, 
el que sea. Pero hay que ponerlos a trabajar para que asuman su 
responsabilidad. Toda vez que son la autoridad y a nosotros no nos 
toca suplir el trabajo que hace la autoridad en el Estado mexicano 
(anónimo, comunicación personal, junio de 2015).

Esta postura habla de la responsabilidad del gobierno ante la situa-
ción de violencia y de una posición particular de la sociedad civil que 
está lejos de concebirse como una serie de organizaciones que pueda 
suplantar las funciones de los gobiernos. Al contrario, se percibe que 
busca la colaboración, lo que alude a cómo piensa su relación con el 
gobierno y, al mismo tiempo, muestra que se concibe a sí misma como 
agente de cambio.

De manera adicional, es importante mencionar que, como parte 
de este proceso de diálogo en Ciudad Juárez, también se dieron cam-
bios al interior de la sociedad civil organizada. En este sentido, una de 
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las participantes señala: «En el campo de la sociedad civil también hay 
una reconfiguración de actores y de la sociedad juarense» (anónimo, 
comunicación personal, 15 de junio de 2015), lo que obedece a diversas 
situaciones. Entre ellas, se puede señalar que por primera vez participa-
ron sectores que antes no lo habían hecho; en segundo lugar, la división 
y los debates que se dieron en torno a la participación de las organiza-
ciones en las mesas establecidas por el Ejecutivo Federal, una vez que 
éste había dejado fuera el tema de derechos humanos y a diferentes gru-
pos; y, por último, la formación de nuevas organizaciones a raíz de esta 
experiencia, lo cual fue fomentado también desde el Ejecutivo. 

Finalmente, es importante señalar que todo proceso de diálogo 
genera aprendizajes en sus participantes, es lo que Acosta (2012) iden-
tifica como el carácter pedagógico del diálogo. En este sentido, uno de 
los aprendizajes señalados por los asistentes de la sociedad civil es el 
tema de la vinculación y de las alianzas, que se pueden llegar a formar 
con otras organizaciones, así como la capacidad de posicionar temas.

Por otro lado, está lo relacionado con el diálogo como ejercicio 
dentro de la misma sociedad civil, partiendo de que se trata de un ente 
heterogéneo que, en situaciones de violencia, ha tenido que sumar 
esfuerzos para ejercer mayor presión, lo que no significa que mantenga 
al interior posturas iguales, sino que ha podido llegar a acuerdos. En este 
sentido, una participante señala:

Esos diálogos que se dieron ahí fueron importantes porque nos 
dejaron varios aprendizajes. Número uno: que cuando te pones de 
acuerdo entre sociedad civil con sus bemoles, pero que te pones 
de acuerdo en lo público, que apoyas esos diálogos, que vas, te 
tomas el tiempo para reunirte, para generar un acuerdo previo, 
para dialogar con las autoridades, eso toma sentido porque es una 
práctica ciudadana a la que generalmente no estamos acostumbra-
dos (anónimo, comunicación personal, junio de 2015).

Por su parte, una funcionaria señala que el aprendizaje de esta 
experiencia fue conocer la complejidad de la situación de la ciudad, 
lo que permitió crear alternativas de acuerdo con las necesidades de 
la población, pues se dio cuenta de que las propuestas del gobierno 
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estaban alejadas de la realidad. Estos testimonios refuerzan las motiva-
ciones del diálogo planteado por la sociedad civil: la necesidad de que 
se desarrollara ante el desconocimiento gubernamental de la magnitud 
de la violencia y del impacto que ésta tenía en la sociedad.

Conclusión

La violencia por la que atravesó Ciudad Juárez en este período despertó 
a la sociedad que deseaba poner un dique a la violencia. Sin embargo, el 
reconocimiento de la gravedad de la situación por parte del Ejecutivo 
Federal ocurrió hasta los hechos violentos de Villas de Salvárcar, en 
2010, situación que fue consecuencia de una violencia más profunda y 
mayor. Aunque no era la primera masacre cometida, este hecho tuvo 
resonancia internacional y motivó a que el gobierno federal finalmente 
tuviera un encuentro con la sociedad civil organizada, a pesar de que 
ésta lo había solicitado dos años antes de dichos sucesos.

Desde 2008, y debido al incremento de la violencia, la sociedad civil 
organizada demandó cambios en la política de seguridad implementada 
por el gobierno federal y exigió su presencia en la ciudad. En esta expe-
riencia se puede observar una mayor participación de diversos grupos 
de la sociedad civil, y cómo fue ésta la que exigió un diálogo como punto de 
partida para la atención de la violencia.

De esta manera, en 2010 se inició un proceso de diálogo que 
estuvo caracterizado por la confrontación y la desconfianza, y que, en 
opinión de los participantes, se trató de un proceso controlado por el 
Ejecutivo Federal. Incluso, de acuerdo con lo revisado, no había un 
planteamiento claro por parte del gobierno sobre realizar un diálogo, 
sino que éste se dio sobre la marcha.

Una vez establecido el acuerdo de la mesa para entablar el diálogo, 
la dirección de éste estuvo a cargo de los funcionarios públicos. Al 
respecto, los participantes de la sociedad civil entrevistados coinciden 
en que la dinámica instaurada por el Ejecutivo Federal fragmentó la 
participación y, en consecuencia, el propio diálogo. Así mismo, desde 
el inicio del proceso, y derivado de decisiones del gobierno, se gene-
raron rupturas entre diversos grupos de la sociedad civil organizada.
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La percepción de los representantes de la sociedad civil organizada 
es que en este encuentro había poca capacidad de escucha, pues no era 
un espacio donde pudieran expresar sus opiniones de manera libre, 
había un excesivo control sobre lo que se hacía y decía, y los acuerdos 
no eran respetados. Sin embargo, la riqueza y el aprendizaje social 
fueron invaluables, de ahí la importancia de documentar este estudio 
de caso como un aporte para diálogos futuros que, sin dudarlo, serán 
la diferencia entre el desarrollo local y el mejoramiento en la calidad 
de vida de los juarenses.
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La percepción ciudadana sobre seguridad pública  
en el tiempo-espacio de las violencias a partir  

de un estudio de caso

Sergio Pacheco González / Jesús Alberto Rodríguez Alonso

Introducción

El año 2008 está consignado como aquel en el que se evidenciaron las 
consecuencias del conjunto de violencias que se han cometido en con-
tra de la población juarense, entendida ésta como el amplio y diverso 
grupo de personas que habitan de manera permanente en el municipio, 
independientemente de su lugar de origen, nacionalidad o años de resi-
dencia. Si bien ese año inicia el repunte de los delitos de alto impacto, 
como homicidios, secuestros, extorsiones y robos con violencia, en 
realidad el ejercicio de la violencia ha sido una constante en el desarrollo 
del lugar, sobre todo si se considera, con Johan Galtung (1995), que la 
violencia «está presente cuando los seres humanos se ven influidos de tal 
manera que sus realizaciones efectivas, somáticas y mentales, están por 
debajo de sus realizaciones potenciales» (p. 314). Este hecho es visible 
cuando se indaga sobre las condiciones adversas que deben enfrentar 
en los ámbitos económico, político, social y familiar.

En el primero de ellos, vale la pena destacar que, si bien el creci-
miento económico del municipio fue constante en las décadas previas  
al presente siglo, la desaceleración económica en Estados Unidos 
afectó el empleo y otras actividades productivas, principalmente en 
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virtud de la importancia de la industria maquiladora de exportación, 
hoy integrada en el Programa de Importación Temporal para Producir 
Artículos de Exportación (Pitex). Además, el valor de los salarios ha 
decrecido de manera constante, mientras que los empleos informa-
les han ido en crecimiento, aspecto relevante si se considera que la 
cabecera municipal y principal centro de población, Ciudad Juárez, 
mantuvo un estatus cercano al pleno empleo en la década de 1990. 
Así lo muestran en su tesis Priscila Aldana Fabre y Karla Sepúlveda 
Reyes (2008), cuando señalan:

Los empleos generados por las maquiladoras (ocupados tanto por 
hombres como por mujeres) han llevado a que Ciudad Juárez regis-
tre los menores índices de desempleo en promedio. En el año de 
1999 la tasa de desempleo en Ciudad Juárez era de tan sólo el 0.9 
por ciento y aún [sic] cuando esta tasa registró un aumento en los 
años siguientes, dicho aumento no fue significativo en compara-
ción al resto del país, alcanzando así solo un 3.5 por ciento en el 
2003 (p. 115).

En el ámbito político, el estado de Chihuahua y el Municipio de 
Juárez, en particular, tuvieron un papel relevante en la llamada transi-
ción democrática de México, sobre todo a partir de la década de 1980, 
y en específico con el llamado «verano caliente» de 1986. No obstante, 
la alternancia vivida en el ámbito local y estatal no derivó en una 
mayor calidad de la democracia, tan es así que, en el ámbito electoral, 
la participación ciudadana ha llegado a niveles de abstencionismo cer-
canos a 70 por ciento, como sucedió en los procesos electorales 2007 
(72.1 %) y 2013 (69.6 %). En este sentido, Rodríguez y Pacheco (2015) 
afirman que el ciudadano

tiene una baja expectativa de mejora respecto a la democracia, aun 
cuando sabemos que ésta tiene más posibilidades de mejorar en la 
medida en que se participe más activamente, más allá de la visión 
de sólo hacerlo en los procesos electorales. También presenta una 
perspectiva reducida respecto al nivel de influencia de las organiza-
ciones ciudadanas e incluso de los ciudadanos mismos, por ello se 
concibe a la ciudadanía como contar con derechos y obligaciones, 
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seguido por adquirir la edad legal de los 18 años y por la posibilidad 
de elegir gobernantes o representantes (p. 55).

En el rubro social, los años de violencia homicida y otros delitos 
dan fe de la insuficiente labor gubernamental. Estos y otros fenó-
menos, como el embarazo adolescente, el consumo y tráfico de dro-
gas, la violencia de género, un grado promedio de escolaridad de 
sólo 9.6 años y el déficit de centros de desarrollo infantil y guarde-
rías son expresión de la violencia social ejercida en contra de la 
población juarense.

En este contexto económico, político y social, las familias enfrentan 
múltiples dificultades para el desarrollo de las capacidades persona-
les de sus integrantes, así como para la satisfacción de las necesidades 
comunes. La violencia familiar (intrafamiliar y/o doméstica) que, de 
acuerdo con la Organización Panamericana de la Salud (OPS) y la 
Organización Mundial de la Salud (OMS), es una de las expresiones 
de la violencia interpersonal que en la mayor parte de los casos se 
produce entre miembros de la familia o compañeros sentimentales, 
y suele acontecer en el hogar, aunque no exclusivamente en él, es un 
indicador más de la difícil situación que viven las y los juarenses. En 
ésta se incluye la violencia ejercida en contra de menores, mujeres, 
adultos mayores y algunos hombres.

Al respecto, el Observatorio de Seguridad y Convivencia 
Ciudadanas del Municipio de Juárez (en adelante el Observatorio)1 
ha realizado una serie de encuestas con la finalidad de conocer, desde 
la visión de la ciudadanía, la dinámica social presente en el munici-
pio. Un aspecto en particular que ha sido abordado en las seis encues-
tas realizadas es el relativo a la percepción de la población sobre la 

1    Iniciativa del gobierno del Municipio de Juárez, la Universidad Autónoma de 
Ciudad Juárez y la Oficina de la Frontera de México-Estados Unidos de la OPS 
y la OMS, el Observatorio nace en noviembre de 2008 con la misión de propo-
ner, reforzar y evaluar políticas públicas preventivas que contribuyan a mejorar 
la seguridad y la buena convivencia de los habitantes del Municipio de Juárez, a 
partir del análisis de información confiable, de la participación ciudadana y de la 
coordinación interinstitucional.
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seguridad en el municipio y sus sectores de residencia, así como sobre 
el desempeño y la confianza que tiene en la policía municipal.

Para ello, se realizaron dos ejercicios de seguimiento desde 
la perspectiva de la cultura de la legalidad, a través de la Encuesta 
Percepción de la Ciudadanía sobre el Personal Operativo de la 
Secretaría de Seguridad Pública Municipal del Municipio de Juárez 
(EPPOMJ) (Observatorio de Seguridad y Convivencia Ciudadanas del 
Municipio de Juárez, 2016, 2017), cuyo levantamiento se realizó en el 
mes de junio de 2016 y 2017, con una muestra estadísticamente signi-
ficativa consistente en 580 cuestionarios aplicados en Ciudad Juárez 
y las localidades de Samalayuca, San Agustín, San Isidro y El Millón, 
con la finalidad de cumplir con diversos objetivos.

El primero de ellos fue observar en qué medida se ha modificado 
o no la percepción del desempeño de la policía que tiene la población, 
después de un período de violencia extrema, y a la vez profundizar en 
el nivel de confianza que tiene la ciudadanía sobre la misma fuerza 
de seguridad. El segundo objetivo consistió en dar seguimiento a la 
percepción que tienen las personas encuestadas sobre la violencia pre-
sente en el municipio.

El tercer objetivo estaba relacionado con lograr un acercamiento a 
las relaciones de convivencia que, bajo el supuesto de la cultura de la 
legalidad, debieran prevalecer entre la ciudadanía y el personal ope-
rativo destinado a proveer de seguridad preventiva frente al delito. 
En este sentido, se inquirió sobre la disposición de la ciudadanía a 
colaborar con estas autoridades, así como acerca de cuáles eran sus 
percepciones sobre las capacidades y recursos con los que éstas conta-
ban para el desarrollo de sus funciones.

Antecedentes

En tanto el cuestionario pretende registrar las percepciones y valo-
raciones que tiene la ciudadanía respecto al personal operativo de 
seguridad pública en las áreas de confianza, desempeño, capacidades 
y expectativas, a manera de contexto es pertinente recordar los datos 
preexistentes acerca de lo expresado por ella al respecto, lo cual ofrece 
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la oportunidad de observar, en un contexto de menor violencia, no 
sólo cuál es la perspectiva de la ciudadanía sobre la policía municipal, 
sino también sus relaciones con la misma.

Así, la Encuesta de percepción ciudadana sobre inseguridad en 
Ciudad Juárez, realizada en 2010 y 2011 por el Centro de 
Investigaciones Sociales y el Observatorio, mostró que las puntuacio-
nes promedio que la población asignó al desempeño de las diversas 
corporaciones policiacas municipales (2.9), estatales (2.7) y federales 
(2.2) fue menor a tres, mientras que al ejército se le otorgó la calificación 
de 4.2 en 2010. Por otro lado, en todos los casos se obtuvo una mejor 
calificación en 2011, aunque sin lograr en ningún de ellos una pun-
tuación igual o mayor a cinco: policía municipal (3.5), policías estata-
les (3.5) y policía federal (2.7), reiterándose una mayor valoración al 
ejército (4.9).

En 2012, 2013 y 2014, el Observatorio realizó el levantamiento 
de la Encuesta Dinámica Social en el Municipio de Juárez (EDSMJ), 
realizando la misma pregunta sólo para el caso de la policía muni-
cipal. La calificación promedio para cada año muestra una mejoría 
con respecto a los dos años previos: 3.9 en 2012, 5.1 en 2013 y 5.4 en 
2014. Como se puede observar, si bien existe una mejor calificación, 
ésta no alcanza aún el promedio aprobatorio, en términos cuantita-
tivos, de al menos un valor igual o mayor a seis (Observatorio de 
Seguridad y Convivencia Ciudadanas del Municipio de Juárez, 2012, 
2013, 2014d).

En relación con la confianza que la ciudadanía expresa tener en 
la policía municipal, las tres ediciones de la EDSMJ muestran datos 
similares. En 2012, 53 por ciento de la ciudadanía manifestó tener 
nada de confianza; en 2013, disminuyó la falta de confianza (36 %), 
siendo que sólo 15 por ciento manifestó tener confianza y cuatro por 
ciento mucha confianza; mientras que, en 2014, la confianza (16 %) 
y mucha confianza (3 %) se mantuvieron en 19 por ciento frente a 29 
por ciento que no tenía nada de confianza. Es decir, se observa una 
recuperación en este rubro, sólo que en porcentajes muy pequeños 
(Observatorio de Seguridad y Convivencia Ciudadanas del Municipio 
de Juárez, 2012, 2013, 2014d).
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En las mismas ediciones de la EDSMJ se registran otros datos 
de interés para una mejor comprensión de los posibles cambios en 
la percepción de la ciudadanía. En este caso se hace referencia a la 
seguridad y al incremento de la violencia. Así, en relación con la vio-
lencia presente en sus respectivas zonas de residencia en la ciudad en 
el último año, 41 por ciento de la población consideró en 2012 que 
seguía igual y 40 por ciento que había descendido. En 2013, la apre-
ciación indicaba una disminución mayor (68 %), en tanto que en 2014 
se observó una recaída, pues sólo 60 por ciento consideró que había 
decrecido (Observatorio de Seguridad y Convivencia Ciudadanas del 
Municipio de Juárez, 2012, 2013, 2014d).

En el mismo sentido, en las tres EDSMJ se preguntó sobre la per-
cepción de violencia presente al momento de la aplicación de los cues-
tionarios (junio de cada año). Al respecto, en 2012, 46 por ciento de 
la ciudadanía consideró que era baja y 32.5 por ciento que era alta; 
en 2013 la apreciación fue más positiva al resultar en una violencia 
baja para 60 por ciento de las personas y alta sólo para 22 por ciento 
de ellas; situación que se modificó también en 2014, cuando 26 por 
ciento consideró que había violencia alta, con una leve mejoría a la 
baja de acuerdo con lo manifestado por 61 por ciento de los encues-
tados (Observatorio de Seguridad y Convivencia Ciudadanas del 
Municipio de Juárez, 2012, 2013, 2014d).

Cuando en el 2014 se replicaron estas interrogantes en las 
Encuestas de Prevención Social casos Centros Comunitarios 
Francisco I. Madero (EPSCC-FIM), Felipe Ángeles El Retiro (EPSCC-FA) 
y Riberas del Bravo (EPSCC-RB), se observó lo siguiente: en el primer 
caso, 60.7 por ciento de la población asignó una calificación igual o 
menor a cinco, mientras que en Felipe Ángeles dio el mismo puntaje 
50.7 por ciento de los interrogados y en Riberas del Bravo opinó de 
manera similar 53.5 por ciento de ellos. En relación con la confianza, 
los datos se muestran en el cuadro 1.

Ya que han sido presentados los antecedentes y el contexto en el 
que se ubica este trabajo, en los siguientes apartados se abordará la 
aproximación conceptual a la que se hace referencia en el título.
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Cuadro 1. Percepción de con"anza sobre la policía municipal

Centro comunitario Poca con!anza Nada de con!anza Total

Francisco I. Madero 43.4 37.7 81.1

Felipe Ángeles 48.4 31.4 79.8

Riberas del Bravo 44.3 40.8 85.1

Fuente: Elaboración propia con base en los datos del Observatorio de 
Seguridad y Convivencia Ciudadanas del Municipio de Juárez (2014a, 
2014b, 2014c).

Percepción ciudadana

En general, al escribir sobre percepción se obvia lo que se pretende 
entender por ésta. Usualmente se parte de la idea de que percibir es 
captar o ver algo, una cosa, un fenómeno, acción o conjunto de ellos, 
individualmente, psicológicamente. En este sentido, es pertinente pre-
guntarse qué validez provee un conjunto de percepciones para el análi-
sis de una problemática social, política, cultural o económica.

Así, en tanto los individuos son considerados personas por su 
interacción en sociedad, es dable decir que construyen a ésta y que, a 
su vez, esa construcción les prescribe, si bien no les determina, por lo 
que su visión, perspectiva o percepción se encuentra legitimada para 
comprender y apreciar los aconteceres sociopolíticos.

Se requiere aclarar que la percepción no describe actitudes, creen-
cias o valores sociales. La percepción es biocultural, es decir, es la 
forma en la que se objetivan, internalizan y externan los diversos 
aconteceres cotidianos, los que son filtrados y cargados de sentido por  
el individuo, «la percepción […] por un lado depende de los estímulos 
físicos y sensaciones involucrados y por otro lado, de la selección y 
organización de dichos estímulos y sensaciones» (Vargas, 1994, p. 47). 
Siguiendo a Berger (1969), la sociedad llega a ser un producto humano 
por la externalización. Es en este sentido que la percepción colectiva 
cobra relevancia para el análisis de problemáticas sociales.
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El proceso dialéctico propuesto por Berger (1969) permite que la 
persona que percibe construya una legitimación de los aconteceres, 
de las reglas y de las prácticas, tanto en el tiempo como en el espacio. 
Con ello, las percepciones recogidas y sistematizadas brindan amplios 
elementos para comprender mejor las prácticas, procesos y problemá-
ticas, en este caso, las referidas a la seguridad pública.

Por ende, al hablar de percepción ciudadana se hace referencia a la 
expresión manifiesta sobre esta dimensión de la realidad, es decir, al sen-
tido que se construye como respuesta a los estímulos externos, a las 
ideas que se comparten socialmente y que, al filtrarse por parte de 
cada persona como sujeto-objeto sociopolítico, cobran relevancia 
ontológica e incluso teleológica en un espacio-tiempo específico. 

Violencias y seguridad

La violencia es una cuestión presente en la interacción humana, es 
sociocultural. Como construcción social se busca manejarla, acotarla 
o incluso orientarla. Tal como afirman Gabino et al. (2014), sobre 
esta materia:

se organizan los procesos de vigilancia de lo que, para la socie-
dad moderna, serán los cuerpos policiacos encargados de llevarla a 
cabo. En este tenor, se pudo ver que el Estado Nacional ha imple-
mentado a la policía y legitimado el monopolio sobre la fuerza 
armada. En este sentido, la policía, los militares y la marina son 
los cuerpos armados legítimamente autorizados para usar la fuerza 
(pp. 251-252).

En este sentido, las violencias son diferentes en intensidad y forma, 
de acuerdo con el tiempo-espacio donde se presentan. Hoy, en el 
ámbito nacional y en particular en zonas como el Municipio de Juárez, 
se muestran evidencias de que el uso de la violencia legítima propuesto 
por Weber es disputado por grupos ilegales, requiriendo formas nove-
dosas de visualizar el problema e incluso de plantearse la necesidad de 
cuerpos de policía con otro perfil y de estimular la participación más 
activa de la ciudadanía, propiciando un cambio cultural en el que se 
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opte por la resolución no violenta de conflictos, con un arbitraje neutro 
y confiable con base en nuevos andamiajes institucionales.

Las manifestaciones violentas no están circunscritas al espacio 
público, es decir, en el ámbito de la llamada violencia colectiva; sino 
a aquellas que con mayor frecuencia se presentan en los ámbitos pri-
vados, como violencia autoinfligida, familiar e interpersonal. Estas 
condiciones implican comprender con mayor profundidad y amplitud 
las nuevas formas de seguridad que posibiliten prever o corregir las 
diversas situaciones que el tiempo-espacio de las violencias propicia 
en la sociedad.

Lo anterior nos coloca en la necesidad de vislumbrar la seguridad 
más allá de la idea clásica de seguridad pública, en la que el Estado 
es el principal responsable de proveerla y la sociedad queda, en cierta 
medida, bajo su tutela. Teniendo en cuenta lo anterior, el concepto 
de seguridad humana (Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo [PNUD], 1994), cuyo principio rector es la salvaguarda 
de las personas de forma multidimensional y no únicamente respecto 
a la defensa del territorio o el Estado, permite tener una mirada más 
integral de la seguridad. Dicho concepto abarca dimensiones que van 
desde la economía, la política, el medio ambiente, la salud y la comu-
nidad, proponiendo la construcción de un entorno tranquilo, que 
brinde oportunidades para el desarrollo de las personas y la mejora de 
la sociedad (Palacios, 2014). Como señalan Shearing y Wood (2013): 
«Los defensores del enfoque de seguridad humana ponen el acento en 
la importancia del acceso a la alimentación nutritiva, medicamentos 
y cuidados sanitarios preventivos. La seguridad, sostienen, depende 
también del acceso al crédito y al empleo» (p. 16).

Retomando lo que plantea Pérez de Armiño (2006-2007), el con-
cepto de seguridad humana coloca a la persona y no al Estado como 
sujeto de la seguridad; refleja la confluencia teórica y política de los 
campos: seguridad y desarrollo; cuenta con una dimensión cuantita-
tiva y otra cualitativa, con alcances micro y macro, lo que conlleva 
connotaciones progresistas y transformadoras; igualmente aporta cri-
terios para el análisis de las políticas, considerando las relaciones entre 
el Estado y sus ciudadanos. 

ComunidadesSeguras_Interiores IMPRENTA 180121.indd   219ComunidadesSeguras_Interiores IMPRENTA 180121.indd   219 1/18/21   4:03 PM1/18/21   4:03 PM



220

Sergio Pacheco González / Jesús Alberto Rodríguez Alonso

Sin embargo, aun con estas aportaciones, el concepto se encuentra 
limitado por un conjunto de múltiples definiciones. Incluso, por su 
acercamiento multidimensional, puede utilizarse como «excusa para 
la militarización de diferentes políticas públicas» (Pérez de Armiño, 
2006-2007, p. 71), como podría ejemplificarse con la experiencia lati-
noamericana reciente o, para el caso mexicano, con la ley de segu- 
ridad interior publicada en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 21 
de diciembre de 2017 (Decreto por el que se expide la ley de seguridad 
interior, 2017).

A partir de las limitaciones conceptuales y prácticas que ha tenido 
la seguridad humana, han aparecido otros conceptos como el de segu-
ridad ciudadana, que abre la posibilidad de mejorar la seguridad con 
una mayor participación de la ciudadanía. Este concepto rescata, por 
un lado, la lucha contra el crimen, pero a su vez es «una creación 
colectiva de un ambiente propicio y adecuado para la convivencia 
pacífica de las personas» (Pérez de Armiño, 2006-2007, p. 71). La 
seguridad ciudadana no es tarea exclusiva de las policías, incluye a los 
ciudadanos y a las instituciones del Estado. Como indica la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) (citada en Programa 
para la Convivencia Ciudadana [PCC], 2015): «La seguridad ciudadana, 
a diferencia de la seguridad pública o seguridad interior, se centra en  
la construcción de mayores niveles de ciudadanía democrática, teniendo 
a la persona como objetivo principal de las políticas y no la seguridad 
del Estado o el de determinado orden político» (p. 11).

Por otra parte, es necesario distinguir, sobre todo cuando de per-
cepciones se habla, entre seguridad objetiva y seguridad subjetiva. Al 
respecto, Zedner (citado en Shearing y Wood, 2013) señala:

La seguridad es un estado y un medio para llegar a él. Como  
estado, la seguridad sugiere dos condiciones claramente diferenciadas. 
Y como condición objetiva, adopta una serie de formas posibles. En 
primer lugar, es la condición de ausencia de amenaza: el estado 
hipotético de seguridad absoluta. En segundo lugar, se define por una 
neutralización de las amenazas: el estado de «encontrarse protegido». 
En tercer lugar, es una forma de evitar o no exponerse al peligro 
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[…] En tanto condición subjetiva, la seguridad también sugiere 
tanto la condición positiva de sentirse a salvo, como la ausencia de 
ansiedad o aprensión que se define negativamente por contraste con 
la inseguridad (p. 15).

En este sentido, la seguridad ciudadana es pensada en términos de 
la necesaria interacción ciudadanía-autoridad policial como «una 
construcción entre ciudadanos y gobiernos, en contraposición al 
paradigma de la seguridad pública (la visión tradicional), que la ve 
fundamentalmente como una atribución del gobierno» (PCC, 2015, p. 6).

De esta manera, y cercana a la concepción de seguridad humana, 
se considera que no se trata solamente de la «ausencia del delito sino 
también el bienestar y libre ejercicio de los derechos» (PCC, 2015, p. 9). 
No obstante, para que estos vínculos se establezcan y desarrollen se 
requiere, al menos, de confianza entre las partes.

Sobre la confianza en materia de seguridad pública

Ahora bien, ¿qué se debe entender por confianza? Al respecto, el 
acuerdo nacional por la seguridad, la justicia y la legalidad, publicado 
en el DOF el 25 de agosto de 2008, hace referencia a este concepto, en 
sus considerandos, de la siguiente manera: «Que es obligación de las 
autoridades, de todos los poderes y órdenes, actuar con eficacia, trans-
parencia, plena rendición de cuentas y combatir la corrupción para 
recuperar la confianza de los ciudadanos en las instituciones encarga-
das de la seguridad y la procuración de justicia» (s. p.).

Posteriormente, como elemento sustancial del objetivo «Depurar 
y fortalecer las instituciones de seguridad y procuración de justicia», 
se plantea cumplir con lo siguiente en el período de un año: «crear un 
modelo nacional de evaluación y control de confianza […] impulsar 
la creación de centros estatales de control de confianza certificados 
[…] [y] sujetar a evaluación permanente y control de confianza al 
personal de las instituciones policiales [y] de procuración de justicia, 
[entre otras metas] […] a través de organismos certificados» (Acuerdo 
nacional por la seguridad, la justicia y la legalidad, 2008, p. 5). 
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Con estos criterios, las entidades federativas asumen el compro-
miso de cumplir con el objetivo de depurar y fortalecer las institucio-
nes de seguridad y procuración de justicia, mediante la creación de los 
respectivos centros de evaluación y control de confianza.

Aprobar las sucesivas evaluaciones y los controles de confianza 
se establece como requisito para mantener al personal en las institu-
ciones. Los municipios asumen el compromiso, con el apoyo «de los 
Centros estatal y nacional de Evaluación y Control de Confianza, [de] 
desarrollar mecanismos de selección y capacitación de los elementos 
de la policía municipal y de sus propios mandos» (Acuerdo nacional 
por la seguridad, la justicia y la legalidad, 2008, art. 2). Estos son 
sujetos, de igual manera, a evaluaciones y control de confianza bajo 
los criterios ya expuestos.

En este sentido, señala María Cristina Rosas (2012): «La inefi-
ciencia y la falta de confianza en el sistema judicial y policial son 
elementos que contribuyen a que la criminalidad prospere» (p. 16), 
por lo que fortalecer las capacidades del recurso humano y depurar las 
instituciones de elementos ineficientes o no confiables se constituye 
como una necesidad. Así se entiende la implementación del llamado 
Nuevo Modelo de Policía en México. Como señala García Luna:

Las instituciones de seguridad pública del país han sufrido décadas de 
rezago estructural. La eficacia y la eficiencia que de ellas se requiere 
han estado muy por debajo de las necesidades de la sociedad, lo 
que ha minado significativamente la confianza de la población en 
dichas instituciones, además de ampliar la brecha entre autoridades 
y comunidades (Peláez y Pedraza, 2012, p. 7).

La confianza, en este sentido, está relacionada con la percepción 
y las experiencias que la ciudadanía tiene en su interacción con las 
policías y la administración de justicia, desde la perspectiva del cum-
plimiento de sus fines, primordialmente el de brindar seguridad, es 
decir, certidumbre de la ausencia o baja probabilidad de riesgos a su 
persona y/o bienes.

Si bien no existe una clara definición de lo que se entiende por 
confianza en los documentos citados, se considera pertinente señalar 
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que la confianza, siguiendo a Luhmann (1996), es un mecanismo que 
posibilita a los actores reducir la incertidumbre al adoptar expecta-
tivas específicas respecto al comportamiento futuro de los otros y 
predecir en cierta medida sus acciones de forma rutinaria, aunque no 
necesariamente como producto del cálculo.

Al respecto y con base en datos del Secretariado Ejecutivo del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública al 31 enero de 2016, Causa en 
Común presentó las Estadísticas sobre el avance de las evaluaciones 
de control de confianza al personal de seguridad pública en México, 
señalando que 99.47 por ciento de los mandos y operativos del per-
sonal de seguridad pública en los ámbitos estatal y municipal han 
sido evaluados. Sólo 31 514 (9.38 %) resultaron no aprobados, lo que 
implica, desde su perspectiva, que se deben encontrar en proceso de 
depuración (Causa en Común, 2016).

En el caso de Chihuahua, con datos del área de Procuración de 
Justicia, se evaluó a la totalidad de los mandos (100 %) y al 99.62 por 
ciento del personal operativo, identificando que uno por ciento de los 
mandos y de los operativos en activo no aprobaron el control de con-
fianza, frente a 11 por ciento y siete por ciento a nivel nacional, respec-
tivamente, que no lo lograron. Además, Causa en Común (2016) indica 
que, en este estado, está pendiente la renovación de los certificados de 
26 por ciento de los mandos y dos por ciento del personal operativo.

El 4 de noviembre de 2014, el gobernador de la entidad, César 
Duarte Jáquez, declaró: «Chihuahua tiene el mejor cuerpo de poli-
cías del país, pues el 99.4 por ciento de éstos, están certificados en 
materia de seguridad» (Sosa, 2014, s. p.). El 12 de julio de 2016, 
Francisco Chávez, de El Diario, dio a conocer que el Instituto para la 
Seguridad y la Democracia (Insyde) había entregado la mañana de ese 
día la constancia de certificación policial ciudadana a la Secretaría de 
Seguridad Pública Municipal (SSPM), resaltando que: «La distinción 
hace garantizar a la ciudadanía que se cumplen con los estándares de 
reclutamiento de cadetes, seguimiento del actuar de los agentes, pro-
tocolos de uso de violencia, manejo de la escena del crimen, auditorías 
internas, equipamiento y prevención» (Chávez, 2016, s. p.).
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Si bien los diferentes niveles de gobierno han realizado acciones 
para mejorar el desempeño y la confianza en las policías, ¿en qué 
medida las percepciones ciudadanas sobre el desempeño y la con-
fianza en las policías se ha modificado? ¿La ciudadanía percibe una 
mayor seguridad y menor violencia en su contexto de vida? A partir 
de lo antes expuesto, es que el Observatorio se propuso llevar a cabo 
las EPPOMJ 2016 y 2017, de las que se presentan en este capítulo algunos 
de sus resultados, comparándolos con los obtenidos en las EDSMJ de 
2012, 2013 y 2014.

La percepción de la población juarense sobre seguridad pública

La percepción, como ya se indicó, no es sólo un proceso individual, 
sino que se construye socialmente, por lo que implica una serie de 
posicionamientos dentro del contexto cultural que le es propio a cada 
sujeto, en el que se describe/adscribe a sí mismo, autoidentificándose 
y localizándose social y políticamente. Esto ocasiona que el reconoci-
miento de pautas formales de actuación no sea necesariamente la única 
guía de acción en un contexto determinado, en la medida en que, al 
igual que otros actores, el individuo haga uso de prácticas informales, 
e incluso ilegales, sin que reciba la sanción o el reconocimiento que 
debiera corresponderle de acuerdo con el marco normativo.

En este sentido, si bien se observa la disminución de diversos 
hechos violentos como homicidios, feminicidios, extorsiones, secues-
tros y robos a casa habitación y de vehículos, los niveles de confianza 
que mostró la ciudadanía no han mejorado en la misma proporción, 
pues el porcentaje de la población que no tenía nada de confianza en 
la policía municipal se encontraba en 2012 con un nivel bajo (53.2 %), 
y aunque para 2014 disminuyó (29.4 %), siguió predominando la 
poca confianza (51.6 %), mientras que la confianza y la mucha con-
fianza alcanzaron sólo 18.9 por ciento, tal como indican los resulta-
dos de las EDSMJ aplicadas en 2012, 2013 y 2014, como se muestra en 
la gráfica 1.
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Grá!ca 1. ¿Cuánta con"anza le inspira la policía municipal?

Fuente: Elaboración propia con base en los datos de las EDSMJ, recogidos 
por el Observatorio de Seguridad y Convivencia Ciudadanas del Muni-
cipio de Juárez (2012, 2013, 2014d).

Para la EPPOMJ, se modificó la escala a través de la cual se realizó 
la medición de la confianza, ya que se solicitó a las personas encues-
tadas que indicaran, de acuerdo con una escala de 0 a 10, donde 0 es 
nada de confianza y 10 es total confianza, cuánta confianza les inspi-
raba la policía municipal. Los resultados indicaron una disminución 
en el rubro, pues en tanto que en 2016 se obtuvo una calificación 
promedio de 4.8, al año siguiente el resultado fue de 4.3, como se 
muestra en el cuadro 2.
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Cuadro 2. ¿Cuánta con"anza le inspira la policía municipal?

Cali!cación 2016 2017 Variación

0 11.8 7.9 -3.9

1 3.8 4.5 0.7

2 6.2 7.6 1.4

3 8.7 13.1 4.4

4 6.3 15.3 9.0

5 17 22.1 5.1

6 15.3 18.8 3.5

7 14.6 5.2 -9.4

8 10.4 4.5 -5.9

9 2.4 0.3 -2.1

10 3.5 0.7 -2.8

Promedio 4.8 4.3 -0.5

Fuente: Elaboración propia con base en los datos de las EPPOMJ, reco-
gidos por el Observatorio de Seguridad y Convivencia Ciudadanas del 
Municipio de Juárez (2016, 2017).

Esta percepción pudiera estar relacionada con la que se tiene res-
pecto al incremento o no de la violencia en el entorno de vida. En ese 
sentido, podemos observar que la percepción ciudadana de 2013 a 
2016 marca una tendencia a la baja en el indicador de disminución de 
la violencia, con una variación de 13.7 por ciento en el período. No 
es así en el 2017, cuando la percepción de disminución alcanzó sólo 
9.1 por ciento. Sobre la percepción del aumento de la violencia o su 
estabilización en los mismos niveles, en ambos casos se muestra un 
cambio desfavorable, en la medida en que más personas consideraron 
que la situación en 2016 seguía igual (62.8 %), o bien, que la violencia 
había aumentado (28.1 %) en relación con el año anterior, como se 
muestra en la gráfica 2.
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Grá!ca 2. En el último año, ¿usted cree que la violencia  
en esta zona la ciudad...?

Fuente: Elaboración propia con base en los datos de las EDSMJ 2012, 
2013 y 2014, y de las EPPOMJ 2016 y 2017, recogidos por el Observa-
torio de Seguridad y Convivencia Ciudadanas del Municipio de Juárez 
(2012, 2013, 2014d, 2016, 2017).

En el mismo orden de ideas, la percepción de violencia y su incre-
mento o disminución puede estar influida tanto por lo que se expone 
en los medios de comunicación como por lo que refieren conocidos, 
familiares o compañeros de trabajo o estudio, así como por la expe-
riencia propia. Considerando ésta, al preguntar si en los últimos dos 
años han sufrido algún acto de violencia, las respuestas muestran una 
reducción constante entre 2012 y 2014, presentándose nuevamente 
un retroceso entre 2014 y 2016, al incrementar nueve por ciento las 
personas que mencionaron haber sufrido algún acto de violencia, 
situación que se torna positiva en 2017, al disminuir 8.1 por ciento 
(véase gráfica 3).
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Grá!ca 3. En los últimos dos años, ¿ha sufrido algún acto  
de violencia?

Fuente: Elaboración propia con base en los datos de las EDSMJ 2012, 
2013 y 2014, y de las EPPOMJ 2016 y 2017, recogidos por el Observa-
torio de Seguridad y Convivencia Ciudadanas del Municipio de Juárez 
(2012, 2013, 2014d, 2016, 2017).

No obstante, un indicador de confianza en el ejercicio de la justi-
cia y en el desempeño de las autoridades relacionadas con la seguridad 
pública es la denuncia de los delitos cometidos en contra de las perso-
nas que atendieron la encuesta.

Desde 2014 se percibe una disminución en el porcentaje de 
denuncias, misma que se mantuvo hasta 2017 (véase gráfica 4). Si 
bien este indicador no corresponde de manera directa al desempeño 
de la policía municipal, es un factor que impacta en la construcción de 
una percepción negativa de la seguridad, en la medida en que la falta 
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de cumplimiento en la aplicación de sanciones al delincuente y en la 
reparación del daño generan ansiedad o aprensión, e incluso frustración, 
afectando la confianza en las autoridades y, por ende, en el desem-
peño de la policía.

Grá!ca 4. ¿Levantó un acta o denuncia?

Fuente: Elaboración propia con base en los datos de las EDSMJ 2012, 
2013 y 2014, y de las EPPOMJ 2016 y 2017, recogidas por el Observa-
torio de Seguridad y Convivencia Ciudadanas del Municipio de Juárez 
(2012, 2013, 2014d, 2016, 2017).

Otro aspecto relevante de la percepción ciudadana es la califica-
ción que hace del desempeño de la policía municipal. En el cuadro 
3 se presentan las calificaciones otorgadas en los años 2012, 2013, 
2014, 2016 y 2017.
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Cuadro 3. Cali"cación por porcentaje del desempeño  
de la policía municipal

Cali!cación  
del desempeño  
de la policía

2012 2013 2014 2016 2017

0 2.2 1 0.4 2.6 0

1 31.3 16.1 14.6 10.7 7.4

2 4.6 3.4 5 2.2 5.2

3 7.5 5 8.6 8.1 10

4 5.4 6.9 6.2 7.6 11.9

5 23.3 21.7 22.2 18.3 23.3

6 6.7 13.2 12.7 16.5 18.3

7 7.6 16.5 15.7 17.4 12.4

8 7 11.4 10.2 10.5 9.2

9 1.6 2.4 1.9 2.1 1.4

10 2.8 2.4 2.5  4 0.9

Fuente: Elaboración propia con base en los datos de las EDSMJ 2012, 
2013 y 2014, y de las EPPOMJ 2016 y 2017, recogidos por el Observa-
torio de Seguridad y Convivencia Ciudadanas del Municipio de Juárez 
(2012, 2013, 2014d, 2016, 2017).

Como se puede observar en la gráfica 5, la calificación sobre el 
desempeño de la policía, no obstante haber reflejado una mejoría en 
2016, en el último año registrado disminuyó en 8.4 por ciento.
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Grá!ca 5. Cali"cación positiva y negativa sobre el desempeño  
de la policía municipal del Municipio de Juárez en 2012,  

2013, 2014, 2016 y 2017

Fuente: Elaboración propia con base en los datos de las EDSMJ 2012, 
2013 y 2014, y de las EPPOMJ 2016 y 2017, recogidas por el Observa-
torio de Seguridad y Convivencia Ciudadanas del Municipio de Juárez 
(2012, 2013, 2014d, 2016, 2017).

Es pertinente destacar que la calificación negativa de 73.4 por 
ciento en 2012, para 2017 representa ya 57.9 por ciento, es decir, que 
mejoró la percepción en 15.5 por ciento en un lapso de cinco años, 
considerando que los levantamientos de información se realizaron en 
los meses de junio de cada año. Es importante indicar que, durante el 
análisis de resultados para 2017, no se presentaron diferencias signifi-
cativas en cuanto a la calificación asignada por hombres y mujeres.

Por otro lado, retomando uno de los postulados de la perspectiva 
de la seguridad ciudadana, que indica la necesaria colaboración entre 
la ciudadanía y las autoridades, lo que requiere contar con amplios 
niveles de confianza, se cuestionó en 2016 y 2017 sobre la probabilidad 
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de que esta colaboración se realizara, con el fin de mejorar la seguridad del 
municipio. En 2017 la mayoría de las personas encuestadas (78.6 %) 
lo consideró poco (61.5 %) o nada probable (17.1 %), lo que significó 
un incremento en los porcentajes respecto a 2016, como se aprecia en 
la gráfica 6.

Grá!ca 6. Probabilidad de que la ciudadanía y la policía colaboren  
en mejorar la seguridad del municipio

Fuente: Observatorio de Seguridad y Convivencia Ciudadanas del Muni-
cipio de Juárez (2016, 2017).

En el mismo sentido de la confianza en la interacción ciudadanía- 
fuerza de seguridad, se preguntó, utilizando una escala de 0 a 10, 
donde 0 es nada seguro y 10 totalmente seguro: «¿Qué tan seguro se 
siente ante la presencia de la policía municipal?». En 2016, el promedio 
de percepción de seguridad ante la presencia de la policía fue cinco 
por ciento, mientras que para 2017 disminuyó a 4.1 por ciento. En la 
gráfica 7 se muestran las calificaciones otorgadas. 
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Grá!ca 7. Distribución de la población de acuerdo con la seguridad 
que siente ante la presencia de la policía municipal

Fuente: Observatorio de Seguridad y Convivencia Ciudadanas del Muni-
cipio de Juárez (2016, 2017).

El conjunto de datos que hasta este momento se han presentado da 
cuenta, por un lado, de que las percepciones que tiene la ciudadanía 
sobre la policía municipal en cuanto a confianza y desempeño se man-
tienen por debajo de un mínimo necesario para el trabajo colectivo, lo 
que permite observar distintas áreas de oportunidad que abren la posi-
bilidad de construcción de mejores políticas públicas para la amplia-
ción de la seguridad ciudadana. En el apartado siguiente se presentan 
algunos hallazgos y las ref lexiones preliminares derivadas de éstos.
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Conclusión

Como se puede observar, a pesar de la disminución de los delitos de 
alto impacto, la ciudadanía mantuvo una percepción poco favorable 
sobre la seguridad pública y el desempeño de la policía, lo que afecta la 
confianza que en ella deposita. El municipio de Juárez, y en particular 
la Ciudad, padeció un desbordamiento de las violencias, superando su 
«normalidad», lo que trajo consigo un conjunto de modificaciones y 
percepciones sobre sus prácticas y aconteceres.

Por un lado, se generaron nuevas políticas para hacer frente a la 
problemática, y si bien en varias de éstas se incorporó a la ciudadanía, 
la percepción relativa al desempeño y a la calificación de la policía 
municipal no ha variado significativamente; es decir, el nivel de con-
fianza se mantiene entre la nula y la poca confianza.

En el mismo sentido, la calificación al desempeño de la policía 
municipal mejoró en el trienio analizado (2014-2016); sin embargo, 
volvió a presentar una caída en 2017. Se observó que la percepción 
sobre este cuerpo de seguridad no varía de acuerdo con el sexo de la 
persona encuestada, es decir, hombres y mujeres valoran de forma muy 
semejante el desempeño de la policía municipal y la confianza deposi-
tada en ella.

La percepción ciudadana respecto a la policía municipal de 
Ciudad Juárez no es positiva o aprobatoria, pues el promedio de califi-
cación no logra llegar al mínimo de seis. Esto se debe a que los delitos 
de alto impacto han sido «controlados», de acuerdo con el discurso de 
las autoridades y su difusión al público. No obstante, los delitos más 
cercanos a la ciudadanía se acrecientan, por lo tanto, las autoridades 
no han logrado hacer evidente una efectiva mejoría en su desempeño.

Lo que el análisis de la percepción ciudadana indica es que existen 
estímulos que favorecen una apreciación que pone en duda el incre-
mento de la seguridad, a pesar de lo que algunos indicadores muestren. 
Por ello, se considera indispensable realizar estudios específicos 
que posibiliten una evaluación objetiva de las estrategias implementa-
das por las policías con y sin la participación de la ciudadanía, incluidas 
las estrategias de difusión y acercamiento con la misma. Es decir, no debe 
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obviarse que se han realizado diversas acciones correctivas y preventivas, 
que no fueron objeto de las encuestas en que se basó este trabajo.

Las encuestas aquí abordadas satisfacen la necesidad de informa-
ción a nivel local, que no se encuentra disponible en las encuestas de 
cobertura nacional, como la Encuesta Nacional de Victimización y 
Percepción sobre Seguridad Pública 2015, donde se observa que, en el 
estado de Chihuahua, 18.8 por ciento de la población declaró tener 
nada de confianza en la policía preventiva municipal, 41.6 por ciento 
poca confianza, 27.8 por ciento algo de confianza y 11.1 por ciento mucha 
confianza. Para el acaso del municipio de Juárez, principal centro de 
población y en el que se han vivido la diversidad de violencias señaladas, 
es clara la influencia que éstas tienen en dicha percepción (Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía [Inegi], 2016).

El mismo caso se presenta en relación con la Encuesta nacional 
sobre cultura política y prácticas ciudadanas 2012. En ésta, la califica-
ción promedio de confianza en la policía para el estado de Chihuahua 
fue de tres, mientras que en el caso de las EPPOMJ 2016 y 2017 fue de 
4.8 y 4.26, respectivamente. No es posible hacer una comparación con 
los datos de 2012 a 2014 por haberse utilizado una escala de medición 
distinta, no obstante, se puede inferir que las EPPOMJ 2016 y 2017, al 
hacer referencia a un momento de menor violencia de alto impacto, 
confirmaron una mejora (Observatorio de Seguridad y Convivencia 
Ciudadanas del Municipio de Juárez, 2016, 2017; Secretaría de 
Gobernación [Segob], 2012).

Con el presente estudio de percepción ciudadana, se generó cono-
cimiento que es útil para tomadores de decisiones en materia de segu-
ridad pública y organizaciones de la sociedad civil que trabajan la 
seguridad pública a nivel local.
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Aprendizaje de una estrategia local para la reducción  
de homicidios: El caso de Ciudad Juárez

Raúl Soto Zamora / César M. Fuentes

Introducción

En América Latina, durante los últimos 15 años ha existido un incre-
mento de la violencia homicida (Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo [PNUD], 2013). En dicha zona, la tasa de homicidios 
aumentó 11 por ciento entre 2000 y 2010, mientras que en otras regio-
nes del mundo la tasa fue negativa (Fuentes y Sánchez, 2015; Sánchez, 
2010). En este marco, México se presenta como uno de los países de la 
región con uno de los mayores incrementos en la tasa, al pasar de 9.7 
homicidios por cada 100 000 habitantes en el año 2005 a 23 homi-
cidios por cada 100 000 habitantes en el año 2010 (Benítez, 2009; 
Fuentes y Sánchez, 2015; Sánchez, 2010).

En México, las entidades federativas que contribuyeron al crecimiento 
son principalmente del norte, pero sin dejar de tener fuertes manifesta-
ciones en estados como Michoacán y Guerrero. En este contexto, 
Ciudad Juárez, Chihuahua, es un ejemplo paradigmático, ya que llegó 
a tener tasas por encima de 250 homicidios por cada 100 000 habitantes, 
colocándola como la ciudad con la tasa de homicidios más alta del mundo 
en 2010 (International Crisis Group, 2015; Mesa de Seguridad de Ciudad 
Juárez, 2016).
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El aumento atípico de los homicidios es multifactorial, pero exis-
ten elementos preponderantes, como el cambio de rutas de trasiego de 
drogas hacia los Estados Unidos y el control de territorios por grupos 
de narcotraficantes, que han generado la lucha entre los cárteles por 
ciudades estratégicas como Ciudad Juárez (C. Fuentes, comunicación 
personal, 11 de marzo de 2016).

Ante esa situación, los tres ámbitos de gobierno y la sociedad civil 
organizada han realizado esfuerzos para abatir la criminalidad en la 
ciudad, logrando así, a partir de 2012, que la tasa de homicidios des-
cendiera a niveles semejantes a los existentes de manera previa a la ola 
de violencia que inició entre 2007 y 2008. Una de las organizaciones 
que realiza esfuerzos importantes al respecto es la Mesa de Seguridad 
y Justicia de Ciudad Juárez, creada en torno a la estrategia Todos 
Somos Juárez, Reconstruyamos la Ciudad, que desde 2010 ha coad-
yuvado con los gobiernos en la observación, participación e incidencia 
para lograr la reducción de diversos delitos, entre ellos el secuestro, la 
extorsión y el homicidio.

La Mesa de Seguridad y Justicia, año con año, establece metas de 
reducción de la incidencia delictiva y ha tenido resultados muy favo-
rables. Así, delitos como la extorsión y el homicidio mostraron bajas 
considerables, mientras que el secuestro prácticamente fue erradicado 
de la ciudad, ya que en 2010 contaba con variaciones de entre tres y 
hasta 14 secuestros por mes, y para marzo de 2016 sólo se registró una 
denuncia por este delito en los últimos 31 meses (Mesa de Seguridad de 
Ciudad Juárez, 2016). 

Dado que la Fiscalía General del Estado de Chihuahua no comparte 
información de los homicidios desagregados por móvil, es complejo 
determinar qué tipo de homicidio es el que creció en los últimos años y 
cuál el que disminuyó. Sin embargo, mediante otras aproximaciones, 
se sabe que un alto porcentaje de los homicidios registrados entre 2007 
y 2013 estaban vinculados con el crimen organizado transnacional.

Ante este escenario, la Mesa de Seguridad de Ciudad Juárez se 
planteó como meta reducir la tasa de homicidios a 12 por cada 100 000 
habitantes en el 2016. Para analizar el rango de posibilidad de dicha 
meta, es necesario diferenciar las causas o móviles de los homicidios y, 
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a partir de ello, diseñar las estrategias apropiadas para su reducción. 
De acuerdo con ello, la pregunta que guía el capítulo es la siguiente: 
¿cuáles son los tipos de homicidios que nutren la tasa global de este 
delito en Ciudad Juárez? Y, con base en lo anterior: ¿es posible reducir 
la actual tasa de homicidios a 12 por cada 100 000 habitantes, como se 
propuso en el 2016? De esta manera, el objetivo del presente capítulo 
es identificar los principales tipos de homicidios que nutren la tasa 
general de este delito para, a partir de ello, realizar un ejercicio de 
proyección, con el fin de evaluar si es posible alcanzar la meta de 12 
homicidios por cada 100 000 habitantes. La metodología tiene limita-
ciones, pero facilita el logro del objetivo de la presente investigación. 

El crecimiento de los homicidios en Ciudad Juárez, Chihuahua

En México, en los últimos años ha habido un incremento de la tasa de 
homicidios, al pasar de 17.35 por cada 100 000 habitantes en 1997, a 
19.75 en 2011 y 13.08 para 2014. Sin embargo, en el estado de 
Chihuahua el fenómeno pasó de 24.09 en 1997 a 86.68 en 2011 y 29.56 
para 2014 (Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública, 2015). Por su parte, en la última década, Ciudad Juárez llegó a 
tasas atípicas, ya que pasó de 14.12 en 2007 a 114.80 en 2008.

Es en este contexto en el que, el 27 de marzo de 2008, dio ini-
ció el Operativo Conjunto Chihuahua, después llamado Operación 
Conjunta Chihuahua, el cual tenía por objeto fortalecer la presencia 
de fuerzas federales en la ciudad e incluyó el envío de 2 500 elementos 
–entre ellos militares, policías federales y fuerzas especiales– a Ciudad 
Juárez y, en menor medida, a otros municipios del estado.

La presencia de las fuerzas federales ayudó muy poco a reducir  
el número de homicidios, por lo cual la tasa alcanzó 198.97 de estos 
delitos por cada 100 000 habitantes. El 31 de enero de 2010, en 
Ciudad Juárez se registró el asesinato de 16 estudiantes de preparato-
ria a manos de un grupo delictivo; los hechos se dieron en la colonia 
Salvárcar, como en el futuro se le conocería y recordaría al evento: «la 
masacre de Salvárcar» (Mancinas, 2020).
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En consecuencia, el 17 de febrero de 2010, es decir, 17 días des-
pués, se anunció el programa Todos Somos Juárez, Reconstruyamos 
la Ciudad.1 De las 160 acciones implementadas en la estrategia, una 
décima parte fue coordinada por la Secretaría de Seguridad Pública 
Federal y el resto por otras secretarías del gobierno federal. 

Es importante señalar que la ciudad alcanzó una tasa de 233 
homicidios por cada 100 000 habitantes en el año 2010, por lo que fue 
considerada como la ciudad más violenta del mundo. Sin embargo, a 
partir de 2011, inició una reducción continua de la tasa de homicidios. 
Existen varias hipótesis que dan cuenta de los posibles motivos de esta 
disminución: a) los impactos de la estrategia Todos Somos Juárez, 
Reconstruyamos la Ciudad, en la que el gobierno federal invirtió más 
de 3 500 millones de pesos de 2010 a 2012; b) los ajustes a la estrategia de 
seguridad pública; c) que un grupo delictivo desplazó a otro grupo, 
logrando de esta manera un dominio de la plaza, lo que se llama la 
Paz Mafiosa; d) que entre los grupos delictivos hayan acordado hacer  
la paz debido al alto costo de la confrontación tanto en vidas como en 
recursos económicos; e) que el gobierno haya negociado con los gru-
pos del crimen organizado, entre otras.

Para 2012, la tasa llegó a ser de 55.9 por cada 100 000 habitantes, 
hasta llegar a abril de 2016 a una tasa de 22 homicidios por cada 
100 000 habitantes. Es en este contexto en el que la Mesa de Seguridad 
de Ciudad Juárez se planteó la meta de reducir la tasa de homicidios a 
12 por cada 100 000 habitantes (Mesa de Seguridad de Ciudad 
Juárez, 2016).

1    Todos Somos Juárez, Reconstruyamos la Ciudad fue una estrategia integral del 
gobierno federal (2010-2012) para la reducción de la violencia en Ciudad Juárez, 
como respuesta a las altas tasas de homicidio y específicamente en el contexto de la 
masacre de Salvárcar, donde murieron más de una decena de jóvenes. La estrategia 
contó con 160 acciones de seis áreas de política pública (seguridad, desarrollo 
social, salud, educación, trabajo y economía) y con una inversión inicial de más de 
3 300 millones de pesos. Se articuló localmente a través de mesas de trabajo con 
las autoridades locales y la sociedad civil.
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Los homicidios desde un enfoque de salud pública

Los homicidios se convirtieron en un asunto de salud pública a partir 
de la década de 1980, debido a que alcanzaron proporciones epidémi-
cas en algunos grupos poblacionales. Desde este enfoque, los estudios 
sobre homicidios se centran en dos aspectos: analizar las característi-
cas demográficas de las víctimas y los años potenciales de vida perdidos 
(Valdivia y Castro, 2013; Zavala-Zegarra et al., 2012).

Para avanzar en la temática es necesario iniciar con la definición 
del concepto homicidio. Para la Organización Mundial de la Salud 
(OMS), según la Clasificación Internacional de Enfermedades, Versión 
10 (CIE-10), el homicidio es la muerte que resulta de una agresión 
infligida por otra persona, que tenía la intención de lesionar o matar 
(por diversas formas). Esta es la definición más conocida y aceptada 
en el mundo (OMS, 2016).

Dentro del CIE-10 existe una amplia subcategorización del homi-
cidio dependiendo del lugar y la forma en la que se dio la muerte, eso 
con fines epidemiológicos, principalmente (OMS, 2016). En 2015, la 
Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC, 
por sus siglas en inglés) lanzó como un primer esfuerzo la Clasificación 
Internacional de Delitos con Fines Estadísticos (CIDFE) versión 1.0, con 
la finalidad de poder generar la comparabilidad entre países en materia 
de delincuencia. Según esta clasificación:

En términos generales, la definición de homicidio intencional de la 
Clasificación Internacional y la definición de muertes por agresión 
de la CIE-10 no se contradicen entre sí, pues ambas requieren inten-
cionalidad y se refieren a la ilicitud del acto (por ejemplo, la CIE-10 
excluye las muertes por intervención legal y operaciones de guerra). 
Dicho esto, existen algunas discrepancias entre las dos clasificacio-
nes, que se deben principalmente al hecho de que la Clasificación 
Internacional ofrece descripciones más detalladas de determinados 
tipos de homicidio debido a los distintos niveles de responsabilidad 
penal de los autores (UNODC, 2015, pp. 17-19).
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En este sentido, es importante entender que cada clasificación está 
creada para fines distintos, pero que sus diferencias tienen que ver con 
detalles de las subclasificaciones que para este estudio no son relevantes.

En el cuadro 1 se muestran los diversos delitos que tienen por 
objeto causar la muerte. El caso que nos ocupa se incluye en la Sección 
01 Actos que causan la muerte o que tienen la intención de causar la 
muerte y en el nivel 01 Homicidio intencional (0101). Cabe mencio-
nar que la clasificación incluye otras 10 secciones que contemplan la 
totalidad de los delitos existentes.

Cuadro 1. Actos que causan la muerte o tienen la intención  
de causar la muerte

Sección 01  Actos que causan la muerte o que tienen la intención  
de causar la muerte

Nivel 02 Nivel 03 Nivel 04 Delito

0101 Homicidio intencional.

0102 Tentativa de homicidio intencional.

0103 Homicidio no intencional.

01031 Homicidio no culposo.

01032 Homicidio culposo.

010321 Homicidio por tránsito vehicular.

010322 Homicidio no ocasionado por 
tránsito vehicular.

0104 Suicidio asistido o incitación al 
suicidio.

01041 Suicidio asistido.

01049 Otros actos de suicidio asistido o 
incitación al suicidio.

0105 Eutanasia.

0106 Feticidio ilegal.

0107 Homicidio ilícito relacionado con 
con(ictos armados.

0109
Otros actos que causan la muerte 
o que tienen la intención de causar 
la muerte.

Fuente: UNODC (2015).

ComunidadesSeguras_Interiores IMPRENTA 180121.indd   246ComunidadesSeguras_Interiores IMPRENTA 180121.indd   246 1/18/21   4:03 PM1/18/21   4:03 PM



247

Aprendizaje de una estrategia local para la reducción de homicidios

Con la finalidad de generar más claridad y evitar una errónea 
clasificación de los delitos, la CIDFE provee ejemplos de lo que sí es un 
homicidio intencional y lo que no lo es (véase cuadro 2).

Cuadro 2. Inclusiones y exclusiones del homicidio intencional

Sección 01 Actos que causan la muerte o que tienen la intención  
de causar la muerte

0101 Homicidio 
intencional

Muerte ilícita 
causada a una 
persona con la 
intención de 
causarle la muerte o 
lesiones graves

+ Inclusiones: Asesinato, asesinato por honor, 
agresión grave que causa la muerte, muerte 
como resultado de actividades terroristas, 
asesinato por motivos de dote, feminicidio, 
infanticidio, homicidio voluntario, ejecuciones 
extrajudiciales, muertes causadas por el uso 
excesivo de la fuerza por funcionarios 
encargados de hacer cumplir la ley u otros 
funcionarios estatales.

- Exclusiones: Muerte por intervención legal, 
homicidio justi"cable en defensa propia, 
tentativa de homicidio intencional, el 
homicidio sin el elemento de la intención 
es homicidio no intencional, homicidio no 
culposo o involuntario, suicidio asistido 
o incitación al suicidio, feticidio ilegal, 
eutanasia.

Fuente: UNODC (2015).

México, a través del Centro de Excelencia −una alianza que se 
dio entre el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) y 
la UNODC−, participó activamente en la creación de la Clasificación 
(UNODC, 2015).

En coherencia con lo antes mencionado, según el marco jurídico 
mexicano, el homicidio es un delito del fuero común. El estado de 
Chihuahua, en el artículo 123 de su código penal, menciona que: «a 
quien prive de la vida a otra persona, se le impondrá de ocho a veinte 
años de prisión. Se entenderá la pérdida de la vida en los términos de 
la Ley General de Salud», mientras que en el artículo 136 menciona 
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que tanto el homicidio como las lesiones: «son calificadas2 cuando se 
cometan con: premeditación, ventaja, traición, alevosía, retribución, 
por el medio empleado, saña o en perjuicio de servidores públicos 
que se encarguen de la administración o procuración de justicia, o de 
periodistas» (Constitución Política del Estado de Chihuahua, 1950).

Según la perspectiva de salud pública, el homicidio es derivado de 
la violencia, la cual permite explicarlo y entenderlo mejor. La violencia 
es «el uso intencional de la fuerza o el poder físico, de hecho o como 
amenaza, contra uno mismo, otra persona o un grupo o comunidad, que 
cause o tenga muchas probabilidades de causar lesiones, muerte, daños 
psicológicos, trastornos del desarrollo o privaciones» (Organización 
Panamericana de la Salud [OPS], 2002, p. 5).

En ese sentido, en su Informe mundial sobre la violencia y la salud 
(2003), la OPS marca una de las grandes distinciones para definir la vio-
lencia respecto a otros enfoques, incorporando el elemento de la inten-
cionalidad para separarla de otro tipo de lesiones o accidentes y muertes 
que no tenían como finalidad causar ese daño o lesión. Algunos auto-
res, desde la antropología, como Garriga y Noel (2010), ahondan en 
estas diferencias, citando a José Ferrater Mora y a David Riches, entre 
otros, quienes no incorporan la intencionalidad o los daños psicológicos, 
así como tampoco la privación.

Por su parte, Elsa Blair (2009) compila la evolución histórica del 
concepto de violencia en las últimas décadas. Las definiciones antro-
pológicas a menudo mencionan la delgada línea que existe entre agre-
sividad y violencia como una dicotomía, que podría ser similar, pero 
no lo es. Dentro de los diversos enfoques de estudio del homicidio, 
para esta investigación se tomará como referencia (en lo amplio) la 
definición de salud pública de la OMS.

Establecido lo anterior, la violencia se clasifica en tres tipos: 1) la 
violencia autoinfligida, que comprende el comportamiento suicida y 
las autolesiones; 2) la violencia interpersonal, la cual se divide en dos 
subcategorías: violencia familiar o de pareja, entendida ésta como «la 

2    Para los fines de esta investigación homicidio calificado, intencional y doloso 
son sinónimos.
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violencia que se produce sobre todo en los miembros de la familia o de 
la pareja, y que por lo general, aunque no siempre, sucede en el hogar» 
(OPS, 2002, s. p.) y violencia comunitaria, «que se produce entre per-
sonas que no guardan parentesco y que pueden conocerse o no y que 
sucede por lo general fuera del hogar» (OPS, 2002, s. p.). Finalmente, 
el tercer tipo de violencia es la colectiva, que se subdivide a su vez en 
violencia social, violencia política y violencia económica (OPS, 2002) 
(véase figura 1).

Figura 1. Clasi"cación de la violencia

Fuente: OPS (2002).

Para los fines de esta investigación, se tomará de referencia el con-
cepto amplio de la violencia familiar, el cual incorpora el maltrato 
infantil, la violencia de pareja y el maltrato a adultos mayores, pero 
solamente en las manifestaciones que implicaron una naturaleza física 
y que tuvieron como resultado final el homicidio. Lo anterior, porque 
se adapta a la perfección a la forma en la que actualmente se registran 
los homicidios tanto por la Fiscalía General de Chihuahua como por 
el Observatorio Ciudadano de Prevención, Seguridad y Justicia de 
Juárez (en adelante Observatorio). De esta manera, no se requerirá de un 
tratamiento adicional o de alguna reclasificación.

En cuanto a la violencia comunitaria, no se utilizará desde el enfoque 
de salud pública, debido a que sus categorías de análisis no responden al 
ejercicio del presente estudio −los términos de «amistades» y «extraños» 
no permiten profundizar en estrategias más profundas de prevención−. 
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Por lo tanto, se utilizará la categoría (con sus subcategorías) definida por 
la UNODC en su Estudio global del homicidio (2013).

En él se presenta una tipología de homicidios que consta de tres 
categorías: la primera, relacionada con actividades criminales, sean 
del crimen organizado o no; la segunda, definida como interpersonal, 
que incluye los homicidios cometidos por la pareja y por otras personas 
no cercanas; y la tercera, que son los homicidios de tipo sociopolítico, 
es decir, aquellos relacionados con los prejuicios sociales, la agenda pública 
y las agendas sociopolíticas.

La tipología antes descrita y que guía la presente investigación se 
construye para entender más claramente el homicidio doloso y tam-
bién para utilizar de mejor manera los datos brindados desde el 
Observatorio, dado que los gobiernos locales no cuentan con información 
desagregada que permita inferir cuando un homicidio ha sido de carác-
ter sociopolítico y, por tanto, parte de otro tipo de agenda. Finalmente, 
esta investigación no pretende establecer un diagnóstico general de los 
homicidios, sino clasificarlos en categorías básicas y accesibles que en el 
futuro permitan establecer estrategias de prevención del fenómeno 
(véase figura 2).

Figura 2. Clasi"cación por tipos de homicidios

Fuente: Elaboración propia con base en la UNODC (2013).

Metodología

El planteamiento metodológico está compuesto de dos procedimientos: 
por un lado, la revisión y clasificación de notas de periódico sobre 
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homicidios con base en la tipología de estos delitos y, por el otro, el 
uso de técnicas estadísticas para generar las proyecciones de homici-
dios, en específico, la media móvil.

Revisión y clasificación de notas de periódico sobre homicidios 

Para el desarrollo de la investigación se tomó como fuente principal de 
información la base de datos sobre homicidios realizada de noviembre 
de 2014 a marzo de 2016 por el Observatorio, es decir, 15 meses. Esto da 
la posibilidad de contar con suficiente información para poder realizar 
una clasificación de los mismos. Los diarios que revisa el Observatorio 
para la construcción de la base de datos son las versiones impresas del 
Diario de Juárez, El Norte y Hoy, así como las publicaciones digitales 
de La Polaka, Calibre 800, La Opción, El Tiempo, entre otras.

La decisión de la elección de esta fuente de información es debido 
a que lo que publica mensualmente el Secretariado Ejecutivo del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública agrega la información sobre 
el total de los homicidios y no permite identificar sus distintos tipos. 
En el mismo sentido, la base de datos del Observatorio cuenta con 
una construcción epidemiológica, ya que recupera, de la información 
periodística, variables como sexo, edad, lugar del homicidio, posible 
causa, arma utilizada, entre otros.

El Observatorio genera diariamente fichas donde recoge informa-
ción de distintos medios para poder clasificar los homicidios, a la vez 
que hace un ejercicio de cotejo para no duplicar registros. La informa-
ción contenida en éstos es la siguiente: número de evento, total de 
eventos en el mes, fecha del deceso, número de víctimas en el evento, 
total de víctimas en el mes, calle, colonia, cuadrante, total de víctimas en 
el mes del cuadrante, distrito, total de víctimas en el mes del distrito, 
periódico, fecha de publicación, hipervínculo o página y sección, edad, 
sexo, criterios, rubro, subrubro, forma y arma (véase figura 3).

Esta información se valida con la generada mensualmente en la página 
del Secretariado Ejecutivo del Sistema Estatal de Seguridad Pública para 
el estado de Chihuahua, y no existen diferencias significativas, por lo 
que la información del Observatorio es de alta confiabilidad.
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Respecto al rubro de la causa probable del homicidio, el 
Observatorio construyó una clasificación de siete tipos: crimen orga-
nizado, violencia familiar o doméstica, riña o pelea, pandillerismo, 
robo, defensa de la integridad a la propiedad y otro. Para determinar el 
tipo en cada caso, se elaboran criterios que se ubican en las notas perio-
dísticas y que ayudan a determinar la causa probable (véase cuadro 3).

Cuadro 3. Tipos de homicidio/causa probable

Causa probable Indicadores sumatorios

Crimen 
organizado

1.  Presencia o enunciación de delitos de narcotrá"co, secuestro, 
extorsión, trata de personas y traslado de personas/coyotaje.

2. Enunciación de ajuste de cuentas.
3. Tinte de represalia.
4. Decapitación.
5. Señales de tortura.
6. Aparición de cuerpo/movimiento de cuerpo.
7. Uso de armas largas.
8. Cuerpos rafagueados y/o numerosos casquillos.
9. Presencia de mensajes o cartulinas.

Violencia 
familiar o 
doméstica

1. Enunciación de violencia familiar.
2. Relación parental y/o sentimental entre víctimas y victimario.
3. Acontecimiento al interior del hogar.

Riña o pelea 1. Enunciación de riña entre sujetos.
2. Sin relación parental y/o sentimental entre víctimas y victimario.

Pandillerismo
1. Enunciación de riña entre pandillas.
2. Pelea o con(icto entre varios individuos.
3. Uso de varias armas a excepción de largas.

Robo
1. Enunciación de víctima de robo.
2. Pérdida o hurto de algún valor en el evento.
3. Uso de armas diversas a excepción de largas.

Defensa de la 
integridad y/o 
propiedad

1. Enunciación de defensa propia o de sus bienes.
2.  El homicidio realizado por la víctima en acto de defenderse o de 

defender un bien (propiedad).

Otro 1. Enunciación de causas desconocidas.
2. Sin elementos que contemplen criterios claros para clasi"cación.

Fuente: Observatorio Nacional Ciudadano de Seguridad, Justicia y Le-
galidad (2015).
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Método de promedio móvil simple

Con apoyo de técnicas estadísticas, como el método de promedio 
móvil simple, se pueden generar las proyecciones de homicidios para 
el período de análisis de 14 meses mediante una proyección con 
media móvil a 12 períodos de análisis (meses anteriores) que toma 
como base los datos existentes de homicidios dolosos para el período 
de noviembre de 2014 a marzo de 2016, utilizando la tipología dise-
ñada para tal efecto.

De acuerdo con Ruiz et al. (2008): «El método de promedio móvil 
simple se utiliza cuando se quiere dar más importancia a conjuntos de 
datos más recientes para obtener el pronóstico. El pronóstico se 
obtiene al calcular la media aritmética del conjunto de datos y se eli-
mina de este la observación o dato más antiguo» (p. 1). En este sen-
tido, es importante mencionar que «el pronóstico de promedio móvil 
es óptimo para patrones de demanda aleatorios donde se pretende 
eliminar el impacto de los elementos irregulares históricos mediante 
un enfoque en períodos de demanda reciente» (Ruiz et al., 2008, p. 1).

Así: «La utilización de esta técnica supone que la serie de tiempo 
es estable, esto es, que los datos que la componen se generan sin varia-
ciones importantes entre un dato y otro (error aleatorio=0), que el 
comportamiento de los datos, aunque muestren un crecimiento o un 
decrecimiento lo hagan con una tendencia constante» (Ruiz et al., 
2008, p. 2).

Se presenta entonces, la fórmula del modelo de promedio móvil 
simple:

PMt  = n
Xt + Xt - 1 + Xt - 2 + ...... +  Xt - n + 1 

Donde
PMt: es el promedio móvil en el período t.
Xt: es el valor real observado en el período t.
n:  es el número de datos utilizados para el cálculo  

de la media aritmética.
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Los homicidios dolosos en Ciudad Juárez, Chihuahua (2016-2017) 

La suma de homicidios por categoría a partir de las notas de periódico 
permite entender la magnitud del fenómeno. De noviembre de 2014 a 
marzo de 2016 se clasificaron 308 (65 %) como homicidios causados 
por el crimen organizado, seguido por 52 (12 %) producto de riña, 
37 (8 %) como resultado de robos y, finalmente, la violencia familiar 
produjo 28 (7 %) casos (véase cuadros 4 y 5).

Cuadro 4. Homicidios dolosos por causas en Ciudad Juárez, 
Chihuahua, de noviembre de 2014 a junio de 2015

Causas Nov. 
14

Dic. 
14

Ene. 
15

Feb. 
15

Mar. 
15

Abr. 
15

May. 
15

Jun. 
15

Crimen 
organizado 22 18 25 22 16 9 13 16

Riña o pelea 1 1 2 4 1 3 3 5

Robo 4 1 2 4 1 4 1 4

Violencia 
familiar o 
doméstica

3 0 0 4 1 1 1 6

Total 30 23 31 32 21 19 20 33

Fuente: Elaboración propia con base en la información del Observatorio 
Ciudadano de Prevención, Seguridad y Justicia de Juárez (2017).

Los meses en los que se registraron la mayor cantidad de homi-
cidios vinculados al crimen organizado fueron noviembre de 2014, 
enero de 2015 y julio de 2015, con 22, 25 y 27, respectivamente. En 
contraste, los meses con la menor cantidad de homicidios vinculados 
al crimen organizado fueron abril de 2015 y septiembre de 2015, con 
9 y 10, respectivamente. Los meses en los que se concentró el total de 
homicidios fueron julio y octubre de 2015, con 42 y 36, respectivamente 
(véase cuadros 4 y 5).
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Cuadro 5. Homicidios dolosos en Ciudad Juárez, Chihuahua,  
de julio de 2015 a febrero de 2016

Causas Jul. 
15

Ago. 
15

Sep. 
15

Oct. 
15

Nov. 
15

Dic. 
15

Ene. 
16

Feb. 
16

Crimen 
organizado 28 19 10 17 16 18 18 20

Riña o pelea 5 2 2 7 2 4 7 1

Robo 2 3 3 3 0 1 3 1

Violencia 
familiar o 
doméstica

2 3 3 2 1 1 1 1

Total 42 28 20 36 23 25 30 26

Fuente: Elaboración propia con base en la información del Observatorio 
Ciudadano de Prevención, Seguridad y Justicia de Juárez (2017).

En un primer ejercicio, en donde se proyectaron el total de los 
homicidios ocurridos en el período de mayo de 2016 a junio de 2017, 
se ubica un promedio de 27 homicidios, con un incremento en los 
meses de septiembre a noviembre de 2016. En la gráfica 1 se muestra 
que los valores pronosticados están sujetos a menores cambios bruscos 
en el período que va de abril a agosto de 2016, mientras que en los 
meses de septiembre a diciembre de 2016 existen algunos picos.

Como parte del ejercicio, se realizó una proyección general de 
homicidios (véase gráfica 1), en la que se previó que la tasa oscilaría 
entre los 23 y los 22 homicidios por cada 100 000 habitantes entre 
2016 y 2017.
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Grá!ca 1. Proyección de homicidios en general/total de mayo de 2016 
a junio de 2017

Fuente: Soto (2016).

Al analizarse por separado los homicidios por crimen organizado, 
éstos muestran una tendencia similar, e incluso creciente, para el segundo 
cuarto de 2017. De esta manera, la tasa proyectada de homicidios osci-
lará entre los 14 y 15 por cada 100 000 habitantes (véase gráfica 2).

Grá!ca 2. Proyección de homicidios por crimen organizado de mayo 
de 2016 a junio de 2017

Fuente: Soto (2016).
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Es importante recordar el papel que juegan las ciudades de la 
frontera norte como nodos estratégicos para el crimen organizado 
transnacional, en las que se concentran actividades ilegales al verse 
interrumpido el viaje hacia su destino final por la barrera que pone 
el país vecino. Dichas actividades pueden incluir el tráfico de drogas, 
tráfico de personas, trata de personas, robo de vehículos, etcétera, lo 
cual las convierte en espacios para la lucha por el control de territo-
rios, rutas, puertos de cruce, entre otros, incrementando de manera 
importante el número de homicidios. La crisis de violencia que se 
vivió durante el período 2007-2012 se ubica en este escenario, en 
donde dos cárteles del narcotráfico pelearon por el control de las rutas 
de transporte, los cruces fronterizos y el mercado local de drogas.

El aumento en el consumo de drogas incrementó el número de homi-
cidios vinculados a peleas o riñas entre adictos. Para el caso de los homici-
dios por riña y pelea, la proyección va a la baja y su tasa oscila entre los 
2 y 3 por cada 100 000 habitantes (véase gráfica 3).

Grá!ca 3. Proyección de homicidios por riña, robo y pandillas  
de mayo de 2016 a junio de 2017

Fuente: Soto (2016).

En el caso de los homicidios por violencia familiar, ocupan la 
menor tasa, con tan solo una variación del 0.3 por ciento, descendiendo 
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de 1.5 a 1.2 por cada 100 000 habitantes (véase gráfica 4). Tanto los 
homicidios por violencia familiar, robo, riñas y pandillas muestran 
una baja, aunque menor; por tanto, su tendencia es negativa, al con-
trario del crimen organizado.

Grá!ca 4. Proyección de homicidios por violencia familiar  
de mayo de 2016 a junio de 2017

Fuente: Soto (2016).

Hasta este punto, es evidente que se requiere de intervenciones que 
modifiquen las condiciones actuales para lograr la disminución de los 
homicidios, por lo tanto, se proponen diversos escenarios en los que 
podría haber una reducción de la incidencia, con la intención de que sean 
valorados y priorizados para generar impacto sobre las tasas.

Después de analizar la tasa de homicidios y su proyección, es posible 
vislumbrar los siguientes resultados: primero, si de mayo de 2016 a 
junio de 2017 no hubieran existido en su totalidad los homicidios 
dolosos que tuvieron como causa u origen la violencia familiar, la 
tasa general de homicidios sólo bajaría de 22.5 a 21.3, es decir, 1.2, 
dejando la cifra en un lugar que no se acerca siquiera a la meta de 12 por  
cada 100 000 habitantes. En este escenario, la reducción de la tasa de 
1.2 homicidios por cada 100 000 habitantes implicó solamente la dis-
minución de 20 homicidios en 14 meses (véase gráfica 5).
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Grá!ca 5. Proyección modi"cada sin homicidios por violencia 
familiar de mayo de 2016 a junio de 2017

Fuente: Soto (2016).

Conclusión

El análisis arroja información valiosa para los actores que toman deci-
siones en materia de prevención y combate a la violencia en Ciudad 
Juárez, sobre todo porque permite fijar metas más realistas respecto a 
los avances en la disminución de homicidios.

En primer lugar, es necesario realizar análisis profundos que expli-
quen por qué lo realizado por autoridades y sociedad civil en mate-
ria de prevención ha dejado de funcionar en el contexto actual y no 
permite que la tasa de homicidios pueda seguir a la baja. En segundo 
lugar, es de suma importancia generar análisis sobre las tipologías del 
delito, para establecer estrategias de prevención social y reactivas, con 
evidencia científica. 

Por lo anterior, sería de gran utilidad que la Fiscalía General del 
Estado de Chihuahua pudiera compartir información adicional con 
respecto a otras características de las víctimas de homicidio y de los 
victimarios, en caso de que éstos últimos se encuentren en un proceso 
judicial y cualquier otro tipo de información no confidencial que per-
mita vincular factores de riesgo y protección.
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Para la Mesa de Seguridad deberá ser relevante reformular las 
metas establecidas y reconocer que sí se requiere un replanteamiento 
de estrategias de prevención del homicidio, sobre todo porque, en la 
medida en que la tasa disminuye, se dificulta más que siga bajando a 
causa de la criminalidad que existe, en general, en las ciudades de fron-
tera y, además, debido a que los motivos de la violencia atípica siguen 
presentes, dado que algunos factores estructurales no han cambiado.

Para los homicidios vinculados a la violencia familiar, riñas y pandi-
lla, no se recomienda manejarlos y socializarlos desde las tasas porque, 
al contrario de los asesinatos a causa del crimen organizado, desde un 
enfoque de gobierno no resultaría atractivo invertir en la prevención, 
ya que habitualmente se tiene por meta disminuir la tasa. Al respecto, 
dada la relevancia de la violencia familiar que deriva en homicidio, es 
altamente recomendable generar una estrategia única para su preven-
ción, así como también incorporar a expertas y expertos en la materia 
en la elaboración de políticas públicas y programas de prevención.

El imaginario perfecto de una estrategia de prevención de homi-
cidios deberá contar con al menos estos tipos de homicidio perfecta-
mente estudiados y georreferenciados para que pueda ser exitosa.

Si bien, en los hallazgos aquí enunciados, se evidencia que son los 
homicidios vinculados al crimen organizado los que aumentan la tasa de 
este delito en general, esto no significa que los otros tipos de homicidio 
no sean relevantes, sino que simplemente ayudan a comprender que es la 
criminalidad que se mantiene en el contexto lo que evitó alcanzar la tasa 
fijada como meta de 12 homicidios por cada 100 000 habitantes.

Siendo así, no era posible reducir la actual tasa de homicidios a 12 
o 14 homicidios por cada 100 000 habitantes en el 2016, ni diversi-
ficando o focalizando las estrategias de prevención social. La tasa de 
homicidios de 2016 llegó a un estancamiento que no se superó.

La diversificación de estrategias de prevención, entendida como la 
existencia de una serie de programas y acciones encaminadas a reducir 
los diferentes tipos de homicidio, tiene efectos en el mediano y largo 
plazo, pero no tuvo un impacto en la reducción de las tasas de homi-
cidios para el 2016. Sin embargo, para el largo plazo sí es relevante 
la creación de una estrategia integral de prevención que incorpore la 
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etiología de cada tipo de homicidio, dado que, en la medida en que 
baje la tasa por cada 100 000 habitantes de homicidios cuyo origen 
sea el crimen organizado, los otros tipos de homicidio se volverán 
significativos al disminuir con más rapidez la tasa general.
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El sicariato: Identidad y aprendizaje social de jóvenes

Antonio de Jesús Barragán Bórquez1 / Juan Poom Medina

Introducción

A pesar de los importantes aportes que desde algunos ángulos de la 
academia y desde el periodismo se han realizado para describir y bus-
car comprender el problema de la delincuencia organizada en México, 
el fenómeno del sicariato es un tema que ha quedado relegado por 
la inseguridad que implica su estudio y la dificultad de acceder a las 
fuentes de información. Sin embargo, eso no es un factor restrictivo 
para buscar alternativas de estudio que contribuyan a describir el fenó-
meno en cuestión, especialmente, cuando se habla de jóvenes sicarios.

Por ejemplo, uno de los problemas que la investigación enfrentó 
en este tema es la carencia y dificultad que existe para obtener 
datos confiables sobre la delincuencia juvenil. En 2011, la Red por 
los Derechos de la Infancia en México (Redim, 2011) señaló que en 
México existían aproximadamente 30 000 niños y niñas que colabo-
raban para organizaciones criminales. Por otra parte, el informe que 
publicaron Libera Internacional y México por la Paz (2015), reali-
zado en 2013, reveló que 75 000 niños y adolescentes trabajan para 
los cárteles mexicanos.

1   Obtuvo el primer lugar en el Sexto Concurso Nacional de Investigaciones 
Criminológicas, edición 2018, con los resultados de la investigación que aquí 
se publican.
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Los jóvenes enrolados con organizaciones criminales y de nar-
cotráfico son considerados los casos más graves y preocupantes de 
la delincuencia juvenil actual; sin embargo, cuando son detectados 
por el Sistema de Justicia para Adolescentes, se evidencia que no 
rebasan 15 por ciento del total de los jóvenes en internamiento en 
México (Azaola, 2014, 2015). Por eso, uno de los problemas centrales 
es que no existe precisión sobre la cantidad de sicarios adolescentes 
en reclusión.2

En 2014 había 11 985 adolescentes cumpliendo alguna penalidad 
por haber incurrido en algún comportamiento delictivo. De ellos, 
4 734 estaban recluidos en los centros de internamiento,3 recibiendo 
medidas de tratamiento por delitos que son considerados graves 
(Comisión Nacional de los Derechos Humanos [CNDH], 2015). En 
ese mismo año, en el estado de Sonora se encontraban 741 adoles-
centes en internamiento bajo cargos de delitos graves, y la población 
correspondiente a jóvenes sicarios alcanzaba aproximadamente la 
cifra de uno por ciento.4 Por ello resulta importante buscar aproxi-

2   Los factores que imposibilitan la gestión de estadística oficial en materia de 
delincuencia juvenil, y en específico del sicariato, atañe a un conjunto de ele-
mentos, como el vacío jurídico-penal que representa el sicariato, la forma en que 
se registran las incidencias delictivas, la voluntad que existe de parte de las insti-
tuciones por reconocer dicha categoría de la delincuencia juvenil, o los métodos 
empleados para detectar a este tipo de población. En términos generales, el sica-
riato es el gran ausente en las estadísticas oficiales, pero se encuentra muy presente 
en la praxis del crimen organizado en los últimos años.

3   En el país hay 60 centros de internamiento, siendo la Ciudad de México y 
Sonora las entidades con mayor cantidad, con seis centros cada uno; le sigue 
Tamaulipas con cinco centros. El presente estudio se realizó en el Centro 
Intermedio, ubicado en Hermosillo, Sonora.

4   El dato permite hacer una aproximación más o menos certera; sin embargo, es 
un dato no exhaustivo, debido a que: 1) no se estudió a la población femenina, 2) 
no se pudo tener acceso al total de expedientes judiciales del Centro Intermedio, 
sino únicamente a los casos en los que se tenía una sentencia definitiva, es decir, 
aquellos que se encontraban en proceso judicial durante el estudio fueron descar-
tados, ya que no se puede aplicar una entrevista a un adolescente al que no se le 
ha comprobado un delito. Sin embargo, resulta difícil pensar que la población de 
sicarios rebase el dos por ciento de la población interna en Sonora. 
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maciones sobre este segmento de niños y jóvenes que se dedican al 
secuestro; a la extorsión; a la siembra, venta y distribución de droga; 
así como a las operaciones de vigilancia (halconeo) y/o al sicariato 
para las bandas criminales.

En este trabajo presentamos los resultados de una investigación 
realizada en 2015 con jóvenes internos en el Centro Intermedio del 
Instituto de Tratamiento y Aplicación de Medidas para Adolescentes 
del estado de Sonora (ITAMA), organismo encargado de atender a la 
población de entre 12 y 18 años que incurre en conductas delictivas 
en la entidad.

Con base en un trabajo de revisión de expedientes, se identificaron 
seis casos de jóvenes sicarios y después se realizaron entrevistas con ellos 
para que describieran sus procesos básicos de interacción con la socie-
dad y así se identificara la forma en que los jóvenes sicarios crecen, se 
desarrollan y construyen una identidad social propia. La mirada teórica 
que utilizamos retoma el modelo interaccional de Thornberry (1996).

La pregunta central del estudio refiere es: ¿de qué manera se ha 
dado la interacción del joven sicario con su ambiente social en rela-
ción con la apropiación y reproducción de factores que han posibili-
tado el inicio de su actividad en el sicariato?

Revisión teórica

No existe una teoría integral que explique los factores asociados a la 
conducta de los jóvenes sicarios. Esa limitación conlleva a que se ponga 
atención a las aportaciones de las teorías integradoras que, desde la 
sociología, la psicología, la pedagogía, incluyendo disciplinas como 
la biología, han incorporado aproximaciones, en diferentes niveles, al 
tema de la búsqueda de factores de riesgo de la delincuencia.

Estos modelos teóricos se ubican en dos extremos de clara distin-
ción. Por una parte, se encuentran los planteamientos sociológicos o 
macrosociales que buscan explicar a la delincuencia utilizando varia-
bles estructurales, culturales, sociodemográficas y económicas. Por 
otro lado, se encuentran los planteamientos de corte individualista, 
en los que prevalecen las características genéticas y fisiológicas, entre 
otras, que moldean las conductas delictivas.
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En las últimas décadas, debido al debate que ha permeado el tema 
sobre las características de los factores que explican la delincuencia, 
especialmente la de carácter juvenil, se han situado los argumentos 
teóricos intermedios o «micro sociales» cuyas explicaciones se basan 
«atendiendo a los grupos primarios y a los entornos de interacción 
más próximos al individuo» (Romero et al., 2000, p. 29).

La principal contribución de este enfoque es que parte del análisis 
de la interacción que se da entre el individuo y su ambiente social, 
donde surgen los conflictos que prevalecen como problema de las 
conductas delictivas. De esa forma, la familia y los amigos son espa-
cios de estudio propicios para comprender el proceso de aprendizaje 
de la delincuencia. Por una parte, de acuerdo con las teorías del con-
trol social, la familia sirve como contención de las conductas delicti-
vas. El componente afectivo puede inhibir la conducta antisocial, y si 
esa relación no se llega a establecer con fuerza, el incentivo por delin-
quir se presenta sin limitaciones. Lo mismo sucede con el grupo de 
amigos, que contribuyen a construir y enmarcar la identidad y auto-
nomía del individuo (Peterson y Leigh, 1990).

Thornberry (1996) cree que los vínculos sociales débiles o ausen-
tes son necesarios, pero no suficientes para explicar la delincuencia, 
por lo que es indispensable ubicarlo dentro de una dinámica del 
aprendizaje (Jang, 2010). La teoría interaccional sienta sus bases en 
la integración de los postulados de Travis Hirschi (control social) y 
Ronald Akers (aprendizaje social), por lo que a dicha teoría general-
mente suele ubicársele dentro de la corriente integradora de la crimi-
nología moderna.

Por un lado, las teorías del control social se basan en el supuesto de 
que la naturaleza humana es intrínsecamente antisocial y, por otro lado, 
las teorías del aprendizaje social se centran en la idea de que la natura-
leza humana es un pizarrón en blanco y que los individuos aprenden 
a ser buenos o malos (Muftic, 2009). Ambos casos, aparentemente 
incompatibles entre sí, convergen al abordar los procesos de socializa-
ción de los individuos como explicación de la delincuencia juvenil.

El problema de este tipo de enfoque es que la relación de varia-
bles es unidireccional (familia, amigos, delincuentes), por lo mismo 
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esa linealidad ha propiciado una serie de cuestionamientos sobre ese 
modelo. En el marco de esas dificultades relacionales, una de las pers-
pectivas más utilizadas en la actualidad es el modelo interaccional 
de Thornberry (1996), en el cual se finca el presente trabajo sobre 
jóvenes sicarios, para distinguir las influencias bidireccionales entre 
los elementos que componen el problema que se aborda.

En este sentido, el individuo no sólo debe ser visto como un 
receptor de las influencias de su medio ambiente (familia, escuela, 
amigos, barrio), sino que también el comportamiento delictivo de 
los sujetos ejerce determinada influencia sobre dichos agentes cau-
sales (Peña, de la, 2010). Desde una perspectiva sociológica, decimos 
que: la estructura influye en el individuo, pero también el individuo 
influye en la estructura.

Por su parte, para el enfoque del aprendizaje social delictivo, las 
relaciones que tienen un mayor efecto sobre el comportamiento son 
las que tienen una mayor duración, ocurren antes e implican invertir 
una cantidad de tiempo mayor, se presentan de manera más regular y 
se dan con los individuos más cercanos e importantes (Akers y Jensen, 
2006; Aroca et al., 2012).

Atendiendo a lo anterior, las interacciones están mediadas por los 
significados que cada individuo otorga tanto a las características de 
sus congéneres como a los objetos del mundo natural a los que se ve 
enfrentado. De esta manera, las significaciones se construyen por la 
influencia de las instituciones dominantes (cultura) y por la apropia-
ción y actitudes de cada individuo: es así como se va construyendo la 
identidad social (Castro, 2007). La identidad y el aprendizaje social se 
encuentran íntimamente ligados.

La hipótesis que aquí se pone a prueba es que la delincuencia 
(sicariato) ejerce también un efecto de vuelta sobre los factores que se 
cree son determinantes. En este caso, la violencia, la delincuencia y el 
sicariato también contribuyen a deteriorar los vínculos familiares y 
fortalecen la identidad con amigos delincuentes.

En la figura 1 se ilustran las diferencias de los modelos integrado-
res clásicos con respecto a los modelos interaccionales.
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Figura 1. Modelos clásicos y modelos interaccionales

Fuente: Romero et al. (2000).

El enfoque propuesto por Thornberry tiene que ver con la diná-
mica en las consecuencias negativas que tienen los comportamientos 
antisociales para el individuo en un período posterior, suponiendo 
que la conducta delictiva debilitaría los lazos del individuo con per-
sonas e instituciones convencionales y aumentaría su participación 
en redes de amigos delincuentes y pandillas callejeras, con lo cual se 
fortalecería el sistema de creencias en favor del delito, dando como 
resultado que aquellos individuos que han debilitado sus vínculos pro 
sociales, y se encuentran inmersos en dinámicas delictivas, manifies-
ten una mayor persistencia infractora (Thornberry et al., 2013).
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Por otra parte, la producción empírica que se ha generado desde los 
postulados teóricos de Thornberry se ha enfocado mayoritariamente 
en la utilización de métodos longitudinales de corte cuantitativo.

Cifras del Sistema de Justicia para Adolescentes de Sonora

En 2006 entró en vigor el Sistema de Justicia para Adolescentes del 
estado de Sonora para reemplazar al otrora Consejo Tutelar para 
Menores (Cotume). El nuevo sistema señala en su normatividad que 
únicamente los adolescentes mayores de 14 años que hayan cometido 
algún delito considerado como grave pueden ser sancionados con pri-
vación de libertad, y en dichos casos, el ITAMA funge como el orga-
nismo encargado de aplicar esta medida en un sentido carcelario. 

En la gráfica 1 se muestra la incidencia de delitos graves en Sonora 
realizados por jóvenes adolescentes en el período 2008 a 2014.

Grá!ca 1. Adolescentes con tratamiento en internamiento  
por año en Sonora

Año 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014

Hombres 875 1 013 945 1 161 1 020 796 724

Mujeres  19     24 35    15      26   32  17

Total 894 1 037 980 1 176 1 046 828 741

Fuente: Elaboración propia con base en el ITAMA (2014).

ComunidadesSeguras_Interiores IMPRENTA 180121.indd   271ComunidadesSeguras_Interiores IMPRENTA 180121.indd   271 1/18/21   4:03 PM1/18/21   4:03 PM



272

Antonio de Jesús Barragán Bórquez / Juan Poom Medina

Es importante mencionar que las edades en las cuales se concen-
tra mayor incidencia delictiva abarcan el rango entre 14 y 17 años. Por 
otro lado, la mayor parte de los delitos son cometidos por los varones, 
los cuales alcanzan poco más de 90 por ciento del total.

En el cuadro 1 se muestra la incidencia delictiva de los adolescen-
tes en internamiento por tipo de delito, en el estado de Sonora, de 
2008 a 2014.

Cuadro 1. Incidencia delictiva por año y tipo de delito

Delitos 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014

Robo en sus diferentes 
modalidades 496 664 727 862 780 606 505

Robo de vehículo 103 102 69 51 38 26 44

Contra la salud 57 88 67 91 71 64 66

Delitos sexuales 46 36 15 41 36 29 17

Lesiones 20 30 18 26 30 18 30

Abusos deshonestos 12 18 12 10 20 21 6

Privación ilegal de la 
libertad 12 14 0 9 5 4 4

Otros delitos 148 85 72 86 66 60 69

Total 894 1 037 980 1 176 1 046 828 741

Fuente: Elaboración propia con base en el ITAMA (2014).

Los delitos de los menores de edad se componen en su mayoría 
de robo en sus distintas modalidades, lo cual ha representado hasta 
dos terceras partes del total de ilícitos cometidos en los últimos años. 
Por su parte, los delitos contra la salud representan menos del 10 por 
ciento del total; mientras que homicidio, portación de arma de fuego, 
violación a la ley de armas de fuego y explosivos de uso exclusivo, 
secuestro y delincuencia organizada representan muy bajo porcentaje 
en la incidencia delictiva en la región.

ComunidadesSeguras_Interiores IMPRENTA 180121.indd   272ComunidadesSeguras_Interiores IMPRENTA 180121.indd   272 1/18/21   4:03 PM1/18/21   4:03 PM



273

El sicariato: Identidad y aprendizaje social de jóvenes

En el mapa 1 se expone el lugar de origen de los adolescentes en 
internamiento durante 2014.

Mapa 1. Adolescentes internos por municipio

Fuente: Elaboración propia con base en el ITAMA (2014).

En el mapa 1 se muestran los municipios que presentan mayor 
índice de adolescentes en internamiento en el estado. En orden ascen-
dente tenemos: Caborca, Guaymas, San Luis Río Colorado, Navojoa, 
Nogales, Cajeme y Hermosillo. A su vez, dichos municipios son los 
que tienen mayor población de toda la entidad.

Para 2014, en Sonora había 741 adolescentes internos, de los cua-
les la cantidad correspondiente a sicarios representa aproximadamente 
uno por ciento de la criminalidad grave en el estado.
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Método

Se recolectó información de los expedientes individuales de una mues-
tra compuesta por jóvenes que habían ingresado por delitos diversos: 
homicidio doloso, delitos contra la salud, violación de la ley de armas 
de fuego de uso exclusivo del ejército, secuestro, homicidio en tenta-
tiva, delincuencia organizada y tráfico de personas. Después se reali-
zaron 15 entrevistas a profundidad, de tipo semiestructurada, a seis 
jóvenes que señalaron haber trabajado como sicarios de alguna orga-
nización criminal, según los datos de sus expedientes y la información 
que proveyeron en las entrevistas.

Los hallazgos

Se encontró que en los seis casos de los jóvenes sicarios entrevistados 
los delitos por los que fueron procesados son tipificados como graves: 
uso de armas de uso exclusivo del ejército, homicidio, secuestro agra-
vado y delitos contra la salud (véase cuadro 2).

Según la información de los expedientes,5 los datos socioeconó-
micos señalan que los detenidos son parte de una población de nivel 
bajo/medio, caracterizada por la deserción escolar. En los casos 1, 3 y 
4 se trata de jóvenes provenientes de familias integradas; en los casos 
3 y 6 se trata de familias semifuncionales, los demás provienen de 
familias disfuncionales; así mismo, según los registros del ITAMA, los 
padres o tutores de dichos jóvenes poseen por lo general instrucción 
básica (primaria, secundaria y, en algunos casos, nivel técnico) y su 
forma de ganarse la vida corresponde a empleos diversos en los que 
prevalece el de jornalero. 

5    Puede haber un sesgo orientado en la información de los expedientes judi-
ciales. Regularmente los datos que refieren los adolescentes al momento de su 
detención suelen ser falsos o alejados de la realidad, lo anterior por motivos que 
suelen ser diversos, pero eso fue contrastado con las entrevistas. 
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Cuadro 2. Datos generales de la muestra de sicarios

Delito(s)
Edad 

de 
detención

Sentencia Lugar
de origen Extracción

Caso 1

Violación a la ley 
federal de armas  
de fuego y explosivos, 
portación de arma 
exclusiva de las fuerzas 
armadas, posesión 
de cartuchos de uso 
exclusivo y asociación 
delictuosa

17 2 años Fuera de 
Sonora

Rural/
Urbana

Caso 2 Delitos contra la salud 
y asociación delictuosa 14 4 años Sonora Urbana

Caso 3

Homicidio cali"cado 
cometido con alevosía 
y premeditación, 
portación de arma  
de fuego sin licencia

17 7 años Fuera de 
Sonora Rural

Caso 4
Homicidio en grado  
de tentativa y portación 
de arma de fuego

16 4 años Sonora Rural

Caso 5
Secuestro agravado 
y delincuencia 
organizada

14 5 años 3 
meses Sonora Urbana

Caso 6 Delitos contra la salud 
y portación de arma 16 1 año 8 

meses Sonora Urbana

Fuente: Elaboración propia.

En el caso de las madres de esos jóvenes, cuatro de ellos señalaron 
que éstas se dedican al hogar y las otras dos son empleadas. En cuanto 
a la experiencia laboral de los jóvenes, únicamente en el caso 4 se trata 
de un joven que manifestó haber trabajado en un empleo convencional 
antes de ingresar al crimen organizado.
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El ingreso: los motivos para ser sicario

En cuanto a los motivos que tuvieron los jóvenes para ingresar al cri-
men organizado, estos suelen tener un trasfondo que obliga a indagar 
en las relaciones sociales y en las situaciones determinantes que se pre-
sentaron en sus vidas previo a su ingreso. En el cuadro 3 se reúne la 
información que ellos mencionan al respecto.

Cuadro 3. El ingreso (previo-detención)

Cuando entró en la adolescencia [12 años] se trasladó junto con su familia de 
la vida rural a la ciudad, allí hizo nuevos amigos y fue con ellos cuando probó 
por primera vez la marihuana. Había "nalizado la primaria en el pueblo don-
de vivía, pero no quiso continuar la secundaria en la ciudad.

Uno de sus amigos, al cual conoció en la colonia en la que llegó a residir, tenía 
un hermano que llevaba algún tiempo trabajando como sicario en Sonora, y 
éste le comentaba a su amigo, «le platicaba que estaba bien bonito el refuego,6 
y puras de ésas […] billetes de sobra, carros, armas, de todo, pues sí había, lo 
que es armas, carros y dinero […] y, pues, nos llamaba la atención, “no, pues, 
está bien el negocio”, decíamos». El joven fue detenido junto con dos de los 
amigos que conoció en la colonia, con los que se había ido a trabajar. Él era el 
único menor de edad del grupo que integraba.

Sobre su detención comenta: «ese día estábamos ahí en la casa, estábamos 
desvelados, no habíamos dormido toda la noche y todo el día, estábamos des- 
velados, y como a medio día nos habló el patrón,7 pa’ que fuéramos a aventarnos 
un jale,8 a la calle ahí saliendo, sobre un carro a quebrarlo, y simón, salimos, 
fuimos solos, pero el bato que íbamos a quebrar9 nos salió más listo, nos puso 
un cuatro,10 se hizo una balacera, nos agarraron, no alcanzamos a salir».

Este joven manifiesta siempre haber vivido en la misma colonia hasta el 
momento de ingresar al crimen organizado. A los 10 años jugaba videojuegos 
con su mejor amigo, uno que conservaba desde el preescolar, y el hermano 
mayor de éste también era su amigo, el cual tenía en ese momento 18 años. El 

6    Refuego en términos generales hace alusión al ambiente criminal. 
7    Patrón significa jefe, una relación de poder en la estructura delictiva.
8    Jale es sinónimo de un trabajo en concreto, una actividad delimitada.
9    Quebrar significa que iban a asesinar a una persona.
10    Cuatro significa que a su grupo le tendieron una trampa.

Caso 1

Caso 2

(continúa)
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par de hermanos eran sus vecinos de la casa que está «casi al frente» de la 
de él. Comenta que el hermano de su amigo era una persona ya conocida y 
respetada en la sierra. 

Un día el hermano de su amigo le dijo «era mi compa11 y me dijo: “desde 
muy morrito,12 así como estás tú, he llegado a ser muy grande, ¿quisieras ser  
como yo?”, y que la verga, “sígueme y vas a mirar lo que vas a llegar a ser”, y 
me fui con él pa’ la sierra». Tenía 10 años al momento de dicho evento, 
además comenta que, durante su estancia en la sierra, se dedicaba a cultivar, 
cuidar y procesar [empaquetar] marihuana y amapola, actividad a la que se 
avocó aproximadamente durante medio año. Añade que se enfadó porque 
no bajaba de la sierra, y de ese modo optó por subirse a una patrulla. Al 
respecto indica: «una patrulla como la de los policías [se refiere a una pick up 
de modelo reciente], pero donde van los sicarios […] ya era parte del equipo, 
nadie me podía decir nada, si yo quería agarrar un cuerno13 lo agarraba, sino 
no». Previo a su inicio como sicario comenta que después de llegar a la sierra 
«miraba que agarraban el dinero, todo eso, empezó a gustarme las armas, 
los carros y allí anduve y a lo último a mi patrón le pedí la bajada, pa’ que 
me bajaran a una ciudad, porque mi mamá quería ver cómo había crecido y 
cómo estaba». Sobre los dos hermanos, con los cuales se había ido a trabajar 
a la sierra, indica que posteriormente fueron asesinados cada uno en distintos 
enfrentamientos. 

De su detención comenta: «íbamos a recoger un jale de mota, marihuana, droga, 
íbamos a recogerlo, y en eso se nos atravesaron unos carros, y empezaron a tirar 
y todo […] se calentó14 y llegaron los guachos,15 y empezamos a agarrarnos, me 
pegaron un rozón y allí tiré el arma y me detuvieron».

Comenta siempre haber vivido en el mismo lugar, un pueblo de una entidad 
vecina al estado de Sonora. El joven después de los 13 años comenzó a pasar 

11    Compa quiere decir amigo, proviene de la abreviación de compadre, que 
denota una relación estrecha.

12    Morro (a) es un regionalismo norteño usado para referirse a una persona de 
edad juvenil, adolescente e, inclusive, infante. 

13    Cuerno hace referencia al rifle de asalto AK-47, comúnmente conocido como 
cuerno de chivo, debido a la forma de su cargador.

14    Calentó, en el contexto de la narración, hace alusión a terreno caliente para 
determinar que, en una zona geográfica delimitada, hay bastante delincuencia 
y presencia del gobierno reprimiéndola. Se calentó quiere decir que llegaron las 
autoridades a la zona del conflicto.

15    El término guacho, dentro de la narrativa, significa soldado, en referencia al 
personal del ejército mexicano.

(continúa)

(continuación)

Caso 3

Caso 2
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tiempo con su cuñado y su primo, su cuñado era mafioso, y su primo 
andaba en lo mismo. Al respecto, indica: «mis cuñados eran mafiosos 
también, y anduve con ellos, pero mi ‘apá no sabía, yo le decía que me iba 
con los morros allí, pues, a la esquina y así, y acá, me iba con los batos, 
me empecheraba,16 todo, agarraba el cuerno, pero la verdad nunca maté a 
ninguno cuando andaba allí, era uno de los chilos17 el bato18 [su cuñado] y 
andaba con él allí […] allí andaba con él pa’ arriba y pa’ abajo, paseándonos, 
y simón, ya cuando lo agarraron me mandaron a trabajar pa’ acá».

Este es el único caso donde el joven manifiesta siempre haber deseado ser 
sicario: «de chiquito me preguntaban que si qué quería ser yo, y yo les decía, 
“pues sicario, sicario”». Él comenta que tenía ese deseo debido a su papá, ya 
que antes andaba en lo mismo [mafia], pero estuvo en prisión y dejó dicha 
actividad. 

Fue detenido al ser detectado por las autoridades mientras se preparaba para 
llevar a cabo la ejecución de una persona por órdenes de su patrón.

Dicho joven ha vivido en dos poblados, en su pueblo natal residió hasta los 
11 años, luego se fue a otro poblado a dos horas de distancia y a los 15 años 
regresó a su pueblo natal. Al respecto de su ingreso indica: «o sea, que allá en 
el pueblo donde vivía antes, los morros esos con los que me juntaba se fueron 
metiendo en cosas, uno que otro meneaba droga19 […] o sea que un señor 
de allá, el padre de mi amigo andaba allí también [en el narcotrá"co], a lo 
mejor quiso seguir sus pasos». Comenta que él le pidió trabajo a su amigo 
para comenzar a mover droga, luego como vendedor y después en el sicariato. 
La relación con su amigo surge desde que eran pequeños, ya que sus papás son 
compadres; sin embargo, fueron su amigo y su papá los que se enrolaron en 
actividades de narcotrá"co.

16    Empecherado significa el uso de indumentaria táctica conocida como pechera, 
cuya función principalmente es para guardar cargadores de armas. De igual forma 
se denomina pechera al chaleco antibalas.

17    Chilo es un regionalismo propiamente del norte de México, es una especie de 
modificación del calificativo chido, el cual tiene un uso más frecuente en entidades 
del centro y sur del país. Ambos términos adquieren la misma connotación, que 
alude a una característica positiva o bastante agradable acerca de alguna situa-
ción, persona o cosa. En el contexto de la narración, chilo significa que era una de 
las personas más importantes de ese lugar. 

18    Bato es utilizado para referirse a una persona del sexo masculino en edades 
correspondientes a la adultez. 

19    Significa que se dedicaba a resguardar y trasladar droga para el narcomenudeo.

Caso 3

Caso 4

(continúa)

(continuación)
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Sobre su desarrollo dentro de la organización criminal explica: «primero andaba 
allí repartiendo droga, ya al rato andaban unos batos allí que… andaban ya  
de sicarios, ¿watchas?,20 estaba muy caliente allí, se metían los otros, 
¿watchas?, la otra gente [los grupos contrarios] […] y un matadero y puras de 
ésas, y pues allí los batos esos nomás nos cuidaban allí, los sicarios […] ya al 
rato me empecé a meter en eso […] pues a los que andaban así como yo son 
a los primeros que matan, mandan a lo primero [los vendedores de droga], 
y ya me metí en lo otro [sicariato], ya traía con qué defenderme». Sobre su 
detención comenta que fue detenido en uno de los primeros trabajos que 
ejecutaba como sicario, ya que recientemente había incursionado en dicha 
actividad, estatus en el cual permaneció por un corto período de dos o tres 
meses aproximadamente. 

Vivió siempre en la misma colonia, fue allí cuando ingresó al sicariato a la 
edad de 13 años. Un año y medio antes su hermano mayor [por tres años] 
había abandonado su casa para irse a trabajar de sicario; ante dicha situación, 
el joven señala que siguió sus pasos porque se preocupaba por su hermano 
«de que lo mataran, y de no saber quién fue ni de cómo estuvo o nada, y 
pues andar allí, pa’ andar con él […] y allí le dije “¿no hay manera de andar 
allí?”, ya te la sabes, a uno le gusta, pues, me gusta así un montón de cosas, 
las armas y todo eso, y “¿no hay manera?”, y pues no quería, pero ya al ratito 
ya andaba allí, sí se hizo». Comenta que cuando tenía 12 años acudía a una 
escuela abierta, ya que había dejado inconclusa la primaria, pues se ubicaba 
cerca de un hotel donde vivía su hermano mayor, con quien se iba al salir 
de la escuela. «De repente me iba a recoger con una camioneta y todo eso». 
Añade que desarrolló un gusto por el trabajo y la adrenalina que éste implica, 
por lo que considera que su ingreso se debía al gusto que tiene desde muy 
pequeño por las armas. 

El joven y su hermano estuvieron trabajando como sicarios aproximadamente 
durante un año hasta que detuvieron a los jefes y asesinaron a otros 
integrantes, motivo que llevó a la parálisis de toda la actividad de su grupo, 
por lo que decidieron incursionar en el secuestro hasta que reiniciaran las 
actividades del cártel, ya que contaban con equipo y conocimiento su"cientes 
para llevar a cabo dicha actividad. El delito de secuestro fue el motivo por el 
cual se les detuvo.

Vivió en tres colonias diferentes de una misma ciudad. Hasta los 10 años 
estuvo en la casa de su madre y su padrastro, después ellos se separaron y 

20    El término watchas proviene del verbo «mirar a», en inglés watch. Dentro de 
la narrativa quiere decir «¿miras?», mientras que en la entrevista adquiere un sen-
tido referido al entendimiento que el receptor puede tener sobre el mensaje que se 
pretende transmitir: «¿entiendes?», «¿miras?», «¿watchas?» son sinónimos.

Caso 4

Caso 6

Caso 5

(continúa)

(continuación)
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su mamá cambió de residencia. Con ella vivió hasta que fue expulsado de 
la secundaria por mala conducta, hecho que lo llevó a cambiarse a otra 
escuela, que no le gustó. Fue en ese tiempo cuando su primo lo empezó a 
recoger en la secundaria a la cual él simulaba asistir, y al poco tiempo decidió 
abandonar su hogar materno para irse a vivir a la casa de su primo [tíos]. 
Este joven ingresó al sicariato junto con su mejor amigo, uno que conservaba 
desde la primaria, ambos entraron por medio de su primo.

Explica su ingreso como pistolero debido a que algunas ocasiones su primo 
lo recogía a la hora de la salida de la secundaria para ir a pasear. Sobre eso 
comenta: «de repente andaba allí con mi primo, andaba en las motos, y 
andábamos con unas chamacas21 allí, y de repente me gustó allí el ambiente». 
En una ocasión los jefes de su primo convocaron a una reunión, fue allí que se 
percataron de la presencia del joven, hecho por el cual cuestionaron al primo, 
a lo que éste argumentó que se trataba de un primo suyo, el cual quería 
trabajar para la organización, y aunque eso resultaba una mala broma en el 
momento, fue así que el sicariato se convirtió en la «profesión» de este joven.

Comenta que el motivo que lo llevó a enrolarse en el sicariato fue «yo no tenía 
necesidad de andar en eso [¿Por qué te metiste en eso?] … por los carros, los 
lujos, todo, me empezó a gustar todo eso, aparte me gustan las armas, pues 
por eso […] he disparado las cuarenta, las más chiquitas, la veintidós y la 
veinticinco, y ya las más grandes, las nueve, las tres ochenta, las tres cincuenta 
y siete, la cuarenta y cinco, he traído de ésas, y de rif les grandes traía un G3, 
un cuerno corto y uno largo […] me gusta la cuarenta y cinco, porque es una 
pinchi bala bien grande, te pega y cuidado».

Fue detenido cuando custodiaban el traslado de un par de camionetas 
cargadas con marihuana.

Fuente: Elaboración propia.

Antes de formar parte del sicariato, los jóvenes han establecido 
relaciones sociales con individuos que pertenecen a grupos crimina-
les en los lugares donde se han desarrollado. Su grupo de amistades 
y familiares configuran las interacciones más importantes para el 
ingreso de los adolescentes a esta actividad. Ya sea al crimen organi-
zado primero y luego al sicariato, o bien incursionando en el sicariato 
de manera inmediata, son estas relaciones sociales establecidas pre-
viamente de manera sólida lo que permite su incorporación.

21    Chamaca quiere decir jovencita, persona del sexo femenino de edad joven. Su 
uso resulta común en el norte de México.

Caso 6

(continuación)
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Conforme a los argumentos teóricos de la asociación diferencial 
retomada por Thornberry, se encontró que los jóvenes sicarios dieron 
inicio a su participación en dicha actividad debido a una relación cer-
cana con amigos o familiares dedicados a ella. Ahí comenzó su «reclu-
tamiento», a través de interacciones que tuvieron origen en su ambiente 
social primario (escuela, barrio, y/o familia), las cuales representan 
para sus historias de vida una fuente consistente de desviación. 

El papá, el amigo, el hermano, el primo, el cuñado son modelos 
de conductas delictivas o antisociales que operan en sus ambientes 
más próximos. En otras palabras, quienes los enlazan con el mundo 
criminal del sicariato son personas de entera confianza para los ado-
lescentes, por lo que su ingreso se da a través de un proceso de previo 
arraigo en la interacción.

El reclutamiento comprende un complejo proceso de interacción 
social entre la persona que enrola al adolescente o niño y viceversa. No 
es casualidad que los procesos de identificación social que atraviesan 
los jóvenes, de manera previa a su ingreso, se expliquen por el apego, la 
valoración e imitación que expresan para con las personas que los 
incorporan en la criminalidad organizada, ya que con esas personas 
pasan largos tiempos de convivencia, son con las que más disfrutan 
compartir tiempo o realizar actividades de tipo criminal o lúdico. 
Además, con ellos comparten gustos similares en la forma de vestir, 
en la música… Es decir, antes de ingresar al sicariato, las identidades 
de los jóvenes se van configurando dentro de una dinámica de nor-
malización de la actividad del crimen organizado, la cual puede ser 
rastreada en las propias familias o en sus contextos cercanos, como el 
barrio o la escuela.

La micro interacción está incrustada en determinado tiempo y 
espacio, lo que se entiende como el contexto social, que en términos 
sociogeográficos comprende zonas delimitadas en las que se ha repro-
ducido la actividad del crimen organizado y el narcotráfico a nivel 
micro social. Particularmente son ambientes donde los vecinos o los 
familiares forman parte de la división del trabajo del narcotráfico. En 
esos lugares se ha «normalizado» el tráfico de drogas y se dan pro-
fundos procesos culturales que posibilitan el ingreso de los jóvenes a 
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dicha actividad, debido a que ésta se vuelve factor común. En términos 
teóricos, la identidad de estos adolescentes y niños se ve fuertemente 
configurada por los ambientes en los que crecen, donde se les provee 
de las herramientas suficientes para configurarse como sicarios.

El reclutamiento no se da de manera forzada, aunque en algunos 
casos se presente la coacción entre la persona que enrola y el joven, 
comprendida en una dinámica de la propia relación de confianza, como 
muestra la siguiente narración del caso 1: «ellos me metieron candil22 
[sus amigos], cuando te dicen “¡qué culón!”,23 “¿Qué? ¿No la haces?” 
y que esto y que lo otro». En ese sentido, el sicario no culpa o res-
ponsabiliza a quien lo invitó a formar parte de la estructura delictiva, 
sino más bien indica que eso posibilitó iniciar o amplificar su carrera 
delictiva. Al formar parte del crimen organizado, se incrementan 
cualitativa y cuantitativamente las actividades antisociales de los 
jóvenes porque así lo requiere el estilo de vida mafioso adoptado, es 
decir, ingresar al crimen organizado significa un potente punto de 
inflexión en las historias de vida de los muchachos de la muestra: 
conforma un antes y un después en su historial de comportamientos 
antisociales y delictivos. 

Debido a lo antes expuesto, el reclutamiento es la expansión de 
la estructura del crimen organizado a nivel individual y resulta un 
punto de inflexión importante en las vidas los adolescentes, ya que 
en casi todos los casos resulta difícil dejar esa actividad, puesto que la 
estructura criminal se antepone a los deseos individuales. En cuanto 
al tipo de reclutamiento, el caso 5 expone que «lo más normal es ser 
recomendado, imagínate que tú y yo andábamos allí, y no, pues, “allí 
andan unos morros que le ponen24 y que quieren acá [trabajar]” y todo 
eso, y pues tú eres de confianza, ni modo que le falles al chilo, y allí 
entran, y, pues, allí ven, no es como que llegues tú y dices: “no, pues, 

22    Candil es un verbo utilizado en la jerga callejera para referirse al hecho de coac-
cionar a otra persona a través de la manipulación, haciendo uso de ideas en concreto. 

23    Culón significa carente de valor, es un adjetivo calificativo usado para referirse 
a una persona temerosa o miedosa. 

24    Unos morros que le ponen, en el contexto de la narración, significa que las 
personas en referencia tienen la aptitud y actitud para realizar el trabajo.
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quiero trabajar”, así está difícil, primero tienen que ser cuidadores, 
puntos o algo, y ya de allí subes». Los procesos de iniciación se basan 
en los lazos de confianza previamente existentes entre el «novato» y 
quien lo presenta ante los ya iniciados, principalmente ante el jefe del 
grupo, de manera similar a como sucede en las mafias italoamerica-
nas retratadas en las películas hollywoodenses.

Por otra parte, las historias de vida de estos jóvenes evidencian el 
contacto directo o indirecto con el uso de las armas y la «normalidad» 
que hay en su contexto para utilizarlas. Incluso en las familias propias 
o en las de los amigos, parientes lejanos, o en el mismo barrio o colo-
nia, hay gustos por las armas desde antes de que decidieran ingresar al 
crimen organizado. En la mayoría de los casos son jóvenes que siendo 
niños aspiraban a ser policías o militares, pues dichas figuras apare-
cían en su círculo social primario (el tío, el abuelo, el vecino, etcétera).

En ese sentido, el ingreso de estos jóvenes al crimen comprende 
un proceso de previa y continúa exposición a las fuentes de antisocia-
lidad de modelos de la criminalidad organizada y el sicariato, donde 
dichas figuras son sobrevaloradas por los propios adolescentes.

Las carencias materiales

Resulta necesario establecer las condiciones económicas que rodeaban 
a los sujetos en sus ambientes, principalmente las carencias económicas 
de las familias de los jóvenes, considerando que ésta ha sido una de 
las variables que generalmente se utiliza para explicar el ingreso a la 
delincuencia organizada y al sicariato: la carencia severa en la econo-
mía individual. A continuación, se exponen las narrativas que tratan 
la cuestión acerca de la percepción que tienen los propios jóvenes en 
cuanto a las privaciones materiales de sus familias durante su infancia.

Caso 1: «pues, gracias a Dios, dinero, pues, hubo, no mucho que 
digamos, pero para sobrevivir bien, lo que es [“¿No les faltaba?”, pre-
gunta el entrevistador] […] pues no mucho, de repente usted sabe 
que se acorta, pero, pues, es normal, pero gracias a Dios que todo 
bien, nunca». Comenta al respecto que prefiere el dinero fácil, ya que 
nunca ha trabajado. En la colonia donde vivía por las noches solía 
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salir a robar a otros barrios en compañía de algunos de sus amigos, 
pero nunca le gustaba mucho hacer eso, añade.

Caso 2: «no me faltaba nada, sino que no sé qué me pasó, no me 
faltaba nada, todo tenía con mi ‘amá, cariño y todo, era el consentido 
de mi ‘amá… es que me fui con mis amigos, quise seguir los mismos 
pasos que mi ‘apá».

Caso 3: «no, la verdad no [nunca le hizo falta nada en su vida], 
lo que les pedía a mis padres me lo compraban, hasta la fecha [ríe]». 
Comenta que nunca le ha gustado trabajar, y que desde que tiene 
memoria su deseo fue ser sicario.

Caso 4: el joven indica que, si bien no le sobraba dinero a su fami-
lia, tampoco le faltaba; sin embargo, nunca le gustó pedir dinero a 
sus familiares, prefería conseguirlo por su cuenta, ya que desde siem-
pre ha trabajado. Comenta que no pedía dinero «por los gastos, de la 
escuela y puras de ésas […] como siempre me la he llevado trabajando 
con mi ‘apá, ya sabía más o menos trabajar, de la escuela me iba a tra-
bajar a un rancho, ya me ganaba mis pesos». Comenta que trabajaba 
cuidándole el ganado a un pesado.25

Caso 5: comenta que nunca hizo falta dinero, vivían una vida 
normal, con carencias normales. Su padre, el cual vive en Estados 
Unidos, mandaba dinero con frecuencia, y su madre siempre ha tra-
bajado. Al respecto, añade que «allí teníamos todo lo que ocupábamos, 
todo bien […] pero ya sabes que todo el tiempo quieres más». 

Caso 6: el joven cuenta que nunca le hizo falta nada, tenía todo en 
casa, nunca sufrió por problemas económicos: «nunca me hizo falta 
nada, tenía todo […] sólo lo que tenía que me gustaban mucho los 
panes y los cherrys, mis tíos [los padres de su primo] traían cajas de 
cherrys bien grandes del otro lado y yo me los comía todos». La familia 
de su primo se dedicaba a actividades de narcotráfico. Añade que él 
no tenía necesidad de andar de pistolero.

Si bien la solvencia económica no es una característica de las 
familias de estos jóvenes, ellos nunca manifestaron condiciones de 

25    El joven se refiere como pesado a un narcotraficante o miembro del crimen orga-
nizado que posee alguna posición o rango elevado en la estructura criminal, un jefe.
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pobreza extrema. Esta información sugiere que no existe una relación 
directa entre las carencias económicas severas y el ingreso al sicariato. 
En contraste, a lo largo de la información que dieron los entrevista-
dos, se hace evidente la significación económica que tiene el sicariato 
y el crimen organizado en relación con el ingreso a dicha actividad, 
ya que uno de los atractivos del sicariato para estos jóvenes se mide en 
términos económicos.

Al respecto, comenta el joven del caso 3: «le voy a decir la neta,26 
allí nadie anda por necesidad, allí andan por les gusta el desmadre27 
a los compas, por eso, no que por necesidad, y que la familia y que la 
verga, no, allí andan porque les gusta el desmadre a los compas, por 
eso». El joven indica que, cuando llegó al ITAMA, ante las autoridades 
argumentó que se había metido a trabajar de sicariato por necesidad, 
lo cual contrasta con su motivo verdadero: él desde que recuerda 
siempre quiso ser sicario, y al respecto hace una pregunta: «¿Cómo se le 
dice cuando tienes un propósito [en la vida]?».

El contexto: la normalización del estilo mafioso

Los jóvenes sicarios fueron niños y adolescentes que crecieron en la 
violencia, su ambiente cercano era escenario de crimen y crimina-
les, eso fue parte de sus vidas. Son una generación que creció en la 
violencia, por lo mismo, en sus vidas se normalizaron atmósferas de 
criminalidad desde la infancia. El crimen nunca fue ajeno a las esferas 
sociales donde ellos se desarrollaron.

26    Neta es sinónimo de sinceridad o verdad.
27    El desmadre se refiere a determinadas actividades que tienen que ver con 

comportamientos antisociales, no forzosamente delictivos. El desmadre, según 
la Real Academia de la Lengua Española, es un término coloquial que se refiere 
a la actitud de conducirse sin respeto ni medida, exceso desmesurado en palabras o 
acciones, o también entendido como juerga desenfrenada. Para los jóvenes implica 
una serie de comportamientos y actitudes que les hace causar y adquirir proble-
mas, hacer travesuras y tener diversos comportamientos antisociales, fumar, beber, 
consumir drogas, pelear, insultar y realizar delitos leves como robar. En el contexto 
de la narración, desmadre significa que las personas tienen una propensión a todo 
tipo de actividades tanto delictivas como antisociales.
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A pesar de que los jóvenes reconocen la presencia del narcotráfico 
y afirman que se desarrollaban en un espacio inseguro, paradójica-
mente, lo consideran seguro para sí mismos, ya que ahí crecieron y 
nunca les sucedió algo grave. Cuatro jóvenes señalaron que nadie les 
hacía daño a ellos debido a que sus parientes, familiares o conocidos 
laboraban en el crimen organizado o en el narcotráfico.

De ese modo, los adolescentes de los casos 2, 3, 5 y 6 consideran 
que es muy normal que, en los lugares donde crecieron, los jóvenes de 
su edad se metan a trabajar en la mafia. Para ellos resultan cotidia-
nos los nexos familiares con los grupos criminales, mientras que para 
los jóvenes de los casos 1 y 4 se trata de un fenómeno que se da en 
sus contextos, pero que no es tan normalizado: «allí andan dos, tres 
morros», comentaron ambos casos.

Los ambientes donde se movían estos jóvenes atravesaron por pro-
cesos de arraigo de la actividad del crimen organizado, pues en dichos 
contextos resultaba común la presencia de sicarios y/o narcotraficantes, 
lo cual incrementó la posibilidad de acceso a este tipo de identidades. 
Es decir, el hecho de que en sus contextos existieran agentes cercanos 
dedicados de forma completa a alguna de las tareas del crimen orga-
nizado posibilitó, por un lado, el ingreso de los entrevistados a dicha 
actividad y, por otro, comprendió un complejo proceso de culturaliza-
ción de la vida mafiosa y la adopción de ciertos valores que permean 
en los contextos donde se reproduce este tipo de delincuencia. 

Sin lugar a duda, el ambiente normalizado de la violencia y de agentes 
dedicados al crimen organizado influye en la percepción de los jóve-
nes que consideran una realidad inminente a la cual deben emplear 
habilidades adaptativas. Además, para ellos, los personajes que se 
dedican al crimen organizado poseen un valor agregado por encima 
del ciudadano común.

De esa forma, resulta evidente la ausencia del Estado y de sus fun-
ciones en dichos contextos. En ese sentido, es posible encontrar en los 
argumentos de estos jóvenes rastros de lo que Rossana Reguillo (2012) 
llama paralegalidad: «La paralegalidad, que emerge justo en la zona 
fronteriza abierta por las violencias, generando no un orden ilegal, sino 
un orden paralelo con su propios códigos, normas y rituales que al 
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ignorar olímpicamente las instituciones y el contrato social se consti-
tuye paradójicamente en un desafío mayor que la ilegalidad» (p. 44).

La ausencia del Estado trastoca profundamente los procesos de 
identificación social de los jóvenes en las zonas en las cuales se desa-
rrollan, son esas deficiencias las que explican la propia condición 
juvenil y la significación ser joven, tanto en su contexto como en sus 
familias, los barrios, con los pares o amigos.

Los sicarios son jóvenes que adoptaron el estilo de vida mafioso 
porque han sido testigos de lo que significa esa forma y estilo de vida, 
han sobrevalorado y adoptado prácticas simbólicas que se reproducen 
en su ambiente: el dinero fácil, los lujos, el poder, la impunidad, la 
autoridad paralela vista a través de los grupos armados, los estilos de 
vida marcados por los excesos, así como el disfrute voraz y espontáneo 
que hacen con las ganancias económicas y la violencia ejercida.

La reproducción de sicarios en dichos contextos tiende a la prolifera-
ción, puesto que para los jóvenes entrevistados resulta común la práctica 
de enrolar en el sicariato a sus propios conocidos, amigos o parientes 
cercanos. Se trata de un fenómeno que va hacia la expansión en deter-
minadas zonas donde es posible reclutar a nuevos jóvenes que sirvan al 
crimen organizado. Los sicarios ayudan a expandir y legitimar sus esti-
los de vida para que otros jóvenes pueden seguir sus pasos, es decir, estos 
jóvenes son portadores y, a su vez, reproductores de la cultura mafiosa.

Las nuevas dinámicas que las organizaciones criminales han 
adoptado para operar bajo una lógica de guerra y conflicto perma-
nente comprenden el marco dentro del cual se insertan los jóvenes 
en el sicariato. Lo anterior no significa que se deba reproducir for-
zosamente en los lugares donde se desarrollan los conflictos, aunque 
comúnmente sucede esto, sino que la lógica de la guerra requiere 
echar mano de un enorme esfuerzo, donde el capital humano y eco-
nómico son la base que sostiene las confrontaciones. En un sentido 
amplio, la violencia ha repercutido en el imaginario colectivo de las 
comunidades donde se desarrollan los jóvenes que son utilizados para 
integrar los ejércitos del crimen organizado.

Por consiguiente, el fenómeno de los niños y adolescentes (meno-
res de edad) en el sicariato resulta ser un común denominador en las 
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estructuras de los brazos armados de las organizaciones, ya que por lo 
general las filas armadas son integradas por personas jóvenes, en su 
mayoría veinteañeros y menores de edad, y en algunos casos las edades 
de ingreso pueden reducirse hasta los nueve o 10 años. En ese sentido, 
la dinámica de la guerra casi siempre se nutre de personas jóvenes.

Bajo este contexto, los niños, adolescentes y jóvenes, haciendo 
referencia a los argumentos de Zygmunt Bauman (2001, 2009), nacen 
con la tarea de autoconstruir una identidad socialmente reconocida, 
cuyo reconocimiento depende de los valores de la sociedad o del 
grupo social en el cual se encuentren inscritos. Construir su identidad 
es una tarea que se da a partir de los procesos de identificación social, 
a través de la adopción, apropiación y reproducción de determinados 
elementos que hacen a las personas concebirse a sí mismas en relación 
con los demás. El proceso de identificación con el sicariato es tangible 
en dichos contextos donde la violencia, el narcotráfico y el crimen 
organizado han echado raíces.

En ese orden de ideas, la identidad del sicario −en términos de 
vestimenta y gusto musical, así como en cuanto a elementos simbóli-
cos de pertenencia− se encuadra entre las tendencias juveniles de las 
regiones donde se ubican. Las marcas y preferencias del estilo son 
similares en todos los casos del estudio (su forma de identificación va 
orientada a seguir la moda de su localidad): pantalones Levi’s o cual-
quier marca, pero de mezclilla; camisetas cuyas marcas se repiten, en 
las que sobresalen Aeropostale, Armani, Hollister, Abercrombie y de 
preferencia de tipo «polo»; calzado Nike, particularmente del modelo 
Shox; gorras de diversas marcas similares a David’s. En cuanto a la 
música, se prefiere el narcocorrido, seguido del reggaetón, como 
segunda opción. Así, el estilo del sicario hace alusión a una moda 
legitimada en algunas regiones del norte del país, la cual es netamente 
juvenil y se considera una forma «normal» de vestir.

En algunos casos, el desarrollo del gusto por los llamados corridos 
pesados nace después de tener contacto con el ambiente mafioso, o 
bien cuando comienzan a trabajar como sicarios, aunque reconocen 
que es popular entre los adultos y jóvenes en los lugares donde cre-
cieron, es decir, resulta una forma de expresión bastante arraigada 
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en sus contextos. Una vez que pertenecen a los grupos criminales, la 
función que adquiere el narcocorrido para el sicario es la de generar 
un sentido de pertenencia al grupo; es un elemento que cohesiona 
a los diversos integrantes mediante el desarrollo y arraigo del gusto 
musical. En otros casos, el gusto por ese tipo de música se localiza 
antes del ingreso y va en relación con los círculos primarios de estos 
jóvenes, entre amigos y parientes principalmente. Lo mismo pasa con 
el estilo de vestimenta que, en algunos casos, se presenta antes del 
ingreso y, en otros, al inicio de la adolescencia, que se conforma como 
una etapa en la que estos jóvenes configuran su propia identidad, la 
cual no puede ser entendida sin tomar en cuenta el contexto en el que 
se desarrollan, pues para ellos resulta más fácil sentirse identificados 
con elementos culturales que expresan la realidad en la que viven.

Tomando en cuenta la importancia que tiene el ambiente y el con-
texto en las decisiones de los jóvenes, el cuadro 4 contiene las narra-
ciones acerca del barrio, la colonia o el pueblo, es decir, los lugares en 
los que crecieron los entrevistados.

Cuadro 4. Narraciones sobre el lugar donde crecieron

Gran parte de su vida vivió en un poblado junto con su familia, donde 
terminó la primaria, pero tuvieron que mudarse a la ciudad, debido a que uno 
de sus hermanos mayores había tenido problemas allí. Sobre dicho evento 
comenta: «quien sabe por qué, pero no quisieron broncas y se salieron, nos 
salimos todos». Considera que en dicho poblado era normal que la gente se 
dedicara a la cadena primaria del narcotrá"co: siembra, cosecha y transporte, 
debido a la cercanía que tiene el poblado con la zona serrana. Indica: «allá en 
el poblado se veía mucha mafia, acá en la ciudad no tanto, sí había, pero no 
como en el poblado». En la ciudad había tiraderos de droga, y en comparación 
con el poblado «está más calmadón, hubo un tiempo en que estuvo calmado, 
luego se calentaba, y los quitaban, los agarraban y se volvían a poner, al 
tiempo». Antes de irse a trabajar como sicario, vivió tres años en una colonia 
ubicada a la orilla de la ciudad, en las faldas de un cerro. En ambos lugares 
[pueblo y ciudad] se hacía evidente la actividad del narcotrá"co. Aunque en 
el poblado era común la marihuana, dice que muy poca gente la consume, 
en comparación con la ciudad. Comenta que en dicho poblado no había 
delincuencia común, ya que los mafiosos tenían todo bajo su control.

(continúa)

Caso 1
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Hasta los 10 años vivió siempre en la misma colonia, la cual se ubicaba en 
las faldas de un cerro. Para él, la mafia siempre tuvo presencia en el lugar 
donde creció. Agrega que en su barrio no había asaltos, ni robos, ni cholos, 
ni pandillas, ya que los mafiosos tenían todo controlado. Dice: «casi enfrente 
de la casa vivían unos mafiosos, con el morro que me fui a chambear».28 Para 
él es muy común que la gente de su vecindario se dedicara a actividades de 
la criminalidad organizada. De su barrio comenta: «yo vivía en las primeras 
casas así, las mejores, y ya pa’ atrás comienza la invasión,29 los tiraderos».30

Indica que toda su vida la pasó en un poblado, el cual estaba dividido 
en dos barrios. En dicho lugar la mayoría de las personas se dedicaban al 
campo; sin embargo, considera que la mafia siempre estuvo presente donde 
él creció: «asaltaban, robaban, había sicarios, muchas cosas allí, la mayoría 
de los morros de allí son mafiosos […] pues todos los que andábamos allí 
chambeando son del pueblo».

Vivió en dos poblados muy parecidos entre sí, según su percepción. Estuvo en 
su pueblo natal hasta los 11 años, luego cambió de residencia a otro poblado, 
donde pasó tres años, para después regresar a su pueblo natal a la edad de 15 
años. Indica que los barrios donde vivió siempre han sido calmados, «pero 
me iba para otro barrio que está allí [donde se ubicaba la casa de su abuela], 
y allí sí estaba puro desmadre». Agrega que la delincuencia organizada no 
tenía tanta presencia en esos sitios, no fue sino hasta 2011 cuando empezó la 
violencia. Sobre ello dice: «cuando tenía 10 años todo estaba calmado, pero 
después, una matazón, mataron a muchos allá, y desde ahí puro desmadre y 
hasta la fecha». En este caso, la presencia del crimen organizado y la violencia 
se detonó en el lugar donde residía.

Siempre vivió en una colonia ubicada en las faldas de un cerro. De ésta 
comenta que «era una colonia normal, no como fraccionamiento, ni así, 
normal […] clase media, yo digo, porque habían casas bien y casas más o 
menos, pero a lo que miraba, era medio violento allá arriba […] porque se la 
lleva un montón de mafia allá, y pues casi no hay cholos así, sí hay uno que 
otro, pero se la llevan más mal, casi no hay cholos, y si hay y andan haciendo 
relajos, los aplacan de volada31 […] pues yo miraba, un montón de camionetas 
con sicarios arriba, un montón de movimiento allí […] de repente subían dos, 

28    Chamba significa trabajo, una actividad casi siempre remunerada.
29    Invasión corresponde a un asentamiento irregular, carente de regulación estatal. Por 

lo general se trata de territorios o comunidades caracterizados por la desorganización.
30    Tiradero es el punto de venta de drogas ilegales, mientras que tirador es la 

persona encargada de la venta de droga al menudeo.
31    De volada es un término utilizado en el norte de México que significa rápido.

(continuación)

Caso 2

Caso 3

Caso 4

Caso 5

(continúa)
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tres patrullas, los guachitos, los soldados, pero cuando subían ya no había 
nada, ya no estaba nadie en los puntos, ya nomás subían, daban el rondín, no 
miraban nada y, pues, se iban». Al respecto, agrega que siempre ha sido así en 
ese lugar. Por ejemplo, su padrino se dedica al narcotrá"co, el cual también 
reside en su colonia.

Hasta los 13 años vivió con su mamá, en una colonia más bien «normal» en 
cuanto a que se refiere a ésta como un barrio de clase media. Casi no salía 
de su casa debido a que no le gustaba el ambiente creado por los cholos y las 
pandillas que allí había, por lo que optaba por pasar el tiempo en la casa de 
su primo, aunque indica que en ambos lugares había presencia de la mafia o 
el crimen organizado; «estaba más calmado» con su mamá. En cambio, sobre 
la colonia donde se ubica la casa de su primo, que es más bien de clase media-
alta, más fresa, expone: «por allí donde vivo yo, allí fue donde se armó una 
balacera hace como seis años, de la mafia que andaba allí, esa fue la balacera 
más larga que duró allí, duró casi como tres horas».

Fuente: Elaboración propia.

Identificación por el trabajo: percepción del sicariato 

Tratar el tema del sicariato implica el ejercicio de plantear dicho fenó-
meno más allá de la comprensión de las tipificaciones delictivas, pues 
se trata de un estilo de vida que se sustenta en lo criminal. El cuadro 
5 contiene narraciones de los jóvenes sobre su percepción acerca de lo 
que consideran como «bueno» y «malo» del trabajo que desempeñaban 
como sicarios.

Las narraciones que se anotan más adelante reflejan la ambivalen-
cia de la vida del sicario. Por un lado, es consciente de la naturaleza 
del trabajo y de los riesgos que implica. Allí radica el afán de acelerar 
todo aquello que produzca placer: dinero, drogas, mujeres, sexo, fiesta, 
diversión, toda una mezcla de elementos que hacen que la vida sea más 
disfrutable. Por otro lado, se trata de una forma de explotación laboral, 
con jornadas rigurosas y estrictas de trabajo, en la que el involucrado se 
supedita a la estructura criminal, donde los errores se pagan con la vida.

(continuación)

Caso 5

Caso 6
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Cuadro 5. Narrativas sobre el trabajo

Percepción positiva del trabajo Percepción negativa del trabajo

Caso 1 Lo bueno «era andar divirtiéndonos, 
digo yo, cuando nos daban 
vacaciones, cuando nos daban luz 
verde para que fuéramos con nuestras 
familias, [además] me gustaban 
los carros, trocas32 del año, de las 
nuevas, de las mejores; me gustan 
las trocas altas […] las mujeres […] 
andar con charola33 en la calle, no te 
paran en la calle».

«Había momentos en los que se 
hablaba de arrepentimiento, de no 
que “¿pa’ que nos vinimos, la neta?”, 
estaba bien caliente allí, pues la neta 
mucha matanza, mucha, macizo, está 
bien feo […] pero, pues, ya qué, no 
queda de otra más que aguantar vara 
[…] lo que es sí es muchas desveladas, 
mucho sueño, muchas amanecidas. 
[Lo peor del trabajo era] el riesgo que 
andabas corriendo de que te fueran a 
matar, de andar ahí arriesgando 
perder la vida en cualquier momento, 
que te agarren».

Caso 2 «Cada vez me gustaba más, porque 
agarraba más dinero, más con"anza, 
andaba más pegado con los 
patrones». Indica que le gustaba 
mucho el ambiente en el que se 
desenvolvía: los carros, las mujeres, 
las armas y las "estas.

«Tienes que dejar a toda tu familia 
atrás, toda tu vida, y construir un 
nuevo presente».

Caso 3 «Lo que tiene de chilo es, pues, 
andar acá, a mí me gustaba andar 
empecherado, andar todo equipado 
machín». Agrega que le gustaba 
mucho su trabajo, ya que siempre le 
han gustado mucho las armas.

«Lo malo, pues, es que es un 
matadero, pa’ que nomás anduvieras 
acá, ¿no?, pa’ que nomás anduvieras 
bien equipado [risas], y ya, pues 
maté, y andábamos allí a matar, a 
matar, y las torturaciones también, 
no me gustaba, pero lo tenía que 
hacer». 

32    Troca es un término usado para referirse a un vehículo grande, por lo general 
de tipo camioneta o pick-up.

33    Comúnmente se denomina charola a la cualidad de poseer protección, ya sea 
de la propia mafia o del gobierno.

(continúa)
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Caso 4 Lo bueno del trabajo es que «no te 
falta nada [en referencia al dinero, 
a las armas y drogas] había de todo 
allí, habían muchos carros, andaba 
de todo allí, motos también rolaban34 
muchas».

«Lo malo es que tenías que andar 
en el refuego, amanecidas, a veces 
que dormías una hora, y todo el día 
y toda la noche, y una hora nomás, 
no parabas».

Caso 5 Lo bueno del trabajo «pues yo digo que 
las armas y el dinero, pues me gustan 
un montón las armas y, pues, cuando 
llegaba el dinero, es como cuando te 
dicen, no que “si haces un trabajo, 
haz uno que te guste”, y pues se me 
hacía bien, muchos dicen que estaba 
mal de la cabeza por eso, porque 
estaba bien peligroso, pero a mí me 
gustaba, me gustaba traer armas, el 
dinero y aparte charola».

Lo malo era «las balaceras, o cuando 
te agarran los contras, allí nos 
decían que si había manera, si 
estabas tirado o algo, si vinieran 
esos güeyes, que te pegaras un 
balazo mejor». Además, agrega que 
lo malo era cuando se atrasaban los 
pagos hasta por tres semanas. En 
esos momentos se arrepentía de 
haber ingresado, situación que 
cambiaba su percepción al momento 
de llegar el dinero. 

Caso 6 «Me gustaba mucho mi trabajo, 
andaba por las brechas, por la 
carretera, por la sierra, cargados 
de mota, en el carro, bien a gusto, 
sentado, un calillón,35 pericazo36 y un 
cigarro, bien alerta nomás, [también] 
me gustaba mucho el ambiente […] 
las "estas y así que hacían allá, de 
todo había en esas "estas, una hielera 
bien grande llena de cerveza, dos, 
tres viejas más grandes que yo, y allí 
andaba».

Para él no había situaciones 
negativas o malas en su trabajo, a 
excepción de «cuando andaba 
crudo37 y puras de ésas, nomás no, 
pues estaba chilo porque no hacía 
nada, nomás tenía que cuidar». 
Recuerda que los aspectos que menos 
le gustaban de su trabajo era «cuando 
tenía que andar allá haciendo cuentas 
y surtiendo el tiradero y puras de 
ésas, me sacaba de onda». Indica que 
durante el tiempo que trabajó para la 
organización «estaba bien calmado». 
Añade que únicamente estuvo en dos 
enfrentamientos.

Fuente: Elaboración propia.

34    Rolar es un verbo callejero usado para referirse a la puesta en movimiento 
de determinado elemento. Por ejemplo: rolar el cigarro significa pasar el cigarro.

35    Calillón significa cigarro de marihuana.
36    Pericazo significa consumir una dosis de cocaína.
37    Resaca.

(continuación)
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Por lo tanto, la vida del sicario se caracteriza por el exceso, como 
lo exige la cotidianeidad de su propio trabajo, el riesgo, la adrenalina 
y el peligro que le rodean. Su ocupación contiene un trasfondo que 
exacerba el consumo y la estética. Por sus actividades, recibe entre 
10 000 pesos mexicanos y 10 000 dólares americanos a la quincena, 
según su antigüedad y rango. Sus hábitos de consumo se caracterizan 
por la fugacidad de sus efectos, mientras que sus hábitos acumulativos 
se relacionan con la imagen. El dinero se convierte así en un elemento 
transitorio que debe ser empleado de forma inmediata en drogas, 
ropa, accesorios personales, coches, destinando el resto para la fami-
lia y la pareja. De esta manera, el dinero se encuentra subvalorado, lo 
cual se demuestra a través de la frase «como viene se va». Y es que el 
tiempo del sicario es el presente, por lo que no existe cabida para la pla-
neación a futuro, ni a mediano ni a largo plazo, como lo exige la natu-
raleza de su trabajo.

Cabe señalar que cuando los jóvenes ingresan al crimen orga-
nizado, se amplifica la carrera delictiva, se sustituyen las relaciones 
convencionales no criminales por otras netamente criminales y se 
consumen drogas en mayores cantidades −en algunos casos, los jóve-
nes que nunca habían usado drogas, al momento de ingresar a las 
actividades relacionadas con el narcotráfico comenzaron a consu-
mirlas−, lo cual se convierte en una regla del juego. De acuerdo con 
los postulados de Thornberry, la delincuencia organizada sustituye los 
vínculos sociales convencionales por un conjunto de vinculaciones 
netamente delictivas.

Los efectos negativos provocados por el sicariato pueden ser ras-
treados desde mucho antes de que los jóvenes ingresen a sus filas. Así, 
tenemos un complejo y profundo debilitamiento del comportamiento 
convencional y, a su vez, un reforzamiento de los valores delictivos. 

Por lo general, todos estos jóvenes experimentaron momentos de 
arrepentimiento sobre su ingreso al sicariato; sin embargo, ante eso nada 
podían hacer, ya que la organización criminal o cártel se encontraba 
por encima de cualquier otra esfera de interés para ellos; se trataba de 
un trabajo demandante en todos los aspectos. Lo anterior es conside-
rado un efecto disuasorio provocado por la delincuencia organizada. 
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Además de que los contenidos criminales permean todos los aspectos 
de sus vidas, el sicariato configura un efecto aislante de los demás 
círculos sociales de los jóvenes, quienes ya no pueden actuar de 
manera independiente de la organización. 

El sicario se caracteriza por la lealtad exacerbada con sus «patrones», 
de los cuales prefiere no hablar. Aparecen como ausentes a lo largo de 
sus discursos debido a que la lealtad al crimen organizado, y especial-
mente a las cúpulas de los grupos, puede ser garantía de supervivencia.

Conclusión

El panorama planteado a lo largo del presente escrito, mediante frag-
mentos de las vidas de los personajes que ejercen la violencia, permite 
conocer más sobre el tema y muestra la crudeza de una realidad social.

El presente trabajo, cuyo objeto radica en dar luz sobre un problema 
urgente de nuestro contexto respecto a la delincuencia juvenil, especial-
mente al fenómeno de los jóvenes sicarios, parte de premisas básicas de 
las Ciencias Sociales que buscan entender procesos también básicos 
de la relación individuo-ambiente social no fáciles de abordar.

Se ha descrito la forma en que los jóvenes crecieron viendo la vio-
lencia y el crimen en sus ambientes, pues existe un proceso de asociación 
diferencial rastreable desde la infancia que facilita elementos contex-
tuales donde apremia este tipo de delincuencia, es decir, un complejo 
proceso de exposición a la delincuencia y de adquisición de pautas de 
comportamientos ad hoc con el estilo de vida del sicario que posibilitan 
el ingreso al sicariato.

De esa manera, se tiene actualmente una generación de la violencia 
(utilizando dicha metáfora demográfica), una generación de jóvenes, 
adolescentes y niños con historias de vida en las cuales elementos 
culturales y criminales de las mafias han estado presentes. Es una 
generación que ha crecido valorando el sicariato como un modo de 
ganarse la vida, como un oficio al cual es posible dedicarse. A pesar 
del desconocimiento total de las dimensiones reales que puede alcanzar 
este fenómeno −básicamente no se sabe el número preciso de sicarios 
que poseen las organizaciones criminales−, se puede estimar que se trata 
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de proporciones considerables. Ejemplo de ello es el joven del caso 2, 
quien narra: «llegué a estar en caravanas, como de unas 70 camio-
netas, un chingo de carros, un putero de gente». El sicariato alcanza 
dimensiones amplias, en el sentido de la cantidad de capital humano 
que probablemente integra, lo cual aún resulta desconocido.

El motivo del ingreso al sicariato resguarda un trasfondo de la 
voluntad de los propios jóvenes por querer sumarse a aquello con lo que 
se han identificado previamente −con los valores y estilos de vida 
generados por la delincuencia organizada−. Ser sicario implica adquirir y 
expresar una identidad que, en su ambiente, es igual de valiosa ahora 
que como lo fue para ellos cuando eran pequeños, es decir, ser sicario 
significa obtener un valor agregado dentro del ambiente social, aquél 
donde son comunes las armas y quienes las portan.

La elección de una identidad delictiva como el sicariato representa 
una certidumbre espontánea; sin embargo, no se tiene la seguridad 
acerca de la cantidad de tiempo disponible para portar dicha identi-
dad una vez elegida. Ser sicario significa una certeza entre el abanico 
que ofrecen otro tipo de identidades, una certeza que implica una 
vida de excesos consumibles que representan felicidad para los jóve-
nes. Actualmente se está dando un escenario en el cual los jóvenes 
ingresan al sicariato por gusto, lo cual corresponde a un momento en 
el que la necesidad ha dejado de ser un factor predominante y expli-
cativo para este tipo de delincuencia. En parte, los motivos de este 
interés radican en su propia condición juvenil y en lo que significa ser 
joven en sus familias, en sus barrios o con sus pares.
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Inseguridad y criminalidad: Una mirada desde el acoso  
en escuelas de educación básica

Abraham Paniagua Vázquez / José Eduardo Borunda Escobedo / 
Ignacio Camargo González

Introducción

Se ha vuelto un lugar común aseverar que el acoso entre escolares no 
es un fenómeno nuevo. Por otro lado, la vasta producción académica 
permite también afirmar que no es exclusivo de una región o de 
un país. Sin embargo, permanentemente adquiere relevancia debido 
al comportamiento agresivo de niñas, niños y adolescentes. Esto se 
debe a mutaciones en el contexto social, político y económico en el 
que las instituciones educativas se desenvuelven y que invariablemente 
influyen en las relaciones interpersonales de los principales actores 
que conviven en las escuelas. Una de esas mutaciones sociales es la 
emergencia de escenarios violentos que viene aparejada de esfuerzos 
gubernamentales por contener los impactos negativos y tratar de preve-
nirlos y erradicarlos.

En Ciudad Juárez, Chihuahua, como fruto de la pugna entre dos 
grupos criminales de narcotraficantes, durante el período compren-
dido entre enero de 2008 y diciembre de 2011, se atestiguó la crisis 
de seguridad pública más aguda en la historia de esa urbe que forma 
parte de la región fronteriza con El Paso, Texas. Cifras proporcionadas 
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por la Mesa de Seguridad y Justicia de Ciudad Juárez (2012) llegaron a 
estimar que en ese lapso fueron asesinadas 9 029 personas entre niños, 
adolescentes, mujeres, hombres y adultos mayores. Adicionalmente, se 
elevó el número de otros delitos de alto impacto, tales como secues-
tros, extorsiones y robo de autos con violencia o carjacking.

Ante tal escenario anárquico, el acoso escolar irrumpió como una 
inquietud social. Así, los distintos niveles de gobierno han volteado la 
vista a la sociedad civil para que se incorpore como actor copartícipe 
en la búsqueda de alternativas de prevención del delito, como el desa-
rrollo de programas creadores de seguridad ciudadana. De aquí que 
la sociedad civil emerja como un ente capaz de producir alternativas 
duraderas de paz.

Los resultados de la investigación que aquí se presentan for-
man parte del proyecto «Escuelas de Paz, México vive sin bullying», 
del Consejo Nacional de Líderes Sociales A. C., financiado por el 
Programa Nacional de Prevención del Delito (Pronapred) en 2014. 
Este trabajo pretende analizar el contexto socioeconómico de cuatro 
escuelas primarias públicas: Niñez Mexicana, Luis G. Inclán, Pablo 
Galeana y Guadalupe Victoria, con el objetivo de conocer la influen-
cia de elementos externos a los planteles educativos en el acoso escolar 
entre pares. Debatir sobre el contexto socioeconómico contribuye a 
edificar un escenario más completo sobre el fenómeno, que principal-
mente se ha abordado desde la perspectiva endógena.

La pregunta general que guio este capítulo, y que se pretende res-
ponder a lo largo del mismo, es la siguiente: ¿cómo se estructura el con-
texto socioeconómico de las primarias públicas Niñez Mexicana, Luis 
G. Inclán, Pablo Galeana y Guadalupe Victoria? Esta interrogante da 
pie a una pregunta particular: ¿qué relación guarda el contexto socioe-
conómico con el fenómeno de la violencia y el acoso escolar?

La hipótesis que se plantea nos permite afirmar que el contexto 
socioeconómico de las escuelas primarias Niñez Mexicana, Luis G. 
Inclán, Pablo Galeana y Guadalupe Victoria configura el acoso esco-
lar, es decir, las consecuencias negativas del acoso escolar se generan, 
en parte, por las condiciones socioeconómicas adversas o insuficientes 
entre las que conviven cotidianamente los infantes.
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La estrategia metodológica para alcanzar los objetivos de la inves-
tigación se basó principalmente en la vertiente cualitativa. La estrategia 
fue considerar la opinión de los principales actores: niños, niñas, 
madres de familia y docentes sobre el tema del acoso escolar, espe-
cialmente lo relacionado con el entorno de las primarias. El reto más 
trascendente consistió en incentivar la participación de estos agentes y 
considerar sus opiniones respetando su integridad y condición de vul-
nerabilidad, sin acentuar el estigma fundamentado en la pertenencia 
a determinada clase social (Goffman, 2010).

Para tal efecto, se llevaron a cabo cuatro sesiones de dibujo con 
alumnos en cada escuela, a partir de las cuales se recabaron 366 bos-
quejos que responden a los cuestionamientos siguientes: ¿a qué le tienes 
miedo en tu casa? ¿Qué es lo que más te disgusta de tu casa? ¿Cómo es 
tu familia? ¿Qué quieres para tu futuro? Dichas sesiones se efectuaron 
entre el 20 y el 28 de octubre de 2014. De igual forma, se entrevistó 
a 13 docentes de las cuatro escuelas, a tres madres de familia y a tres 
niños señalados por los docentes como generadores de conductas vio-
lentas. Las entrevistas, con la intención de conocer matices sobre la 
problemática, cumplieron la condición de semiestructuradas in situ y 
fueron llevadas a cabo entre el 22 y el 29 de octubre del mismo año.

El análisis de esta información siguió el procedimiento de la codifi-
cación a través de la localización de conceptos, categorías y subcategorías 
relevantes, así como de sus propiedades. Las percepciones, creencias, 
actitudes y explicaciones de los actores seleccionados fueron identifi-
cadas, seleccionadas y codificadas mediante la comparación continua. 
El escrutinio de los dibujos siguió el mismo proceso, ya que los consi-
deramos como parte de un discurso y, por ende, los encontramos 
inmersos en una estructura de propiedades sociales. Los informantes 
que participaron en la presente investigación (madres, docentes y 
alumnos) fueron seleccionados de los grados cuarto, quinto y sexto de 
educación primaria.

La información de corte cuantitativo y de alcance descriptivo se 
deriva del diagnóstico Bienestar y seguridad: Atlas de las condiciones de 
vida y convivencia de los habitantes de Ciudad Juárez, publicado por el 
Observatorio Ciudadano de Prevención, Seguridad y Justicia (2015). 
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Los dibujos, las entrevistas transcritas y la base de datos de la encuesta 
bajo mención se pueden compartir previa solicitud.

Aproximaciones conceptuales al acoso escolar

El filósofo esloveno Slavoj Žižek (2009) explica que, en el fondo de 
aquella violencia subjetiva, es decir, la directamente visible y practi-
cada por un agente fácilmente identificable, subyace la violencia sis-
témica, que son las consecuencias catastróficas del funcionamiento 
homogéneo de los sistemas económico y político, es decir, ya no 
atribuible a las intenciones individuales, sino sistémica, anónima. 
Entonces, los brotes globales de violencia localizada, como la domés-
tica o el acoso laboral, por mencionar dos casos, son productos históricos 
de influencias exógenas que inciden en espacios determinados, como 
el hogar o el espacio físico de trabajo.

De igual forma, se ha observado una más amplia visibilidad de 
estos brotes de violencia, una creciente sensibilidad hacia las víctimas, 
una mayor preocupación de los actores involucrados en solucionar el 
problema, así como una cultura de la intolerancia a fenómenos que 
reflejan la anomia social y a su proyección a gran escala, atribuida a 
los medios de comunicación masiva.

El acoso escolar y los agentes implicados son muestra de formas 
subjetivas de violencia generadas al interior de un sistema políti-
co-económico donde, a través de los últimos 40 años, en las esferas 
gubernamental, social, privada y académica se ha buscado dilucidar 
las causas y consecuencias de los actos impulsivos entre pares, en este 
caso, niñas y niños.

Una definición sucinta de acoso escolar es el comportamiento agre-
sivo del ejecutor que −de manera consciente, sistemática y repetitiva− 
abusa del poder y, consecuentemente, de la violencia, e intencionalmente 
afecta, lastima o perjudica a otra persona que ocupa una misma posición 
jerárquica (Olweus, 1997; Ozildo dos Santos y De Sousa, 2011; Smith, 
2013). Es precisamente la característica de sistemático y repetitivo lo que 
diferencia a este subtipo de comportamiento agresivo de otras formas de 
ofender en el ambiente escolar (Cabezas y Monge, 2014).
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La trascendencia de este tipo de violencia reside en que los centros 
educativos, sobre todo en el nivel básico, son un marco en el que 
las relaciones personales son emocional y afectivamente muy comple-
jas. Debido a la etapa formativa por la que atraviesa el estudiantado, 
la relación con su entorno colegial influye decisivamente en la vida 
cotidiana y puede afectar el proceso normal de crecimiento psicoló-
gico del individuo. De esta manera, «sentimientos de rechazo social, 
antipatías, odio, xenofobias, etc., pueden desencadenar una violencia 
interpersonal desmedida y permanecer de forma activa o larvada por 
mucho tiempo, deteriorando el clima social y dañando a su contexto 
familiar y personal más íntimo» (Ortega, 1994, p. 254).

Pero estos sentimientos, emociones o comportamientos no se 
reproducen al interior de los planteles educativos por razones endóge-
nas; por el contrario, los centros de enseñanza representan el sistema 
de normas, valores, desigualdades, estigmas, creencias y estrategias de 
solución de conflictos en la sociedad en que se insertan (Gairín et al., 
2013), caracterizada ésta por el énfasis de lo individual en el marco de 
la modernización e industrialización (Yohji, 1996); por el desarrollo 
de procesos de aprendizaje social influidos por los medios masivos de 
comunicación, especialmente la televisión (Postigo et al., 2013); por la 
exposición infantil a los videojuegos (Ferguson y Olson, 2014), y por 
la emergencia de las tecnologías de la información y la comunicación 
(TIC) como herramientas para impulsar formas novedosas de intimi-
dación entre pares (Olweus, 2012).

La importancia de este tema para el análisis académico gira en 
torno a que el fenómeno es un factor de riesgo para la violencia insti-
tucional y para el desencadenamiento de conductas antisociales en los 
niveles grupal e individual. Siendo así, para el ámbito de la seguridad 
ciudadana es necesario el desarrollo de este tipo de estudios, pues 
tienden a generar alternativas de solución que coadyuvan a prevenir y 
evitar la agresión o, en su momento, a disminuir los impactos negativos 
de este fenómeno multicausal que, si bien no es nuevo, en algunos 
países como México toma relevancia debido a que se inserta en esce-
narios de violencia articulada.
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El reto para los distintos niveles de gobierno, el entramado buro-
crático educativo y la sociedad misma reside en la paradoja de que «La 
educación debería tender a eliminar las formas agresivas de resolución 
de las tensiones que provocan las diferencias individuales y susti-
tuirlas por procesos de empatía, negociación verbal, intercambio de 
ideas, búsqueda de la justicia y la igualdad en los derechos y deberes» 
(Ortega, 1994, p. 254).

En la praxis, esta intimidación se ejecuta por un grupo o por un 
individuo más fuerte sobre otro en desventaja. «Este desequilibrio de 
poderes puede referirse a diferencias en fuerza física, inteligencia, habi-
lidades particulares, estatus social, etc.» (Ortega et al., 2013, p. 14). En 
el contexto escolar, la conducta se detecta en una relación horizontal 
alumno-alumno, por lo que la interacción se caracteriza por un des-
equilibrio de poder y por la inexistencia de reciprocidad.

El acoso es resultado de las relaciones jerárquicas informales e 
interpersonales desiguales que se establecen entre grupos de individuos 
con el mismo estatus, donde la víctima tiene pocos o ningún recurso 
para prevenir o defenderse de la agresión y enfrenta dificultades per-
sonales para pedir ayuda (Gairín et al., 2013; Ortega, 1994), mientras 
que, por lo general, el agresor intimida (por estrategia) lejos de la vista 
de los adultos, además de que cuenta con la complicidad y el silencio de 
los testigos, consolidando así el cuadro adverso para la víctima.

El objetivo de quien ejerce este tipo de comportamiento es movi-
lizar sus recursos coercitivos sobre otro para causar angustia psicoló-
gica y/o física, gozar de mejor aceptación, generar mayor sentimiento 
de afiliación y ascendencia social dentro del entorno escolar o simple-
mente por placer; mientras que para la víctima las consecuencias son 
opuestas: aislamiento en juegos y actividades, baja aceptación social, 
exclusión grupal, deserción escolar, depresión, autolesiones y, en 
casos extremos, el suicidio (Bowes et al., 2009; Martínez et al., 2014; 
Ozildo dos Santos y De Sousa, 2011; Sánchez y Cerezo, 2011; Valadez 
et al., 2011). Esta relación de opresión e inferioridad genera entre víc-
tima y victimario una vinculación social basada en la dependencia y 
el miedo. A esta aproximación, los ingleses le llaman bullying y los 
escandinavos mobbing (Ortega, 1994). Se reconoce a Dan Olweus 
(1973) como el pionero en los estudios sobre el tema.
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Acerca de las expresiones visibles que toma el bullying, autores como 
Ortega et al. (2013) o Domínguez y Manzo (2011), entre otros, 
coinciden en señalar las agresiones verbales (insultos, sobrenombres, ame-
nazas, gritos) y al abuso físico (golpes, empellones, puntapiés, robos) como 
los extremos del continuum y también como las formas más recurrentes. 
Sin embargo, la influencia del desarrollo de las relaciones sociales y la 
evidencia de la movilización de recursos de los infantes ha determinado 
el surgimiento de otros tipos de acoso, como el social-relacional y el 
cyberbullying. El primero dirigido a dañar el estatus social de la víctima 
o sus relaciones con los demás (humillaciones por prácticas sexuales o 
rasgos étnicos, propagación de rumores sin sustento, la exclusión 
grupal) (Ortega et al., 2013), y el segundo caracterizado primariamente 
por administrar el hostigamiento a través del uso de los derivados de 
las TIC (Internet, chats, blogs, juegos on-line, redes sociales, texting, 
smart phones) (Kessel et al., 2012; Olweus, 2012).

El entorno socioeconómico como referencia del fenómeno del acoso escolar

Indagar sobre las diversas manifestaciones violentas refiere la complejidad 
relacionada con la problemática social de un país, estado o región en 
donde la forma de vida, los usos y costumbres, las transformaciones 
en las familias y las condiciones económicas determinan el compor-
tamiento de los miembros de una comunidad. Si las comunidades se 
caracterizan por la precariedad económica, el desempleo o subempleo 
y el poco apoyo gubernamental, la insatisfacción de los habitantes 
genera un creciente descontento producto de esta violencia estructural 
«que tiende a reproducirse y crecer en espiral, y a su vez propicia una 
violencia simbólica que opera en definir lo que es legítimo aprender 
y aceptar, sin mayores cuestionamientos de una generación a otra» 
(Krmpotic y Farré, 2008, p. 196).

En específico, las diversas esferas en las que los menores se des-
envuelven, tales como el barrio o los contextos familiares, inciden en 
el involucramiento de los infantes en el proceso de acoso. Varios pro-
blemas acreditados al interior la escuela, incluyendo la intimidación, 
son frecuentes en zonas de bajo nivel socioeconómico y de problemas 
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familiares, lo que sugiere que ciertos vecindarios se asocien con la 
participación de los niños en actos de bullying (Bowes et al., 2009).

Para las escuelas de educación básica, el contexto en el que ope-
ran es fundamental, ya que desarrollan las condiciones necesarias 
para generar la inclusión social mediante la recontextualización de 
experiencias y vivencias de sus estudiantes. Siendo así, las primarias 
median entre las condiciones sociales, económicas, políticas y cultu-
rales, y el desarrollo educativo.

Las escuelas bajo escrutinio de esta investigación −Luis G. Inclán, 
Pablo Galeana, Niñez Mexicana y Guadalupe Victoria− comparten la 
condición de ofrecer sus servicios educativos entre contextos socioe-
conómicos y urbanos hostiles. Los lineamientos de operación 2014 
del Pronapred obligan a seleccionar unidades de focalización (polígo-
nos) para la inversión de recursos públicos en materia de prevención, 
esto con base en variables delictivas y variables asociadas a factores de 
riesgo de violencia y delincuencia.

Las colonias en las que se encuentran las cuatro escuelas primarias 
fueron incluidas en el Polígono 2 del Pronapred 2014. Por su parte, el 
diagnóstico Bienestar y seguridad: Atlas de las condiciones de vida y con-
vivencia de los habitantes de Ciudad Juárez (2015), del Observatorio 
Ciudadano de Prevención, Seguridad y Justicia de Chihuahua, 
expone la radiografía cuantitativa de los «cuadrantes» de impacto en 
las cuatro primarias como se muestra en el cuadro 1.

En el cuadro 1, que podríamos considerar en conjunto como una 
radiografía sociodemográfica, se exponen matices interesantes: a) 
fuerte presencia de población infantil; b) bajo porcentaje de población 
económicamente activa; c) alta tasa de desempleo; d) bajo nivel de edu-
cación formal; e) presencia de analfabetismo; f) alto porcentaje de 
población sin acceso a los servicios de salud pública.
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Cuadro 1. Estadística sociodemográ"ca de los cuadrantes  
de las cuatro escuelas primarias

Escuelas Luis G. Inclán y Pablo Galeana. Cuadrante 58. Colonias Sococema, Morelos, 
Lomas de Morelos, 6 de mayo, Pán!lo Natera

Total Total respecto al 
cuadrante

Total respecto al 
municipio

Población total 9 753 100 % 0.73 %

Población de 6 a 14 años 2 003 20.54 % 0.85 %

Población de 15 a 24 años 1 793 18.38 % 0.79 %

Población económicamente activa 3 713 38.07 % 0.70 %

Población desocupada 299 8.05 % 0.88 %

Población analfabeta 275 4.47 % 1.68 %

Población sin derechohabiencia a 
servicios de salud 2 462 25.24 % 0.76 %

Población ocupada de 12 años 
y más con al menos un grado 
aprobado en educación posbásica

567 16.61 % 0.30 %

Escuelas Niñez Mexicana y Guadalupe Victoria. Cuadrante 83.  
Colonia División del Norte

Total Total respecto al 
cuadrante

Total respecto al 
municipio

Población total 7 848 100 % 0.59 %

Población de 6 a 14 años 1 309 16.68 % 0.56 %

Población de 15 a 24 años 1 514 19.29 % 0.67 %

Población económicamente activa 2 940 37.46 % 0.55 %

Población desocupada 270 9.18 % 0.79 %

Población analfabeta 158 2.97 % 0.97 %

Población sin derechohabiencia a 
servicios de salud 2 471 31.49 % 0.76 %

Población ocupada de 12 años 
y más con al menos un grado 
aprobado en educación posbásica

605 22.66 % 0.32 %

Fuente: Observatorio Ciudadano de Prevención, Seguridad y Justicia (2015).
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En cuanto a infraestructura educativa y unidades económicas, los 
datos presentados en el cuadro 2, muestran los siguientes matices: 
a) baja presencia de organizaciones sociales dedicadas a la asistencia 
comunitaria en general y, en específico, a los campos de adicciones, 
alcoholismo, adultos mayores, niñas y niños, comedores comunitarios 
y ayuda a personas con trastornos mentales; b) carencia de guarderías 
públicas o privadas en los dos cuadrantes; c) existencia de sólo un 
hospital general público en ambos cuadrantes y carencia de hospitales 
generales privados; d) fuerte presencia de oferta religiosa; e) existencia 
básica de instituciones públicas de educación preescolar y primaria en 
ambos cuadrantes; f)  inexistencia de oferta educativa pública en los 
niveles de secundaria, media superior o superior en ambos cuadran-
tes; g) oferta educativa privada restringida a los niveles de preescolar 
y primaria solamente en el cuadrante 58 y en cantidad elemental, 
así como carencia de oferta privada de educación secundaria, media 
superior y superior en ambos cuadrantes.

Cuadro 2. Unidades económicas e infraestructura educativa  
por cuadrantes en las cuatro escuelas primarias

Unidades económicas Cuadrante 58* Cuadrante 83**

Intervenciones sociales

Asociaciones y organizaciones civiles 1 1
Asociaciones y organizaciones religiosas 18 7
Orfanatos y otras residencias de asistencia social 
privadas 1 0

Residencias del sector privado para el cuidado de 
personas con trastorno mental y adicciones 1 0

Agrupaciones de autoayuda para alcohólicos y 
personas con otras adicciones 0 1

Guarderías del sector público 0 0
Guarderías del sector privado 0 0
Servicios de alimentación comunitaria sector privado 1 0

Sector salud

Hospitales generales sector privado 1 0
Hospitales generales sector público 0 0
Infraestructura educativa Cuadrante 58* Cuadrante 83**

(continúa)
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Sector público

Preescolar 1 1
Primaria 4 2
Secundaria 0 0
Media superior 0 0
Superior 0 0
Otras 0 1

Sector privado

Preescolar 1 0
Primaria 2 0
Secundaria 0 0
Media superior 0 0
Superior 0 0
Otras 1 0

*Cuadrante 58. Colonias Sococema, Morelos, Lomas de Morelos, 6 de 
mayo, Pánfilo Natera. Escuelas Luis G. Inclán y Pablo Galeana. 
**Cuadrante 83. Colonia División del Norte. Escuelas Niñez Mexicana 
y Guadalupe Victoria.
Fuente: Observatorio Ciudadano de Prevención, Seguridad y Justicia (2015).

Por su parte, los datos sobre delitos de alto impacto presentados en el 
cuadro 3 ref lejan que, en general, las colonias que forman ambos cua-
drantes no se encuentran entre las más conflictivas de la localidad; sin 
embargo, el índice delictivo para 2013 señala lo siguiente: a) presencia de 
homicidios dolosos en ambos cuadrantes (incluso, la tasa por cada 100 000 
habitantes en el cuadrante 58 fue superior al promedio municipal, mien-
tras que en el cuadrante 83 la tendencia de este tipo de homicidios fue a la 
baja); b) existencia constante de robo a casa habitación en ambos casos, 
resaltando el cuadrante 83; c) alto número de robo a vehículos, aunque en 
ambos cuadrantes la tasa fue inferior al promedio municipal; d) tasa supe-
rior al promedio municipal en robo a negocios respecto al cuadrante 83 y 
menos casos en el cuadrante 58; e) tasa superior al promedio municipal en 
robo a transeúntes en el caso del cuadrante 83 y números más bajos, pero 
constantes, en el cuadrante 58; f) tasas superiores al promedio municipal 
en cuanto a las lesiones dolosas para ambos cuadrantes, siendo que los 
dos años precedentes (2011 y 2012) habían tenido menos casos.

(continuación)
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Cuadro 3. Delitos de alto impacto en los cuadrantes donde se ubican 
las cuatro escuelas primarias

Escuelas Luis G. Inclán y Pablo Galeana. Cuadrante 58. Colonias Sococema, Morelos, 
Lomas de Morelos, 6 de mayo, Pán!lo Natera

Delito
Total 

cuadrante
2011

Total
cuadrante

2012

Total 
cuadrante 

2013

Total respecto 
al municipio 

2013

Tasa por 
cada 100 000 

habitantes 
2013 

cuadrante

Homicidio 
doloso 9 3 5 1.11 % 51.27*

Robo a casa 1 6 4 0.48 % 41.01

Robo a 
vehículo 45 17 16 0.39 %  164.05

Robo a 
negocio 2 0 3 0.36 % 30.76

Robo a 
transeúnte 1 2 2 0.44 % 20.51

Lesiones 
dolosas 9 8 17 1.23 %  174.31*

Escuelas Niñez Mexicana y Guadalupe Victoria. Cuadrante 83. Colonia División del Norte

Delito
Total 

cuadrante
2011

Total
cuadrante

2012

Total 
cuadrante 

2013

Total respecto 
al municipio 

2013

Tasa por 
cada 100 000 

habitantes 
2013 

cuadrante

Homicidio 
doloso 8 2 0 0 % 0

Robo a casa 6 6 3 0.36 %  38.23

Robo a 
vehículo 71 24 19 0.46 % 242.10

Robo a 
negocio 7 6 6 0.71 %  76.45*

Robo a 
transeúnte 3 9 4 0.87 %  50.97*

Lesiones 
dolosas 1 7 12 0.87 % 152.91*

* Tasa superior al promedio municipal.
Fuente: Observatorio Ciudadano de Prevención, Seguridad y Justicia (2015).
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El contexto socioeconómico desde la perspectiva de las niñas y los niños:  
una aproximación desde el dibujo

El análisis cualitativo de los dibujos suministró como resultado la 
emergencia de cinco conceptos y múltiples categorías y subcategorías 
que configuran el contexto socioeconómico escolar estudiado, como 
se observa en la figura 1:

1) Por sus múltiples implicaciones, el concepto «núcleo personal» 
se considera como el más importante. Éste comprende las cate-
gorías de «tipo de familia», «violencia intrafamiliar» y «miedo a 
miembros de la familia».

La observación de la categoría «tipo de familia» ref leja la 
existencia, en su mayoría, de las familias llamadas «monoparen-
tales», es decir, encabezadas sólo por la madre o el padre; seguido 
del tipo «extendida», que refiere a la convivencia en un mismo 
hogar de dos o más familias; por último, se encuentra la subcate-
goría de «nuclear», aquella conformada por padre, madre e hijos. 
Definitivamente, el contexto en cuanto a las formas de la familia 
ref leja divorcio, abandono, madres o padres en soltería, o simple-
mente rechazo por la unión familiar tradicionalmente aceptada.

La segunda categoría del concepto «núcleo familiar» se refiere 
a «violencia intrafamiliar». Al respecto, niñas y niños que estu-
dian en las primarias bajo escrutinio exponen que en sus casas 
atestiguan maltrato y agresiones entre adultos, como las subca-
tegorías «mamá vs. papá» y «tío vs. tía». Pero la forma más 
recurrida de este tipo de violencia es la enmarcada en la subcate-
goría «golpes recibidos por aparente castigo», es decir, los infantes 
reflejan miedo a la recepción de golpes por medio de artículos 
domésticos, como el cinturón. Los dibujos no muestran evidencia 
de un tipo distinto de violencia dirigida de los adultos a menores, 
pero en general reflejan escenarios domésticos violentos.

La tercera y última categoría del concepto «núcleo per-
sonal» es «miedo a miembros de la familia». En ella destacan 
posiciones de rechazo a las subcategorías «miedo a hermanos», 
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«miedo sólo a papá» o «miedo sólo a mamá», es decir, existen 
rechazos infantiles al interior de las familias por actos sufridos 
en su contra y perpetuados por otros miembros de la misma 
familia. Los dibujos no explicitan el tipo de acción sufrida.

2) El segundo concepto es «relación con vecinos», el cual com-
prende las categorías de «rechazo a las agresiones entre pares», 
«rechazo al bullying» y «molestia en contra de los perros».

La primera categoría, «rechazo a las agresiones entre pares», 
refleja una relación de conflicto entre vecinos de la misma 
edad, situación que se replica en la segunda categoría: «rechazo 
al bullying». Otro matiz relacionado con la convivencia vecinal 
negativa es la presencia de mascotas agresivas. En este caso, la 
categoría «molestia contra los perros» lo demuestra. El trabajo 
de campo permitió observar la presencia de ejemplares de la 
raza pitbull en las calles e, incluso, dentro de una primaria.

3) «Entorno social urbano» es el tercer concepto, mismo que abarca 
las categorías «presencia de ladrones», «conf licto policía-criminales» 
y «atropello por automóviles». Ya en este concepto se ref leja la 
realidad producto de un escenario social emergente in(uenciado 
por la llamada guerra en contra del narcotrá"co. En ese sentido, 
el entorno social urbano de las cuatro primarias públicas anali-
zadas se ha ido construyendo con base en el miedo de los niños 
y las niñas por los enfrentamientos entre los diversos cuerpos 
policiacos y las células de delincuentes organizados en el sector, 
así como por la actividad de ladrones y la inseguridad vial que 
ha propiciado atropellos de menores.

4) El cuarto concepto, «medio ambiente», complementa al tér-
mino de «entorno social urbano» y se integra por las categorías 
«condiciones topográ"cas» y «alacranes-ciempiés». El concepto 
medio ambiental expone el difícil entorno natural en el que se 
enclavan las escuelas: colonias fundadas en la ilegalidad, lo que, 
al paso de los años, ha generado precariedad urbana.

5) El último concepto producto del análisis de dibujos es 
«futuro», que a su vez se divide en dos categorías «convencio-
nal» y «social emergente».
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La primera categoría incluye las subcategorías «boda», 
«noviazgo», «familia nuclear» e «interés por alguna profesión». 
Esta categoría refleja un interés marcado por las niñas de 
contraer nupcias a através de algún ritual religioso o entablar 
una relación de noviazgo; a su vez, se muestra una tendencia a 
desear la consolidación de familias convencionales o nucleares.

Es importante rescatar el hecho de que en esta categoría, 
«convencional», las niñas y los niños muestran la aspiración 
de consolidar su trayectoria como profesionistas, ya sea como 
maestras, veterinarios, azafatas, futbolistas, médicos, luchado-
res o enfermeras.

Por su parte, la categoría «social emergente» se forma por 
dos subcategorías: «comodidades-lujos» y «armas». En ella es 
donde se refleja con intensidad el contexto social enmarcado 
por la violencia generada por el narcotráfico. Los niños aspiran 
a contar con comodidades, tales como una casa y un auto, a 
partir de adoptar la ilegalidad como modus vivendi.

La cultura emergente a partir de la guerra en contra del 
narcotráfico no sólo ha victimizado y criminalizado a los 
niños vecinos de los cuadrantes en estudio, sino que además 
ha inculcado entre los mismos tendencias hacia el manejo de 
armas y, consecuentemente, hacia actividades iícitas que recla-
man su uso, aunque también hay quienes pretenden dedicarse 
a las fuerzas armadas o a la policía municipal, esto con el fin de 
perseguir y enfrentar a las fuerzas criminales.

El contexto escolar desde la voz de las y los docentes: «escuchábamos a los 
niños que querían ser narcotraficantes, que querían ser, este… sicarios»

Los resultados del análisis cualitativo a las entrevistas permitieron la 
reconstrucción del contexto escolar con base en siete conceptos princi-
pales: 1) «familia», 2) «colonia», 3) «gobierno», 4) «ocio», 5) «cultura/ 
economía», y 6) «futuro». De manera adicional a estos siete conceptos, se  
detectaron dos elementos transversales: 1) «inseguridad», y 2) «exclusión 
social». En general, la emergencia transversal de estos dos conceptos 
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corresponde a una ciudad carente de acciones de políticas públicas 
de carácter integral, autosustentables y con objetivos a largo plazo. Los 
siete conceptos principales se explican a continuación.

La familia como eje articulador del contexto escolar

El concepto «familia» abarca cinco categorías:
1) «Estructura»: se percibe la presencia de tres tipos de familias: la 

nuclear −considerada como la menos visible−, la monoparental 
y la extendida. Las causas de la existencia de éstas últimas res-
ponden a divorcios, violencia intrafamiliar, asesinato del padre o 
madre o segundas nupcias. La bigamia o poligamia se detecta en 
los tres tipos de familia.

2) «Contextos emergentes»: se ref leja la preponderancia del esce-
nario violento en la familia, ya que existe in(uencia directa del 
padre o la madre sobre el menor para que se dedique a activida-
des ilícitas, participando como sicario, narcotra"cante, carjacker 
o secuestrador. Bajo tales circunstancias, subsiste la violencia 
como estrategia de resolución de con(ictos en un clima de dro-
gadicción de los progenitores.

3) «Economía familiar»: se muestra como patrón la insatisfacción 
de las necesidades básicas. En el caso de la alimentación, se hace 
a base de desperdicios y «pepena de basura», en condiciones de 
hacinamiento e insalubridad. ¿La causa? La precariedad laboral 
de empleos, como albañil, obrera de maquiladora, pepenador de 
basura, vendedora de artículos usados o luchador.

4) «Educación»: se evidencia como norma el bajo nivel de edu-
cación de los padres, hecho que se vuelve tendencia entre los 
menores, lo cual provoca, entre otras cosas, la reproducción de 
la pobreza y una convivencia de mala calidad al interior de las 
familias, basada en la práctica de antivalores, en la desatención 
infantil y en subjetividades como «los niños crecen sin amor».

5) «Violencia intrafamiliar»: se presenta en dos vertientes: la de 
mayor a mayor −padre contra madre, tío contra tía, abuelo con-
tra tío− en forma física, psicológica y económica; y la del adulto 
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contra el menor −padre contra hijo, madre contra hija, tío contra 
sobrina, amigo de la familia contra la hija, hermano mayor con-
tra hermana menor−. Se trata de situaciones desafortunadas que 
derivan en actos delictivos de índole sexual, físico o psicológico. 
En este rubro no se consideran las reprimendas de los padres por 
el mal comportamiento de los niños.

La vida infantil ante la adversidad de la colonia

El concepto «colonia» abarca seis categorías, como puede observarse 
en la figura 2:

1) «Vivir entre escenarios con(ictivos»: se percibe constante expo-
sición infantil a sufrir abusos como robos, peleas, asaltos o 
violaciones sexuales; y adicionalmente se presenta la actividad 
pandilleril a temprana edad, generando delitos como robo de 
celulares y a casa habitación a manos de niños y niñas. Una 
de las consecuencias más graves es la deserción escolar por la 
in(uencia de escenarios con(ictivos.

2) «Contextos emergentes»: se evidencia fuerte penetración social 
del narcotrá"co en las colonias, ya que vecinos o amigos de los 
infantes pertenecen al crimen organizado, situación que genera 
en los niños la aspiración de ser parte de las células criminales. En  
algunos casos, se ha detectado actividad criminal infantil, par-
ticipando los menores como sicarios, carjackers, puchadores o 
consumidores de drogas. Se vive lo criminal como cotidiano.

3) «Condiciones demográ"cas»: como colonias receptoras de migran-
tes, se presenta el fenómeno de la población (otante y, por ende, la 
necesidad de generar sentido de pertenencia. El comportamiento 
se replica al interior de las primarias.

4) «Condiciones topográ"cas»: se vive en comunidades asentadas 
de manera irregular, sobre cauces de arroyos, entre barrancos 
e, incluso, establecidas sobre un antiguo basurero municipal. 
Lo anterior genera complicaciones para llevar servicios públicos 
de calidad.
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5) «Asistencia social humanitaria»: al vivir en condiciones de 
extrema vulnerabilidad y como región transfronteriza, se reco-
noce a estas colonias como receptoras de asistencia social inter-
nacional, a través de organizaciones como la Agencia de los 
Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID, por 
sus siglas en inglés) o International Youth Foundation, las cuales 
desarrollan algunos de sus programas en colonias aledañas a los 
centros escolares.

6) «Intervención público-social»: ante la emergencia de contextos 
con nuevas necesidades, se propicia la inversión pública-privada 
que incentiva programas de seguridad ciudadana de prevención 
social de la violencia y la delincuencia, en este caso, directamente 
en las escuelas primarias bajo análisis.

Avances y retrocesos desde el gobierno

El concepto «gobierno» se compone por seis categorías como puede 
observarse en la figura 3:

1) «Infraestructura pública»: se enfatiza en la existencia de centros 
comunitarios como soporte al desarrollo integral de la niñez de esas 
colonias. Paradójicamente, también se reclama la carencia de par-
ques, jardines y espacios deportivos exclusivos para niñas y niños.

2) «Políticas públicas»: se reconocen los malos resultados de la 
política económica que se ref leja en pobreza y exclusión social, 
la inexistencia de programas integrales de apoyo a la familia, 
así como la urgencia de creatividad para el diseño de políticas 
que incorporen necesidades emergentes, como el incentivo a las 
empresas por contratar exconvictos, ya que el rechazo del mer-
cado laboral formal de estas personas genera candidatos ideales 
para ingresar a las "las del crimen organizado.

3) «Políticas públicas emergentes»: se rescatan los esfuerzos públicos 
novedosos por atacar necesidades sociales extremas. En dos de 
las colonias vecinas de los planteles educativos se lleva a cabo el 
programa Cruzada Contra el Hambre, a través del cual los vecinos 
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se han incorporado a la operación de los comedores comunitarios, 
quienes, a la vez, se han preocupado por la incertidumbre de su 
operación para el próximo año.

4) «Legislación»: se evidencia el reclamo, por parte de los y las 
docentes, de mayor efectividad gubernamental para la norma-
tividad de los contenidos ofrecidos por los medios de comuni-
cación masiva.

5) «Servicios públicos»: se evidencia la precariedad de los servicios 
públicos básicos como agua, drenaje, alumbrado, electricidad y 
pavimento de calles. La respuesta de los servicios de la Secretaría 
de Seguridad Pública Municipal a los llamados de los vecinos es 
también de"ciente. Una madre de familia lo resume así: «si el 
vecino se está peleando y usted le habla, casi dura dos horas en 
llegar, ya cuando llega, pues ya no hay nada, solamente pasa […] 
matan a uno, se mosquea todo, se seca la sangre y la policía no 
llega» (anónimo, comunicación personal, 2015).

6) «Declaraciones políticas»: se demostró que, en determinadas oca-
siones, las declaraciones de los gobernantes actúan como genera-
dores de violencia e incertidumbre social. El caso ejemplar fue el 
manejo en medios de comunicación del tema de las cuotas esco-
lares. La declaración del gobernador del estado de Chihuahua 
en el sentido de no exigir a los padres de familia la cuota para el 
mantenimiento de los planteles escolares, y su posterior negación 
de la misma, generó encono, conatos de con(ictos y peleas entre 
los familiares y los directivos de estas cuatro primarias.

El ocio y las actitudes violentas de niñas y niños

El concepto «ocio» incluye tres categorías, como puede observarse en 
la figura 4:

1) «Medios masivos»: incluye varias subcategorías: a) la «televisión», 
la cual es concebida como copartícipe en los procesos formativos 
de la niñez y es criticada por la carencia de oferta de programación 
educativa, por generar modas entre las niñas y los niños −entre 
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ellas el concepto de bullying−, por transmitir programas no aptos 
para menores y por lucrar en la localidad con las noticias sobre 
seguridad pública. b) La «radio», que adquiere relevancia por el 
tema de los «narcocorridos» y por la promoción desmedida para 
los cantantes y bandas de ese género. c) El «cine», donde la pirate-
ría por medios convencionales permite el acceso infantil a "lmes 
de audiencia restringida por su violencia explícita o por temas de 
terror, como es el caso de Anabelle. d) La «prensa escrita», ya que 
los vecinos de las colonias analizadas se informan a través del 
diario P. M., cuyos interiores se basan en violencia explícita y en 
pornografía, a las que los infantes tienen libre acceso.

2) «Tecnología»: el uso intenso del «Internet» como primera subca-
tegoría podría incidir en los comportamientos inestables de las 
y los niños, ya que utilizan páginas violentas y pornográ"cas. 
Además, las y los actores clave asocian a la red social Facebook 
con una herramienta para propagar con(ictos. Los «videojue-
gos», como segunda subcategoría, implican un factor de riesgo, 
ya que se popularizan entre este grupo social por la violencia, el 
uso de armas, la sexualidad, e incitan a la pertenencia a pandillas. 
Sobresale, en este sentido, Grand #eft Auto: San Andreas.

3) «Espacios públicos»: incluye las siguientes subcategorías: a) los 
«centros comunitarios», donde los infantes que asisten disfrutan, 
a muy bajo o ningún costo, programas de desarrollo de habili-
dades como carpintería, música o pintura. b) El «deporte», ya 
que en los alrededores de las primarias se ofrecen programas de 
futbol soccer o box que pretenden apartar a los niños de malas 
in(uencias. c) «calle», la cual desafortunadamente se sitúa como 
la opción más recurrida para encauzar el ocio, a pesar de los 
riesgos que conlleva al exponer a los menores a violencia, drogas, 
sexo, alcohol, armas y pandillas.

Oportunidades culturales y retos económicos

El concepto «cultura» se compone por dos categorías, como puede 
observarse en la figura 5:
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1) «Información general»: son imperantes las estrategias para infor-
mar sobre las implicaciones del bullying. Tanto los vecinos, los 
padres de familia y los alumnos y las alumnas, como los direc-
tivos y los propios docentes carecen de elementos para detectar, 
enfrentar, corregir, disminuir y erradicar esta anomia.

2) «Usos y costumbres»: se observa, principalmente, la falta de 
conciencia cívica para denunciar abusos, no sólo de parte de los 
infantes, sino también de todos los implicados en el acoso esco-
lar y en los actos que desembocan en lo ilícito.

Por su parte, el concepto «economía» ref leja tres categorías 
también observables en la figura 5:

3) «Entorno económico regional»: se percibe que la constante des-
estructuración del mercado laboral de la actividad económica 
preponderante en la región −y una de las más importantes fuen-
tes de empleo para los vecinos−, la industria maquiladora, ref le-
jada en desempleo, subempleo y bajos ingresos familiares, trae 
como consecuencia la precariedad económica.

4) «Entorno económico global»: se evidencia que la desaceleración 
económica mundial ha impactado a la actividad productiva 
local, colocándola en un caso negativo extremo, ya que se han 
presentado cierres masivos de plantas manufactureras, lo que, a 
su vez, ha generado violencia por desempleo.

5) «Entorno económico comunitario»: se percibe que, ante la falta 
de oportunidades en el mercado laboral formal, la informalidad 
se presenta como el único recurso lícito, ya sea a través de la 
compra-venta de «segundas», de la pepena de basura o de la reco-
lección de comida en el «dompe», las cuales conforman las tres 
actividades más socorridas ante la necesidad de los pobladores.

De acuerdo con todo lo anterior, ¿cómo perciben las y los 
docentes el futuro para las niñas y los niños de esas cuatro pri-
marias públicas?

El concepto «futuro» se compone de tres categorías, como 
puede observarse en la figura 6:
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1) «Contextos emergentes»: la cual incluye las siguientes subcate-
gorías: a)  «ilegalidad como modus vivendi», ya que la historia 
reciente permite aseverar a los informantes clave que algunos 
menores se emplearán completa o parcialmente en la ilegalidad, 
como en asaltos o en el robo de autos. b) Las «actividades labo-
rales lícitas ligadas a la violencia», ya que forman parte de las 
aspiraciones infantiles por pertenecer a las fuerzas armadas o a 
los cuerpos policiacos. c) La «in(uencia del crimen organizado 
en los infantes», quienes en varias ocasiones demuestran elegir 
directamente el narcotrá"co o el sicariato como forma de vida, 
hecho que no sólo ya ha ocurrido, sino que desafortunadamente 
se repetirá. d) «El riesgo de dedicarse al crimen organizado», 
como realidad palpable cuyo trance extremo es perder la vida de 
manera trágica, siendo desmembrado o acribillado. 

2) «Trayectoria escolar»: se observa que atestiguar violencia, así 
como ser víctima o victimario de manera constante in(uye en 
la continuidad de los estudios formales de las niñas y los niños, 
principalmente en dos elementos: la deserción escolar en etapas 
básicas y las bajas probabilidades para alcanzar y "nalizar la 
educación superior. Una maestra expone: «le aseguro que de 34 
alumnos que tuve, dos posiblemente, nada más, logren sacar una 
carrera» (anónimo, comunicación personal, 2015).

3) «Economía»: se vislumbra la in(uencia del escenario familiar: 
las bajas capacidades laborales de los padres, quienes incitan 
al menor al abandono de la escuela para dedicarse al trabajo 
precario y de mera sobrevivencia. De esta manera, se presenta 
como norma la reproducción de las condiciones socioeconómi-
cas familiares.

Conclusión

El contexto del acoso como forma de violencia específica se compone 
por una intensa red de relaciones sociales, culturales, económicas, 
políticas, de poder, interpersonales y de comunicación entre pares y 
con adultos que, bajo determinadas condiciones, colocan a algunos 
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de los infantes en una situación de vulnerabilidad y riesgo o, en su 
defecto, los empoderan. En el acoso escolar, esta dinámica tiene una 
relación directa, ya que las instituciones de enseñanza actúan como 
receptoras de los procesos sociales más cercanos.

Así, la influencia del contexto en el comportamiento violento de 
los menores (en su versión de acoso escolar) es directa. Los cuadrantes 
que incluyen a los planteles analizados se definen por dos elementos: 
exclusión y violencia, además de que se insertan en una localidad en 
donde la constante en el período 2008-2011 fue la escalada de violencia, 
acompañada por los delitos de alto impacto.

El acoso escolar y el grado de violencia con el que se lleva a cabo 
son sólo un reflejo de las adversidades cotidianas de las alumnas y los 
alumnos de estas escuelas, en una etapa de seguimiento y reproduc-
ción de conductas en la que no se repara en el mérito o demérito de 
actos y consecuencias.

No obstante, el estudio realizado indica que no son suficientes las 
características del contexto per se para generar niñas y niños repro-
ductores de violencia, sino que son necesarios también los «cataliza-
dores»; en este caso, padres, madres, tutores, medios de comunicación 
y tecnología que, debido a su cercanía o recurrencia, incidan en la 
agresividad infantil.

Un mal consejo u orden del padre hacia el hijo, un personaje de 
televisión ligado al narcotráfico, un narcocorrido interpretado por 
la banda de moda (por ejemplo, las relacionadas con el Movimiento 
Alterado), el mismo bullying como producto de la moda de los medios 
de comunicación, o un videojuego cuyo objetivo primordial es el de 
cometer asaltos a mano armada constituyen serios factores de riesgo.

Un pendiente significativo respecto a este tema tiene que ver con 
la explicación conceptual del acoso escolar, ya que éste no sólo se da 
en forma aislada, sistemática o repetitiva. Nuestros casos de estudio 
demuestran que el acoso se presenta de manera generalizada, como 
una conducta dirigida, pero no forzosamente sistematizada, y con la 
contundencia como complemento a la repetición.

Lo anterior se debe justamente a que el acoso es un subproducto 
de los cambios y de los contextos emergentes que permiten variaciones 
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en la intensidad, en las estrategias de agresión, en las consecuencias y 
alternativas de gestión, aunque no fungen como condicionantes de la 
existencia del acoso escolar, pues ya se ha discutido sobremanera que 
se trata de un fenómeno recurrente y permanente a través del tiempo.

El acoso escolar en las primarias públicas Niñez Mexicana, Luis 
G. Inclán, Pablo Galeana y Guadalupe Victoria es, en parte, conse-
cuencia de una política pública educativa que no ha tomado suficiente-
mente en cuenta esta problemática. La desatención de las instancias 
gubernamentales y sociales requeriría terminar y dar lugar al diseño de 
estrategias de contención y control que incorporen a estos planteles 
educativos como parte de un contexto amplio y homogéneo, que con-
sidere a la familia como generadora de bienestar o conflicto, y que no 
conciba al problema como exclusivo de las escuelas.

Una sociedad fuerte con un gobierno proveedor de condiciones 
mínimas para el desarrollo genera, a su vez, ambientes escolares que se 
distinguen por la armonía, por una sana convivencia y por el óptimo 
desarrollo académico de sus integrantes.

Los factores que configuran un escenario en extenso del fenó-
meno del acoso escolar, como una forma de violencia específica que 
afecta a las comunidades y que genera más violencia, llevarán a una 
espiral de violencia cuando los niños reproduzcan esa práctica en su 
edad adulta. Es momento de interrumpir esa espiral y de dejar que la 
normalidad del acoso se convierta en la excepción en la convivencia 
pública y privada de los niños y las niñas.
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Epílogo.  
Agenda de investigación en formación

Rafael Enrique Valenzuela Mendoza / 
José Andrés Sumano Rodríguez

A lo largo del libro, el lector habrá observado la importancia de la 
participación ciudadana para la prevención de las violencias, así como 
para la generación de una ciudadanía que promueva nuevos enfoques 
y configure una agenda de problemas de política pública en seguridad 
que admita el aprendizaje y su traducción en mejores rendimientos en 
su instrumentación.

Un elemento que se pasa por alto en los procesos de toma de decisio-
nes en seguridad es la información pública. Tanto en la certificación del 
cuerpo policiaco y en el análisis de la percepción sobre el desempeño 
de la policía municipal que realizó el Observatorio Ciudadano, ambos en 
Ciudad Juárez, como en la experiencia de los centros penitenciarios 
en Argentina se pone de relieve la importancia del uso de las tecnolo-
gías y del acceso a la información pública como elementos clave que 
fortalecen la participación informada del ciudadano.

De igual forma, en la estrategia de seguridad pública Todos Somos 
Juárez, Reconstruyamos la Ciudad se observa que, del conflicto que 
culminó con la presencia de militares y del gobierno federal en la 
ciudad, se creó un esquema colaborativo de participación ciudadana 
y un diálogo a través de una Mesa de Seguridad que llevó a plantear, 
años después, la meta de reducir homicidios a una tasa de 12 por cada 
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100 000 habitantes, lo que ayuda a reiterar que las democracias sin 
ciudadanos no son factibles para crear comunidades más seguras. La 
participación es con ciudadanos y para los ciudadanos, siempre con el 
propósito de resolver una agenda de problemas y de crear capacidades 
institucionales desde la sociedad civil.

Un punto que destacan los autores de esta obra es la importancia 
de comprender la definición de seguridad en los textos constitucio-
nales, así como en los discursos políticos, para traducirla en acciones 
de prevención, pero también de contención de la violencia. El simbo-
lismo detrás de las discusiones sobre reformas legislativas dibuja un 
conjunto de interacciones que destapan la lucha por hacer prevalecer 
un modo específico bajo el cual se ejerce el poder político.

El diálogo a partir de la interacción entre gobierno y ciudadanos, 
la modernización de las policías −para hacerlas más próximas y abier-
tas a los ciudadanos−, la lucha contra la desigualdad sin menoscabo 
de libertades, el uso de la información pública para generar datos que 
ayuden a mejorar los centros penitenciarios, y la prevención de las 
violencias y las políticas dirigidas a jóvenes que ingresan al crimen 
organizado perfilan una agenda de investigación sumamente rica para 
los tomadores de decisiones en la materia.

Desde diferentes aproximaciones, los autores de este esfuerzo 
editorial aportaron resultados de sus investigaciones que contribu-
yen a la comprensión del fenómeno de violencia y delincuencia que 
azota a nuestras comunidades en América Latina. La complejidad de 
esta problemática y los retos del Estado para tratar de atenderla dan 
cuenta de la imposibilidad de resolver en el corto plazo sus efectos y, 
menos aún, sus causas.

Por ello, para crear comunidades seguras en nuestra región es fun-
damental que el conocimiento en la política pública y el poder de la 
política encuentren el diálogo y la cooperación necesarios y suficien-
tes. Reducir los niveles de violencia y delincuencia con un enfoque de 
pleno respeto a los derechos humanos en América Latina requiere del 
esfuerzo conjunto de gobierno, sociedad civil, academia y sector pri-
vado. No es fácil, pero se ha mostrado que el trabajo coordinado para 
atender las causas sociales del fenómeno de la inseguridad −poniendo 
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énfasis en la labor policial, mejorando las condiciones de procura-
ción de justicia y verificando, por un lado, que la reinserción social 
se produzca en los mejores centros penitenciarios y, por otro, que la 
atención a víctimas sea en espacios con la mejor atención calificada− 
sí es capaz de construir comunidades más seguras.

En otras palabras, esperamos que el libro haya servido para 
reflexionar sobre cómo reducir los niveles de violencia y delincuencia 
de una forma que sea respetuosa de los derechos humanos y contri-
buya al desarrollo del capital social de las comunidades.

Los problemas de seguridad en América Latina tienen sus par-
ticularidades, que nos obligan a pensar en respuestas ad hoc para la 
región. Enfrentamos robo, acoso escolar y violencia intrafamiliar que 
son comunes a gran parte de la población mundial, pero también 
tenemos la presencia de grupos criminales organizados con una capa-
cidad de fuego y organización que no se encuentran en otros sitios. 
Las respuestas deben ser diferenciadas para que sean eficaces.

Este volumen pretende reflejar esa diversidad de retos que enfren-
tan nuestras comunidades para articular una visión respecto a cómo 
construir comunidades seguras. En ese sentido, los autores deseamos 
que el libro sirva para mejorar la capacidad institucional en la región, 
y de este modo crear valor público asociado a la seguridad, con el 
único propósito de aportar un granito de arena desde la academia y 
desde la experiencia de quienes han tenido o tienen una responsabi-
lidad relacionada con la seguridad pública y el Estado de Derecho.

Toda política pública o programa de prevención debe tener un 
enfoque de reducción del daño social del delito y la violencia. En caso 
contrario, se debe redefinir el método. La dignificación de la labor 
policial, la mejora en el acceso a la justicia, la implementación de pro-
gramas basados en modelos cognitivo-conductuales y las acciones de 
disuasión focalizadas no son fines en sí mismos, sino medios para 
alcanzar los niveles de seguridad y tranquilidad tan anhelados. En este 
sentido, la complejidad previamente señalada acerca de los retos plan-
teados a lo largo del libro para afrontar la violencia y la delincuencia da 
constancia del desafío que enfrenta la región y que demanda solucio-
nes integrales que, a la par, atiendan la multiplicidad de causas de estas 
realidades y aborden los síntomas ya presentes en ellas.
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Las viejas herramientas de la administración pública y la crimi-
nología, fundamentadas en procesos complicados −los cuales asumen 
secuencias lineales y mecanismos racionales−, son incapaces de dar 
respuesta a fenómenos como la violencia y la delincuencia en América 
Latina. Atender estos temas en nuestra región, en el siglo XXI, exige 
que nuestros gobiernos sean capaces de transitar de la jerarquía a las 
redes, de la racionalidad a la deliberación y de la eficiencia a la inte-
ligencia administrativa y colectiva. En pocas palabras, es necesario 
adaptar la caja de herramientas con la que nuestras instituciones abor-
dan y atienden estos fenómenos complejos.

De la experiencia analizada en el libro y de debates sobre el tema, 
es posible inferir que las estrategias de disuasión focalizada y las 
acciones preventivas basadas en modelos cognitivo-conductuales son 
altamente eficaces en la reducción de la violencia y la delincuencia 
en Latinoamérica. También, hemos aprendido que la celeridad y la 
certidumbre en la aplicación del castigo (independientemente de su 
severidad) son fundamentales para alcanzar este mismo propósito, ya 
que estos fenómenos son consecuencia de la impunidad en sus diversas 
expresiones. Así, hay razones para pensar que, a través de la delibera-
ción, la coproducción y la búsqueda de soluciones inteligentes, más 
allá de la eficiencia, es posible encontrar una salida a la crisis de inse-
guridad que azota a nuestros países.

A pesar de que la rigidez y la falta de diálogo han caracterizado los 
esfuerzos en materia de seguridad en la región, en los últimos años 
hemos avanzado en la eficiencia de nuestras instituciones de seguridad 
(por ejemplo, en los tiempos de respuesta a las llamadas de emergencia), 
aunque se ha mantenido la rigidez en otros puntos de contacto entre 
gobierno y sociedad.

Una administración que no habla al interior ni al exterior no es una 
administración inteligente y, por tanto, es incapaz de dar respuesta a 
problemas complejos como la violencia y la delincuencia. Los casos de 
Chihuahua, con la creación del Ficosec y de la estrategia Todos Somos 
Juárez, Reconstruyamos la Ciudad; de Nuevo León, con la creación de 
la corporación Fuerza Civil; con la generación de aplicaciones tecnoló-
gicas y las acciones de seguridad con perspectiva de género en Sonora, 
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entre otras experiencias en México, nos han enseñado la importancia 
de la colaboración, la comunicación y el diálogo en la respuesta a 
fenómenos complejos. En este sentido, se podría afirmar que el factor 
de gestión preponderante de las estrategias de seguridad exitosas en 
los últimos años en América Latina ha sido la confianza.

En relación con todo lo anterior, y, en resumen, es posible hacer 
las siguientes conclusiones para la región latinoamericana:

1) Las políticas públicas desarrolladas para atender fenómenos 
complejos, como la violencia y la delincuencia, tienen mayores 
probabilidades de éxito si surgen a partir de la colaboración, la 
comunicación y el diálogo.

2) Generar con"anza entre las diferentes áreas del gobierno y entre 
éste y la ciudadanía, sociedad civil y sector privado debe ser el 
factor preponderante de gestión a efecto de poder alcanzar los 
resultados de seguridad esperados.

3) Los liderazgos que utilizan el diálogo y la negociación −más que 
las instrucciones y el control− son más efectivos en la solución de 
problemas complejos como la inseguridad y la violencia.

Lo anterior no exenta el cumplimiento de ciertos criterios míni-
mos que deben tener todas las políticas públicas de seguridad que 
buscan contar con una teoría del cambio sólida que sea evaluable. 
Dichos criterios serían los siguientes (aunque no se trate de una lista 
exhaustiva, sino simplemente de una guía):

1) Enfoque de reducción de riesgo y de cohesión social comunitaria.
2) Pertinencia.
3) Focalización territorial.
4) Focalización poblacional.
5) Diseño metodológico integral y multinivel.
6) Sistematicidad.
7) Inclusión y participación.
8) Formación de capacidades institucionales.
9) E"ciencia en la implementación.
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10) Evaluabilidad.
11) Evidencia de efectos o resultados.
12) Sostenibilidad.

Aquellos gobiernos que sean capaces de generar confianza y 
colaboración al interior y al exterior, a través del diálogo y la deli-
beración, para implementar de manera exitosa políticas públicas de 
seguridad tendrán más probabilidades de éxito que aquellos que sigan 
apostando a soluciones burocráticas fundamentadas en la jerarquía, la 
especialización, la eficiencia y la rigidez.

La solución de problemas complejos, como la inseguridad y la vio-
lencia, pasa muchas veces más por el balance de objetivos y el diálogo 
entre concepciones variadas de la seguridad que por la consecución 
lineal de un objetivo a través de procesos diseñados para problemas 
complicados, no complejos.

Finalmente, es pertinente reconocer que, si bien el libro aborda las 
categorías analíticas de género, condición socioeconómica y grupo 
generacional, y su relación con la construcción de comunidades segu-
ras, es necesario profundizar aún más en ello en futuros estudios, par-
ticularmente de forma transversal en lo relacionado con el género. El 
presente trabajo marca algunos tópicos que son agenda de investiga-
ción en formación para los próximos años.
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